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Resumen y Abstract V 
 
Resumen 
El objetivo del estudio es establecer la caracterización del error de hecho siguiendo la 
jurisprudencia de las Salas especializadas de la Corte Suprema de Justicia proferidas 
durante el primer semestre del año 2009, con lo cual se logra comprender el ámbito del 
control sobre la motivación fáctica de sentencias judiciales en lo concerniente a la 
apreciación o valoración de pruebas en sede de casación. Institucionalmente, los errores 
en materia fáctica, cuentan con dos vías de aproximación para su detección, 
identificación y caracterización en sede de casación: el error de hecho y el error de 
derecho. Sin embargo, no hay univocidad de significado para cada una de las 
modalidades de error; también se evidencia un tratamiento bastante diferenciado con 
respecto al control de la motivación fáctica de la sentencia en las diversas Salas de la 
Corte Suprema de Justicia. Se concluye que lo más adecuado es la unificación de 
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The present paper purports to characterize the factual error in accordance to the 
jurisprudence of the Supreme Court‟s specialized chambers during the first semester of 
2009. As a result, this paper achieves an understanding of the possibilities of controlling 
the factual motivation of the judicial ruling vis-à-vis the evidence assessment at cassation. 
At the institutional level, errors in factual matter can be detected, identified and 
characterized through two different approaches at cassation instance:  factual error and 
legal error.  However, there is more than one meaning for each of the modes of error; 
there is also a majorly differentiated treatment with regard to the control of the factual 
motivation of the rulings at the various chambers of the Supreme Justice Court.  The 
paper concludes that what would be most advisable would be to unify the criteria on 












Resumen .......................................................................................................................... V 
Introducción .................................................................................................................... 1 
1. Consideraciones conceptuales previas ................................................................ 11 
1.1 Hecho ............................................................................................................ 11 
1.2 Prueba ........................................................................................................... 13 
1.3 Valoración probatoria ..................................................................................... 15 
1.4 Sentencia judicial y motivación fáctica de la sentencia .................................. 21 
1.5 Control de la motivación fáctica de la decisión judicial, en sede de casación . 27 
2. La Casación y su encuadre normativo-institucional ........................................... 33 
2.1 Fines de la casación en la perspectiva de la Corte Constitucional ................. 33 
2.2 Escenario del juicio de casación .................................................................... 36 
2.3 Fracaso de cargos por error de hecho ........................................................... 42 
3. El error de hecho en casación penal. Caracterización ........................................ 45 
3.1 Error de hecho en el régimen de casación penal ........................................... 49 
3.1.1 Ley 600 de 2000 ................................................................................. 49 
3.1.2 Ley 906 de 2004 ................................................................................. 54 
3.2 Criterios para la formulación de cargos por error de hecho ............................ 60 
3.2.1 Formulación de cargos en la Ley 600 de 2000 .................................... 63 
3.2.2 Formulación de cargos en la Ley 906 de 2004 .................................... 66 
3.3 Modalidades del error de hecho ..................................................................... 69 
3.3.1 Falso juicio de existencia .................................................................... 70 
3.3.2 Falso juicio de identidad ...................................................................... 71 
3.3.3 Falso raciocinio ................................................................................... 74 
3.4 El error de derecho en contraste con el error de hecho ................................. 78 
3.4.1 Falso juicio de legalidad ...................................................................... 79 
3.4.2 Falso juicio de convicción .................................................................... 81 
4. El error de hecho en casación civil. Caracterización ........................................... 87 
4.1 Error de hecho en el régimen de casación civil .............................................. 88 
4.2 Criterios para la formulación de cargos por error de hecho ............................ 95 
4.3 Modalidades del error de hecho ................................................................... 105 
4.3.1 Preterición ......................................................................................... 105 
4.3.2 Suposición ........................................................................................ 106 
4.3.3 Distorsión o alteración del contenido de la prueba ............................ 107 
4.4 El error de derecho en contraste con el error de hecho ............................... 109 
VIII Título de la tesis o trabajo de investigación 
 
5. El error de hecho en casación laboral. Caracterización .................................... 117 
5.1 Error de hecho en el régimen de casación laboral ........................................ 119 
5.2 Criterios para la formulación de cargos por error de hecho .......................... 127 
5.3 Modalidades del error de hecho ................................................................... 132 
5.3.1 Falta de apreciación .......................................................................... 133 
5.3.2 Apreciación errónea ........................................................................... 134 
5.4 El error de derecho en contraste con el error de hecho ................................ 135 
6. Visión sinóptica y análisis comparativo .............................................................. 141 
6.1 Modalidades de error de hecho. Visión sinóptica .......................................... 141 
6.1.1 Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia ...................................... 141 
6.1.2 Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia ........................................ 144 
6.1.3 Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia ................................... 147 
6.2 Control de la motivación fáctica de la sentencia. Criterios coincidentes y 
divergentes ............................................................................................................. 148 
7. Conclusiones ........................................................................................................ 167 
A. Anexo: Casación Penal ........................................................................................ 173 
B. Anexo: Casación Civil .......................................................................................... 185 
C. Anexo: Casación Laboral ..................................................................................... 197 











El proceso judicial tiene como una de sus funciones primordiales la determinación 
empírica del presupuesto fáctico de la norma aplicable al caso. Es deseable que en esa 
determinación del presupuesto fáctico de orden normativo no se cometan errores y, 
además, es muy importante disponer de una catalogación de errores cometidos con 
ocasión de la fijación judicial de los hechos para efectos de conjurar futuros yerros. 
 
En Colombia, al actuar como tribunal de casación la Corte Suprema de Justicia verifica la 
legalidad de sentencias judiciales, dentro de lo cual tiene cabida el control sobre la 
motivación fáctica de la decisión para establecer si el juzgador incurrió en errores de 
apreciación probatoria. El control de la motivación fáctica de la sentencia en sede de 
casación, en lo que atañe a la apreciación probatoria, se efectúa cuando se impugna la 
sentencia judicial de segunda instancia con la interposición del recurso extraordinario,  
denunciando error de hecho. En principio, la expresión „error de hecho‟ corresponde a la 
descripción genérica de desaciertos en la apreciación de pruebas en los cuales pueden 
incurrir juzgadores de instancia en la motivación de las sentencias judiciales que 
profieren al finalizar un proceso1.  En el presente trabajo se acudirá a la expresión „yerro 
fáctico‟ con igual significación que el „error de hecho‟, sin entender incluido otro tipo de 
vicio o causal de casación2. 
 
                                               
 
1
 Otra vía posible para la identificación de desaciertos en la apreciación de pruebas por parte de 
los juzgadores es el defecto fáctico como causal de procedibilidad de la acción de tutela contra 
providencias judiciales (Peña 2008: 89 a 98) el cual no será abordado en el presente estudio por 
cuanto exige un tratamiento distinto para su presentación, desviando la atención del escenario de 




 Esta aclaración es necesaria porque en algunos textos de casación y en providencias de la Corte 
Suprema de Justicia se utiliza la expresión „yerro fáctico‟ para denominar indistintamente el „error 
de hecho‟ y el „error de derecho‟, modalidades de violación indirecta de norma sustancial, cuyas 
principales diferencias se presentarán en la caracterización del error de hecho en cada área.  
2 Introducción 
 
El error de hecho es una modalidad de causal de casación prevista en los estatutos 
procesales de las tres áreas especializadas de la jurisdicción ordinaria -penal, civil y 
laboral-, que pone en entredicho la fijación judicial de los hechos de una sentencia 
judicial.  Sin embargo, el presente trabajo tiene como punto de partida la ausencia de 
univocidad en lo que se considera error de hecho en la jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia, de manera que fue inevitable examinar por separado los 
pronunciamientos de cada una de las Salas de Casación especializadas de la Corte.  
 
El estudio se enfoca en una caracterización del error de hecho para lo cual se dispuso de 
manera sistemática y organizada el desarrollo jurisprudencial del primer semestre del año 
2009 de la Corte Suprema de Justicia. Este enfoque permite conocer características 
comunes y diferenciadas del error de hecho en cada área y, a su vez, delimitar el ámbito 
del control de la motivación fáctica en la casación colombiana. Este tipo de estudio no se 
encuentra en trabajos doctrinales recientes dedicados al recurso extraordinario de 
casación, razón por la cual se ha considerado pertinente la perspectiva elegida para el 
desarrollo del eje temático. 
 
El objetivo del estudio es establecer la caracterización del error de hecho en la casación 
penal, civil y laboral, siguiendo la jurisprudencia de las Salas especializadas de la Corte 
Suprema de Justicia, a partir de lo cual sea posible comprender el ámbito del control 
sobre la motivación fáctica de sentencias judiciales en lo concerniente a la apreciación o 
valoración de pruebas en sede de casación. 
 
Si bien el escenario en el que transita el presente trabajo corresponde a la casación, tan 
sólo se acude al marco normativo vigente que lo regula como recurso extraordinario y a 
pronunciamientos jurisprudenciales que resultan oportunos para la caracterización del 
error de hecho en la casación colombiana. De manera que no se incluye un estudio 
histórico de la casación ni una cronología de los cambios normativos, como tampoco un 
trabajo exhaustivo sobre la normatividad y la técnica relativa a este recurso 
extraordinario, pues existen varios textos dedicados en extenso a cubrir estos aspectos3.      
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 Este tipo de enfoque o desarrollo en torno al recurso de casación puede encontrarse en textos 
doctrinales de publicación reciente: Murcia, 2005; Rodríguez, 2008; Fernández, 2007; Tolosa, 




Se debe tener presente, además, que la sentencia judicial relevante es la proferida en el 
juicio de apelación, es decir, en segunda instancia, porque es la „decisión judicial‟ con 
respecto a la cual se pronuncia la Corte Suprema de Justicia. Sin embargo, en el 
presente estudio no será considerado lo relativo a su estructura y motivación en general, 
sino tan sólo lo concerniente a errores en la apreciación probatoria de los hechos o, dicho 
en otros términos, a errores en la motivación fáctica de la sentencia.  
 
La revisión de la motivación fáctica por parte de la Corte Suprema de Justicia está en 
principio limitada por la denuncia de errores de hecho contenida en una demanda de 
casación, escrito que es sometido a examen a efectos de determinar si cumple o no los 
requisitos formales y de sustentación para darle curso. Sólo si es admitida la demanda de 
casación, la Corte procede a verificar si el juez de apelación incurrió en los errores de 
hecho denunciados por el recurrente; si identifica este tipo de errores, la Corte „casa‟ la 
sentencia y procede a proferir el fallo sustitutivo, salvo que estime necesario practicar 
algunas pruebas antes de proferir la decisión definitiva. 
 
El trabajo está dividido en seis capítulos. En el primer capítulo se expone el marco 
conceptual que orienta el desarrollo del estudio, dentro del cual se presentan conceptos 
básicos de los componentes que están implicados en el control de la motivación fáctica 
de sentencias en casación. Dicho marco conceptual se encuentra fundamentalmente en 
el texto “Prueba Judicial. Análisis y valoración” elaborado para la Escuela Judicial 
“Rodrigo Lara Bonilla” – Consejo Superior de la Judicatura, en particular, en la unidad 1: 
Aproximación epistemológica, la unidad 2: Valoración de la prueba y la unidad 3: 
Razonamiento inductivo y argumentación probatoria (Peña 2008). Tal elección obedece a 
su pertinencia para la práctica judicial, en tanto fue considerado indispensable para 
fortalecer el desempeño judicial en el ámbito probatorio4. Como complemento se ha 
                                               
 
4
 El texto “Prueba Judicial. Análisis y valoración” está orientado a la formación de funcionarios y 
empleados de la Rama Judicial a nivel nacional, con la particularidad de que, previo a su 
aprobación y publicación, fue sometido al proceso de retroalimentación y validación concebido por 
la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, contando con la participación de Magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia, Magistrados de Tribunales Superiores y Jueces de la República, 
quienes en distintos escenarios reconocieron en los contenidos del módulo un valioso aporte para 
los vacíos conceptuales y la ausencia de sistematicidad en una elaboración teórica con respecto a 
los criterios que deben orientar la valoración probatoria en todo proceso judicial, a efectos de 
4 Introducción 
 
acudido al desarrollo conceptual aportado por Michele Taruffo en torno a la  motivación 
de la decisión judicial y su control en sede de casación, dado que el tratamiento de estos 
ejes temáticos resulta convergente con las precisiones conceptuales del texto “Prueba 
Judicial. Análisis y valoración”; así mismo, en  algunos aspectos se ha acudido a otros 
autores que tienen similar línea de pensamiento, como  Luigi Ferrajoli, Jordi Ferrer, 
Marina Gascón y Juan Igartúa. 
 
El segundo capítulo está centrado en el escenario en el cual está inserto el error de 
hecho, es decir, se presenta una delimitación de la casación como recurso extraordinario 
con apoyo en la jurisprudencia de la Corte Constitucional a efectos de tomar en 
consideración lo relativo a su finalidad dentro de la jurisdicción ordinaria desde la 
perspectiva constitucional.  
 
En los siguientes tres capítulos se expone la caracterización de error de hecho por cada 
una de las áreas especializadas:  
- El capítulo tercero corresponde al error de hecho en casación penal;  
- El capítulo cuarto está dedicado al error de hecho en casación civil, y  
- El capítulo quinto se enfoca en el error de hecho en casación laboral.  
 
En cada uno de los mencionados capítulos se describen las particularidades normativas 
vigentes, con apoyo en jurisprudencia de la respectiva Sala de Casación de la Corte así 
como en pronunciamientos de la Corte Constitucional, a partir de lo cual se logran 
identificar las principales características del error de hecho; al mismo tiempo, se 
presentan criterios para la formulación de cargos por este tipo de vicio, es decir, los 
principales aspectos que deben ser tenidos en cuenta para la denuncia de errores de 
hecho en una demanda de casación, las distintas modalidades del yerro fáctico 
identificadas por cada una de las Salas de Casación de la Corte y por último, un 
contraste con el error de derecho.  
 
En el capítulo sexto se presenta la visión sinóptica de las modalidades de error de hecho 
identificadas por la Corte Suprema de Justicia en el conjunto de sentencias examinadas 
                                                                                                                                              
 
atender problemas identificados previamente en el ejercicio de la función judicial en torno al 




y, a su vez, un análisis comparativo en el cual se destacan las principales diferencias en 
la concepción del error de hecho en cada una de las Salas de la Corte Suprema, así 
como criterios coincidentes y divergentes respecto del ámbito de control sobre la 





La jurisprudencia de las distintas Salas de Casación de la Corte Suprema de Justicia 
constituye la fuente primaria del presente estudio, razón por la cual es necesario precisar 
que la investigación se concentró en la revisión (uno a uno) de los pronunciamientos 
facilitados por la relatoría de cada Sala. Para la ubicación de la jurisprudencia relevante 
no se tuvieron en cuenta los índices de relatoría debido a que éstos no se habían 
elaborado en la fecha de realización del trabajo exploratorio por tratarse de 
pronunciamientos muy recientes, aunque también se constató que no siempre se 
identifica la causal invocada en el respectivo registro.  
 
Con este procedimiento se ubicaron autos de inadmisión de demandas y sentencias de 
casación en las cuales se había invocado como causal el error de hecho; fueron 
considerados pronunciamientos con desestimación de cargo o rechazo de demanda y, 
también aquellos en los cuales prosperó el recurso por este tipo de vicio.   
 
Para los propósitos de la caracterización del error de hecho resultaron oportunos los 
autos de inadmisión de demanda y las sentencias en las cuales no se casó la decisión de 
segunda instancia, pues este tipo de pronunciamientos suelen ser mucho más ilustrativos 
sobre el alcance que le otorga cada una de las Salas de Casación a este tipo de vicio en 
la motivación fáctica de sentencias; al mismo tiempo, en la mayoría de ellos se fijan 
criterios que deben ser tenidos en cuenta cuando se pretende impugnar la decisión 
judicial, alegando errores en la apreciación probatoria del juzgador.  
 
La revisión de las providencias en cada una de las Salas de Casación de la Corte 
Suprema de Justicia arrojó distintos resultados en cuanto al número de pronunciamientos 





En el área penal se revisaron pronunciamientos de la Sala de Casación Penal de la 
Corte Suprema de Justicia correspondientes al primer semestre de 2009 y al cuarto 











(O RECHAZO DE 
CARGO) EN DEMANDA 
DE CASACIÓN  
 
SENTENCIAS DE CASACIÓN 
 
NO PROSPERA CARGO 
POR ERROR DE HECHO 
SI PROSPERA CARGO POR 
ERROR DE HECHO 
 
Primer semestre 
del año 2009 
 
Doscientos ocho (208) 
 
 






del año 2008 
 
No se tuvieron en 
cuenta en la selección 
 
No se tuvieron en cuenta 





Como se aprecia en el cuadro anterior, se identificó un número muy elevado de autos y 
sentencias para ser analizado, de manera que del conjunto de tales providencias, 
partiendo de julio de 2009 hacia atrás, se seleccionaron aproximadamente 30 autos de 
inadmisión de demanda, teniendo en cuenta su motivación; adicionalmente, se revisaron 
74 sentencias en las cuales no prosperaron los cargos por error de hecho y se analizaron 
27 sentencias en las que si prosperó el recurso de casación por este tipo de desacierto.     
 
 
En el área civil también se partió del mes de julio de 2009 hacia atrás para efectos de la 
ubicación de pronunciamientos relacionados con el error de hecho. Se revisaron 83 
providencias (autos y sentencias) proferidas en el primer semestre de 2009; 93 
sentencias de casación en el año 2008, y 100 sentencias de casación en el año 2007. 
Los resultados en cuanto a cargos por errores de hecho fueron los siguientes: 
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 Se efectuó una primera revisión de pronunciamientos proferidos por la Sala Penal en el primer 
semestre de 2009 (1192)  y en el cuarto trimestre del 2008 (658) para ubicar las providencias 













(O RECHAZO DE 
CARGO) EN DEMANDA 
DE CASACIÓN  
 
SENTENCIAS DE CASACIÓN 
 
NO PROSPERA CARGO 
POR ERROR DE HECHO 
SI PROSPERA CARGO POR 
ERROR DE HECHO 
 
Primer semestre 










No se tuvieron en 
cuenta en la selección 
No se tuvieron en cuenta 





No se tuvieron en 
cuenta en la selección 
No se tuvieron en cuenta 





De acuerdo con lo registrado en el cuadro se precisa que, con respecto a la Sala Civil, en 
el presente estudio se tuvieron en cuenta 24 sentencias de casación (de los años 2007 a 
2009) en las cuales prosperó el recurso por errores de hecho; así mismo, los autos de 
inadmisión de demanda y sentencias de casación en las cuales no prosperaron los 
cargos por yerro fáctico correspondientes al primer semestre del año 2009, cuyo número 
se consideró suficiente para los propósitos del presente estudio. 
 
En el área laboral se revisaron 200 sentencias de casación proferidas entre los meses 
de enero y agosto de 2009 por la Sala Laboral de la Corte Suprema; no se seleccionaron 
autos de inadmisión porque en la preselección de relatoría no se tuvo en cuenta este tipo 












(O RECHAZO DE 
CARGO) EN DEMANDA 
DE CASACIÓN  
 
SENTENCIAS DE CASACIÓN 
 
NO PROSPERA CARGO 
POR ERROR DE HECHO 
SI PROSPERA CARGO POR 
ERROR DE HECHO 
 
Primer semestre 
del año 2009 
 
No se tuvieron  
en cuenta en la 
selección 
 






De acuerdo con el cuadro, en la revisión del conjunto de sentencias de casación laboral 
del período delimitado fue suficiente para ubicar casos específicos de error de hecho en 
esta área, así como criterios que permitieran construir la respectiva caracterización. 
 
 
Como el presente trabajo está basado en la jurisprudencia de la Corte Suprema de 
Justicia como fuente primaria, es necesario precisar que el enfoque del estudio no está 
dirigido a establecer cómo la Corte Suprema de Justicia, o jueces de segunda instancia, 
han resuelto cierto tipo de casos análogos6; lo central del enfoque consiste en identificar 
criterios jurisprudenciales que permitan caracterizar el error de hecho como causal de 
casación y delimitar el ámbito del control de la motivación fáctica de sentencias judiciales. 
Para tal fin se seleccionaron los pronunciamientos en función de la causal invocada y del 
tipo de vicio, es decir, por errores de hecho, sin tener en cuenta las circunstancias 
fácticas consideradas en las sentencias. Los errores de hecho –invocados por el 
recurrente o identificados por la Corte- son de distinto tipo y con respecto a distintas 
pruebas, así exista alguna identidad o similitud de situaciones fácticas.   
 
Vale la pena destacar que el presente trabajo se inscribe en una doble perspectiva. En 
primer lugar, se trata de una investigación de sentencia lata orientada a identificar y 
esclarecer el carácter de los errores en materia fáctica, con ocasión de los 
pronunciamientos jurisprudenciales en sede de casación; con miras a extraer 
consecuencias e implicaciones que puedan servir para tener presentes modalidades de 
errores de hecho que se vienen cometiendo con alguna regularidad en la práctica judicial. 
Para ello se aborda un trabajo de descripción y sistematización de las decisiones 
judiciales escogidas como objeto de investigación. 
                                               
 
6
 En la revisión y análisis de la jurisprudencia no se recurre a la construcción de presuntas líneas 
jurisprudenciales a partir de analogías de orden fáctico, porque no se adecua a las pretensiones 
de este trabajo: “… Es evidente que el sistema de problemas jurídicos donde se relacionan textos 
y patrones fácticos es típico de la jurisdicción de tutela: allí se trata de encuadrar patrones fácticos 
dentro de conceptos constitucionales que, cuando existe precedente, se supone que están más o 
menos bien definidos. Es en este tipo de situaciones donde la doctrina del precedente adquiere 
toda su fuerza.  Hay, sin embargo, problemas jurídicos diferentes en los que no se discute la 
tipificación constitucional de hechos, sino en los que se pregunta por la definición abstracta de un 
concepto constitucional. La mayoría de procesos de constitucionalidad abstracta parecen abocar 




Por otra parte, se aspira a plantear algunas sugerencias que podrían ser adoptadas 
respecto del ámbito de lo fáctico, es decir, parte del trabajo corresponde a una 
investigación de sentencia ferenda en virtud de la cual se consideran posibles ajustes 
que, eventualmente, podría apuntar hacia un mejor manejo de orden empírico en torno a 







1. Consideraciones conceptuales previas 
De forma preliminar se puede describir el error de hecho como una equivocación del 
juzgador con respecto a las pruebas consideradas o no en la motivación fáctica de la 
sentencia de segunda instancia; equivocación cuya identificación y eliminación o 
corrección le atañe al tribunal de casación como órgano de cierre de la jurisdicción 
ordinaria. Desde otro punto de vista, el error de hecho corresponde a un vicio en la 
motivación fáctica de la sentencia de segunda instancia, que se puede denunciar por las 
partes o sujetos procesales por medio del recurso extraordinario de casación.  
 
Componentes implicados en el error de hecho: hecho, prueba y valoración probatoria; 
sentencia judicial y motivación fáctica de la sentencia; y control de la motivación fáctica 
de la sentencia judicial, en sede de casación.  
 
1.1 Hecho 
En el ámbito de un proceso judicial no se tienen en cuenta  hechos7 (en sí mismos) sino 
enunciados que describen hechos para efectos de su individualización y la determinación 
de su relevancia jurídica; se trata de enunciados empíricos que describen la realidad. 
Una situación fáctica puede describirse según los elementos cualitativos y cuantitativos 
considerados, lo cual hace posible que se obtengan disímiles enunciados que describen 
un mismo hecho como en efecto ocurre en todo proceso judicial, escenario en el cual se 
enfrentan por lo menos dos descripciones distintas de las partes enfrentadas y, al final, 
se puede incluso obtener una  narración distinta del juez. Si se afirma que los 
                                               
 
7
 “Hecho es todo lo que se sabe o supone que pertenece a la realidad. Comprende estados de 
cosas y cambios en estados de cosas; pueden distinguirse, así, dos tipos básicos de hechos: 
estados de cosas -situaciones- y cambios en estados de cosas -eventos, acontecimientos o 
acaecimientos-, que pueden ser sucesos y procesos.”  (Peña 2008:18). 
 
12 El error de hecho 
 
“…„enunciados‟ son expresiones lingüísticas de las que se puede decir que son 
verdaderas o falsas porque se proponen informar acerca de algo”, entonces, los 
enunciados que describen hechos (o la realidad) pueden calificarse como verdaderos o 
falsos, mientras que de los hechos (en sí mismos) sólo se puede dar cuenta de su 
existencia, es decir, si existen o no, pero jamás puede afirmarse que son verdaderos o 
falsos. Los enunciados fácticos son verdaderos si la descripción contenida en ellos se 
corresponde con la realidad8. La reconstrucción de los hechos se puede considerar 
verdadera si la descripción contenida en los enunciados corresponde „muy 
probablemente‟ con lo que realmente ocurrió (Peña 2008: 17-18, 22, 24-25). 
 
Para determinar los hechos que serán objeto de fijación en el curso de un proceso 
judicial, se debe tener presente el supuesto de hecho previsto por la norma aplicable al 
caso, el cual opera como criterio jurídico de decisión en tanto establece, en principio, los 
hechos jurídicamente relevantes9 o hechos principales. Sin embargo, en el supuesto de 
hecho no siempre tienen cabida los hechos secundarios que también deben ser objeto de 
decisión, los cuales obtienen relevancia lógica si constituyen premisas (de inferencias 
probatorias) referidas a los hechos jurídicamente relevantes (hechos principales). En 
consecuencia, se debe partir de la idea de que los hechos son entidades complejas que 
se identifican y completan a través de disímiles circunstancias. Un hecho puede ser 
complejo en un sentido objetivo si comprende conjuntos o concatenaciones de sucesos o 
conductas extendidas en tiempo y espacio; y en un sentido subjetivo si implica a varios 
sujetos,  eventualmente en situaciones jurídicas diferentes. Reconociendo la complejidad 
de un hecho y los múltiples factores que pueden ser o no considerados en las 
narraciones fácticas que se obtienen en el proceso judicial, el juez debe concentrarse en 
la identificación de los hechos que hayan dado origen al conflicto entre las partes, 
considerando todas las circunstancias que componen la base de la controversia (Taruffo 
2010: 223, 224, 231). 
 
La reconstrucción judicial de los hechos debe corresponder a un conjunto de enunciados 
conectados de forma ordenada en una estructura de tipo inferencial. Taruffo diferencia 
cuatro niveles de enunciados que componen la reconstrucción judicial de los hechos, así: 
                                               
 
8
 Basado en la teoría de la verdad como correspondencia (Peña 2008: 24; Taruffo 2008:28). 
9
 En similar sentido Iturralde  (2003: 330-334). 
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 Primer nivel: enunciados que describen los hechos principales, comprendidas las 
circunstancias relevantes para la decisión.  Corresponde a la hipótesis que se 
pretende confirmar. 
 Segundo nivel: enunciados que describen los hechos secundarios (si los hay), los 
cuales atribuyen confirmación a los hechos principales.   
 Tercer nivel: enunciados relativos a las pruebas practicadas en el proceso judicial. 
Las pruebas confirman o refutan los enunciados del primer nivel y del segundo nivel 
(cuando los hay). 
 Cuarto nivel: enunciados que dan cuenta de circunstancias a partir de las cuales se 
pueden obtener inferencias relativas a la credibilidad o fiabilidad de los enunciados 
del tercer nivel. Estos enunciados atribuyen confirmación a los del tercer nivel, es 
decir, a los que resultan de las pruebas disponibles. 
En la argumentación correspondiente los distintos niveles de enunciados se 
interrelacionan acudiendo a criterios que permiten establecer la conexión lógica entre la 
hipótesis que se quiere confirmar y las pruebas disponibles. Cada uno de los enunciados 
requiere de confirmación, es decir, es necesario determinar su verdad o falsedad a partir 
de la calidad y cantidad de pruebas que se han practicado en el proceso judicial. La 
confirmación de la hipótesis (afirmación) es la conexión (inferencial) de los distintos 




En un proceso judicial lo que se prueba o demuestra es la verdad o falsedad de los 
enunciados relativos a los hechos que están en la base de la controversia (Taruffo 2008: 
19). En este contexto, la finalidad prioritaria de la prueba no es otra que la averiguación 
de la verdad10 sobre lo ocurrido, aunque existan otros fines como, por ejemplo, la 
                                               
 
10
 Es conveniente precisar que la verdad, como finalidad del proceso judicial, no es siempre 
aceptada por parte de diversas tendencias centradas en que la verdad no se debe o no se puede 
alcanzar. Si bien sobre este tema no habrá en este trabajo mayor desarrollo, vale la pena 
mencionar tan sólo que dentro del elenco de „enemigos de la verdad‟ hay una tendencia en la cual 
se afirma que el proceso está dirigido de modo exclusivo a resolver el conflicto que dio origen a la 
controversia, sin que se tenga interés alguno en la calidad y contenido de la decisión que pone fin 
al proceso, porque lo relevante es poner fin al conflicto, perspectiva en la cual la verdad de los 
14 El error de hecho 
 
protección de derechos fundamentales (Ferrer 2010: 12; 2007: 29-32, 77). Con respecto 
a los „hechos particulares ocurridos en un momento y un espacio determinado‟, en un 
proceso judicial se debe establecer primero si éstos han acaecido, es decir, deben ser 
probados y, segundo, si los hechos probados corresponden a la descripción genérica de 
la norma -calificación normativa- en la cual se determinan las consecuencias jurídicas 
aplicables al caso. Una prueba tiene por objeto demostrar, confirmar o refutar la 
existencia de un hecho particular judicialmente relevante para resolver la controversia 
planteada en el proceso judicial, teniendo como referente la norma aplicable (Peña 2008: 
13, 22). Desde la perspectiva de los enunciados fácticos que toma en consideración el 
juez para establecer si las descripciones de los hechos contenidos en ellos se 
corresponden con la realidad, la prueba es considerada como:  
[…] instrumento al cual acuden las partes para demostrar la veracidad de sus 
afirmaciones, y… es utilizado por el juez para decidir sobre la verdad o falsedad de 
los enunciados fácticos puestos a su consideración. Con respecto a la decisión 
judicial, la función de la prueba es suministrar los elementos de juicio requeridos 
para establecer si los enunciados fácticos aducidos corresponden a la realidad de 
los hechos relevantes para el proceso. Así, un enunciado fáctico se considera 
verdadero si es confirmado por pruebas; se considera falso si las pruebas lo 
refutan; y se considera no probado si en el proceso no se cuenta con las pruebas 
suficientes para la demostración de su verdad o falsedad (Taruffo 2006: 267-
268)[…] (Peña 2008: 30 y 31). 
 
En la actividad probatoria que se adelanta en el proceso judicial, Jordi Ferrer identifica 
tres momentos diferenciados y sucesivos, en virtud de los cuales se pretende lograr la 
determinación de la verdad sobre los hechos: 
(i)   La conformación del conjunto de pruebas: los únicos elementos de juicio que deberá 
considerar el juez está compuesto por las pruebas aportadas y admitidas en el 
proceso. En esta fase se aplican los criterios jurídicos de relevancia (pertinencia), de 
conducencia y de admisibilidad (o de exclusión) de pruebas para conformar el 
recaudo probatorio que confirme o refute las distintas hipótesis sobre los hechos. 
(ii)   La valoración de las pruebas: en esta fase el juez procede a „evaluar‟ el conjunto de 
pruebas conforme al régimen que deba atender. En un sistema de tarifa legal la 
                                                                                                                                              
 
hechos no es importante. En oposición, se defiende el valor jurídico de la verdad (aunque pueden 
existir otros como el valor moral, el valor político y el valor epistemológico) a partir del cual se 
sustenta su importancia en el contexto del proceso judicial, ya que se manifiesta que todo juicio 
está orientado no sólo a resolver controversias sino a concluir con decisiones justas basadas en la 
comprobación de los hechos (Taruffo (b) 2009: 22-33).  
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valoración está determinada por una norma jurídica. Si se trata de un sistema de libre 
valoración probatoria, el juez está sujeto a criterios generales de lógica y 
racionalidad, valorando el grado de apoyo de cada prueba y del conjunto probatorio, 
a efectos de establecer el grado de confirmación de las distintas hipótesis (el cual 
nunca será igual a la certeza absoluta). 
(iii)  La decisión sobre los hechos probados: en esta fase el juez debe decidir si la 
hipótesis que obtuvo mayor grado de confirmación en la valoración probatoria, puede 
declararse „probada‟ de acuerdo con el estándar de prueba que se utilice como 
criterio de contrastación de hipótesis con distintos grados de confirmación (por 
ejemplo, el estándar de prueba prevaleciente en civil, y el estándar de „más allá de 
toda duda razonable‟ en penal, propios de la cultura jurídica anglosajona11), aunque 
no se debe asumir que un mismo estándar de prueba debe imponerse en todos los 
tipos de procesos (Ferrer 2010: 14-18, 24; 2007: 41-49) 12. 
 
1.3 Valoración probatoria 
El sistema de tarifa legal, también denominado de „prueba legal‟ consiste en la aplicación 
de reglas proferidas por el legislador en las cuales se establece el valor de algunos o 
todos los medios probatorios. En contraste, en el sistema de libre valoración de la 
                                               
 
11
 Jordi Ferrer sostiene que en los países de civil law el control de la racionalidad de la decisión se 
realiza ex post mediante el control de la motivación (justificación de la decisión), aunque advierte 
que son prácticamente inexistentes estándares de prueba específicos, vacío que viene siendo 
llenado por la introducción de los estándares de la cultura anglosajona (common law) como el de 
„más allá de toda duda razonable‟, los cuales, en su opinión, no satisfacen las necesidades 
requeridas porque esos estándares dejan „la decisión en manos de la subjetividad del decisor y no 
permite ningún control intersubjetivo”; en el caso del common law pueden ser aceptables 
estándares de prueba flexibles (como el mencionado) porque se aplican ex ante muchas reglas de 
exclusión (en la fase de conformación del conjunto probatorio) con las cuales se espera reducir el 
riesgo de otorgarle valor a pruebas que ofrezcan poca fiabilidad, dado que en este sistema no se 
exige motivación del juicio sobre los hechos (Ferrer 2010: 25).     
 
12
 Jordi Ferrer sintetiza su propuesta de estándar de prueba penal con el cual se pueda considerar 
probada la hipótesis de culpabilidad con dos condiciones:  
“… 1) La hipótesis debe ser capaz de explicar los datos disponibles, integrándolos en forma 
coherente, y las predicciones de nuevos datos que la hipótesis permita formular deben haber 
resultado confirmadas. 
2) Deben haberse refutado todas las demás hipótesis plausibles explicativas de los mismos datos 
que sean compatibles con la inocencia del acusado, excluidas las meras hipótesis ad hoc …” 
(Ferrer 2010: 26-27). 
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prueba, el juez no tiene que valorar conforme a las reglas abstractas predeterminadas 
por el legislador, sino:  
     […] tiene que determinar el valor probatorio de cada medio de prueba específico 
mediante una valoración libre y discrecional. Esa valoración tiene que hacerse caso 
por caso, conforme a estándares flexibles y criterios razonables. La idea básica es 
que esta clase de valoración debe conducir al juzgador a descubrir la verdad 
empírica de los hechos objeto de litigio, sobre la única base del apoyo cognitivo y 
racional que ofrecen los medios de prueba disponibles […] (Taruffo 2008: 134, 
135).  
 
En un sistema de tarifa legal, la eficacia de la prueba está definida en la ley. En un 
sistema de libre valoración probatoria, la eficacia de la prueba se determina por el juez 
con base en pautas de racionalidad. La eficacia de la prueba corresponde a su grado de 
aceptabilidad, en función de la confirmación del enunciado fáctico o del hecho sometido a 
comprobación. La eficacia se determina en cada caso, efectuada la valoración o 
apreciación de la prueba, es decir, es el resultado de la aplicación de criterios racionales 
para fijar judicialmente los hechos. Una o varias pruebas son eficaces si con ellas se 
logra confirmar una hipótesis fáctica (Peña 2008: 35, 44). El resultado de la valoración 
probatoria siempre es contextual porque está referido a un determinado conjunto de 
elementos de juicio (pruebas), si el conjunto cambia, también puede cambiar el resultado 
de la valoración (Ferrer 2010: 16; 2007: 45).  
 
Cuando el juez valora las pruebas para determinar si los enunciados fácticos se 
corresponden con la realidad (con lo que realmente ocurrió), debe evaluar lo que cada 
prueba aporta en términos de confirmación o refutación de los hechos discutidos en el 
proceso judicial, tomando en consideración las distintas descripciones de los enunciados 
fácticos, los cuales corresponden a las hipótesis13 sometidas a comprobación. En la 
valoración de las pruebas, el juez debe establecer la conexión final entre los medios 
probatorios disponibles y la verdad o falsedad de los enunciados fácticos (Taruffo 2008: 
132). Para ello, se debe valer de una metodología racional aplicando criterios racionales 
que le permitan estimar la probabilidad de cada hipótesis y elegir como verdadera aquella 
                                               
 
13
 “…En términos generales, una hipótesis es una suposición o expectativa que se refiere a la 
solución del problema que debe decidirse; se expresa mediante enunciados en los cuales se 
afirma o se niega algo (como explicación provisional) de lo que se desprenden o se infieren 
consecuencias. Enunciados que se toman como sugerencias de explicaciones tentativas de 
carácter preliminar respecto del acaecimiento de hechos, y que se someten a prueba, 
considerando evidencias a favor o en contra…” (Peña 2008: 78). 
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que haya obtenido el mayor grado de confirmación con las pruebas aportadas al proceso 
(Ferrer 2010: 17); a partir del análisis racional de cada prueba y del conjunto probatorio 
puede garantizarse un nivel aceptable de seguridad jurídica en el cual el derecho se 
aplique a unos hechos probados con base en los elementos de juicio aportados al 
proceso, aunque nunca se llegue a la certeza racional sobre la verdad de una hipótesis 
sino al mayor grado de confirmación obtenido (Ferrer 2007: 57, 91). 
 
En el marco de un sistema de libre convencimiento o de persuasión racional, los criterios 
o pautas de racionalidad14 para la valoración de pruebas corresponde a las reglas de la 
sana crítica entendidas como „conjunto de elementos de convicción asociados a la 
apreciación racional del valor de las pruebas disponibles‟, conjunto integrado por los 
siguientes componentes: la ciencia, la lógica y máximas de la experiencia‟15. La 
aplicación de estos criterios debe ser explícita en la motivación de las decisiones 
judiciales, lo cual permite el control del razonamiento probatorio. Los componentes de la 
sana crítica operan, entonces, como criterios de racionalidad en la valoración de las 
                                               
 
14
 La „razón‟ es entendida “… como una operación intelectual de índole inductiva y probabilística”, 
de manera que “será racional en la medida que permita lograr la finalidad del proceso 
probatorio…” (Igartúa 1995: 17). 
 
15 La ciencia, como componente de las reglas de la sana crítica, debe ser considerada en dos 
perspectivas: (i) cuando el juez acude a la prueba científica por medio de un experto porque 
requiere de un conocimiento específico o especializado para establecer si la descripción de un 
hecho es verdadero ,o para decidir integral o parcialmente la controversia; y (ii) la ciencia como 
criterio de racionalidad corresponde al rigor que debe seguir el juez en la determinación de la 
verdad de los hechos, ya que es el procedimiento mediante el cual trata de „descubrir‟ lo que 
puede considerarse verdadero por medio de la confirmación y refutación de hipótesis fácticas y, 
posteriormente, justificar racionalmente la decisión.  
 
De otra parte, la lógica en el ámbito de la valoración probatoria es una herramienta que permite 
evaluar la solidez o corrección de los argumentos que sustentan las afirmaciones relativas a los 
hechos judicialmente relevantes en la respectiva decisión: un argumento es sólido si las premisas 
son verdaderas y su estructura lógica es correcta con lo cual se puede afirmar que la conclusión 
obtenida cuenta con una justificación adecuada; aunque la lógica no interviene en la 
determinación de la verdad de las premisas sino tan solo en la corrección de la estructura de cada 
argumento y de las cadenas inferenciales que conectan los distintos niveles de enunciados 
fácticos.  
 
Por último, las máximas de la experiencia son pautas o tesis hipotéticas que indican 
consecuencias desde determinados presupuestos, a partir de los cuales el juez valora las pruebas 
disponibles; como expresión de conocimiento de „lo usual‟ o habitual, estas reglas provienen de la 
experiencia general, asociadas al sentido común y dependen del contexto cultural y social del 
juez. Las máximas de experiencia se aplican como criterios a partir de los cuales se obtienen 
inferencias que conectan los medios de prueba con las hipótesis sometidas a comprobación 
(Peña 2008: 55-58, 65-66 y 68). 
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pruebas disponibles en el proceso, los cuales permiten obtener el grado de confirmación 
o refutación de las distintas hipótesis planteadas16 y acoger, por vía del razonamiento 
inductivo17, la reconstrucción fáctica que encuentre mayor respaldo probatorio y por 
ende, de confirmación18, la cual ha debido superar el examen de refutación19. En la 
valoración probatoria está implicado el análisis individual de cada prueba y el examen del 
conjunto probatorio, como fases sucesivas que se complementan en la reconstrucción 
judicial de los hechos, con lo cual se logra consistencia y coherencia en la determinación 
de los hechos (Peña 2008: 46, 49, 52-53, 81, 86-87). 
 
Si la decisión judicial está orientada “…hacia la determinación de la verdad de los 
hechos, la decisión debe constituir el resultado de un procedimiento racional, que se 
desarrolla conforme a reglas y principios, esto es, conforme a un método que permita 
someterla a control y que determine su validez”. Como con la decisión judicial se 
resuelve “la duda acerca de la verdad o a la falsedad de las hipótesis sobre los hechos”, 
el juez está vinculado a criterios de racionalidad aún haciendo uso del amplio poder 
discrecional para valorar las pruebas, dado que tan sólo puede dar por probado un hecho 
si la confirmación de su veracidad está soportada en las pruebas disponibles (Taruffo 
2010: 220, 221, 247).  
 
Es de precisar que la valoración de las pruebas, conforme a los criterios de racionalidad 
ofrecidos por las reglas de la sana crítica, se conecta con el principio de “libre 
                                               
 
16
 En similar sentido Gascón (1999: 219-223). 
 
17
 “… La inducción se relaciona con las razones para aceptar una hipótesis, para afirmar que es 
verdadera, en tanto la aplicación del criterio de verificación empírica permite establecer la verdad 
de estos enunciados, recurriendo a razonamientos inductivos efectuados con base en otros 




 “… Una hipótesis se considera confirmada por una prueba si existe un nexo causal o lógico 
entre ambas, de modo que se configure una razón para su aceptación. La confirmación 
corresponde a una inferencia en virtud de la cual, a partir de unas pruebas y de una regla que las 
conecta con la hipótesis, se concluye aceptando la veracidad de ésta. El grado de confirmación de 
una hipótesis es equivalente a su probabilidad inductiva…”  (Peña 2008: 83). 
 
19
 “… una hipótesis no ha sido refutada en tanto las pruebas disponibles no la contradicen, es 
decir, no se cuente con “contrapruebas”, o éstas ya han sido, a su vez, rebatidas. Este criterio 
general de refutabilidad corresponde procesalmente al principio de contradicción, en virtud del 
cual las pruebas deben siempre ser susceptibles de ser controvertidas por las partes …” (Peña 
2008: 84). 
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convencimiento del juez” o de “libre convicción”, desde una concepción racionalista, 
según Taruffo, fundamentada en: 
   […] el presupuesto de que el juez está dotado efectivamente de un poder 
discrecional en la valoración de las pruebas, pero no está de ningún modo eximido 
de la sujeción a las reglas de la racionalidad. En consecuencia, no existe antítesis 
en el libre convencimiento y la utilización de criterios racionales de valoración. Al 
contrario: la discrecionalidad de la valoración que el juez está llamado a realizar le 
impone aplicar las reglas de la razón para lograr una decisión intersubjetivamente 
válida y justificable… 
     …la concepción racional del libre convencimiento del juez es epistémicamente 
válida, en la medida que admite –e incluso requiere- que la valoración de las 
pruebas se dirija hacia la determinación de la verdad de los hechos. Entendido de 
este modo, el principio del libre convencimiento implica la eliminación de normas 
que, al predeterminar el valor legal de las pruebas, constituirían un obstáculo para 
esa determinación […] (Taruffo 2010: 185). 
 
También hay una concepción irracionalista del principio de “libre convencimiento del juez” 
(intime conviction) en la cual se concibe que la valoración „discrecional‟ de las pruebas no 
supone para el juez estar sometido a ninguna tarifa legal como tampoco a criterios de 
racionalidad. Se objeta esta concepción de dicho principio porque las decisiones 
judiciales amparadas en ella resultan subjetivas y carecen de justificación pues el juez no 
está obligado a dar cuenta de las razones que sustentan su decisión, lo cual propicia la 
arbitrariedad y el abandono del propósito de la averiguación de la verdad sobre los 
hechos (Taruffo 2010: 185). 
 
Jordi Ferrer señala que el principio de „íntima convicción del juez‟ ha sido utilizado como 
estándar de prueba por tradiciones jurídicas del derecho romano-germánico y del 
common law con varios inconvenientes: a) se apela a la certeza siendo que el 
razonamiento inductivo no puede justificar racionalmente conclusiones ciertas; b) 
establece una condición necesaria y suficiente entre la creencia del juzgador y la prueba, 
con la consecuencia de convertir infalible al juez con respecto a la determinación de los 
hechos, dado que los hechos son lo que el juez afirma que son, al tiempo que confunde 
las creencias con el carácter contextual de los enunciados probatorios; y c) un estándar 
que apela a las creencias del juez tiene un carácter subjetivo que hace incontrolable su 
aplicación. Estas consideraciones permiten concluir que la „íntima convicción del juez no 
es, en sentido estricto, un estándar de prueba (Ferrer 2007: 144-145).  
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Con respecto a los estándares de prueba, Michele Taruffo sostiene que en los sistemas 
procesales civiles en los cuales la valoración de las pruebas y la decisión de los hechos 
está confiada a la discrecionalidad del juez, en virtud del principio de libre convencimiento 
o convicción, es posible aplicar el criterio de la probabilidad lógica prevaleciente20 según 
el cual el juez debe elegir la hipótesis que adquiere el grado más elevado de 
confirmación lógica de acuerdo con lo aportado por las pruebas disponibles, siguiendo 
para el efecto dos reglas:  
 „más probable que no‟: todo enunciado fáctico debe ser considerado con dos 
hipótesis complementarias: una positiva (verdadero) y otra negativa (falso), 
siendo racional que se elija aquella que tiene un grado superior de confirmación 
con base en las pruebas disponibles. 
 „prevalencia relativa‟: cuando hay varias narraciones positivas pero diversas, el 
juez debe optar por considerar „verdadera‟ la hipótesis que obtuvo el grado más 
elevado de confirmación con base en las pruebas disponibles.  
En cambio, en los procesos penales en los cuales el estándar de prueba exige que el 
juez tenga como verdadero lo probado, el criterio de „más allá de toda duda razonable‟ 
tiene un carácter más ético que jurídico al promover que se debe preferir absolver a un 
culpable que condenar a un inocente. Para Taruffo este criterio no contribuye a que sea 
determinable el grado de confirmación probatoria requerido para considerar verdadera la 
hipótesis de culpabilidad a partir de la cual se pueda sustentar una condena, pero se 
asume que tal grado debe ser muy elevado (más elevado que el exigido en el criterio de 
probabilidad prevaleciente), prácticamente equivalente a la certeza „en torno a la 
veracidad del enunciado del hecho‟ (Taruffo (b) 2009: 40-42)21. 
 
Por último vale la pena precisar que la certeza es el grado máximo de acercamiento a la 
verdad en el conocimiento22 empírico al que llegan los jueces a partir de las pruebas, en 
el cual se obtiene el “estado supremo de seguridad o firmeza con el cual se acepta la 
verdad de un enunciado” que implica la eliminación o superación de la duda. Por su 
                                               
 
20
 También en Taruffo (2002: 298 a 303). 
21
 Sobre los estándares de prueba también pueden ser consultados: Peña (2008: 78-87, 109-112); 
Taruffo (2010: 246-252); Taruffo (2008: 272-276). 
 
22
 El conocimiento se entiende “…como creencia verdadera adecuadamente justificada; creencia 
verdadera obtenida mediante un método fiable y en cuyo favor pueden aducirse razones 
intersubjetivamente válidas” (Peña 2008: 26). 
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parte, el grado de conocimiento empírico denominado “más allá de toda duda razonable”, 
exigido en materia penal para proferir sentencia condenatoria, es un estándar más 
elevado que el de la probabilidad prevaleciente por las garantías de los procesados que 
entran en juego en el proceso penal para que sólo cuando el juez haya alcanzado (por lo 
menos tendencialmente) la „certeza‟ de culpabilidad del procesado se profiera la 
respectiva condena, lo cual es posible después de haber conseguido la confirmación de 
la hipótesis acogida en la decisión judicial y la refutación de las hipótesis alternativas. 
Con respecto a la duda, como extremo opuesto a la certidumbre, corresponde a un grado 
de conocimiento empírico distante de la verdad sobre los hechos y que se expresa como 
una indecisión frente a la afirmación o negación de los enunciados fácticos, la cual 
también debe ser justificada (Peña 2008:26, 110 -111). 
 
1.4 Sentencia judicial y motivación fáctica de la 
sentencia 
Según Taruffo, con respecto a la sentencia judicial, para que sea una decisión justa, 
deben concurrir tres condiciones: 
(i) Que el proceso haya sido justo, es decir, sin violación de garantías procesales; 
(ii) Que la norma seleccionada haya sido correctamente interpretada y aplicada, lo 
cual es expresión del principio de legalidad, es decir, la decisión se adoptó 
conforme a derecho; 
(iii)  Que la decisión esté fundada en la determinación de la verdad de la descripción 
de los hechos, puesto que no podría asumirse como justa una decisión judicial 
que está soportada en descripciones erróneas. 
Con relación al tercer punto, una condición necesaria para obtener una decisión 
conforme a derecho es que se fundamente en una determinación verdadera de la 
descripción de los hechos del caso porque la verdad relativa a los hechos, establecida a 
partir de las pruebas disponibles, es premisa necesaria para la aplicación de la ley que 
regula el caso (Taruffo 2010: 133 -137).  
 
En el ámbito de una concepción racionalista de la decisión judicial la prueba de los 
hechos y la motivación de la sentencia tienen un fuerte nexo de implicación recíproca. 
Cuando se adopta este tipo de concepción, en las normas probatorias relativas a la 
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valoración de pruebas se establece para el juez la obligación de motivar sus decisiones y 
el principio de libre convencimiento del juez debe interpretarse “…en el sentido en que la 
discrecionalidad en la valoración de las pruebas debe ser ejercitada, de acuerdo con 
criterios que aseguren la posibilidad de control racional…” (Taruffo 2011: 39-42). 
 
Respecto de la determinación de la verdad de la descripción de los hechos, las partes de 
un proceso construyen narraciones –que pueden resultar convincentes pero no 
necesariamente verdaderas- con las cuales se busca inducir al juez a acoger sus 
demandas y pretensiones, pero el juez debe justificar su decisión, aunque goce de 
amplia discrecionalidad para ello, no con el fin de persuadir sino de reconstruir una 
versión verdadera de los hechos. El juez tiene la obligación legal (y en algunos sistemas, 
obligación constitucional) de justificar su decisión tanto en lo concerniente a las 
cuestiones de derecho (con argumentos jurídicos) como sobre los hechos a partir del 
análisis crítico de las pruebas disponibles, enunciando las razones de su validez (Taruffo 
2010: 66, 232, 267). La motivación de una sentencia judicial es una “justificación racional 
elaborada ex post respecto de la decisión, cuyo objetivo es, en todo caso, permitir el 
control sobre la racionalidad de la propia decisión” dentro de lo cual tiene cabida lo 
concerniente a la valoración de las pruebas y al juicio sobre el hecho (Taruffo 2002: 
435)23.  
 
Marina Gascón ofrece como distinción entre justificación de la premisa jurídica y 
justificación de la premisa fáctica que en la primera se exponen razones de validez, de 
corrección o de justicia de un enunciado normativo y, en la segunda, se aducen razones 
que permitan sostener que el enunciado fáctico es verdadero o probable a efectos de 
poder sostener que la declaración de hechos probados en la sentencia judicial está 
debidamente justificada (Gascón 1999: 216).   
 
Por su parte, para Michele Taruffo la motivación de la sentencia debe contener una 
„justificación interna‟  que corresponde a la exposición de las premisas con base en las 
cuales se estructura la decisión, la cual es indispensable para su control. A su vez, la 
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 Para Jordi Ferrer, tanto Ferrajoli como Gascón consideran la motivación como una „garantía de 
cierre del sistema cognoscitivista‟ en la medida en que permite el control de la justificación de la 
decisión por instancias superiores (Ferrer 2011: 67).   
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motivación debe incluir una „justificación externa‟ cuyo objeto es „la convalidación 
racional‟  de cada una de las premisas que constituyen el soporte de la decisión, lo cual 
significa dar cuenta de las razones por las cuales se consideran correctas (Taruffo 2006: 
207- 208). 
 
La justificación interna consiste en la conexión lógica que debe existir entre la premisa de 
derecho y la premisa fáctica de la decisión. La decisión final es la consecuencia de las 
dos premisas que el juez delinea de la siguiente forma: „en este caso se aplica la norma 
X en el significado A, que yo (como juez) considero que es uno de los significados válidos 
de esta norma y que, en especial, es el significado que más corresponde a las 
circunstancias del caso en cuestión‟. Así las cosas: 
 La premisa de derecho se vuelve una norma interpretada por el juez que finalmente 
se delinea como premisa fundamental de la decisión. 
 La premisa fáctica consiste en un conjunto de enunciados con los cuales el juez dice 
que la versión sobre el hecho X es verdadera porque ya fue comprobada. 
 La consecuencia que finalmente deriva de las dos premisas es justificada, es decir, 
lógicamente válida si las dos premisas tienen un elemento en común: que es el 
hecho.  
Partiendo de la estructura de la norma -que es condicional: „si tiene lugar un hecho X, 
entonces se aplica la consecuencia Y‟-, la premisa fáctica debe hacer referencia a una 
circunstancia concreta que finalmente pertenezca a la categoría general que ya fue 
definida por la norma. De tal manera que la premisa fáctica debe informarnos que es 
verdadera la versión sobre un hecho porque en este caso la consecuencia prevista por la 
norma puede ser aplicada a un caso concreto. La justificación interna es la estructura 
lógica de la decisión: premisas y conclusión. Si falta esta estructura no hay justificación 
interna. Si hay dudas con respecto a la justificación interna de la decisión 
(correspondencia de los hechos con la norma) es obvio que la decisión se desploma 
(Taruffo (a) 2009). Una decisión no está justificada internamente si no se deriva 
lógicamente de las premisas expresadas en el razonamiento (Ferrer 2011: 61). 
 
De otra parte, la justificación externa se entiende como la justificación de las premisas. 
La justificación externa de la premisa fáctica corresponde a las razones por las cuales el 
juez consideró probada una versión sobre los hechos, indicando los criterios objetivos y 
racionales aplicados. Si el juez no justifica la premisa fáctica de la causa no se puede 
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entender que la decisión esté fundamentada y tampoco permite que ésta se pueda 
controlar por el juez superior. Si “el concepto de justificación presupone la verdad del 
enunciado que se trata de justificar”, entonces se deben conocer las razones por las 
cuales el juez consideró que la versión sobre el hecho es o no verdadera, dando cuenta 
en su justificación de los criterios de valoración de las pruebas y de las conclusiones de 
su análisis con el cual sustenta la reconstrucción fáctica que se asume como verdadera 
(Taruffo 2010: 96, 207, 269). En la justificación externa de la premisa fáctica el juez debe 
suministrar argumentos racionales relativos a la valoración de las pruebas y a las 
“…inferencias lógicas por medio de las cuales ha podido llegar a determinadas 
conclusiones sobre los hechos del caso…” (Taruffo 2011: 50).  
 
En la motivación fáctica de la sentencia judicial se espera que haya una exposición del 
resultado del análisis individual de las pruebas, los criterios de racionalidad aplicados, las 
inferencias que se obtienen del análisis, el resultado de la valoración del conjunto 
probatorio que permite sustentar la confirmación de la hipótesis que se convierte en la 
reconstrucción judicial de los hechos (Peña 2008: 115)24. 
 
Michele Taruffo sostiene que una motivación fáctica se puede considerar „completa‟ si 
incluye tres aspectos25: 
 
(i) El juez debe justificar la decisión con respecto a todos los hechos principales o 
jurídicamente relevantes del caso (aquellos que se encuentran en la base de la 
situación jurídica del derecho que se está probando) y también sobre los hechos 
secundarios (indicios y fuentes de presunción a través de los cuales el juez haya 
derivado conclusiones sobre los hechos principales, denominados hechos 
relevantes desde el punto de vista lógico). En el momento en que el juez dice que 
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 En similar sentido Victoria Iturralde destaca que la justificación de la „cuestión de hecho‟ 
(versión de los hechos  declarada verdadera en la decisión) se puede articular en cuatro etapas:  
1) análisis de cada una de las afirmaciones sobre los diferentes enunciados sobre los 
hechos formulados por las partes a partir de un análisis individualizado de las pruebas;  
2) valoración de las diferentes pruebas en relación con cada una de las hipótesis 
probatorias; 
3) explicitación del razonamiento inferencial que justifique el paso de 1) a 2); y  
4) formulación de una única hipótesis o versión sobre los hechos […] 
     (Iturralde 2003: 334-335). 
 
25
 (Taruffo (a) 2009). 
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considera verdadera la descripción de un hecho (así se trate de indicio), de lo cual 
deriva una conclusión, tiene que decir por qué llegó a dicha conclusión. 
 
(ii) El juez debe justificar la decisión con respecto a todas las pruebas de todos los 
hechos relevantes de la controversia, porque „las pruebas representan el 
fundamento de la inferencia que determina la confirmación de los enunciados 
fácticos‟. Esto significa que, especialmente, debe pronunciarse sobre las pruebas 
que no están de acuerdo con la convicción del juez, aquellas que son contrarias a 
lo decidido, porque en cuanto se trata de las pruebas que confirman la decisión, se 
suele caer en el prejuicio de la confirmación, entendido como una distorsión del 
razonamiento que consiste en la tendencia a seleccionar tan sólo los elementos 
que confirman la hipótesis y a dejar de lado aquellas que la contradicen. “El silencio 
acerca de las pruebas que no han sido tenidas en cuenta deja abierta la duda 
sobre el real fundamento de la reconstrucción de los hechos que ha sido acogido 
como verdadero”26. Por eso en el proceso se habla de considerar las pruebas 
positivas y contrarias para verificar una hipótesis determinada. El fundamento 
racional de una decisión sobre un hecho deriva más bien de las pruebas contrarias 
que de las favorables. La decisión se justifica en el momento en el cual, habiendo 
una prueba positiva y otra contraria, se toma la positiva y se justifica por qué la 
contraria no merece ser tomada en consideración, haciendo explícitos los criterios 
de valoración en los que se apoya el razonamiento probatorio27.  
 
(iii) A la hora de hacer la interpretación de las normas pero también en la decisión de 
los hechos el juez hace valoraciones, es decir, formula enunciados o juicios de 
valor (bueno-malo, moral-inmoral, razonable- excesivo), “…los cuales pueden ser 
compartidos y justificados, o criticados y rechazados, pero no es posible probar su 
verdad o falsedad…”, es decir, “no pueden ser objeto de prueba” porque expresan 
una apreciación. En cambio, los enunciados que describen hechos pueden ser 
objeto de prueba, en términos de establecer su verdad o falsedad, por tanto, las 
pruebas se refieren a hechos y no a juicios de valor. Lo anterior no significa que el 
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 (Taruffo 2010: 272) 
 
27
 En relación con los puntos (i) y (ii) también se puede consultar Gascón (1999: 202-206, 223-
228). 
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juicio de valor no se justifique, al contrario, su justificación depende de que sean 
explícitos los criterios en los que se sustenta y las razones de esta elección 
(Taruffo 2010: 271, 272). Para la justificación del juicio de valor se puede acudir a 
criterios generales a partir de los cuales se puede considerar si la justificación es 
aceptable o no; si el juez al emitir juicios de valor no indica tales criterios, se 
considera una opción valorativa subjetiva y arbitraria (Taruffo 2006: 210). El juicio 
de valor es justificable si es posible presentar argumentaciones estructuradas 
desde el punto de vista lógico que soporten las valoraciones formuladas en los 
casos independientes o individuales (por el juez). En tal caso, hay dos 
condiciones: 
1. El juez debe hacer explícitas sus valoraciones, no las tiene que esconder; y 
2. Al hacer explícitas su valoraciones, también las debe justificar, es decir,  
ofrecer argumentos fundados de carácter lógico o general y no solamente 
emitir opiniones subjetivas. 
Los anteriores aspectos integran lo que se considera „la completitud de la motivación 
sobre los hechos‟: necesario para que, de forma idónea, se pueda llevar a cabo un 
control efectivo sobre el fundamento de la decisión del juez (Taruffo (a) 2009). La 
motivación sobre los hechos debe ser completa, congruente y coherente en términos de 
una “…argumentación justificativa de la decisión sobre los hechos”. Se “puede decir que 
la narración de los hechos construida por el juez cuenta con una válida justificación 
racional, en la medida que resulta confirmada por el análisis crítico de todas las pruebas 
disponibles. En este sentido, se podrá decir que enuncia la verdad…” (Taruffo 2010: 
274).  
 
La justificación en la motivación de la sentencia es una condición exigible tanto al juez de 
mérito (de primera instancia) como al juez de apelación (de segunda instancia) pues éste 
„reexamina el juicio‟ integral o parcialmente (Ferrajoli 1996), de tal manera que debe 
exponer las razones de derecho y de hecho en las cuales sustenta la decisión que 
resuelve de modo definitivo la controversia.  
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1.5 Control de la motivación fáctica de la decisión 
judicial, en sede de casación 
Para Luigi Ferrajoli la motivación de la sentencia que resulta del „reexamen‟ del juicio, 
proferida por el juez de apelación, es susceptible de control en casación en dos aspectos 
fundamentales: la legalidad de la decisión y la congruencia de la motivación con el 
hecho. Con respecto al control de la motivación fáctica de la decisión judicial en 
casación,   diferencia el juicio de apelación del juicio de casación con el fin de desvirtuar 
el argumento que sostiene que „…el control sobre la prueba forma una unidad con la 
quaestio facti, y, por tanto con el juicio de mérito…‟ lo cual se resuelve en el juicio de 
apelación. La diferencia se expresa en el siguiente sentido: “…la apelación es un juicio 
„sobre el hecho‟, el juicio de casación es un „juicio sobre el juicio‟, particularmente sobre 
la motivación. Como tales, ambos juicios no son fungibles en absoluto: ni el juicio sobre 
la logicidad de la argumentación probatoria puede sustituir el doble examen, ni 
viceversa…” (Ferrajoli 1996). 
 
La motivación de la sentencia judicial hace posible el control de la decisión, tanto en  
apelación como en casación: 
     […] la motivación permite la fundamentación y el control de las decisiones tanto 
en derecho, por violación de ley o defectos de interpretación o subsunción, como 
en hecho, por defecto o insuficiencia de pruebas o bien por inadecuada explicación 
del nexo entre convicción y pruebas… Tanto la argumentación jurídica como la 
fáctica,… responden efectivamente  a la lógica judicial, deductiva e inductiva… Y 
son vicios lógicos, censurables también en casación, no sólo los que violan la 
lógica deductiva de la subsunción legal, sino asimismo los que contrastan con la 
lógica inductiva de la inducción probatoria: por ausencia de argumentos suficientes 
para confirmar por modus ponens las hipótesis acusatorias, o por la presencia de 
argumentos idóneos para invalidarlas por modus tollens, o, finalmente, por no 
haber sido desvirtuadas por modus tollens las contrahipótesis defensivas […] 
(Ferrajoli 1997: 623)28. 
 
En casación se examina ex post la justificación de la decisión para establecer su 
corrección y verificar si se trata de una decisión justa, conforme a derecho y de acuerdo 
con lo que se haya probado en el proceso. El control en casación no implica reformular el 
juicio de hecho sino establecer si la decisión está sustentada en una argumentación 
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 Esta línea de pensamiento es compartida por Perfecto Andrés Ibáñez (2005: 90-91). 
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racionalmente aceptable, es decir, es un control de la validez racional de la justificación 
de acuerdo con el contexto en el cual ha sido proferida (Taruffo 2006: 194). 
 
El control en casación tiene dos dimensiones: el „juicio de derecho‟ y el „juicio de hecho‟. 
Por ello es necesario tener en cuenta la siguiente precisión: 
     […] la relación hecho/derecho, en general y en el ámbito del juicio de Casación, 
no puede ser leída en clave de relación entre premisa mayor y premisa menor del 
silogismo judicial. Desde hace algún tiempo es claro que el esquema silogístico es 
reductivo e inatendible  y, por tanto, resulta obvio que se descarte (diría, sobre 
todo) como instrumento de análisis del juicio de Casación… 
     Se puede entonces formular la distinción hecho/derecho en función de lo que 
aquí interesa, es decir, bajo el perfil del control que la Casación ejercita sobre la 
sentencia impugnada, sin involucrar en ello problemas de orden más general y 
variantes que no vienen al caso en este contexto. 
     La distinción puede ser formulada en estos términos: 
a) es <hecho> todo y solamente aquello que se refiere a la verificación de la 
verdad o falsedad de los hechos empíricos relevantes, salvo lo concerniente a 
la aplicación de las normas relativas a la admisibilidad y a la asunción de las 
pruebas, o de normas de prueba legal; 
b) es <derecho> todo aquello que concierne a la aplicación de normas, es decir, 
particularmente: b1) la selección de la norma aplicable al caso; b2) la 
interpretación de tal norma; b3) la calificación jurídica de los hechos y la 
subsunción de ellos en el <supuesto de hecho (fattispecie) abstracto>; b4) la 
determinación de las consecuencias jurídicas que están previstas en la norma y 
que están referidas al caso concreto […] (Taruffo 2006: 168 y 169). 
 
Según Taruffo, en relación con el juicio de hecho el control de casación tiene límites en 
cuanto no se trata de reexaminar la situación fáctica ni de repetir el juicio, pero se 
plantean dos consideraciones con respecto a sus implicaciones. Una primera 
consideración es que este control tiene como punto de partida la versión sobre el hecho 
que se ha estimado verdadera en la sentencia impugnada, y está dirigido a verificar si tal 
afirmación está racionalmente justificada con base en las pruebas disponibles; el control 
en casación no tiene por objeto las pruebas sino el razonamiento justificativo sustentado 
en los medios probatorios que fueron considerados por el juez en la sentencia. La 
segunda consideración con respecto al control del juicio de hecho es que en casación se 
debe verificar que se haya aplicado correctamente la norma, lo cual presupone que no 
haya errores en el juicio del hecho. La legalidad de la decisión, es decir, la corrección en 
la aplicación de la norma tiene como condición necesaria (pero no suficiente) que se 
haya determinado correctamente la versión sobre los hechos que sirve de base para la 
aplicación de las consecuencias jurídicas previstas en la norma seleccionada como 
criterio de decisión. Se reconoce, entonces, una conexidad entre la corrección del juicio 
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de hecho con la corrección de la aplicación de la norma, pues el primero constituye la 
premisa del juicio de derecho; por tanto, “…cuando se admite el control del juicio de 
derecho es razonable admitir también el control sobre la motivación del juicio de 
hecho…” (Taruffo 2006: 180, 182).   
 
Para Juan Igartúa:  
     […] no puede ser justa una decisión que se funde sobre una errónea o 
inatendible valoración de las pruebas. La veracidad y la atendibilidad del juicio 
sobre los hechos se erige como condición necesaria (no suficiente) para que una 
decisión judicial sea conceptuada como justa. 
     Que la verdad debe ser buscada, es también una exigencia que se incardina en 
las teorías de la aplicación de la ley. Es decir, las normas legales tienen una 
estructura condicional, de modo que si se verifica el hecho previsto por la ley debe 
seguir una cierta consecuencia jurídica. Entonces, cae de su peso que una norma 
jurídica no se aplica correctamente mientras no se acredite que verdaderamente un 
determinado hecho ha tenido lugar… 
     […] una justicia no arbitraria debe sustentarse en asertos verificados 
empíricamente; una justicia <sin verdad> propicia un sistema de arbitrariedad en el 
que no caben garantías sustanciales ni procesales […] (Igartúa 1995: 26 y 27). 
 
Por su parte, Luigi Ferrajoli rechaza las posturas que tienden a restringir o excluir el 
control de la motivación fáctica de la sentencia judicial en casación con base en la 
función nomofiláctica29 porque, desde una perspectiva garantista, la garantía de la doble 
instancia no tiene relación con „la garantía del control de legalidad sobre la congruencia 
de la motivación‟ que supone el juicio de casación, incluida la motivación sobre el hecho, 
es decir, la congruencia del razonamiento probatorio. De tal manera que la obligación de 
motivar „la adecuación de la prueba‟ resultaría „inconsistente si su incumplimiento no es 
sometido a un control y a una consecuente censura de invalidez‟. Si se le sustrae dicho 
control a la casación, se corre el riesgo del “…debilitamiento de la ya frágil cultura de la 
prueba y la vanificación, con el control de la consistencia del razonamiento probatorio, de 
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 En sentido estricto, la función nomofiláctica de la casación estaría dirigida, de manera exclusiva, 
a verificar la correcta interpretación y aplicación de la ley sin considerar el aspecto fáctico de la 
decisión y sin que la Corte se pronuncie sobre el mérito de la controversia, por tanto se considera 
sólo como un control de legalidad de la decisión. A esta función se sumaría el propósito de la 
uniformidad de la jurisprudencia, en el sentido de conseguir la „uniforme interpretación de la ley‟:  
“…Según la tradición que se remonta esencialmente a Calamandrei y a su fundamental estudio 
sobre la Casación, una Corte Suprema desarrolla dos funciones fundamentales: efectúa ante todo 
un control de legalidad sobre las decisiones emanadas de los jueces inferiores, y además opera 
en el sentido de asegurar la potencial uniformidad de la jurisprudencia, tanto propia como de los 
órganos jurisdiccionales de nivel inferior…” (Taruffo 2007). 
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la garantía misma de la prueba…”. El juicio de casación, definido como „juicio sobre el 
juicio‟, es algo más que el juicio de mérito porque “…se refiere directamente a la 
inconsistencia de la inducción probatoria que resulta de la carencia o incongruencia de la 
motivación y por ende de los criterios de la inducción, es decir, las condiciones 
epistemológicas en ausencia de las cuales un determinado conjunto de datos probatorios 
no puede ser considerado „prueba adecuada‟…”. Ferrajoli considera que el control lógico 
del razonamiento probatorio constituye una unidad con la garantía de la motivación y con 
la garantía de la prueba; a su vez, la garantía de la motivación constituye una unidad con 
la garantía de legalidad. Tales garantías no pueden ser negadas en nombre del „principio 
del libre convencimiento‟ para „legitimar la arbitrariedad de los jueces‟ (Ferrajoli 1996).  
 
Taruffo considera que el control ex post sobre la motivación del juicio de hecho se 
efectúa con base en criterios de racionalidad de la valoración de las pruebas para efectos 
de verificar la validez del razonamiento del juez. Reconoce que no es posible 
individualizar tales criterios en una lista completa que resulte vinculante y válida para 
todos los contextos y sistemas, pues parte de considerar que el concepto de racionalidad 
„es complejo y variable en los distintos contextos de experiencia‟, sin embargo aporta una 
serie de condiciones que hacen posible estimar como „racional‟ la valoración de las 
pruebas, de las cuales se destacan las siguientes: 
 La valoración de la prueba no se debe realizar con base en “métodos  calificados 
como irracionales por la cultura común del contexto social en el que la decisión se 
formula”. 
 Utilización adecuada de todos los medios de prueba disponibles (los cuales son 
controlables y verificables) en la fundamentación de la decisión. 
 Uso adecuado de esquemas de argumentación para evaluar “la validez racional del 
paso de un punto a otro del razonamiento”, es decir, aplicación correcta de “reglas de 
inferencia entre proposiciones relativas a hechos”  pues “un razonamiento es racional 
si son válidos los pasos inferenciales que lo componen”.  
 Si se acude a máximas de experiencia como “criterios de inferencia en el paso de un 
hecho a otro” tan sólo pueden considerarse válidas aquellas “sobre las que se 
disponga de un amplio consenso en la cultura media del lugar y del momento en el 
que se formula la decisión”, es decir, se requiere un examen crítico de las mismas 
para verificar su validez.  
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 Coherencia interna del razonamiento respecto de la valoración conjunta de las 
pruebas disponibles, es decir, verificación de la inexistencia de contradicciones 
respecto de  circunstancias fácticas aceptadas o rechazadas en forma simultánea. Se 
puede considerar racional  “la valoración de diversos elementos de prueba que 
resuelva los contrastes identificando unívocamente la hipótesis más aceptable; es 
irracional… la valoración que no resuelve los contrastes y, por tanto, no identifica una 
solución unívoca”. También deberá ser considerada irracional la valoración que acoja 
la hipótesis con un grado de confirmación inferior al que se puede atribuir a otra 
hipótesis distinta o contraria, de acuerdo con lo revelado por las pruebas disponibles. 
Estas condiciones o criterios permiten efectuar un control sobre la discrecionalidad del 
juez respecto de la racionalidad de su convicción en la justificación del juicio sobre el 










2. La Casación y su encuadre normativo-
institucional 
 
2.1 Fines de la casación en la perspectiva de la Corte 
Constitucional 
En la Sentencia C-713 de 200830 la Corte Constitucional -en la cual se examinó 
previamente la constitucionalidad del proyecto de ley estatutaria que modificaba la Ley 
270 de 1996 Estatutaria de la Administración de Justicia-, sostuvo lo siguiente: 
    […] la casación apunta no sólo a la protección de derechos fundamentales, sino 
también a la salvaguarda de los demás derechos reconocidos en el ordenamiento 
constitucional, atendiendo criterios de justicia material según el principio de 
prevalencia del derecho sustancial en la administración de justicia… „también la 
interpretación de las disposiciones procesales que regulan ese recurso debe 
interpretarse de conformidad con ese principio‟31[…]32 
 
En el marco de la atribución de la Constitución Política para que la Corte Suprema de 
Justicia actúe como tribunal de casación33 (no obstante la potestad configurativa del 
legislador para determinar requisitos específicos en cada estatuto procesal) la Corte 
                                               
 
30
 Corte Constitucional. Sentencia C-713 de 2008. M.P. Clara Inés Vargas Hernández.  
Esta sentencia de constitucionalidad corresponde a la revisión previa del proyecto de ley 
estatutaria N° 023/06 Senado y N° 286/07 Cámara “Por medio de la cual se reforma la Ley 270 de 
1996 Estatutaria de la Administración de Justicia”.  El mencionado proyecto de ley estatutaria 
corresponde a la Ley 1285 de 2009. 
 
En lo que concierne al análisis de constitucionalidad del artículo 7° con el cual se modificó el 




 [Corte Constitucional, Sentencia C-668 de 2001, MP. Clara Inés Vargas Hernández.] Nota de 
pie de página en la sentencia citada. 
 
32
 Corte Constitucional. Sentencia C-713 de 2008. M.P. Clara Inés Vargas Hernández. 
 
33
  Artículos 234 y 235, Constitución Política, en concordancia con el inciso 2° del artículo 16 de la 
Ley 270 de 1996 (modificado por el artículo 7° de la Ley 1285 de 2009).  
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Constitucional señaló que la casación como institución jurídica „ha evolucionado 
notablemente para enfrentar los nuevos retos y realidades que impone el derecho‟, en 
particular en lo concerniente al sentido de la ley al reconocer como verdadera norma 
jurídica la Constitución, replanteando con ello el alcance del recurso extraordinario y el 
papel de la Corte Suprema de Justicia en el cumplimiento de la mencionada atribución 
constitucional, pues no debe limitarse al estudio de las causales sino que, en su ejercicio, 
es indispensable tener en cuenta los valores y principios constitucionales, los tratados 
internacionales de derechos humanos que conforman el bloque de constitucionalidad, 
armonizándolos con los fines del recurso extraordinario. La Corte hizo énfasis en un 
„nuevo paradigma de la casación‟ en el cual se involucran tres elementos esenciales que 
corresponden al redimensionamiento de la finalidad del recurso extraordinario: “…(i) la 
unificación de la jurisprudencia, (ii) la garantía del principio de legalidad en una dimensión 
amplia, (iii) acompañada de la protección efectiva de los derechos constitucionales bajo 
el principio de la prevalencia del derecho sustancial”34.  
 
En relación con el primer elemento del nuevo paradigma, la Corte afirmó que “…la 
casación constituye un mecanismo de orden sistémico encaminado a la unificación de 
jurisprudencia en los asuntos propios de la jurisdicción ordinaria, con lo cual se asegura 
también la realización del principio de igualdad en la aplicación del derecho”35 para 
proteger la coherencia del ordenamiento y la aplicación del derecho objetivo, asegurando 
el respeto a los principios de legalidad y de igualdad, lo cual se logra con la unificación de 
criterios de interpretación de la ley36.   
 
Con respecto al segundo elemento, la Corte Constitucional sostuvo que “…la función de 
la Corte Suprema de Justicia como tribunal de casación consiste en ejercer el control de 
legalidad de las sentencias judiciales” para identificar si el juez quebrantó la ley con su 
decisión37. El control de legalidad de la sentencia en sede de casación debe ser 
entendido con amplio espectro en el cual se integre la protección de los derechos 
consagrados en la Constitución. Pero dicho control no puede ser concebido como una 
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 Corte Constitucional, Sentencia C-1065 de 2000. M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
 
37
 Corte Constitucional, Sentencia C-713 de 2008. M.P. Clara Inés Vargas Hernández. 
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tercera instancia, pues se limita a verificar errores del juzgador en aplicación de normas 
de derecho sustancial o de procedimiento, según las causales establecidas en los 
códigos de procedimiento de las especialidades. Reitera un pronunciamiento anterior 
sobre el alcance del juicio de legalidad  que resulta pertinente destacar en este momento: 
[…] el recurso de casación constituye un mecanismo extraordinario e interno 
de control jurisdiccional de la legalidad de los fallos. Se trata de un mecanismo de 
control, por cuanto a través de él se asegura la sujeción de los fallos judiciales a la 
ley que los gobierna.  Es extraordinario, por cuanto se surte por fuera de las 
instancias en tanto no plantea una nueva consideración de lo que fue objeto de 
debate en ellas, sino un juicio de valor contra la sentencia que puso fin al proceso 
por haberse proferido con violación de la ley.  Es interno, por cuanto se surte al 
interior de cada jurisdicción, siendo el competente para tramitarlo y resolverlo el 
Tribunal de Casación. Finalmente, implica un juicio de valor que exige la 
confrontación de la sentencia con la ley […]38. 
 
Por último, respecto del tercer elemento del paradigma la Corte Constitucional señaló 
que “…la casación se concibe con el propósito de garantizar la justicia material y con ello 
hacer efectivo el principio de prevalencia del derecho sustancial (art.228 CP). Desde esta 
perspectiva, la casación „es una institución jurídica destinada a hacer efectivo el derecho 
material  y las garantías fundamentales  de las personas que intervienen en un 
proceso‟39, interpretando la expresión „realización del derecho material‟ en la cual debe 
estar inmersa la protección de los derechos y principios reconocidos en el ordenamiento 
jurídico y no sólo los derechos constitucionales fundamentales40. Para la definición de 
esta característica, acudió a otro pronunciamiento anterior en el cual sintetiza lo 
siguiente: 
     […] con la regulación de la casación, no se trata sólo de preservar el interés 
privado que cada una de las partes procesales, demanda de la administración de 
justicia, sino, además, el interés supremo colectivo que tiene el Estado y la 
comunidad en la conservación, respeto y garantía de la norma jurídica, con el fin de 
asegurar, conforme al preámbulo de la Constitución un marco de justicia material, 
efectiva, concreta y comprometida con el anhelo de  orden y paz, que le asiste 
como derecho, a todas las personas […]41. 
 
                                               
 
38
 Corte Constitucional, Sentencia C-590 de 2005. M.P. Jaime Córdoba Triviño.  
 
39
 [Corte Constitucional, Sentencias C-998 de 2004, MP. Álvaro Tafur Gálvis. Ver también las 
Sentencias C-252 de 2001, MP. Carlos Gaviria Díaz, C-586 de 1992, MP. Fabio Morón Díaz, C-
1065 de 2000, MP. Alejandro Martínez Caballero.] Nota de pie de página en la sentencia citada. 
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 Corte Constitucional, Sentencia C-713 de 2008. M.P. Clara Inés Vargas Hernández. 
 
41
 Corte Constitucional, Sentencia C-668 de 2001, MP. Clara Inés Vargas Hernández. 
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En relación con el „nuevo paradigma‟ de la casación, la Corte Constitucional trae como 
ejemplo de avance en el enfoque del recurso extraordinario un aparte de la sentencia 
STC-73 de 1990 del tribunal constitucional español en la cual se evalúa positivamente 
que se incluyan dentro de las causales de casación „problemas de orden fáctico‟ y no 
solamente „cuestiones de técnica‟, inclusión sustentada en „razones de justicia material‟ –
entendido en el sentido amplio en el que se expuso anteriormente-, cita que resulta sin 
duda pertinente para el propósito del estudio: 
[…] El recurso de casación fue originariamente concebido, más por razones 
políticas que jurisdiccionales, como un instrumento procesal de defensa de la Ley y 
de unificación de los criterios judiciales de interpretación de las normas jurídicas y, 
en virtud de ello, la introducción de cuestiones de hecho en tal clase de recurso fue 
inicialmente considerada como una cierta desnaturalización del mismo, que las 
leyes sólo admitieron de manera muy restrictiva y rígidamente formalista al objeto 
de reducir al máximo la admisión de dichas cuestiones de hecho. 
Esta concepción original fue, sin embargo, sometida a un largo y polémico 
proceso de superación que ha dado paso a la casi unánime doctrina actual que, por 
razones de justicia material y de la dificultad técnica que plantea la distinción entre 
el hecho y el Derecho, fuertemente contestada por un importante sector de la 
ciencia jurídica moderna, considera más conveniente y adecuado dar entrada en la 
casación, sin los antiguos recelos, a las cuestiones de hecho, si bien ello deba 
realizarse dentro de las limitaciones que se derivan naturalmente de la condición de 
recurso extraordinario que caracteriza a la casación, cuyas finalidades 
nomofiláctica y unificadora, sin perjuicio de la flexibilización que exige su actual 
concepción […]42. 
 
2.2 Escenario del juicio de casación 
Por regla general los procesos son de doble instancia, salvo que la constitución o la ley 
determinen en algunos casos la única instancia, por ejemplo, en el juzgamiento de los 
altos funcionarios del Estado o, en materia civil, procesos de única instancia por razón de 
la cuantía. En cada instancia, el juez debe decidir conforme a derecho y con base en las 
pruebas disponibles; sus decisiones deben estar ajustadas a la Constitución -
comprendido dentro de ello el bloque de constitucionalidad- y a la ley, lo cual supone 
seguridad jurídica para las partes comprometidas en la controversia, a la sociedad y al 
Estado. Si los jueces están sometidos al imperio de la Constitución y la ley, las 
sentencias deben ser expresión de decisiones justas, con fundamentos normativos y 
probatorios en la respectiva motivación (Beltrán 2009). Al examinar la constitucionalidad 
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 Cita en Corte Constitucional, Sentencia C-713 de 2008. M.P. Clara Inés Vargas Hernández. 
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del proyecto de Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, en particular, el artículo 
55 correspondiente a la elaboración de las providencias judiciales43, en Sentencia C-037 
de 1996 la Corte Constitucional sostuvo lo siguiente:  
     […] De acuerdo con los argumentos expuestos al analizar los principios que 
informan el proyecto de ley estatutaria, no cabe duda que la más trascendental de 
las atribuciones asignadas al juez y la que constituye la esencia misma del deber 
constitucional de administrar justicia, es la de resolver, con imparcialidad, en forma 
oportuna, efectiva y definitiva los asuntos que los sujetos procesales someten a su 
consideración (Art. 228 C.P.). Para ello, es indispensable, como acertadamente se 
dice al inicio de la disposición que se revisa, que sean analizados todos los hechos 
y asuntos planteados dentro del debate judicial e, inclusive, que se expliquen en 
forma diáfana, juiciosa y debidamente sustentada, las razones que llevaron al juez 
para desechar o para aprobar los cargos que fundamenten el caso en concreto 
[…]44  
 
En desarrollo del principio dispositivo, la impugnación de las sentencias judiciales 
corresponde a las partes y no a los jueces, así se trate de su superior jerárquico: 
     […] En un sistema democrático el juez ejerce un poder que es limitado y 
controlado de varias maneras, una de ellas es la posibilidad de que quienes 
concurren a un proceso judicial, con el carácter de partes o sujetos procesales, 
puedan impugnar las decisiones por él tomadas. Otro control sería la sujeción al 
principio de legalidad, a propósito de lo cual hay que advertir que justamente la 
motivación permite mostrar el grado y la forma como el juez adhiere a este 
principio. 
     El derecho de impugnación, además de ser un correctivo al ejercicio del poder 
público, o sea un control, implica que la construcción de la decisión cuenta con la 
participación de todos los sujetos procesales, participación que entre más amplia 
tributa a que el proceso adquiera mayor legitimidad y calidad que se extiende, si se 
observa debidamente, a toda la función judicial […] (Villamil 2008: 60). 
 
La doble instancia se concibe como uno de los valores del sistema de impugnaciones, 
confiado al juicio de apelación para el „reexamen del primer juicio‟, el cual „constituye una 
garantía esencial del ciudadano (en el juicio penal, del imputado) por las siguientes 
razones: 
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 Artículo 55, Ley 270 de 1996 – Ley Estatutaria de la Administración de Justicia: 
“Las sentencias judiciales deberán referirse a todos los hechos y asuntos planteados en el 
proceso por los sujetos procesales…” 
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 Corte Constitucional, Sentencia C-037 de 1996. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa. 
Esta sentencia de constitucionalidad corresponde a la revisión previa del proyecto de ley N° 
058/94 Senado y N° 264/95 Cámara “Estatutaria de la Administración de Justicia”. El 
mencionado proyecto se aprobó como Ley 270 de 1996. 
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     […] El doble examen del caso bajo juicio es el valor garantizado por la doble 
instancia de jurisdicción. Esta doble instancia es al mismo tiempo una garantía de 
legalidad y una garantía de responsabilidad contra la arbitrariedad. Siendo los 
jueces independientes, aunque sometidos a la ley, la principal garantía contra la 
arbitrariedad, el abuso o el error es la impugnación del juicio y su reexamen. A falta 
del doble examen los principios de imparcialidad y de sujeción de los jueces tan 
sólo a la ley quedarían privados de garantía, en tanto la arbitrariedad, el abuso o el 
error no serían censurados y reparados en una segunda instancia de juicio. 
   Es evidente que este principio tiene valor sobre todo en el proceso penal, donde 
está en juego la libertad de los ciudadanos, en conflicto directo con la pretensión 
punitiva del Estado… 
     […] De hecho, reexamen quiere decir renovación integral del juicio por parte de 
un juez distinto sobre la cuestión, aunque sea la parcial y específica sometida a la 
apelación […] (Ferrajoli 1996).  
 
Como regla general la intervención del juez de segunda instancia está limitada a los 
aspectos que están siendo discutidos en el recurso de apelación interpuesto por un solo 
apelante; pero en el evento de que sean dos o más los apelantes, el juez puede 
examinar la cuestión fáctica y la cuestión jurídica con amplitud de criterio, quedando, por 
ende, en la misma posición del juez de primera instancia, con la salvedad de que al 
culminar la segunda instancia, esto es, cuando se profiere sentencia, se termina el 
proceso (Beltrán 2009). Las sentencias de primera y segunda instancia se consideran en 
principio afines porque en su estructura se determinan los hechos, se definen las normas 
aplicables y se exponen los argumentos que la sustentan, aun contando con las 
particularidades de los fallos proferidos en un sistema oral; sin embargo, la sentencia de 
segunda instancia se afinca en el criterio de autoridad para restarle legitimidad a la 
decisión de primera instancia y otorgársela al fallo que la sustituye. Tal criterio resulta 
insuficiente por sí solo para garantizar el acierto del juzgador de segunda instancia, quien 
está compelido a ofrecer una argumentación más sólida en la motivación de su decisión, 
con la cual se sostenga la legitimidad y acierto de su intervención como superior 
jerárquico (Villamil 2008: 237-239). 
 
Para controlar la legalidad, la legitimidad y acierto de la sentencia de segunda instancia, 
antes de su ejecutoria y sin que ello implique continuar el debate entre las partes, fue 
concebido el recurso de casación cuyo carácter extraordinario tiene como finalidades 
„unificar la jurisprudencia, reparar los posibles agravios inferidos a las partes por la 
sentencia y garantizar la plena realización del ordenamiento jurídico‟ por medio de un 
examen calificado de la decisión, a partir de lo cual se verifica que no se han 
quebrantado una o varias normas, y que se haya acertado en la apreciación de los 
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hechos (Beltrán 2009). Excepcionalmente se puede atacar la sentencia de primera 
instancia cuando se acude a la casación per saltum, es decir, cuando las partes deciden 
pasar directamente a la Corte, sin que se agote previamente la segunda instancia. La 
Corte Constitucional ha sostenido lo siguiente:  
     […] Si la sentencia dictada por la autoridad judicial competente se opone a las 
normas constitucionales y legales, se convierte en un acto arbitrario e injusto que 
es necesario enmendar o corregir en forma inmediata, con el fin de impedir que se 
causen daños irreparables a las personas afectadas con la decisión en sus 
derechos esenciales (dignidad humana, libertad, buen nombre)[…]45.   
 
Con respecto al juicio de casación, Luigi Ferrajoli considera el „control de legalidad‟ de la 
sentencia de segunda instancia como la „función civil y política más importante entre las 
ejercidas por la Casación‟ y lo cataloga como otro valor que debe cumplir un sistema de 
impugnaciones (aparte de la doble instancia), pues…  
    […] Esta función… no se identifica, o mejor aún, no se agota en la función 
nomofiláctica atribuida a la casación…, ni en el reexamen de derecho de la 
subsunción del hecho ya hecha por el juez de apelación. A decir verdad, ella 
incluye, en sentido lato, a ambas funciones. Pero incluye también a otra que no 
puede ser confundida con aquéllas: el control sobre la congruencia de la motivación 
con el hecho […] (Ferrajoli 1996). 
 
El recurso extraordinario de casación no abre el debate sobre los hechos debatidos en  
primera y segunda instancias del proceso. Con este recurso se discute solamente la 
sentencia de segunda instancia, antes de su ejecutoria, la cual, dentro de un Estado de 
Derecho, cuenta con doble presunción: presunción de legalidad y presunción de acierto. 
En la primera, se parte de la consideración de que las sentencias se dictan conforme a 
derecho, a la Constitución y a la ley; y en la segunda, se presume que el juez acertó en la 
apreciación de los hechos, a partir de las pruebas, para aplicar el ordenamiento jurídico. 
Sin embargo, dichas presunciones se pueden destruir  por medio del recurso de 
casación, el cual constituye un control jurídico o de legalidad a lo resuelto en la sentencia 
de segunda instancia. Cuando se acusa la sentencia de haber violado el ordenamiento 
jurídico, se solicita a la Corte Suprema de Justicia que destruya y retire esa decisión del 
ordenamiento jurídico y, tratándose de errores de hecho, debe proferir en su reemplazo 
una conforme a derecho y a las pruebas que han sido válidamente allegadas al proceso 
(Beltrán 2009). Para dicha acusación, el recurrente debe formular cargos con base en los 
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 Corte Constitucional, Sentencia C-252 de 2001. M.P. Carlos Gaviria Díaz. 
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cuales la Corte Suprema de Justicia procede a examinar la legalidad de la sentencia. Por 
formulación de cargo se entiende el señalamiento específico y fundamentado de un vicio 
evidenciado en la sentencia de segunda instancia que encuadra en una de las causales 
de casación y que afecta de modo determinante (parcial o total) la decisión.  
 
Para la Corte Constitucional el control de legalidad  de la sentencia en el juicio de 
casación  debe comprender el conjunto normativo que regula el caso o la materia, 
incluyendo en dicho concepto la Constitución y el bloque de constitucionalidad, para 
establecer si el juzgador de segunda instancia incurrió en errores de juicio (in iudicando) 
o en errores de actividad (in procedendo):  
[…] La sentencia, en cualquier proceso, es la decisión judicial más importante 
dictada por una autoridad del Estado, investida de jurisdicción, que no sólo debe 
cumplir los requisitos establecidos en la ley en cuanto a su forma y contenido, sino 
que constituye un juicio lógico y axiológico destinado a resolver una situación 
controversial, en armonía con la Constitución y la ley. Dicha providencia no es, 
entonces, un simple acto formal sino el producto del análisis conceptual, probatorio, 
sustantivo y procesal, de unos hechos sobre los cuales versa el proceso, y de las 
normas constitucionales y legales aplicables al caso concreto.  
Tal acto, entonces, puede contener errores de juicio o de actividad, que los 
doctrinantes denominan errores in iudicando y errores in procedendo. Es decir, „que 
la voluntad concreta de la ley proclamada por el juez como existente en su 
sentencia, no coincida con la voluntad efectiva de la ley (sentencia injusta), 
porque, aun habiéndose desarrollado de un modo regular los actos exteriores que 
constituyen el proceso (inmune, así, de errores in procedendo), el juez haya 
incurrido en error durante el desarrollo de su actividad intelectual, de modo que el 
defecto inherente a una de las premisas lógicas haya repercutido necesariamente 
sobre la conclusión. En este caso, en el que la injusticia de la sentencia se deriva 
de un error ocurrido en el razonamiento que el juez lleva a cabo en la fase de 
decisión, los autores modernos hablan de un 'vicio de juicio' que la doctrina más 
antigua llamaba un  'error in iudicando'.‟46… 
Los errores in procedendo, por el contrario, nacen de la "inejecución de la ley 
procesal, en cuanto alguno de los sujetos del proceso no ejecuta lo que esta ley le 
impone (inejecución in omittendo), o ejecuta lo que esta ley prohibe (injecución in 
faciendo), o se comporta de un modo diverso del que la ley prescribe: esta 
inejecución de la ley procesal, constituye en el proceso una irregularidad, que los 
autores modernos llaman un vicio de actividad o un defecto de construcción y 
que la doctrina del derecho común llama un error in procedendo.‟47(‟48)[…]
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 [ibídem] Nota de pie de página en la sentencia citada. 
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Con respecto a los errores de juicio (in iudicando) hay dos vías por las cuales se puede 
incurrir en este tipo de vicio. La primera es la violación directa de norma sustancial, que 
se puede presentar por falta de aplicación, por aplicación errónea o, por interpretación 
errónea de una o varias disposiciones normativas; la segunda es la violación indirecta de 
norma sustancial, dentro de la cual se identifican dos tipos de error: el error de hecho y el 
error de derecho, ambos relativos a la cuestión fáctica de la sentencia. Tales yerros 
hacen parte de los errores in iudicando (porque son considerados  equivocaciones de 
„juicio‟ y no de „actividad‟) los cuales ponen en entredicho la motivación fáctica de la 
sentencia judicial, siempre que hayan incidido en la decisión. Con ocasión de estos tipos 
de error resultan transgredidas, de manera indirecta, normas de derecho sustancial (por 
falta de aplicación o por aplicación errónea). 
 
La Corte Constitucional señaló en la Sentencia C-596 de 2000 que el término „norma 
sustancial‟ en el contexto del juicio de casación no debe ser reducido a disposiciones de 
carácter legal, sino que comprende normas de rango constitucional en las cuales se 
reconocen derechos fundamentales de la persona: 
     […] y aun aquellas normas de las cuales pueda derivarse la existencia de un 
precepto específico, por regular de manera precisa y completa una determinada 
situación.  
Lo anterior implica que es posible fundar un cargo en casación por violación de 
normas de la Constitución.  
Pero es más, en razón de la primacía que se reconoce a los derechos 
constitucionales fundamentales es obligatorio para el tribunal de casación 
pronunciarse oficiosamente sobre la violación de éstos, aun cuando el actor no 
formule un cargo específico en relación con dicha vulneración […]50   
 
Pese a la interpretación constitucional reseñada, las Salas de Casación de la Corte 
exigen como regla general que en la formulación de cargos se indique por lo menos una 
norma sustancial de rango legal que se considere transgredida con la sentencia judicial. 
Cumplido este requisito, los cargos formulados en las demandas de casación se analizan 
                                                                                                                                              
 
49
 Corte Constitucional, Sentencia C-998 de 2004. M.P. Alvaro Tafur Galvis; en igual sentido, 
Sentencia C-252  de 2001. M.P. Carlos Gaviria Díaz. 
 
50
 Corte Constitucional, Sentencia C-596 de 2000. M.P. Antonio Barrera Carbonel. En esta 
sentencia se reiteró la parte considerativa de la Sentencia C-586 de 1992, dado que examinó la 
constitucionalidad de diversas disposiciones de los códigos procesales penal, civil y laboral 
vigentes en ese momento. 
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atendiendo las reglas señaladas en el artículo 5151 del decreto 2651 de 1991, además de 
los requisitos específicos indicados en cada código de procedimiento. 
 
Las anteriores precisiones resultan pertinentes para la caracterización del error de hecho 
porque este tipo de vicio en la sentencia judicial, pese a estar referido a la motivación 
fáctica y a la apreciación de las pruebas, trae como consecuencia la transgresión de 
normas de derecho sustancial de modo indirecto. Por lo tanto, en la formulación de un 
cargo por error de hecho en la respectiva demanda de casación, siempre será 
indispensable indicar por lo menos una norma de derecho sustancial que regule el caso 
específico y que se haya transgredido con ocasión de la apreciación probatoria del 
juzgador de segunda instancia; además de precisar el o los desaciertos en la apreciación 
de pruebas determinantes en la sentencia de segunda instancia.  
 
2.3 Fracaso de cargos por error de hecho 
Como corolario se puede afirmar que el control de la motivación fáctica de sentencias en 
la casación colombiana tiene sustento constitucional en la garantía de justicia material y 
en la prevalencia del derecho sustancial para verificar si la decisión judicial examinada es 
justa, además de la garantía del principio de legalidad.  
 
La Corte Suprema de Justicia efectúa este tipo de control cuando se presenta una 
demanda de casación en contra de la sentencia de segunda instancia, al formularse por 
lo menos un cargo por error de hecho, en el cual se denuncien equivocaciones del 
                                               
 
51
 El artículo 51 del Decreto 2651 de 1991 fue inicialmente una disposición dirigida a la 
descongestión judicial; con posterioridad se incorporó como legislación permanente por el art. 162 
de la Ley 446 de 1998.   
 
La Corte Constitucional se pronunció favorablemente en relación con el mencionado artículo en la 
Sentencia C-586 de 1992 aduciendo su armonía con el principio constitucional del artículo 228 de 
la Constitución Política en el cual se establece la prevalencia del derecho sustancial en las 
actuaciones de la administración de justicia:  
     “…se trata de hacer menos rígidas las previsiones para atender a la prevalencia del derecho 
sustancial sobre el derecho procesal, y para reconocer que el examen de las causales no puede, 
en todo caso, ser agravado por presupuestos que enerven el acceso a la justicia y limiten en 
buena medida la unificación de la jurisprudencia nacional y la realización del derecho objetivo…”  
Corte Constitucional, Sentencia C-586 de 1992. M.P. Fabio Morón Díaz 
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juzgador con respecto a las pruebas consideradas, o no, en la motivación de la 
respectiva decisión impugnada.    
 
De acuerdo con la jurisprudencia examinada en el presente estudio, en las tres Salas de 
la Corte Suprema de Justicia se presenta una apreciable proporción de fracaso en el 
planteamiento de cargos52 por error de hecho, en contraste con el conjunto de sentencias 
en las cuales prospera la casación por este tipo de equivocaciones del juzgador, lo cual 
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El rechazo de cargos obedece a fallas en aspectos formales y a problemas en la 
sustentación con la cual se pretende demostrar el error de hecho. 
 
Los problemas de sustentación son de diversa índole:  
                                               
 
52
 El fracaso se puede apreciar en autos (rechazo de cargos o inadmisión de demandas de 
casación) y en sentencias en las cuales no prosperan cargos por error de hecho, proferidos por 
cada Sala de Casación. 
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 Los casacionistas no diferencian el juicio de casación de los juicios de instancia, dado 
los tipos de cuestionamientos que plantean con respecto a las pruebas;  
 El litigante acude al recurso para reabrir el debate probatorio cerrado en la segunda 
instancia;  
 Los casacionistas no dan cuenta del carácter del error de hecho, en términos de la 
denuncia de este tipo de desacierto y del control de la motivación fáctica en casación.  
 
El tercer problema, que corresponde a debilidades de los recurrentes en el planteamiento 
de este tipo de impugnación, implicó la necesidad de realizar una caracterización del 
error de hecho de acuerdo con el desarrollo jurisprudencial de cada Sala de Casación de 
la Corte, para establecer requisitos, condiciones y restricciones en la formulación de 
cargos por este tipo de desaciertos, con una sustentación adecuada respecto de las 
exigencias de la Corte Suprema de Justicia. En este marco de referencia se estimó que 
lo más conveniente era realizar un estudio exploratorio de jurisprudencia (autos y 
sentencias) a efectos de precisar parámetros de la Corte Suprema de Justicia y de la 
Corte Constitucional para activar el control de la motivación fáctica de la sentencia 








3. El error de hecho en casación penal. 
Caracterización 
Abordar el estudio actual del error de hecho en la casación penal implica remitirse tanto a 
la Ley 600 de 200053 como a la Ley 906 de 2004, estatutos de procedimiento penal cuya 
vigencia se supeditó a una implementación gradual y sucesiva del sistema penal 
acusatorio en los distritos judiciales del país entre el 1° de enero de 2005 y el 1° de enero 
de 200854. Tal gradualidad ha conllevado a la coexistencia de los dos regímenes 
procesales penales con base en los cuales se han tomado decisiones judiciales que han 
sido objeto de impugnación por medio del recurso de casación. Este capítulo se 
concentra en presentar el marco normativo y criterios jurisprudenciales que definen y 
delinean en la actualidad este tipo de vicio en la casación penal colombiana, incluyendo 
providencias regidas por uno u otro sistema procesal penal.  
 
Inicialmente es importante precisar que la Ley 600 de 2000 establece que una sentencia 
debe contener, entre otros aspectos, “el análisis de los alegatos y la valoración jurídica 
de las pruebas en que ha de fundarse la decisión”55. Las sentencias judiciales en este 
régimen quedan registradas por escrito, tanto en primera como en segunda instancia, en 
las cuales se debe dar cuenta de las razones en las que se sustentan, es decir, deben 
ser motivadas. En este sistema procesal, la valoración de pruebas56 se debe hacer “en 
                                               
 
53
   Código de Procedimiento Penal aplicable a los delitos cometidos antes de la entrada en 
vigencia gradual de la Ley 906 de 2004. 
 
54




   Artículo 170, numeral 4°, Ley 600 de 2000. 
 
56
    Artículo 233, Ley 600 de 2000. Medios de prueba: 
“Son medios de prueba la inspección, la peritación, el documento, el testimonio, la confesión y 
el indicio.  
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conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica”, exponiendo “siempre 
razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba”57, además de los criterios 
específicos señalados para cada medio probatorio58. La sentencia “debe fundarse en 
pruebas legal, regular y oportunamente allegadas a la actuación”59, teniendo en cuenta 
que rige el principio de libertad probatoria60 para establecer la ocurrencia del hecho y la 
responsabilidad penal del procesado. 
 
Por su parte, la Ley 906 de 2004 señala que una sentencia debe cumplir, dentro de los 
requisitos comunes establecidos para las providencias judiciales, con la “fundamentación 
fáctica, probatoria y jurídica con indicación de los motivos de estimación y desestimación 
de las pruebas válidamente admitidas en el juicio oral”61. Como se trata de un sistema 
oral62, el sentido del fallo y su posterior sustentación deben ser expuestos en audiencia 
pública a efectos de las impugnaciones, pero las sentencias de primera y segunda 
instancias quedan por escrito, de manera que en el control de casación se toma en 
consideración la decisión en un texto escrito, la cual siempre debe ser motivada63. De 
acuerdo con lo señalado en la Ley 906 de 2004, las pruebas64 se deben apreciar de 
manera conjunta, siguiendo los criterios señalados para cada medio probatorio65, 
                                                                                                                                              
 
El funcionario practicará las pruebas no previstas en este código, de acuerdo con las 
disposiciones que regulen medios semejantes o según su prudente juicio, respetando siempre 
los derechos fundamentales”.  
 
57
   Artículo 238, Ley 600 de 2000. Apreciación de las pruebas: 
“Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica.  




   Artículo 257, Ley 600 de 2000. Criterios para la apreciación del dictamen pericial. 
 
      Artículo 277, Ley 600 de 2000. Criterios para la apreciación del testimonio. 
 
  Artículo 282, Ley 600 de 2000. Criterios para la apreciación de la confesión. 
 
  Artículo 287, Ley 600 de 2000. Apreciación del indicio. 
59
    Artículo 232, Ley 600 de 2000. Necesidad de la prueba. 
 
60
   Artículo 237, Ley 600 de 2000. Libertad probatoria. 
 
61
   Artículo 162, numeral 3°, Ley 906 de 2004. 
 
62
    Artículo 9, Ley 906 de 2004. 
 
63
    Artículo 163, Ley 906 de 2004. 
 
64
   Artículo 382, Ley 906 de 2004. Medios de conocimiento: 
“Son medios de conocimiento la prueba testimonial, la prueba pericial, la prueba documental, la 
prueba de inspección, los elementos materiales probatorios, evidencia física, o cualquier otro 
medio técnico o científico, que no viole el ordenamiento jurídico”. 
 
65
  Artículo 380, Ley 906 de 2004. Criterios de valoración: 
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enmarcados en el principio de libertad probatoria66 y atendiendo su finalidad de “llevar al 
conocimiento del juez, más allá de duda razonable, los hechos y circunstancias materia 
del juicio y los de la responsabilidad penal del acusado, como autor o partícipe”67. La 
Sala Penal sostiene que en el sistema acusatorio penal la valoración probatoria se debe 
ajustar a las reglas de la sana crítica, así no esté expresamente dicho en la ley, tanto así 
que su transgresión se considera yerro fáctico. 
 
El error de hecho se ha previsto en los dos estatutos de procedimiento penal, aunque de 
manera diversa, como causal de casación por desaciertos del juzgador de segunda 
instancia al proferir sentencia, relativos a la apreciación de pruebas determinantes en la 
decisión, debidamente allegadas al proceso, salvo cuando se trata de suposición, evento 
en el cual el juez da por probado un hecho sin soporte probatorio. El error de hecho 
afecta la legalidad de la sentencia, total o parcialmente, en la medida en que éste haya 
incidido en la parte resolutiva de la decisión. En penal se ha caracterizado el error de 
hecho como un falso juicio en torno a la prueba, inicialmente relativo únicamente a la 
existencia de la prueba (falso juicio de existencia) o sobre su „sentido fáctico‟ (falso juicio 
de identidad) (Calderón 1985: 14-16) 68. Sin embargo, la Sala Penal reconoce errores 
derivados de la transgresión de reglas de la sana crítica denominados falso raciocinio, 
modalidad que surgió jurisprudencialmente con posterioridad, atendiendo los cambios 
normativos que introdujeron el principio de libertad probatoria y la sana crítica como 
sistema de valoración, opuesto a la tarifa legal.   
 
                                                                                                                                              
 
“Los medios de prueba, los elementos materiales probatorios y la evidencia física, se 
apreciarán en conjunto. Los criterios para apreciar cada uno de ellos serán señalados en el 
respectivo capítulo”. 
 
Artículo 404, Ley 906 de 2004. Apreciación del testimonio. 
 
Artículo 420, Ley 906 de 2004. Apreciación de la prueba pericial. 
 
Artículos 432 y 433, Ley 906 de 2004. Apreciación de la prueba documental. 
 
66
  Artículo 373, Ley 906 de 2004. Libertad probatoria. 
 
67
 Artículo 372, Ley 906 de 2004. 
68
 En textos recientes dedicados al estudio de la casación penal se suele acudir a las definiciones 
aportadas por Fabio Calderón Blanco, las cuales resultan insuficientes porque dejan por fuera el 
falso raciocinio como modalidad del error de hecho (Fernández 2007; Rodríguez 2008). 
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El error de hecho es uno de los tipos de problemas que se pueden identificar en la 
motivación de la sentencia judicial. Actualmente la Sala Penal diferencia los tipos de 
problemas en la motivación de la sentencia, de la siguiente forma:  
(i) ausencia de motivación “…cuando el juzgador omite precisar los fundamentos 
fácticos y jurídicos que sustentan la decisión…”;  
(ii)  motivación incompleta “…cuando omite analizar uno cualquiera de dichos 
supuestos, o lo hace en forma tan precaria que no es posible determinar su 
sustento…”;  
(iii)  motivación equívoca “…cuando los argumentos que sirven de apoyo a la 
decisión se excluyen recíprocamente impidiendo conocer el contenido de la 
motivación, o las razones que se invocan contrastan con la decisión tomada en la 
parte resolutiva…”; y  
(iv)  motivación sofística “…cuando la sustentación expuesta por el fallador 
contradice en forma grotesca la verdad probada…”69.  
 
Para corregir en casación penal estos problemas de motivación de la sentencia de 
segunda instancia, la Sala sostiene que “…los tres primeros vicios constituyen en estricto 
rigor técnico un error in procedendo y el cuarto uno in iudicando, de modo que la vía de 
ataque de los primeros es la causal tercera y del último la primera, cuerpo segundo 
(violación indirecta)”70. El pronunciamiento que se ha destacado está basado en el 
artículo 207 de la Ley 600 de 2000, por ello se refiere a las causales tercera (nulidad) y 
primera, cuerpo segundo (violación indirecta de norma sustancial), pero los conceptos se 
aplican de igual forma en vigencia de la Ley 906 de 2004.  
 
Teniendo presente lo anterior, tan sólo es necesario destacar que la Sala Penal ha 
señalado que los errores de apreciación probatoria corresponden al tipo de problema en 
la motivación de la sentencia denominado „motivación falsa, sofística o aparente‟ 
entendida como “…aquella que aunque inteligible, resulta equivocada debido a errores 
relevantes en la apreciación de las pruebas, porque las supone, las ignora, las 
distorsiona, o desborda los límites de racionalidad en su valoración…”71, errores que 
deben enfrentarse en casación penal como una violación indirecta de norma sustancial, 
                                               
 
69
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 17 de junio de 2009, 
proceso N° 30661. M. P. Alfredo Gómez Quintero. 
 
70
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 17 de junio de 2009, 
proceso N° 30661. M. P. Alfredo Gómez Quintero. 
 
71
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 17 de junio de 2009, 
proceso N° 30661. M. P. Alfredo Gómez Quintero. 
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no obstante que socave „la estructura misma del proceso‟ por cuanto es deber 
jurisdiccional…  
[…] expresar de manera completa, veraz y con respaldado fundamento en la 
valoración jurídica de las pruebas allegadas el sentido de [la sentencia].    
...De ahí que configure evidente quebranto al deber de plena y real motivación 
como presupuestos de una decisión revestida de legitimidad y validez, aquellos 
casos en los que la sustentación es incompleta, ambigua, anfibológica, equívoca, 
incongruente, o que se soporta en supuestos falsos, de doble sentido o indefinidos, 
o en los que la motivación es sólo aparente o sofística, o cuando se provee con 
desconocimiento ostensible de pruebas que objetivamente conducen a 
conclusiones diversas, toda vez que en todas estas hipótesis culmina socavándose 
la estructura fáctica y jurídica de un fallo [...]72 
 
3.1 Error de hecho en el régimen de casación penal 
En esta sección se presentan las particularidades normativas de los regímenes de 
casación penal establecidos en la Ley 600 de 2000 y en la Ley 906 de 2004, las cuales 
constituyen elementos esenciales de la caracterización del error de hecho, con apoyo en 
pronunciamientos de las Altas Cortes que orientan su interpretación.      
 
3.1.1  Ley 600 de 2000 
Dentro de las causales que dan lugar a la casación en materia penal73, se contempló el 
error de hecho en la apreciación de determinada prueba como modalidad indirecta de 
violación de norma de derecho sustancial sin más precisiones al respecto, a efectos de 
ejercer un control de legalidad de la sentencia de segunda instancia desde una 
perspectiva fáctica o probatoria. La Sala Penal define las normas de derecho sustancial o 
„sustantivas‟ como “…aquellas que describen las conductas punibles y les atribuyen la 
respectiva sanción, las relativas a circunstancias que modifican de manera real los 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 4 de marzo de 2009, 
proceso N° 24797. M. P. Alfredo Gómez Quintero. 
 
73
 Artículo 207, Ley 600 de 2000:  
“CAUSALES.  
 En materia penal la casación procede por los siguientes motivos:  
1. Cuando la sentencia sea violatoria de una norma de derecho sustancial. Si la violación de la 
norma sustancial proviene de error de hecho o de derecho en la apreciación de determinada 
prueba, es necesario que así lo alegue el demandante…” (se subraya). 
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extremos de la pena, las que establecen causales de ausencia de responsabilidad, 
motivos de improseguibilidad de la acción, cesación de procedimiento, prescripción, 
etc.”74.   
 
Con ocasión de un error de hecho en la motivación de la sentencia resulta 
„indirectamente‟ quebrantada una o varias normas de derecho sustancial por desaciertos 
en la apreciación probatoria del juzgador de segunda instancia. Esta transgresión 
normativa se puede presentar en dos sentidos:  
- por falta de aplicación de la norma que regula el caso, dado que el juzgador pasa por 
alto su existencia, considera que no está vigente o porque considera que no es 
aplicable; o  
- por aplicación indebida de una norma que no regula el caso.   
 
Lo que se discute en la violación indirecta de norma sustancial es la fijación judicial de los 
hechos en la sentencia de segunda instancia como consecuencia de la valoración 
probatoria del juzgador75, lo cual se debe plantear en la demanda de casación, 
                                               
 
74
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 1 de julio de 2009, proceso N° 
32033. M. P. Alfredo Gómez Quintero.  
 
75
  A diferencia de la violación indirecta de norma sustancial –por errores de hecho o de derecho-, 
la Sala de Casación Penal precisa las siguientes características de la violación directa de norma 
sustancial:  
“…En la violación directa de la ley sustancial, el error del juez es de juicio o in iudicando al 
momento de aplicar o interpretar la ley llamada a regular el caso a resolver, y se consolida por uno 
de estos sentidos: 
     (i).- falta de aplicación, cuando se ignora que la norma existe, se considera que no está 
vigente o se estima que está vigente, pero no es aplicable.  
     (ii).- aplicación indebida, cuando la norma escogida y aplicada no corresponde al caso 
concreto. E, 
     (iii).- interpretación errónea, falencia que se constituye en un error de hermenéutica, cuando 
la norma seleccionada es la correcta, pero el juez debiéndola aplicar no le da el alcance que tiene 
haciéndole comportar consecuencias extensivas o restrictivas. 
     Frente a esta causal… el demandante debe aceptar los hechos y la valoración probatoria tal y 
como fueron plasmados por los jueces de instancia en la sentencia, debiendo proponer una 
discusión en estricto jurídica en la cual demuestre el error o errores al momento de aplicar o 
interpretar la ley y la correspondiente trascendencia del yerro en los sentidos del fallo.  
     En esa medida, cuando se demanda una sentencia por violación directa de la ley sustancial, 
como el propio concepto lo denota, la censura deberá centrarse en razones de derecho… 
modalidades en las que no tienen cabida la discusión de los hechos, ni controversia alguna sobre 
los medios de convicción en la forma como fueron producidos o valorados por el juzgador, 
falencias para las cuales el legislador ha dispuesto el sendero de la violación indirecta por errores 
de hecho o de derecho.” Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 22 de julio 
de 2009, proceso N° 31338. M. P. Yesid Ramírez Bastidas.  
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precisando los tipos de errores –de hecho o de derecho- identificados en la sentencia de 
segunda instancia.   
 
Con respecto al error de hecho, el primer criterio jurisprudencial destacable en materia 
penal es el principio de trascendencia del vicio, cuya significación se concreta en que los 
desaciertos en la apreciación probatoria en una sentencia de segunda instancia deben 
corresponder a pruebas relevantes para la decisión y no a cualquier prueba, por cuanto 
la excepcionalidad del recurso de casación supone agotado el debate libre sobre los 
medios probatorios en las instancias. Ligado a la trascendencia del error, se encuentra 
otro criterio relativo a su notoriedad o evidencia, en el sentido de que el vicio sea 
fácilmente descubierto. Tan sólo en los eventos en que el yerro sea perceptible y haya 
incidido en la parte resolutiva de la sentencia, procede la Sala Penal a casar la sentencia 
dictando la decisión de reemplazo76 para restablecer la norma sustancial quebrantada 
por el vicio denunciado.  
 
Al corregir este tipo de error en sentencias judiciales, la intervención de la Sala Penal 
tiene como referente los fines establecidos por el legislador para la casación: “…la 
efectividad del derecho material y de las garantías debidas a las personas que 
intervienen en la actuación penal, la unificación de la jurisprudencia nacional y además la 
reparación de los agravios inferidos a las partes con la sentencia demandada”77. 
 
El ámbito o procedencia de la casación penal para enfrentar los errores en providencias 
judiciales está restringido por regla general a sentencias no ejecutoriadas78 proferidas por 
                                               
 
76
   Artículo 217, inciso 1°, Ley 600 de 2000. 
 
77
   Artículo 206, Ley 600 de 2000. 
 
78
   Artículo 205, Ley 600 de 2000. 
La Corte Constitucional mediante Sentencia C-252 de 2001, declaró inexequible la expresión 
„ejecutoriadas‟ mediante la cual se cambiaba la naturaleza de la casación como recurso 
extraordinario a la de una acción extraordinaria –como lo es la revisión-, siendo propio de la 
casación que proceda contra sentencias no ejecutoriadas en segunda instancia, a diferencia de 
la acción de revisión, vía prevista para sentencias ejecutoriadas.   
La expresión „ejecutoriadas‟ se había introducido en el inciso primero del artículo 205 y, en los 
incisos primero y segundo del  artículo 210 de la ley 600 de 2000, los cuales se  integraron 
como unidad normativa con las disposiciones de la Ley 533 de 2000 objeto de demanda de 
inconstitucionalidad, ya que aquellos reproducían el contenido normativo del artículo 218, y los 
incisos primero y segundo del artículo 223 del Decreto 2700 de 1991 -Código de Procedimiento 
Penal-, modificados por los artículos 1 y 6 de la Ley 553 de 2000.  
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Tribunales Superiores de Distrito Judicial79 y por el Tribunal Penal Militar en procesos 
adelantados por “…delitos que tengan señalada pena privativa de la libertad cuyo 
máximo exceda de ocho años, aún cuando la sanción impuesta haya sido una medida de 
seguridad…”80; cuyo alcance se puede extender a los delitos conexos, aunque la pena 
fuera inferior a la señalada en el texto normativo citado81.  
 
No obstante la anterior delimitación, el legislador también contempló una vía excepcional 
para que la Sala Penal, de forma discrecional82 admita demandas de casación contra 
sentencias de segunda instancia correspondientes a procesos seguidos por delitos con 
pena inferior a la establecida por regla general, dentro de lo cual se incluyen decisiones 
de jueces penales del circuito83. La facultad discrecional de la Sala está condicionada a la 
iniciativa de los sujetos procesales en el sentido de que son éstos quienes por solicitud 
expresa y sustentada acuden a la vía excepcional  para „persuadirla‟ sobre la necesidad 
de su pronunciamiento en aras del desarrollo de la jurisprudencia o en pro de la garantía 
de derechos fundamentales, sin que ello los releve del cumplimiento de los demás 
requisitos exigidos para la presentación de la demanda de casación84. Con respecto a la 
admisión de la casación excepcional bajo este régimen procesal penal, la Sala Penal 
sostiene que: 
 […] tratándose del… desarrollo de la jurisprudencia, el casacionista debe 
mencionar en la demanda si con la impugnación de la sentencia de segunda 
instancia persigue unificar posturas conceptuales o actualizar la doctrina, ora para 
abordar un tópico aún no desarrollado, precisando la manera en que la decisión 
solicitada tiene la utilidad simultánea de brindar solución al asunto y a la par servir 
de guía a la actividad judicial. 
 Y, respecto de la protección de los derechos fundamentales, el casacionista 
está obligado a desarrollar una argumentación lógica dirigida a evidenciar el 
desacierto, siendo imperioso que demuestre el desconocimiento de una garantía 
por quebrantamiento de la estructura básica del proceso o por violación de un 
derecho fundamental, e indicar las normas constitucionales que protegen el 
derecho invocado y su concreto conculcamiento con la sentencia. 




   Artículo 76, numeral 1°, Ley 600 de 2000.  
 
80
    Esta regla de procedencia de la casación se aplica en todas las causales previstas en el 
artículo 207 de la Ley 600 de 2000. 
 
81
   Artículo 205, inciso 2°, Ley 600 de 2000. 
 
82
  Artículo 205, inciso 3°, Ley 600 de 2000. 
 
83
  Artículo 77, numeral 2°, Ley 600 de 2000.  
 
84
 Artículo 212, Ley 600 de 2000. Requisitos formales de la demanda.  
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 Además, las razones que debe aducir el demandante para persuadir a la Corte 
sobre la necesidad de admitir la demanda, deben guardar correspondencia con los 
cargos que formule contra la sentencia. En otras palabras, debe haber perfecta 
conformidad entre el fundamento de la casación excepcional (desarrollo de la 
jurisprudencia y/o protección de garantías fundamentales), el cargo o los cargos 
que se presenten contra el fallo y, por consiguiente, la postulación de los mismos 
[…]85  
 
Siguiendo lo expuesto, para que proceda la evaluación de errores de hecho por la vía 
excepcional de la casación no es suficiente pretender la demostración del vicio en la 
apreciación de pruebas. De manera concomitante, se debe sustentar que la sentencia 
atacada ha afectado garantías fundamentales o que resulta imperioso un 
pronunciamiento de la Sala Penal para el desarrollo de la jurisprudencia por su contexto 
fáctico o probatorio, conectando la vía excepcional escogida (desarrollo jurisprudencial o 
protección de garantías fundamentales) con los cargos formulados por cuenta de los 
errores que se atribuyen al fallo judicial. 
 
Si bien el recurso de casación es de carácter rogado, es decir, depende de la iniciativa de 
los sujetos procesales legitimados para la presentación de la demanda de casación86, se 
ha previsto que la Sala Penal intervenga de oficio cuando una sentencia se ha dictado en 
un juicio viciado de nulidad (causal tercera de casación)87, o cuando sea evidente que la 
sentencia atenta contra garantías fundamentales. Ambas situaciones se plantean como 
excepción al principio de limitación en el sentido de que la Sala Penal no puede “…tener 
en cuenta causales de casación distintas a las que han sido expresamente alegadas por 
el demandante…”88. Como ejemplo, se destaca el siguiente pronunciamiento relativo a la 
intervención de oficio: 
[…] emerge para la Sala el imperativo legal de intervención oficiosa, …cuando 
quiera que concurren motivos de nulidad o cuando sea ostensible que la sentencia 
atenta contra garantías fundamentales, se desliga la Sala de dicha limitación 
                                               
 
85
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 5 de agosto de 2009, proceso N° 
31646. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés. En similar sentido: Auto del 5 de agosto de 2009, 
proceso N° 31585. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés; Auto del 19 de agosto de 2009, proceso N° 
32207. M. P. Alfredo Gómez Quintero.  
 
86
  Artículo 209, Ley 600 de 2000. Legitimados para la presentación de la demanda de casación. 
 
87
  Artículo 207, numeral 3°, de la Ley 600 de 2000. 
 
88
  Artículo 216, Ley 600 de 2000. 
 (Nota aclaratoria: el artículo 220 mencionado en el texto normativo del art. 216 corresponde al 
artículo 207 de la Ley 600 de 2000). 
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pudiendo abordar sin cortapisas el estudio del caso en pos de mantener incólume 
el thelos de la impugnación extraordinaria, procurando así la efectividad del 
derecho material y el plexo de garantías superiores, la unificación de la 
jurisprudencia y la reparación de los agravios inferidos a las partes con la sentencia 
[…]89 
 
Con respecto al  error de hecho lo anotado significa que al advertir este tipo de vicios en 
sentencias de segunda instancia, a partir de los cuales resulten afectadas garantías 
fundamentales, la Sala Penal interviene para enmendar los yerros fácticos con una nueva 
decisión, no obstante que la causal no haya sido invocada por el demandante o que no 
se haya planteado el cargo de forma correcta. 
 
3.1.2  Ley 906 de 2004 
La Ley 906 de 2004 introdujo cambios importantes en las normas concernientes al 
recurso de casación, los cuales se deben tener en cuenta para la comprensión del error 
de hecho90 como vicio del juez en la motivación fáctica de la sentencia de segunda 
instancia. El primer rasgo diferenciador es que en esta Ley se extendieron los límites de 
la casación como recurso extraordinario al concebirlo no sólo como control legal sino 
como un medio de control constitucional y legal91. Antes de la expedición de la 
mencionada Ley, por vía jurisprudencial la Corte Suprema de Justicia había entendido en 
un sentido amplio el concepto de norma de derecho sustancial para admitir demandas de 
casación en las cuales hubiese sido evidente la vulneración de garantías fundamentales; 
sin embargo, para la Corte Constitucional resultó significativo ampliar de manera explícita 
el marco de aplicación de la casación a la Carta Política y al bloque de constitucionalidad, 
según lo expuesto en Sentencia C-590 de 2005: 




 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 4 de marzo de 2009, 
proceso N° 24797. M. P. Alfredo Gómez Quintero. 
 
90
 En este apartado servirán de apoyo las consideraciones de la Corte Constitucional expuestas 
en la Sentencia C-590 de 2005, pronunciamiento mediante el cual se declaró inexequible la 
expresión  “ni acción” que hacía parte del inciso primero del artículo 185 de la Ley 906 de 2004: 
“DECISIÓN. Cuando la Corte aceptare como demostrada alguna de las causales propuestas, 
dictará el fallo dentro de los sesenta (60) días siguientes a la audiencia de sustentación, contra el 
cual no procede ningún recurso ni acción, salvo la de revisión.[…]” (El aparte tachado fue 
declarado inexequible).   
 
91
 Artículo 181, inciso 1°, Ley 906 de 2004. 
El error de hecho en casación penal. Caracterización 55 
 
   […] para la Corte es claro que la expresa configuración legal de la casación 
penal como “control constitucional y legal”  evidencia el propósito de adecuar el 
instituto, de una manera mucho más directa, a referentes constitucionales. Es decir, 
al concebir el recurso extraordinario de casación como un control constitucional y 
legal, se está evidenciando que la legitimidad de la sentencia debe determinarse no 
sólo a partir de disposiciones legales sustanciales y procesales, sino también 
respecto de normas constitucionales en tanto parámetros de validez de aquellas. Y 
esto, en la estructura y dinámica de las democracias constitucionales, es 
comprensible pues de la misma manera como la legitimidad de la ley, incluida, 
desde luego, la ley penal, no se infiere de sí misma sino de su compatibilidad con el 
Texto Fundamental; así también, la legitimidad de las sentencias judiciales debe 
soportarse tanto en la ley como en el ámbito de validez de ésta […]92 
 
Otra diferencia normativa a destacar es el condicionamiento de la afectación de derechos 
o garantías fundamentales93 para la procedencia del recurso de casación. En otras 
palabras, si los motivos o vicios consagrados como causales del recurso94 afectan 
derechos o garantías fundamentales, procede la casación penal. En consecuencia, el 
error de hecho debe estar ligado o conectado indefectiblemente a la vulneración de 
derechos o garantías fundamentales. En un sentido genérico y sin referirse a una causal 
específica, la Corte Constitucional se pronunció sobre el mencionado requisito o 
condicionamiento de procedencia de la casación en los siguientes términos: 
 […] la afectación de derechos o garantías fundamentales se convierte en la 
razón de ser del juicio de constitucionalidad y legalidad que, a la manera de recurso 
extraordinario, se formula contra la sentencia.  O lo que es lo mismo, lo que legitima 
la interposición de una demanda de casación es la emisión de una sentencia penal 
de segunda instancia en la que se han vulnerado derechos o garantías 
fundamentales.  Precisamente por ello se ha presentado también una reformulación 
de las causales de casación, pues éstas, en la nueva normatividad, sólo 
constituyen supuestos específicos de afectación de tales garantías o derechos [...]95 
 
De otra parte, el legislador prescindió del límite punitivo que establecía el código 
anterior96 para la procedencia de la casación, al disponer que este recurso “…procede 
contra las sentencias proferidas en segunda instancia en los procesos adelantados por 




 Corte Constitucional. Sentencia C-590 del 8 de junio de 2005. M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
 
93
  Artículo 181, Ley 906 de 2004. 
 
94
  Artículo 181, numerales 1° a 4°, Ley 906 de 2004. 
 
95
 Corte Constitucional. Sentencia C-590 del 8 de junio de 2005. M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
 
96
  En el inciso primero del artículo 205 de la Ley 600 de 2000 se establece como regla general  la 
procedencia de la casación contra sentencias de segunda instancia proferidas dentro de procesos 
seguidos por delitos con “pena privativa de la libertad cuyo máximo exceda de ocho años”.  
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delitos, cuando afectan derechos o garantías fundamentales…”97, regla que se relaciona 
con la competencia exclusiva otorgada a las Salas Penales de los Tribunales Superiores 
para conocer en segunda instancia de los recursos de apelación contra sentencias 
proferidas por jueces municipales, jueces de circuito y jueces penales de circuito 
especializado que hacen parte del mismo Distrito Judicial98. Al abrir la posibilidad del 
recurso para todas las sentencias de segunda instancia, sin límite punitivo como regla de 
procedencia, carecía de sentido prever una vía excepcional para la casación como se 
contemplaba en la legislación anterior99. Sobre esta diferencia normativa la Corte 
Constitucional sostuvo: 
 […] Esta nueva regulación permite que todos los problemas planteados en 
sede de aplicación de la ley penal puedan debatirse en casación y ello 
independientemente de la punibilidad fijada para el tipo penal de que se trate o de 
la competencia establecida para su conocimiento.  De esta manera, se facilita que 
la Corte Suprema de Justicia realice los fines del recurso extraordinario de 
casación, no sólo respecto de ámbitos delimitados por presupuestos estrictamente 
formales, sino en consideración a los problemas de fondo planteados en todo 
supuesto de aplicación de la ley penal contenido en una sentencia de segunda 
instancia […]100 
 
No obstante la apertura del recurso de casación contra toda sentencia de segunda 
instancia sin importar el delito, la Sala Penal está autorizada para „no seleccionar‟ una 
demanda de casación si se presenta cualquiera de los siguientes supuestos: “…Si el 
demandante carece de interés, prescinde de señalar la causal, no desarrolla los cargos 
de sustentación o cuando de su contexto se advierta fundadamente que no se precisa del 
fallo para cumplir algunas de las finalidades del recurso…”101. La „facultad de selección‟ 
sirve de cortapisa para la profusa presentación de demandas de casación, aunque su 
rechazo implica un pronunciamiento motivado de la Sala. Con respecto a este asunto la 
Corte Constitucional se pronunció en el siguiente sentido: 
 […] se impone precisar que la procedencia de la casación contra todas las 
sentencias proferidas en segunda instancia en procesos adelantados por delitos, se 
ha armonizado con el reconocimiento de una facultad de selección a la Sala Penal 
                                               
 
97
 Artículo 181, inciso 1°, Ley 906 de 2004. 
 
98
  Artículo 33, numeral 1°, Ley 906 de 2004. 
 
    Artículo 34, numeral 1°, Ley 906 de 2004. 
 
99
  Artículo 205, inciso 3°, de la Ley 600 de 2000 en contraste con el artículo 181, inciso 1°, de la 
Ley 906 de 2004. 
 
100
 Corte Constitucional. Sentencia C-590 del 8 de junio de 2005. M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
 
101
  Artículo 184, Ley 906 de 2004. 
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de la Corte Suprema de Justicia […]  De esta forma se procura mantener un punto 
de equilibrio entre la procedencia del recurso contra todas las sentencias de 
segunda instancia, de tal manera que se asegure que los fines de la casación se 
realicen sin consideración a límites formales, pero, al mismo tiempo, se fijan unos 
parámetros que racionalizan el recurso [...]102 
 
A la facultad de selección de demandas de casación, se suman el carácter rogado del 
recurso extraordinario y el principio de limitación que rige a la Sala Penal al estar vedado 
su pronunciamiento por causales que no hayan sido alegadas por el demandante103, 
aspectos que estaban presentes en el régimen de casación anterior.  
 
En la Ley 906 de 2004 también se prevé la intervención de oficio de la Sala Penal para 
decidir de fondo el recurso, pasando por alto los defectos que contenga la demanda de 
casación, “…atendiendo a los fines de la casación, fundamentación de los mismos, 
posición del impugnante dentro del proceso e índole de la controversia planteada,…”104. 
Con respecto a la facultad de oficio, su ejercicio dependerá de la sustentación de la 
demanda de casación, en la cual debe haber coherencia y relación entre los distintos 
componentes del texto normativo citado, es decir, entre la fundamentación del o los fines 
de la casación pretendidos, la naturaleza del asunto a resolver y la situación del 
recurrente dentro del proceso; esto, sin obviar las demás formalidades legales y criterios 
jurisprudenciales. En el régimen de casación anterior, la facultad de oficio operaba 
únicamente ante sentencias dictadas en juicios viciados de nulidad o, por una evidente 
afectación de garantías fundamentales, pero esta última circunstancia se ha convertido 
en una regla general de procedencia de la casación penal. Ahora pueden tener cabida 
múltiples tipos de controversias siempre que comprometan el cumplimiento de los fines 
de la casación.   
  
Se ha definido que el recurso extraordinario de casación tiene como propósitos “…la 
efectividad del derecho material, el respeto de las garantías de los intervinientes, la 
reparación de los agravios inferidos a éstos, y la unificación de la jurisprudencia”105. En 
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 Corte Constitucional. Sentencia C-590 del 8 de junio de 2005. M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
 
103
 Artículo 184, inciso 3° - primera parte- , Ley 906 de 2004. 
 
104
 Artículo 184, inciso 3° - segunda parte- , Ley 906 de 2004. 
 
105
 Artículo 180, Ley 906 de 2004.  
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principio, entre los dos estatutos procesales penales no existen variaciones sustanciales 
de fondo respecto de cada uno de los fines sino de forma, por la redacción de los textos 
normativos; sin embargo, en los preceptos que conforman el conjunto normativo de la 
casación en la Ley 906 de 2004 es más explícita su relevancia. Vale relacionar este 
aspecto con la afectación de derechos o garantías fundamentales como condicionante de 
procedencia del recurso106, en la medida que ésta se conecta con los tres primeros 
componentes de la finalidad de la casación. De igual forma, cobra particular importancia 
en la admisión de la demanda de casación como factor determinante para su selección o 
su inadmisión, pues ya se había anotado que uno de los supuestos contemplados para 
„no seleccionar‟ la demanda de casación es que la Sala Penal “…advierta fundadamente 
que no se precisa del fallo para cumplir algunas de las finalidades del recurso…”107, de 
manera que no se puede obviar la necesidad de sustentar el recurso con respecto al 
cumplimiento de uno o varios de sus fines. Adicionalmente, la finalidad de la casación 
resulta crucial como derrotero para  decidir de fondo sobre una demanda con base en la 
facultad oficiosa de la Sala Penal, no obstante los defectos de técnica que encuentre en 
la misma108. Por lo expuesto, resulta pertinente conocer los criterios fijados por la Corte 
Constitucional en torno a los fines del recurso extraordinario de casación: 
 […] En cuanto a la realización de los fines del proceso penal como 
finalidad del recurso extraordinario de casación hay que indicar que las normas 
de derecho material o sustancial sólo son efectivas y las garantías de los 
intervinientes se respetan:  
 a. Si en un supuesto específico se reconstruye la verdad histórica; es decir, si 
se hace claridad sobre los hechos penalmente relevantes acaecidos, pues el 
proceso penal de una democracia constitucional no puede renunciar al 
conocimiento de la verdad como presupuesto ineludible para la realización de la 
justicia penal. 
 b. Si, sobre la base de esa reconstrucción histórica de lo acaecido, se hace 
justicia, bien manteniendo el efecto vinculante del principio de presunción de 
inocencia que ampara a todo imputado, cuando no hay manera de desvirtuarlo, o 
bien declarando su responsabilidad penal si ella está demostrada, pues de esta 
manera se le cierra el paso a la impunidad. 
 c. Si al interior del proceso se reconocen y realizan los derechos que amparan 
a los intervinientes en el proceso penal, fundamentalmente los derechos que le 
asisten al imputado, en tanto sujeto de imputación penal, y los de la víctima, en 
tanto titular de los bienes jurídicos vulnerados o puestos en peligro con ocasión del 
delito.   
                                               
 
106
 Artículo 181, inciso 1°, Ley 906 de 2004. 
 
107
 Artículo 184, inciso 2°, Ley 906 de 2004. 
 
108
 Artículo 184, inciso 3°, Ley 906 de 2004. 
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 De acuerdo con ello, si en el curso de las instancias de un proceso se ha 
renegado de los fines del proceso penal y se ha llegado a una sentencia que se 
abstiene de realizarlos, es legítimo que a través del recurso extraordinario de 
casación se adecue el proceso a la Constitución y a la ley y que se lo realice de tal 
manera que se haga de aquél un supuesto de afirmación y no de negación de 
estos ámbitos normativos vinculantes […]109  
 
Para finalizar, la Sala Penal sostiene que la violación indirecta de norma sustancial del 
régimen de casación anterior110 corresponde al “…manifiesto desconocimiento de las 
reglas de producción y apreciación de la prueba sobre la cual se ha fundado la sentencia” 
previsto como causal tercera de casación en el artículo 181111 de la Ley 906 de 2004, no 
obstante la autonomía que se le dio respecto de la violación directa de norma 
sustancial112. Así es que en el mencionado texto normativo el „desconocimiento de reglas 
de producción de la prueba‟ corresponde al error de derecho y, el „desconocimiento de 
reglas de apreciación de la prueba‟ al error de hecho113. La Corte Constitucional también 
se pronunció sobre el alcance de la norma al señalar que: 
[…] el desconocimiento del régimen constitucional y legal de la prueba deja de 
ser un supuesto de infracción indirecta de la ley sustancial y se convierte en una 
causal autónoma para cuestionar la validez constitucional y legal del fallo. El 
redimensionamiento de esta causal de casación es compatible con la potenciación 
de los fundamentos constitucionales de las pruebas penales […]114 
 




 Corte Constitucional. Sentencia C-590 del 8 de junio de 2005. M.P. Jaime Córdoba Triviño 
(Negrillas y subrayado fuera del texto original). 
 
110
 Artículo 207, numeral 1° -cuerpo segundo-, Ley 600 de 2000. 
 
111
  Artículo 181, numeral 3°, Ley 906 de 2004: 
“PROCEDENCIA. El recurso como control constitucional y legal procede contra las sentencias 
proferidas en segunda instancia en los procesos adelantados por delitos, cuando afectan 
derechos o garantías fundamentales por:[…] 
 3. El manifiesto desconocimiento de las reglas de producción y apreciación de la prueba sobre 
la cual se ha fundado la sentencia”.  
 
112
 Prevista como causal primera de casación en el artículo 181 de la Ley 906 de 2004.  
 
113
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 29 de julio de 2009, proceso N° 
31087. M. P. José Leonidas Bustos Martínez (SAP); Auto del 27 de julio de 2009, proceso N° 
31851. M. P. Sigifredo Espinosa Pérez (SAP). 
 
Nota de aclaración de la nota de pie de página anterior, que se debe tener en cuenta en 
adelante: La sigla SAP (Sistema Penal Acusatorio) incluida al final de la referencia jurisprudencial 
indica que el pronunciamiento (sentencias y autos) de la Sala Penal de Corte Suprema de Justicia 
fue proferido en vigencia de la Ley 906 de 2004. Con la mencionada sigla entre paréntesis se 
diferenciarán este tipo de pronunciamientos de los proferidos en vigencia de la Ley 600 de 2000, 
para los cuales no se incluirá una sigla equivalente al final de cada nota de pie de página.  
 
114
 Corte Constitucional. Sentencia C-590 del 8 de junio de 2005. M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
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En la mencionada causal tercera de casación se ha incluido la palabra “manifiesto”, 
vocablo que opera como condicionante para el error de derecho y el error de hecho -
resultado del desconocimiento de reglas de producción y apreciación de pruebas-, en el 
sentido de exigir su notoriedad en la sentencia de segunda instancia; es decir, que tales 
desaciertos deben quedar al descubierto en el ejercicio de confrontar la decisión judicial 
con las pruebas que han sido determinantes en ella. Este requisito de evidencia o 
notoriedad del error no estaba previsto en el código de procedimiento penal anterior, 
aunque se había adoptado en la Sala Penal por vía de jurisprudencia como criterio para 
medir el alcance de estas equivocaciones en la sentencia objeto de ataque por vía de 
casación. En íntima conexión con la evidencia, en el mismo texto normativo de la causal 
tercera de casación se establece el principio de trascendencia cuando precisa que el 
error debe provenir de una prueba “…sobre la cual se ha fundado la sentencia”115, 
adoptando el criterio jurisprudencial de la prueba determinante en la decisión judicial 
como regla explícita:  
[…] Uno de los principios regentes de la casación penal es el de trascendencia, 
el cual siempre y cualquiera fuere la causal elegida, obliga al censor a desarrollar 
no un alegato sin medida, sino a ocuparse en la elaboración de un verdadero juicio 
lógico-jurídico concluyente, demostrando los errores en los que se ha incurrido en 
la sentencia impugnada, enjuiciamiento desde luego discursivo que no es de libre 
formulación, pues en sus desarrollos y fundamentos debe abstenerse de plasmar 
sus particulares criterios de apreciación de los hechos o de las pruebas como si 
fuera un memorial de instancia en ligera contraposición a como se hiciera por el 
Tribunal, pues de forma reiterada se ha dicho por esta Sala que la casación penal 
no es una tercera instancia […]116. 
 
3.2  Criterios para la formulación de cargos por error de 
hecho 
En consideración a su ámbito restringido, en los estatutos procesales penales se 
establecen reglas generales para la presentación del recurso de casación, dentro de las 
cuales es prioritaria la formulación de cargos al constituir la parte central de la demanda, 
pues es en esencia, la sustentación del recurso. Como tales preceptos normativos no 
resultan lo suficientemente esclarecedores, por vía jurisprudencial la Sala Penal ha 




 Artículo 181, numeral 3°, Ley 906 de 2004. 
 
116
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 27 de julio de 2009, proceso N° 
31715. M. P. Yesid Ramírez Bastidas (SAP) 
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complementado las formalidades legales con orientaciones sobre una adecuada 
formulación de cargos, dependiendo de la causal de casación y del tipo de error 
identificado en la sentencia de segunda instancia.  
 
Como la casación es un recurso de carácter rogado, es decir, procede a iniciativa de los 
sujetos procesales legitimados para interponerlo, la Sala Penal de la Corte reafirma que 
en esta sede rigen…  
     […] los principios de motivación suficiente, en virtud del cual se exige que la 
demanda se baste así misma para lograr el desquiciamiento del fallo, y el de 
limitación, que le impide a la Sala entrar a suplir las deficiencias argumentativas del 
libelo o enmendar sus yerros […]117.   
 
En vigencia de la Ley 906 de 2004, la misma Sala sostiene que:  
     […] Dada la naturaleza extraordinaria del recurso, quien recurre en casación tiene que 
ceñirse a determinados requerimientos sistemáticos basados en la razón y en la lógica 
argumentativa, atinentes a la observancia de coherencia, precisión y claridad en el 
sustento de cada uno de los reparos efectuados, que debe desarrollar conforme a las 
causales de procedencia previstas en el artículo 181 del ordenamiento procesal […]118 
 
Sin obviar las formalidades del recurso, la prosperidad de la casación depende de su 
sustentación, lo cual corresponde a una presentación y desarrollo adecuado de cada uno 
de los cargos o reparos que se tiene con respecto a la sentencia de segunda instancia. 
Aún cuando es importante acertar en la técnica de la enunciación y demostración del 
cargo, la Sala Penal ha fijado como criterio que si la sustentación es comprensible con 
respecto al error que se presenta en la sentencia, se admite la demanda con el fin de…  
     […] hacer valer lo sustancial frente a lo simplemente formal, y en consecuencia, 
si sucede, …que a pesar de no referirse técnicamente el tipo de yerro, lo propuesto 
contiene argumentación clara y suficiente para fundamentar el cargo, se hace 
posible la superación de los defectos para conocer de fondo el asunto, entre otras 
razones, porque en términos de justicia y legalidad, mal puede la Corte preferir lo 
adjetivo si de entrada se está mostrando la ostensible incorrección o ilegalidad de 
la decisión atacada […]119. 
    
                                               
 
117
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 4 de agosto de 2009, proceso N° 
32268. M. P. Yesid Ramírez Bastidas. 
 
118
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 8 de julio de 2009, proceso N° 
31803. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca (SAP). 
 
119
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 27 de marzo de 2009, 
proceso N° 31103. M. P. Sigifredo Espinosa Pérez (SAP).  En similar sentido, Sentencia del 17 de 
junio de 2009, proceso N° 27816. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca.  
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Adicionalmente, sostiene la Sala Penal que en esta sede extraordinaria tienen 
preponderancia los argumentos en que se apoyen los cuestionamientos contra la 
decisión judicial que pone fin al proceso en segunda instancia, dado que…  
     […] la sentencia llega a esta sede amparada por la doble presunción de acierto 
y legalidad, es decir, los hechos y las pruebas encuentran correspondencia con la 
actividad probatoria desplegada en el proceso, y la norma sustancial escogida era 
la llamada a gobernar el asunto, presunción de hecho que el demandante debe 
desvirtuar con base en las causales de casación y demostrando la trascendencia 
del vicio frente a las decisiones adoptadas en el fallo […]120.   
 
La doble presunción de acierto y legalidad de la sentencia implica entonces una 
sustentación más rigurosa, cuyos límites están delineados por la finalidad de la casación 
y por las causales previstas como motivos de procedencia, diferenciando con ello esta 
vía extraordinaria121 del debate en las instancias.  
 
Si bien el ataque en sede de casación debe estar centrado en la sentencia de segunda 
instancia, la Sala Penal advierte que no debe perderse de vista que hay „unidad jurídica 
inescindible‟ cuando coinciden los fallos de primera y segunda instancia -tanto en la parte 
resolutiva como en la considerativa-, las cuales se entienden incorporadas en una sola 
decisión; y aún sin que haya plena identidad en la motivación de la sentencia pero 
coincidencia en la parte resolutiva, en aquello que no se presente contradicción, las 
consideraciones del a quo subsanan o complementan la motivación del a quem. La Sala 
exige que en tales eventos el recurrente en casación refute todos los argumentos que 
conforman la unidad jurídica, es decir, aquellos expuestos en primera y en segunda 
instancia, para derrumbar la doble presunción de acierto y legalidad. Este criterio se 
reafirma en providencias judiciales proferidas en vigencia de los dos estatutos procesales 
penales, como se ejemplifica a continuación:    
 
Al referirse sobre el criterio de „unidad jurídica‟ de las sentencias de primera y segunda 
instancias en un asunto regido por la Ley 600 de 2000, la Sala Penal precisó lo siguiente: 
[…] cuando se acude a la violación indirecta de la ley sustancial es perentorio 
demoler, con sujeción a los motivos de casación expresados en la ley, la valoración 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 5 de agosto de 2009, proceso N° 
31796. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés. 
 
121
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 27 de julio de 2009, proceso N° 
31474. M. P. Yesid Ramírez Bastidas (SAP). 
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de todos los medios de prueba que sustentan la declaración de justicia hecha en la 
sentencia de segunda instancia, dado que mientras perviva uno sólo que sea 
suficiente para infundirle respaldo, la decisión se mantiene incólume, […], a la que 
se suman, en virtud del principio de unidad jurídica inescindible, las 
consideraciones del fallo de primer grado cuando coinciden en el mismo sentido, 
sin que pueda la Corte, en guarda del principio de limitación y atendido el carácter 
rogado del presente recurso, adentrarse en un análisis distinto del propuesto por 
[el] impugnante […]122 
 
Ese criterio se mantiene vigente en sentencias sometidas a la Ley 906 2004, con 
respecto al cual la Sala sostiene  que “… en sede de casación, en virtud del principio de 
unidad jurídica inescindible, los fallos de primera y segunda instancia forman un sólo 
cuerpo…”, de tal manera que se exige el ataque de todos los fundamentos probatorios de 
la sentencia123. 
 
3.2.1  Formulación de cargos en la Ley 600 de 2000 
En la sustentación del recurso se debe tener presente que la demanda determina el 
ámbito de decisión de la Sala Penal de la Corte como tribunal de casación con base en el 
principio de limitación  cuando se prescribe como regla general que “…  no podrá tener 
en cuenta causales de casación distintas a las que han sido expresamente alegadas por 
el demandante…”124. Aunque también esté prevista la facultad de oficio125 según ya fue 
expuesto en un apartado anterior, lo cierto es que la Sala no se puede pronunciar sino 
con respecto a lo solicitado en la demanda de casación. De ahí la importancia de las 
precisiones en torno a la formulación de cargos en el recurso de casación, de acuerdo 
con los principios que señala la misma Sala Penal: 
[…] Los principios de sustentación suficiente, limitación, crítica vinculante, 
autonomía de las causales, coherencia, no exclusión y no contradicción, ha sido 
dicho por la Corte, en cualquier régimen gobiernan la casación. Los dos primeros 
(sustentación suficiente y limitación), derivan del carácter dispositivo del recurso, e 
implican que la demanda debe bastarse a sí misma para propiciar la invalidación 
del fallo, y que la Corte no puede entrar a suplir sus vacíos, ni a corregir sus 
                                               
 
122
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 18 de agosto de 2009, 
proceso N° 24900. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
 
123
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 8 de julio de 2009, proceso 
N° 31085. M. P. José Leonidas Bustos Martínez (SAP) 
 
124
 Artículo 216, Ley 600 de 2000. 
 
125
 Artículo 216, en concordancia con el artículo 207, Ley 600 de 2000. 
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deficiencias. El de crítica vinculante, presupone que la alegación debe fundarse en 
las causales previstas taxativamente por la misma normatividad, y que se somete a 
determinados requisitos de forma y contenido, dependiendo del motivo invocado. Y 
los de autonomía, coherencia, no exclusión y no contradicción, implican que el 
discurso debe mantener identidad temática, y ajustarse a los requerimientos 
básicos de lógica general y lógica jurídica […]126 
 
Dejando de lado las demás formalidades127 para la presentación de una demanda de 
casación, el artículo 12, numeral 3°, de la Ley 600 de 2000128 exige de manera explícita 
„…la formulación del cargo, indicando en forma clara y precisa sus fundamentos…‟, lo 
cual debe ir precedido de la especificación de la causal129 que se invoca para la denuncia 
del error, y de las normas que se estiman „indirectamente‟ quebrantadas en la sentencia 
de segunda instancia por los desaciertos de apreciación probatoria. Con respecto a la 
demanda de casación, la Sala Penal sostiene que no es un escrito de libre elaboración 
como sucede en un debate de instancia: 
[…] es imprescindible que los cuestionamientos que se hagan descansen en 
argumentos sólidos, claros, lógicos, coherentes y que se apoyen en alguno o 
algunos de los motivos expresamente señalados por el legislador. Por tratarse de 
una disputa respecto de un fallo que goza de la doble presunción de acierto y 
legalidad es imperioso que en el libelo se consignen no solo los errores de juicio o 
de procedimiento en que pudo incurrir el fallador de segundo grado, sino que se 
explique su trascendencia, esto es, cómo de no haber incurrido en el yerro otras 
habrían sido las conclusiones de la sentencia. 
Los planteamientos deben ser expuestos de forma ordenada, lógica y con 
suficiencia, de modo que la Corte entienda la verdadera inconformidad del 
recurrente y el error en que incurrió el funcionario […]130  
  
Cuando se estime necesario plantear varios reparos a una sentencia, la misma ley 
dispone que en la demanda se presente cada vicio por separado131 y, si resultan 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 5 de agosto de 2009, proceso N° 
28328. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca 
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 Las cuales cobran importancia para una técnica de casación, perspectiva que no corresponde 
al desarrollo del presente trabajo.    
 
128
 Artículo 212, Ley 600 de 2000. Requisitos formales de la demanda de casación.  
 
129
 Artículo 207, Ley 600 de 2000. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 6 de julio de 2009, proceso N° 
31476. M. P. Augusto Ibáñez Guzmán; en igual sentido, Auto del 19 de agosto de 2009, proceso 
N° 31172. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca;  Auto del 5 de agosto de 2009, proceso N° 
31060. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés, entre otros. 
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 Artículo 212, numeral 4°, Ley 600 de 2000. 
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excluyentes, autoriza que su planteamiento se realice de forma subsidiaria132. Al 
respecto, la Sala Penal explica que si se entremezclan errores en causales de casación 
diversas se quebrantan los principios de autonomía y de no contradicción, por ello se 
recomienda diferenciar los desaciertos presentándolos por separado en aras de claridad 
y precisión en la sustentación del recurso133.  
 
De modo complementario, con respecto a la pluralidad de cargos excluyentes entre sí, la 
Sala ha reiterado el criterio de que se presente como cargo principal  la denuncia de 
vicios relativos a la causal tercera de casación, es decir, “cuando la sentencia se haya 
dictado en un juicio viciado de nulidad”  y, como cargo subsidiario, errores que 
correspondan a la causal primera de casación, esto es, a la violación directa o indirecta 
de norma sustancial, porque “…primero  se  debe  despejar  todo  aquello  atinente  a  la  
legalidad  y validez tanto del proceso como de la sentencia impugnada, para 
posteriormente  adentrarse  en  las  demás  materias  que  involucren asuntos 
relacionados con la aplicación de la ley sustancial o con la valoración probatoria…”134. No 
obstante, en algunos casos la Sala Penal le ha dado prioridad a la prosperidad del cargo 
subsidiario por violación indirecta de norma sustancial a efectos de resolver con carácter 
definitivo el asunto sin dilaciones injustificadas el juicio135. 
                                               
 
132
 Artículo 212, inciso final, Ley 600 de 2000. 
 
133
  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 27 de julio de 2009, proceso N° 
31111. M. P. María del Rosario González de Lemos.  Este pronunciamiento corresponde a una 
inadmisión de demanda de casación, en la cual dentro de un mismo cargo, se plantearon de 
manera simultánea reparos por errores en la apreciación de pruebas y por vulneración del 
principio de investigación integral por parte de la Fiscalía. Al respecto sostuvo la Corte lo 
siguiente:  
    “…Esas dos situaciones comportan planteamientos de diversa naturaleza, cuya discusión en 
sede extraordinaria obedece a causales distintas que, en últimas, son excluyentes.  Por un lado, 
vulnerar el principio de investigación integral configura un error in procedendo de garantía, por 
violación al debido proceso y al derecho de defensa, el cual necesariamente debe tratarse dentro 
de la causal tercera del artículo 207 de la Ley 600 de 2000 y no de la primera que invoca el actor. 
   Por otro, los defectos del juzgador en la labor apreciativa de las pruebas configuran típico error 
in iudicando, atacable en sede de casación por la causal primera de casación, por la senda de la 
violación indirecta de la ley sustancial […] 
  … es presupuesto de las incorrecciones que se postulan por la causal primera que la actuación 
procesal y la sentencia no estén afectadas de invalidez, lo cual se opone a la naturaleza misma de 
la causal tercera.”.  
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 5 de agosto de 2009, proceso N° 
31060. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés. 
 
135
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 17 de junio de 2009, 
proceso N° 27816. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
66 El error de hecho 
 
 
De otra parte, cuando se plantean reparos que corresponden a una misma causal pero 
se pretende demostrar distintos errores, la Sala Penal recomienda que éstos se 
presenten por separado136. En el caso de la causal primera de casación, no es admisible 
formular un cargo alegando de manera simultánea violación directa y violación indirecta 
de norma sustancial, pues estas vías son incompatibles entre sí, ya que en la primera se 
aceptan los hechos y la apreciación probatoria fijada por el juez pero se denuncia un 
error de juicio al aplicar o interpretar la ley; en contraste, en la violación indirecta se 
cuestiona la sentencia desde una perspectiva fáctica, bien sea por error de hecho o de 
derecho. Por ello, lo correcto es que se presenten en cargos separados y, si resultan 
contradictorios, se diferencie el cargo principal del subsidiario. Este criterio también es 
aplicable en la formulación de cargos por distintas modalidades del error de hecho o del 
error de derecho. 
 
Con base en lo expuesto, se puede precisar que la denuncia de un error de hecho bajo 
este régimen de casación el cargo se formula por la causal primera del artículo 207 de la 
Ley 600 de 2000, es decir por violación indirecta de norma sustancial -en términos de la 
Sala Penal también se la identifica como „causal primera, cuerpo segundo‟-. Esta causal 
supone precisar por lo menos una norma de derecho sustancial que resulte 
„indirectamente‟ infringida  por cuenta del o de los errores de apreciación probatoria 
identificados en la sentencia judicial de segunda instancia, bien por falta de aplicación o 
por aplicación indebida de la norma, pero en ningún caso por interpretación errónea de la 
norma, pues éste solamente se puede presentar en vicios de violación directa. La 
sustentación del cargo depende a su vez de la modalidad de error evidenciado, cuyas 
particularidades se presentan más adelante.  
 
3.2.2  Formulación de cargos en la Ley 906 de 2004 
La formulación de cargos en la Ley 906 de 2004 se ha previsto como uno de los 
supuestos para la admisión de la demanda de casación en un sentido negativo cuando 




 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 6 de julio de 2009, proceso N° 
31476. M. P. Augusto Ibáñez Guzmán. 
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se prescribe que la Sala Penal „no seleccionará‟ la demanda si “…no desarrolla los 
cargos de sustentación…”; tampoco será seleccionada la demanda cuando no se precise 
la causal137. En esta ley se exige que la demanda de casación “…de manera precisa y 
concisa señale las causales invocadas y sus fundamentos”138. Como no hay más 
disposiciones relativas a las formalidades de la demanda ni a la formulación de cargos, 
en un sentido afirmativo se puede decir que la admisión de la demanda depende de que 
se precise la causal139  y se desarrollen los cargos de sustentación con base en la 
misma, esto es, que los fundamentos tengan coherencia con el reparo denunciado. 
Aunque no está previsto normativamente, la Sala Penal mantiene como criterios 
jurisprudenciales aplicables en vigencia de este código la separación de cargos –principio 
de autonomía- y la presentación subsidiaria de cargos excluyentes -principio de no 
contradicción-.  Adicionalmente, siguiendo lo dispuesto en este régimen de casación, la 
Sala no se puede pronunciar sobre causales no alegadas en la demanda de casación –
principio de limitación-, aunque se contempla la facultad oficiosa para que se decida de 
fondo superando los defectos de la demanda en consideración a la finalidad del 
recurso140.   
 
Dentro de los fundamentos del cargo o en general, en la demanda, se deben incluir las 
razones por las cuales se necesita de la casación para cumplir alguno de los fines del 
recurso141. El cumplimiento de la finalidad del recurso de casación es un componente de 
la sustentación del recurso que diferencia el régimen de casación de la Ley 906 de 2004 
del previsto en la Ley 600 de 2000, lo cual ya fue expuesto con antelación142. En lo que 
atañe a la sustentación de cada cargo, la Sala no ha variado los criterios que orientan 
una adecuada argumentación, la cual depende del tipo de vicio encontrado en la 
sentencia judicial y a la causal que se invoque para la procedencia del recurso, aún 
cuando siempre se deberá demostrar la afectación de derechos o garantías 
fundamentales. Así lo explica la Sala Penal: 




   Artículo 184, Ley 906 de 2004.  
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  Artículo 183, Ley 906 de 2004. 
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 Artículo 181, Ley 906 de 2004. 
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 Artículo 184, inciso 3°, Ley 906 de 2004. 
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  Artículo 180, Ley 906 de 2004. 
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  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 5 de agosto de 2009, proceso N° 
31856. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés (SAP) 
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[…] el demandante debe encaminar sus esfuerzos a demostrar cómo con el 
trámite procesal o a través del fallo se afectaron derechos o garantías 
fundamentales para lo cual, en consonancia con el yerro advertido, ha de servirse 
de la causal de casación pertinente señalándola expresamente e indicando las 
razones que le asisten para estimar que se encuentra estructurada, sin olvidar que 
debe indicar, así sea sucintamente, cuál de los fines establecidos para la casación 
hace necesaria la intervención de la Corte en el particular asunto, según lo previsto 
en el artículo 180 de esa normatividad, esto es, si ella es indispensable para la 
efectividad del derecho material, el respeto de las garantías de los intervinientes, la 
reparación de los agravios sufridos por éstos o la unificación de la jurisprudencia… 
 „Es decir, siempre será necesario que el demandante elabore una propuesta 
coherente, comprensible y convincente, por cuyo medio pueda concluirse que sí es 
indispensable la intervención de la Corte para lograr alguno de los cometidos de la 
casación, de acuerdo con la índole de la controversia planteada […]143 
   
En vigencia de la Ley 906 de 2004, los reparos que se tengan respecto de la apreciación 
probatoria en la sentencia se deben sustentar invocando la causal tercera de casación 
por el “… manifiesto desconocimiento de las reglas de… apreciación de la prueba sobre 
la cual se ha fundado la sentencia”144, ya no por la causal primera, aún cuando la Sala 
Penal la sigue identificando de modo genérico como violación indirecta de norma 
sustancial. Al respecto, resulta ilustrativa la siguiente cita jurisprudencial:   
[…] la misma naturaleza excepcional que la casación ostenta le impone la 
necesidad de abordar la demostración de cómo habría de corregirse el yerro 
probatorio que denuncia, modificando tanto el supuesto fáctico como la parte 
dispositiva de la sentencia. 
…esta tarea comprende el deber de realizar un nuevo análisis de los medios 
de prueba, los elementos materiales probatorios y la evidencia física presentados 
en el juicio;…  
Dicha labor no debe ser realizada de manera insular sino conjunta, esto es, en 
confrontación con lo acreditado por las pruebas debatidas en juicio y 
acertadamente apreciadas, tal como lo ordenan las normas procesales 
establecidas para cada medio probatorio en particular y las que refieren el modo 
integral de valoración. 
 Todo ello en orden a hacer evidente la falta de aplicación o la aplicación 
indebida de un concreto precepto de derecho sustancial, pues, al fin y al cabo,  es 
la demostración de la trasgresión de la norma de derecho sustancial por el fallo, la 
finalidad de la causal tercera de casación. De otro modo no podría concebirse el 
trámite extraordinario por errores de apreciación probatoria, si su propósito no se 
orienta a evidenciar la afectación de derechos o garantías fundamentales debido a 
la falta de aplicación de una norma del bloque de constitucionalidad, constitucional 
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 [Cfr. Auto. Cas. junio 22 de 2006. Rad. 25412] Cita en Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal. Auto del 29 de julio de 2009, proceso N° 31087. M. P. José Leonidas Bustos 
Martínez (SAP)  
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 Artículo 181, numeral 3°, Ley 906 de 2004. 
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o legal, pese a ser la llamada a regular el caso, o la aplicación indebida de alguna 
de éstas cuando en realidad no lo rige‟145[…]146 
 
 
Criterios transversales para la sustentación de cargos por error de hecho:  
 
- Demostrar la afectación de derechos o garantías fundamentales147 como 
consecuencia del yerro fáctico denunciado;  
- Precisar el tipo de error de hecho -desconocimiento de reglas de apreciación de 
pruebas-, individualizando el vicio con respecto a la prueba;  
-  Demostrar la existencia del error y su trascendencia en el fallo;  
- Incluir las razones que justifican la casación desde la perspectiva de la finalidad del 
recurso148;  
- Demostrar que la decisión judicial infringió normas sustanciales de orden 
constitucional o legal; y  
- Plantear la valoración probatoria superando los defectos encontrados en la motivación 
fáctica de la sentencia. 
 
3.3 Modalidades del error de hecho 
La sustentación de cargos por error de hecho depende del tipo o modalidad que se haya 
evidenciado en la sentencia cuestionada. Las particularidades o criterios específicos que 
orientan tanto la formulación de cargos como el „hallazgo del error‟ se han definido por 
vía jurisprudencial y no por vía normativa. La Sala Penal de la Corte ha diferenciado tres 
modalidades del error de hecho149 cuyos lineamientos no han variado con el cambio de 
legislación procesal penal, lo cual se podría explicar en la plena identidad que la Sala 
encuentra entre la causal tercera del artículo 181 de la Ley 906 de 2004 y la violación 
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 [Cfr. Por todas Cas. de 26 de septiembre de 2007. Rad. 28213] Nota de pie de página en el 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 29 de julio de 2009, proceso N° 
31087. M. P. José Leonidas Bustos Martínez (SAP). 
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 Artículo 181, Ley 906 de 2004. 
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 Artículo 184, Ley 906 de 2004. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 19 de agosto de 2009, proceso 
N° 31172. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca; Auto del 5 de agosto de 2009, proceso N° 
31060. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés; Auto del 29 de julio de 2009, proceso N° 31087. M. P. 
José Leonidas Bustos Martínez (SAP). Sentencia del 18 de agosto de 2009, proceso N° 24900. M. 
P. Julio Enrique Socha Salamanca; Sentencia del 22 de julio de 2009, proceso N° 26876. M. P. 
José Leonidas Bustos Martínez; Sentencia del 5 de noviembre de 2008, proceso N° 22282. M. P. 
Jorge Luis Quintero Milanés. 
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indirecta de norma sustancial de la causal primera del artículo 212 de la Ley 600 de 
2000150. Las modalidades del error de hecho identificadas por la Sala se denominan falso 
juicio de existencia, falso juicio de identidad y falso raciocinio; a su vez, en las dos 
primeras hay subtipos que responden a manifestaciones plenamente diferenciadas 
dentro del tipo de error.       
 
3.3.1 Falso juicio de existencia 
En el falso juicio de existencia el error del juzgador está centrado en la contemplación 
objetiva de la prueba y no en su valoración. El juicio de existencia se define como el 
reconocimiento del hecho a partir de una prueba “y es falso cuando desconoce el hecho 
por ignorar la existencia procesal de la prueba, o lo reconoce por creer que esta obra en 
el proceso…” (Calderón 1985: 78). De acuerdo con la jurisprudencia de la Sala Penal 
examinada, el falso juicio de existencia puede manifestarse en dos subtipos:    
 
 Por omisión, cuando el juez deja de apreciar una prueba legal y oportunamente 
allegada al proceso, es decir, su validez jurídica no está en discusión. Aquí vale 
precisar que la omisión debe darse respecto de la prueba como un todo considerado 
y no de una parte de la misma (pues en este evento se estaría frente a un falso juicio 
de identidad por cercenamiento).  
 
 Por suposición, en el evento en que el juzgador da por probado un hecho que no 
cuenta con soporte probatorio dentro del proceso. En palabras de la Sala Penal este 
tipo de error se presenta “…cuando hace precisiones fácticas que no corresponden a 
los elementos de prueba obrantes, o que atribuye a un elemento de persuasión que 
en verdad no reposa en el expediente…”151 La suposición debe estar referida a un 
hecho que ha sido entendido como probado por el juez, es decir, también se trataría 
                                               
 
150
 Al respecto se puede consultar: Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 
29 de julio de 2009, proceso N° 31087. M. P. José Leonidas Bustos Martínez (SAP); Auto del 27 
de julio de 2009, proceso N° 31691. M. P. Sigifredo Espinosa Pérez (SAP) 
 
151
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 18 de agosto de 2009, 
proceso N° 24900. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. En similar sentido, Sentencia del 2 de 
diciembre de 2009, proceso N° 29091. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
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de un todo y no de adiciones parciales al contenido de una prueba (en este caso se 
trataría de un falso juicio de identidad por adición).   
 
 
Criterios para la formulación de cargo por falso juicio de existencia152: 
- Si el error corresponde a un falso juicio de existencia por omisión, debe destacarse el 
contenido de la prueba omitida e indicarse en qué parte del expediente se encuentra. 
En este caso se deberá demostrar que la apreciación de la prueba impone el cambio 
de la motivación fáctica de la decisión judicial, con base en la presentación de la 
valoración probatoria que considera acertada, lo cual supone el análisis individual y 
conjunto de pruebas. 
 
- Si se trata de un falso juicio de existencia por suposición,  debe especificar los 
apartes en que se ha supuesto prueba o que se ha considerado probado un hecho en 
la decisión de segunda instancia, precisando que no existe soporte probatorio dentro 
del expediente o, que no corresponde a las pruebas allegadas legal y oportunamente 
al proceso. En este evento, la trascendencia del error dependerá de la demostración 
de la incidencia determinante de la prueba supuesta (o de circunstancias fácticas 
supuestas) en la parte resolutiva de la sentencia, cuya corrección implica cambios en 
la motivación fáctica y en la conclusión de la decisión judicial.     
 
3.3.2 Falso juicio de identidad 
En el falso juicio de identidad se parte de la existencia y legalidad del medio probatorio, 
pero el juzgador se equivoca en la lectura del mismo al distorsionar su contenido. Este 
tipo de error corresponde a la falta de coincidencia entre la descripción del juez  y el 
contenido de la prueba. En términos de la Sala Penal el juez hace “decir a la prueba lo 
que en realidad no dice” y con respecto a la…  
     […] acreditación de un dislate como el aludido no tiene mayor exigencia que la 
de ser absolutamente leal al texto o tenor de la prueba, ya que el ejercicio dialéctico 
consiste en una comparación entre lo que de manera fidedigna revela la prueba, y 
la síntesis o aprehensión que de su contenido hizo el funcionario, en aras de 
                                               
 
152
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 5 de agosto de 2009, proceso N° 
31585. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés; Auto del 29 de julio de 2009, proceso N° 28265. M. P. 
José Leonidas Bustos Martínez; Auto del 27 de julio de 2009, proceso N° 31887. M. P. Yesid 
Ramírez Bastidas (SAP); Auto del 27 de julio de 2009, proceso N° 31948. M. P. Yesid Ramírez 
Bastidas (SAP); Auto del 10 de junio de 2009, proceso N° 31444. M. P. Javier Zapata Ortíz (SAP). 
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evidenciar o demostrar el cercenamiento, la adición o la tergiversación de su 
expresión literal […]153.  
 
De acuerdo con la mayoría de los pronunciamientos consultados, esta modalidad de 
error de hecho se puede presentar en tres subtipos154:  
 
 Por cercenamiento, cuando el juzgador suprime o recorta apartes importantes y 
trascendentes del contenido de una prueba. 
 
 Por adición, en aquello que el juzgador aumenta o añade al contenido de una prueba, 
es decir, refiere “circunstancias fácticas ajenas a su texto” que resultaron 
determinantes en la decisión. 
 
 Por tergiversación,  en cuanto el juzgador altera el contenido de determinada prueba, 
transformando o cambiando “el sentido fidedigno de su expresión material”  con base 
en lo cual sustenta la decisión. 
 
No obstante la anterior precisión, en algunos fallos de la Sala Penal se advierte una 
diferencia conceptual cuando se describen las formas en que puede producirse el falso 
juicio de identidad -entendido genéricamente como un error por distorsión o 
tergiversación de la prueba-,  pues se afirma que el falso juicio de identidad se deriva del 
cercenamiento de la prueba, de la adición al contenido de la prueba o, al presentar una 
parte de la prueba como un todo155, lo cual puede verse en la siguiente cita: 
[…] Como el error tiene que ver con la identidad de la prueba objeto de 
ponderación -de ahí su nombre- en tanto el valorador debe plegarse a su fidedigno 
contenido, suele presentarse cuando a éste se le agregan (por suposición) o 
                                               
 
153
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 2 de diciembre de 2009, 
proceso N° 29091. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
 
154
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 12 de agosto de 2009, proceso 
N° 30531. M. P. Augusto Ibáñez Guzmán; Auto del 10 de junio de 2009, proceso N° 31444. M. P. 
Javier Zapata Ortíz (SAP). Sentencia del 18 de agosto de 2009, proceso N° 24900. M. P. Julio 
Enrique Socha Salamanca; Sentencia del 21 de mayo de 2009, proceso N° 22825. M. P. Julio 
Enrique Socha Salamanca.  
 
155
 A nuestro juicio presentar una parte de la prueba como un todo (o “parcelar” la prueba) en 
estricto sentido corresponde a su cercenamiento, porque con ello  se está recortando su contenido 
esencial, de manera que no se comparte esta diferenciación. Esta clasificación es acogida por 
Pabón (2011: 223-226).  
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suprimen (por cercenamiento) expresiones, hasta el punto de ponerla a decir algo 
que ella no dice materialmente.      
También es típico de esta modalidad de desacierto en la apreciación de las 
pruebas tomar una parte de la prueba como si fuera el todo, constituyendo ello una 
forma de distorsión pues, en el proceso de evaluación, a la prueba se le recortan 
apartes trascendentes, omitiendo de esa manera su apreciación integral.   
Es decir que, cuando se incurre en este yerro apreciativo de la prueba, se 
afecta la credibilidad y las conclusiones valorativas que se desprenden de ella por 
razón de la desfiguración de su contenido objetivo en los términos explicados, y no 
por disentirse en derredor de su aptitud o capacidad demostrativa frente a los 
hechos objeto de investigación […]156 
 
 
Criterios para la formulación del cargo por falso juicio de identidad157:   
- Se debe señalar la „existencia material‟ de la prueba sobre la cual se denuncia el 
error, es decir, indicar la parte en la cual obra en el expediente del proceso. 
 
- Es necesario confrontar el contenido literal de la prueba con la lectura que hizo el 
juzgador de segunda instancia para demostrar cercenamiento, adición o 
tergiversación  del texto. A partir de este ejercicio, debe quedar en evidencia la 
diferencia entre la apreciación del juez y la realidad probatoria. 
 
- Se debe demostrar la trascendencia del error en el contenido sustancial de la 
sentencia de segunda instancia, es decir, su corrección exige cambiar la decisión por 
cuanto de la lectura y del análisis individual y conjunto de las pruebas se llega a una 
conclusión fáctica distinta. En este punto es necesario advertir que la Corte espera 
que se incluya la nueva versión de la motivación fáctica y la correspondiente 
conclusión que justifique la modificación de la parte resolutiva de la sentencia.   
 
 
                                               
 
156
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 27 de julio de 2009, proceso N° 
31111. M. P. María del Rosario González de Lemos (se subraya). En similar sentido: “…Los falsos 
juicios de identidad tienen lugar por errores al adelantar la apreciación y valoración probatoria, y 
recaen sobre el hecho que revela la prueba o sobre el contenido material de ésta. De manera que 
surgen cuando se le distorsiona, desfigura, tergiversa, ya sea porque se le cercena una parte, se 
le agrega, sectoriza o parcela. En Auto del 6 de julio de 2009, proceso N° 31476. M. P. Augusto 
Ibáñez Guzmán (se subraya). 
 
157
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 4 de agosto de 2009, proceso N° 
32268. M. P. Yesid Ramírez Bastidas; Auto del 12 de agosto de 2009, proceso N° 30531. M. P. 
Augusto Ibáñez Guzmán; Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 29 de julio 
de 2009, proceso N° 31006. M. P. José Leonidas Bustos Martínez; Auto del 5 de agosto de 2009, 
proceso N° 31796. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés; Sentencia del 2 de diciembre de 2009, 
proceso N° 29091. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca.  
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3.3.3 Falso raciocinio  
El falso raciocinio como modalidad del error de hecho „se caracteriza por ser un problema 
de argumentación…‟158 en la valoración de la prueba en el cual se transgreden reglas de 
la sana crítica relativas a algunos o a todos sus componentes: lógica, ciencia y máximas 
de experiencia. En este tipo de error no está comprometida la „contemplación material de 
la prueba‟ sino el razonamiento del juzgador con respecto a aquella. En el falso raciocinio 
se parte de la existencia y validez de la prueba en el proceso y, a su vez, “…que el texto 
o contenido fáctico de la misma fue extractado de manera fidedigna por el fallador…”159.   
La Sala Penal sostiene que:  
     […] el error de hecho por falso raciocinio no surge de la disparidad de criterios 
entre el Juez y los sujetos procesales en torno a la forma como debe ser valorado 
el mérito probatorio de una determinada prueba, sino de la transgresión manifiesta 
por parte del Juzgador de las reglas de la sana crítica en su tarea de estimación 
probatoria […]160.  
 
El falso raciocinio fue introducido como modalidad del error de hecho con la expresión 
„falso juicio de raciocinio‟ por la Sala de Casación Penal de la Corte en la sentencia 
proferida el 29 de marzo de 2000 dentro del proceso 12784161. Posteriormente, la Sala 
adoptó la denominación actual, conservando lo relativo a su concepto (Tolosa 2008: 
374). Sin embargo, en unos pronunciamientos del año 1998 la Sala consideraba que la 
transgresión de las reglas de la sana crítica correspondía a un falso juicio de identidad162 
                                               
 
158
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 13 de mayo de 2009, 
proceso N° 29308. M. P. José Leonidas Bustos Martínez (SAP). 
 
159
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 18 de agosto de 2009, 
proceso N° 24900. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
 
160
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 12 de agosto de 2009, proceso 
N° 30531. M. P. Augusto Ibáñez Guzmán. 
 
161
 M.P. Jorge Córdoba Poveda.  
 
162
 A continuación se transcriben citas jurisprudenciales en las cuales se había fijado este criterio:  
1) “…la Sala viene repitiendo que cuando en el análisis de la prueba testimonial el sentenciador 
se aleja de  la sana crítica, de la lógica y de las reglas de la experiencia, incurre en un error de 
hecho por falso juicio de identidad del proceso…” Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, Sentencia del 10 de diciembre de 1997, M.P. Dídimo Páez Velandia.;  
2) “…si el ataque radicaba en la inferencia por resultar contrario a las reglas de la sana crítica – 
falso juicio de identidad-, era necesario precisar qué reglas de experiencia, de razón o de 
ciencia conculcada al juzgador, y por qué, lo mismo que la trascendencia de su equivocación” 
Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia del 17 de septiembre de 1998, 
M.P. Edgar Lombana Trujillo;  
3) “…Una cosa es cercenar o incrementar materialmente el contenido de la prueba, y conforme 
con esa distorsión inicial, derivarle una significación que le es extraña; pero algo diferente es 
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y más adelante se fue delineando como modalidad independiente sin una denominación 
particular (Fierro-Méndez 2000: 130 y 131). 
 
El falso raciocinio se puede presentar con respecto al análisis individual de una prueba o, 
también, en la valoración conjunta del acervo probatorio. Al inadmitir una demanda de 
casación, la Sala Penal precisó que el objetivo en la denuncia de este tipo de error es 
evidenciar…  
[…] el absurdo de los razonamientos probatorios del fallador, no los de las 
pruebas en sí mismas, sin perder de vista que lo que interesa no es construir otra 
explicación de los hechos, a partir de la prueba que el demandante examina en 
perspectiva diferente a la del juzgador, sino demostrar que definitivamente en el 
fallo cuestionado no hubo ese despliegue elemental de la lógica, la ciencia o la 
experiencia común, que conforman la sana crítica o persuasión racional, como que 
no son las elucubraciones subjetivamente lanzadas por el recurrente las que 
desquician lo que está acreditado debidamente en la sentencia […]163 
 
En otro pronunciamiento la Sala Penal se refiere a la sana crítica en el siguiente sentido: 
[…] La sana crítica conforme a rigores conceptuales se identifica en sus 
contenidos materiales con los ejercicios de verificabilidad por los que transita el 
conocimiento en su camino hacia la aprehensión de la verdad no absoluta sino 
concreta y singular, sendero en el que los juzgadores deberán ser respetuosos de 
las máximas generales de experiencia, leyes de la lógica o de la ciencia que al ser 
correctamente aplicadas permiten efectuar inferencias acertadas, llegar a 
conclusiones veraces de contera correctas y otorgar credibilidad a los indistintos 
medios de convicción habida razón de la verosimilitud de los mismos [...]164 
  
En la jurisprudencia revisada no se encontró ninguna precisión conceptual con respecto a 
la lógica y a la ciencia como componentes de la sana crítica dado que no existe una 
taxonomía como tal sino que corresponden a incorrecciones en el razonamiento fáctico 
plasmado en la sentencia. En cambio, en lo que se refiere a las máximas de la 
experiencia se pueden encontrar algunos pronunciamientos en los que se indica su 
                                                                                                                                              
 
tomar el medio probatorio en toda su entidad fáctica mas no valorarlo racionalmente o 
suponer una conclusión probatoria con un fundamento empírico, lógico o científico como mero 
pretexto o que en realidad no emerge del material probatorio…” Corte Suprema de Justicia, 
Sala de Casación Penal, Sentencia del 6 de mayo de 1998, M.P. Jorge Aníbal Gómez 
Gallego.  En (Fierro-Méndez 2000: 130 y 131). 
 
163
 [Auto del 3-08-06. Rad. 24160]. Cita en Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. 
Auto del 29 de julio de 2009, proceso N° 28265. M. P. José Leonidas Bustos Martínez.  
 
164
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 27 de julio de 2009, proceso N° 
31715. M. P. Yesid Ramírez Bastidas (SAP). 
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significado como criterio o pautas para la valoración de pruebas165. El falso raciocinio 
relativo a máximas de experiencia es un error en el razonamiento probatorio del juzgador 
con respecto a la aplicación de „pautas de experiencia general‟ en la fijación judicial de 
los hechos, que se puede presentar de diversas formas:  
 Se invoca como máxima de experiencia una premisa o afirmación que no lo es;  
 Se aplica de manera incorrecta una máxima que no es pertinente para el caso, o que 
resulta refutada por otra;  
 Se deja de aplicar una máxima de experiencia que ha debido ser considerada por el 
juzgador en el momento de la valoración probatoria.  
 
 
Criterios para la formulación del cargo por  falso raciocinio166: 
 
- Indicar la prueba y precisar el contenido literal del medio probatorio sobre el cual se 
discute la apreciación del juzgador. 
- Destacar el razonamiento probatorio o inferencia del juzgador relativo a la prueba. 
- Explicitar los desaciertos en que incurrió el juzgador en la motivación fáctica respecto 
de la prueba.  
- Identificar la regla de la sana crítica transgredida, precisando el componente (lógica, 
ciencia o máximas de experiencia); de manera que debe especificar el contenido y 
alcance del criterio aplicado de forma incorrecta. 
- Vincular la apreciación individual de la prueba con la regla transgredida y con el 
análisis conjunto del recaudo probatorio por parte del juzgador.  
- Demostrar que el razonamiento probatorio es inaceptable y que fue determinante en 
el fallo de segunda instancia -trascendencia del error- cuya corrección conlleva a un 
cambio en la decisión.  
- Incluir el planteamiento correcto de la valoración probatoria (individual y conjunta), en 
aplicación de las reglas de la sana crítica que han debido tenerse en cuenta en la 
decisión de la prueba. 
                                               
 
165
 El concepto de máximas de experiencia aportado en el texto “Prueba Judicial. Análisis y 
valoración” ha sido acogido en algunos pronunciamientos, lo cual se puede constatar en Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 22 de julio de 2009, proceso N° 31338. M. 
P. Yesid Ramírez Bastidas. 
 
166
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 22 de julio de 2009, proceso N° 
31338. M. P. Yesid Ramírez Bastidas; Auto del 12 de agosto de 2009, proceso N° 30531. M. P. 
Augusto Ibáñez Guzmán; Sentencia del 18 de agosto de 2009, proceso N° 24900. M. P. Julio 
Enrique Socha Salamanca; Auto del 1 de julio de 2009, proceso N° 32033. M. P. Alfredo Gómez 
Quintero; Auto del 27 de julio de 2009, proceso N° 31111. M. P. María del Rosario González de 
Lemos; Auto del 5 de agosto de 2009, proceso N° 31856. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés 
(SAP); Auto del 20 de mayo de 2009, proceso N° 31120. M. P. Augusto Ibáñez Guzmán (SAP).   
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En relación con cargos formulados por falso raciocinio en vigencia de la Ley 906 de 2004, 
la Sala Penal ha diferenciado dos posibilidades de denuncia de este tipo error de hecho: 
por desconocimiento de los criterios de valoración probatoria fijados en la mencionada 
ley para cada medio probatorio; o por desconocimiento de las reglas de la sana crítica, 
como se puede apreciar en la siguiente cita: 
[…] Si se denuncia falso raciocinio por desconocimiento de los criterios técnico 
científicos normativamente establecidos para cada medio en particular (Art. 380 
CPP), el casacionista tiene por deber precisar la norma de derecho procesal que 
fija los criterios de valoración de la prueba cuya ponderación se cuestiona, indicar 
cuál o cuáles de ellos fueron conculcados en el caso particular y demostrar la 
incidencia que dicho desacierto tuvo en la parte resolutiva del fallo. 
Si la denuncia se dirige a patentizar el desconocimiento de los postulados de la 
sana crítica, se debe indicar qué dice de manera objetiva el medio, qué infirió de él 
el juzgador y cuál mérito persuasivo le fue otorgado; también debe señalar cuál 
postulado de la lógica, ley de la ciencia o máxima de experiencia fue desconocida, 
y cuál el aporte científico correcto, la regla de la lógica apropiada, la máxima de la 
experiencia que debió tomarse en consideración y cómo; finalmente, demostrar la 
trascendencia del error, indicando cuál debe ser la apreciación correcta de la 
prueba o pruebas que cuestiona, y que habría dado lugar a proferir un fallo 
sustancialmente distinto y opuesto al ameritado […]167   
 
La anterior diferenciación se puede explicar por el desarrollo normativo de la Ley 906 de 
2004 al incluir criterios de valoración para cada medio probatorio168, es decir, cuando el 
juzgador se aparta de tales criterios normativos en la valoración probatoria, para la Sala 
Penal de la Corte se incurre en error de hecho por falso raciocinio;  también cuando se 
identifica el desconocimiento o quebrantamiento de reglas de la sana crítica, lo cual 
correspondería a la inaplicación o aplicación incorrecta o inadecuada de criterios lógicos, 
criterios científicos o máximas de experiencia, a pesar de que no estén explícitamente 
integradas en las normas relativas a criterios de valoración probatoria en la mencionada 
ley. 
                                               
 
167
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 29 de julio de 2009, proceso N° 
31087. M. P. José Leonidas Bustos Martínez (SAP). 
 
168
 Artículos 380 (criterios de valoración), 404 (apreciación del testimonio), 420 (apreciación de la 
prueba pericial), 432 (apreciación de la prueba documental), entre otros, de la Ley 906 de 2004. 
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3.4 El error de derecho en contraste con el error de 
hecho 
El error de derecho se ha definido como “la estimación legal defectuosa de la prueba. Se 
produce cuando la evaluación jurídica del medio riñe con las leyes reguladoras de la 
prueba…” (Calderón 1985: 79). A veces se confunde nominalmente con la violación 
directa de norma sustancial, razón por la cual es necesario precisar que no se está 
hablando de lo mismo169, pues la violación directa, aunque también es un vicio in 
iudicando, se presenta con respecto a la norma sustancial en la que se deja por fuera de 
controversia la apreciación de los hechos y el cumplimiento de normas probatorias.   
 
En la Ley 600 de 2000 el „error de derecho en la apreciación de determinada prueba‟ está 
explícitamente diferenciado del error de hecho como modalidad de violación indirecta de 
norma sustancial en la causal primera de casación170. De acuerdo con lo sostenido por la 
Sala Penal, en la Ley 906 de 2004 este tipo yerro se describe como el “…manifiesto 
desconocimiento de las reglas de producción…de la prueba sobre la cual se ha fundado 
la sentencia…” en la causal tercera de casación171, sin que exista diferencia conceptual 
alguna, más allá de que es una causal autónoma que presupone la notoriedad del error y 
su incidencia en la decisión.   
 
La Sala Penal señala que en el error de derecho se cuestiona la validez jurídica de la 
prueba por el desconocimiento de reglas probatorias que determinan formalidades para 
su producción, aducción o práctica, o bien por la eficacia probatoria que exige, confiere o 
niega el juzgador a determinada prueba contraviniendo las normas probatorias. En 
                                               
 
169
 Por ejemplo (Fernández 2007: 56). 
 
170
   Artículo 207 de la Ley 600 de 2000.  
     “ARTICULO 207. CAUSALES.  
      En materia penal la casación procede por los siguientes motivos:  
1. Cuando la sentencia sea violatoria de una norma de derecho sustancial. Si la violación de 
la norma sustancial proviene de error de hecho o de derecho en la apreciación de 
determinada prueba, es necesario que así lo alegue el demandante. […]” (se subraya). 
 
171
 Artículo 181, numeral 3°, Ley 906 de 2004: 
“PROCEDENCIA. El recurso como control constitucional y legal procede contra las sentencias 
proferidas en segunda instancia en los procesos adelantados por delitos, cuando afectan 
derechos o garantías fundamentales por: 
[…] 3. El manifiesto desconocimiento de las reglas de producción y apreciación de la prueba 
sobre la cual se ha fundado la sentencia.” (se subraya). 
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cambio, en el error de hecho se acepta la legalidad de la prueba y el cumplimiento de las 
formalidades procesales necesarias para que la prueba sea evaluada por el juez, por 
cuanto el cuestionamiento se presenta en relación con su apreciación en la sentencia de 
segunda instancia. El error de derecho corresponde entonces a la transgresión de 
normas probatorias que vician la valoración de la prueba en cuanto a su validez jurídica, 
lo cual  puede darse en dos modalidades: por falso juicio de legalidad o por falso juicio de 
convicción. Los conceptos de estas modalidades del error de derecho tampoco han 
tenido variaciones con el cambio de legislación172. 
 
3.4.1 Falso juicio de legalidad 
El falso juicio de legalidad se presenta cuando el juez “niega validez jurídica a una 
prueba legalmente producida, o le otorga mérito a la que no reúne los requisitos exigidos 
por la norma que establece su rito” (Calderón 1985: 79). En la actualidad, la Sala Penal 
sostiene que este tipo de yerro se presenta cuando el juzgador infringe preceptos  
relacionados “…con el proceso de formación de la prueba, con las normas que regulan la 
manera legítima de producir e incorporar la prueba al proceso, con el principio de 
legalidad en materia probatoria y la observancia de los presupuestos y las formalidades 
exigidas para cada medio…”173 Adicionalmente, dice la Sala que en el falso juicio de 
legalidad se afecta…  
     […] la validez jurídica de la prueba, o lo que es igual, de su existencia jurídica 
(concepto que no debe ser equiparado con el de existencia material), y suele 
manifestarse de dos maneras:  
     a) cuando el juzgador, al apreciar una determinada prueba, le otorga validez 
jurídica porque considera que cumple las exigencias formales de producción, sin 
llenarlas (aspecto positivo); y  
     b) cuando se le niega, porque considera que no las reúne cumpliéndolas 
(aspecto negativo) […]174 
                                               
 
172
 Al respecto se puede consultar Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 
29 de julio de 2009, proceso N° 31087. M. P. José Leonidas Bustos Martínez (SAP). En relación 
con las modalidades del error de derecho, en el marco de la Ley 906 de 2004, se puede consultar 
a Germán Pabón (2011: 287-296; 303-329). 
 
173
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 27 de julio de 2009, proceso N° 
31896. M. P. Sigifredo Espinosa Pérez. 
 
174
 [Ver casación 15042 del 27 de febrero de 2001, casación 21406 del 10 de noviembre de 2004, 
casación 18103 del 2 de marzo de 2005.]. Cita en Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Penal. Auto del 5 de agosto de 2009, proceso N° 31060. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés. En 
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Pese a que no corresponde al objeto del presente trabajo, es de advertir que en el falso 
juicio de legalidad pueden tener cabida desaciertos relativos a la evaluación de la licitud 
como de la legalidad de la prueba. La Sala Penal de la Corte considera que tanto la 
prueba ilícita como la prueba ilegal no deben ser estimadas por el juzgador (por  
irregularidades sustanciales en el proceso de formación de las pruebas)  con fundamento 
en la regla de exclusión prevista en el artículo 29 de la Constitución Política en la cual se 
prescribe que “es nula de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido 
proceso”175, trayendo como consecuencia su inexistencia jurídica (no la nulidad de la 
actuación176), razón por la cual tales yerros deben ser denunciados como error de 
derecho por falso juicio de legalidad. Con respecto a su exclusión, la Sala Penal de la 
Corte ha señalado las siguientes diferencias: 
     […] Se entiende por prueba ilícita la que se obtiene con vulneración de los 
derechos fundamentales de las personas, entre ellos la dignidad, el debido 
proceso, la intimidad, la no autoincriminación, la solidaridad íntima, y aquellas en 
cuya producción, práctica o aducción se somete a las personas a torturas, tratos 
cueles, inhumanos o degradantes, sea cual fuere el género o la especie de la 
prueba así obtenida. 
     La prueba ilícita debe ser indefectiblemente excluida y no podrá formar parte de 
los elementos de convicción que el juez sopese para adoptar la decisión en el 
asunto sometido a su conocimiento, sin que pueda anteponer su discrecionalidad ni 
la prevalencia de los intereses sociales. 
    La prueba ilegal se genera cuando en su producción, práctica o aducción se 
incumplen los requisitos legales esenciales, caso en el cual debe ser excluida como 
lo indica el artículo 29 Superior. 
     En esta eventualidad, corresponde al juez determinar si el requisito legal 
pretermitido es esencial y discernir su proyección y trascendencia sobre el debido 
proceso, toda vez que la omisión de alguna formalidad insustancial por sí sola no 
autoriza la exclusión del medio de prueba177 […]178. 
                                                                                                                                              
 
similar sentido, Sentencia del 2 de diciembre de 2009, proceso N° 29091. M. P. Julio Enrique 
Socha Salamanca; Sentencia del 17 de septiembre de 2009, proceso N° 29609. M. P. Julio 
Enrique Socha Salamanca (SAP). 
 
175
 En Sentencia SU-159 de 2002, la Corte Constitucional determinó el ámbito de aplicación de la 
regla de exclusión, pronunciamiento que se complementa con la Sentencia C-591 de 2005.  
176
 Cuando la prueba ilícita es obtenida “…mediante tortura, desaparición forzada o ejecución 
extrajudicial se genera nulidad de la actuación procesal y se impone el desplazamiento  de los 
funcionarios judiciales que hubieren conocido de las mismas, como lo sostuvo la Corte 
Constitucional en la Corte Constitucional en la Sentencia C-591 de 2005…” Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 23 de abril de 2008, proceso N° 24102. M. P. 
Sigifredo Espinosa Pérez. 
 
177
 [Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia de 2 de marzo de 2005, 
radicación 18103.] Nota de pie de página en la sentencia citada. 
 




Para demostrar un falso juicio de legalidad, la Sala Penal señala que se debe: 
 
(i) […] identificar la prueba que los juzgadores apreciaron debiendo haberla 
excluido o que excluyeron debiendo haberla considerado,  
(ii)  señalar la norma de derecho probatorio que establece las condiciones de 
aducción para la validez jurídica de la prueba, 
(iii)  demostrar que la prueba tenida en cuenta no cumple esas exigencias o que 
la prueba excluida sí las reúne, y  
(iv)  demostrar la trascendencia del error en las conclusiones del fallo […]179 
 
 
3.4.2 Falso juicio de convicción 
En el falso  juicio de convicción  se niega “el valor que la ley asigna a la prueba… o le da 
el que no le corresponde…” (Calderón 1985: 79). Acogiendo criterios jurisprudenciales 
adoptados en vigencia de la Ley 600 de 2000, la Sala Penal definió el juicio de convicción 
en un asunto regido por la Ley 906 de 2004 en el siguiente sentido: 
[…] El juicio de convicción consiste en una actividad de pensamiento a través 
de la cual se reconoce el valor que la ley asigna a determinadas pruebas, 
presupone la existencia de una "tarifa legal" en la cual por voluntad de la ley 
corresponde a las pruebas un valor demostrativo predeterminado o de persuasión 
único que no puede ser alterado por el intérprete; en consecuencia, se incurrirá en 
error por falso juicio de convicción cuando se niega a la prueba ese valor que la ley 
le atribuye, o se le hace corresponder uno distinto. Sin embargo, al desaparecer la 
tarifa probatoria en materia procesal penal, sustituida por el sistema de la sana 
crítica previsto en los artículos 238,257, 277, 282 y 287 del Código de 
Procedimiento Penal (Ley 600 de 2000), en principio, no es posible para los jueces 
incurrir en errores de derecho por falso juicio de convicción, porque la legislación 
penal en materia de pruebas no somete, por regla general, su raciocinio a 
evaluaciones dependientes de una tarifa legal probatoria […]180 
 
                                                                                                                                              
 
178
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 31 de julio de 2009, 
proceso N° 30838. M.P. Yesid Ramírez Bastidas (SAP). En similar sentido, Auto del 20 de mayo 
de 2009, proceso N° 31127. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
 
179
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 4 de noviembre de 2009, proceso 
N° 32839. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
 
180
 [Auto del 10 de octubre de 2007, radicado 22.597] Cita en Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal. Auto del 27 de julio de 2009, proceso N° 31896. M. P. Sigifredo Espinosa Pérez 
(SAP). 
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El falso juicio de convicción  es una modalidad del error de derecho propio de un sistema 
probatorio de tarifa legal que se opone a uno basado en el principio de libertad 
probatoria. “La tarifa legal o positivación del valor probatorio consiste en que la eficacia 
de la prueba la fija la ley” (Fierro-Méndez 2000:39). En un pronunciamiento regido por la 
Ley 906 de 2004, la Sala Penal sostuvo que no está en discusión la prevalencia del 
principio de libertad probatoria, en contraposición con un sistema de tarifa legal, razón 
por la cual el juez no puede exigir pruebas específicas para la determinación de los 
hechos judicialmente relevantes, como tampoco los sujetos procesales están atados a 
determinado medio probatorio para hacer valer sus pretensiones, de tal manera que el 
funcionario judicial sólo debe fijarse en que su decisión debe estar fundamentada en 
pruebas legales que hayan sido oportunamente y válidamente aportadas al proceso y, al 
mismo tiempo, que debe valorar todas las pruebas disponibles: 
[…] cuando el funcionario judicial exige que determinado hecho o 
circunstancia, únicamente pueda ser probado, valga el ejemplo, con medios 
científicos o técnicos, sin que la ley expresamente lo reclame así, está pasando por 
alto ese principio fundante y a la vez imponiendo a la parte una carga ajena a su 
deber probatorio. 
Desde luego, no desconoce la Sala que en ciertos eventos resulta más 
contundente o efectivo determinado medio, dada su capacidad suasoria. Pero, se 
repite, de allí no se sigue que ese sea el único recurso legal para demostrar el 
hecho, o que, allegados otros medios pertinentes y conducentes, ellos no sean 
suficientes por sí mismos para producir el efecto de convicción buscado por la 
parte. 
En todos los casos, como por lo demás perentoriamente lo exige la ley, es 
obligatorio verificar el alcance demostrativo de cada medio en particular y luego 
articularlo con el conjunto de pruebas, para de esta forma, en seguimiento de los 
postulados que signan la sana crítica, llegar a la decisión que resuelve el conflicto. 
Y, desde luego, si el funcionario estima que determinado medio presentado por 
la parte para sustentar su teoría del caso, no es suficiente o carece de credibilidad, 
así tiene que señalarlo en la motivación, refiriéndose en concreto a esa prueba, so 
pena de incurrir en el falso juicio de existencia por omisión que faculta la 
controversia en el escenario de la casación […]181 
 
Para demostrar un falso juicio de convicción, la Sala Penal sostiene que se debe:  
  
(i) […] identificar la prueba que los juzgadores valoraron indebidamente,  
(ii)  identificar la norma de derecho probatorio que tasa el valor o la eficacia 
demostrativa del medio,  
                                               
 
181
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 27 de marzo de 2009, 
proceso N° 31103. M. P. Sigifredo Espinosa Pérez (SAP) 
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(iii)  explicar en qué consistió el error denunciado, y  
(iv)  demostrar la trascendencia o implicaciones del error en las 
conclusiones de la sentencia […]182 
 
Con respecto al falso juicio de convicción es importante señalar que subsisten algunas 
disposiciones que establecen tarifas legales de carácter negativo (como por ejemplo la 
prohibición de proferir sentencia condenatoria basado de modo exclusivo en prueba de 
referencia) (Rodríguez 2008:374); así mismo, se presentan casos en los cuales el juez 
crea una „tarifa probatoria‟ para considerar demostrado un hecho, lo cual explica la 
pertinencia de hacer referencia a este tipo de yerro. Aunque debiera ser de nula o difícil 
ocurrencia en un sistema de libertad probatoria183, lo cierto es que la Sala Penal advierte 
que el falso juicio de convicción se puede presentar con las siguientes variaciones: 
 
(i) Desconocimiento de la tarifa legal positiva de una prueba, es decir del valor 
demostrativo, poder de persuasión o eficacia probatoria que la norma le otorga al 
medio probatorio. Expresado en otros términos, se incurre en este tipo de error 
cuando el legislador determina que “…un específico hecho debe ser probado con un 
concreto medio de prueba…” o le “da un valor superior” a un medio probatorio con 
respecto a otros para probar un hecho184 y, sin embargo, el juzgador se aparta de 
tales parámetros legales al asignarle a las pruebas “…un alcance diferente o por 
negarles el mérito que expresa y normativamente se les ha señalado en la ley…”185. 
La Sala Penal menciona algunos casos excepcionales que pueden ser considerados 
como tarifa legal positiva para ilustrar la definición de este subtipo de error de 
derecho en la siguiente cita: 
     […] por ejemplo, con la referida a formalidades ad sustantiam actus de 
determinados contratos, vale decir, los de compraventa de inmuebles, naves o 
aeronaves. 
                                               
 
182
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 4 de noviembre de 2009, proceso 
N° 32839. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca 
 
183
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 18 de agosto de 2009, 




 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 27 de marzo de 2009, 
proceso N° 31103. M. P. Sigifredo Espinosa Pérez (SAP). 
 
185
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 12 de agosto de 2009, proceso 
N° 29056. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
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     Los documentos, así mismo, para reputarse como tales obligan, cuando 
menos, de la presentación de un ejemplar del mismo, en original y copia 
auténtica como postula el artículo 259 de la Ley 600 de 2000, o se reconocen en 
inspección judicial. 
     Algo similar estatuye la Ley 906 de 2004, en cuanto advierte que el 
documento se presente en original o copia autenticada, significando, además, 
que los documentos anónimos, esto es, los que no pueden ser autenticados o 
identificados „no podrán admitirse como medio probatorio‟ [...]186    
 
(ii) El juzgador „crea‟ o hace exigible un requisito, no establecido por el legislador, para 
otorgarle valor demostrativo a una prueba o, considera indispensable determinado 
medio probatorio para probar un hecho, sin que la normatividad así lo exija. 
 
(iii)  El tercer subtipo de falso juicio de convicción corresponde a la transgresión de la 
tarifa legal negativa de una prueba, error en el que se incurre…  
    […] cuando el fallador otorga mérito probatorio a un elemento que 
directamente por la ley ha sido limitado en esos efectos, como sucede, por 
ejemplo, con los informes de policía, o en la Ley 906 de 2004, con el valor 
demediado que se da a la prueba de referencia, en cuanto, como lo consagra 
el artículo 381, inciso segundo, la sentencia condenatoria no podrá 




A continuación se presenta un ejemplo del desarrollo jurisprudencial relativo a la 
identificación de errores en la apreciación de indicios, toda vez que resulta ampliamente 
esclarecedor con respecto a las distintas modalidades del error de hecho y de derecho 
que acaban de ser reseñadas: 
 
Si bien las distintas modalidades de los errores de hecho y de derecho se pueden 
presentar en los distintos medios probatorios (testimonio, documento, peritaje), en 
relación con el indicio la Sala Penal de la Corte se ha pronunciado con especial 
detenimiento para diferenciar los tipos de yerro fáctico en función de su cuestionamiento 
                                               
 
186
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 27 de marzo de 2009, 
proceso N° 31103. M. P. Sigifredo Espinosa Pérez (SAP). 
 
187
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 27 de marzo de 2009, 
proceso N° 31103. M. P. Sigifredo Espinosa Pérez (SAP). 
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en sede de casación, lo cual se destaca en este momento porque resulta ilustrativo para 
el estudio: 
[…] El indicio… Como prueba que es, cuando se alegan en casación 
defectos en su apreciación como fundamento de la violación de la ley 
sustancial, la vía de ataque debe ser la indirecta, y en tal medida es obligación 
del recurrente señalar el tipo de error en el cual se incurrió, su modalidad…  
Si la equivocación se predica del hecho indicador y se toma en 
consideración que debe estar demostrado con otro medio de prueba, los 
errores susceptibles de plantearse son tanto de hecho como de derecho.  
De hecho, porque la prueba de la circunstancia conocida pudo haberse 
supuesto, o porque pudo haberse dejado de apreciar otro medio demostrativo 
que la neutralizaba o disolvía, o porque se tergiversó su contenido material 
haciéndola decir algo que no decía, o porque el proceso de valoración condujo 
a la afirmación de la premisa a partir de la cual se hará luego la inferencia, se 
apartó de los principios de la sana crítica. 
De derecho, porque el juzgador pudo haber admitido y valorado como 
prueba fundante del hecho indicador alguna irregularmente aportada al proceso 
y por lo tanto inválida. Como en ningún caso la prueba indiciaria está dentro del 
proceso sometida a tarifa legal, es obvio que frente a ella la modalidad del error 
de derecho conocida como falso juicio de convicción no es susceptible de ser 
propuesta a través del recurso extraordinario de casación. 
Ahora bien, cuando el error se predica de la inferencia lógica, ello supone -
como condición lógica del cargo- aceptar la validez de la prueba del hecho 
indicador,… Existe la posibilidad, no obstante, de refutar el indicio tanto en la 
prueba del hecho indicador como en la inferencia lógica, sólo que en cargos 
distintos y de manera subsidiaria. 
La inferencia lógica, entonces, es atacable en casación. Pero en atención a 
que la misma es el resultado de un proceso intelectual valorativo, la única vía 
posible para hacerlo es el error de hecho por trasgresión ostensible de los 
principios de la sana crítica. La hipótesis supone, por lo tanto, la aceptación del 
hecho indicador y la demostración de que el juzgador realizó un juicio de valor 
en contravía de las leyes de la ciencia, los principios de la lógica o de las 
reglas de la experiencia. 
Así las cosas, para que el cargo quede correctamente demostrado es 
imprescindible concretar el error y demostrar cómo ha sido transgredida o 
desconocida una ley científica, un principio de la lógica… o una regla constante 
de la experiencia común o aceptada y practicada en medios especializados en 
una determinada materia. Se precisa además y ello es obvio, la 
fundamentación correspondiente a la trascendencia del error. 
La Sala ha sido reiterativa en lo precedente y también ha señalado que 
cuando de atacar dicho medio probatorio en casación se trata, no puede 
desconocerse que por su naturaleza misma su valoración es de conjunto, 
siendo el vínculo que surge entre los diferentes indicios (su concordancia y 
convergencia) el que hace que la conclusión crezca desde la probabilidad hasta 
constituir certeza. En consecuencia, aunque el ataque a los hechos indicadores 
debe ser independiente, ello no significa en manera alguna que el conjunto 
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indiciario cuya fuerza de convicción depende de que se le estime globalmente, 
pueda dejar de ser enfrentado por el demandante […]188 
 
No obstante que el indicio no se ha previsto en la Ley 906 de 2004 como medio 
probatorio, la Sala Penal de la Corte continúa aplicando los criterios antes expuestos en 
el sistema acusatorio penal para controlar su corrección en casación porque: 
      […] destaca… que las inferencias lógico-jurídicas a través de operaciones 
indiciarias son pertinentes dentro de la sistemática procesal vigente para permitirle 
al juez un “convencimiento de la responsabilidad penal del acusado, más allá de 
toda duda” (Ley 906 de 2004, artículo 7°), que cuando ello se alcanza le permitan 
proferir sentencias de condena en contra de los acusados… 
…la atribución de eficacia probatoria a los indicios, como ocurre con los medios 
de convicción en general, depende de su confrontación o cotejo con el conjunto del 
acervo probatorio y de su gravedad, concordancia, convergencia y relación con las 
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 [C. S. J. Sala de Casación Penal. Sentencia del 4 de abril de 2000. Rad. 12.218] Cita en Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 22 de julio de 2009, proceso N° 31338. M. 
P. Yesid Ramírez Bastidas (Negrillas y subrayado fuera del texto original).  
 
189
 [En el mismo sentido pero respecto del proceso civil Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Civil. Sentencia de 3 de marzo de 1984.] Nota de pie de página en la sentencia citada. 
 
190
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 11 de noviembre de 2009, 





4. El error de hecho en casación civil. 
Caracterización 
En materia civil la sentencia es una providencia mediante la cual el juez decide sobre 
“…las pretensiones de la demanda o las excepciones que no tengan el carácter de 
previas…”191. La motivación de la sentencia debe “…limitarse al examen crítico de las 
pruebas y a los razonamientos legales, de equidad y doctrinarios estrictamente necesario 
para fundamentar las conclusiones, exponiéndolos con brevedad y precisión, y citando 
los textos legales que se apliquen…”192. En el régimen probatorio civil está consagrado el 
principio de necesidad de la prueba, el cual parte de la exigencia de que las decisiones 
judiciales estén sustentadas “en pruebas regular y oportunamente allegadas al 
proceso”193. En cuanto a la apreciación probatoria, aunque el juez debe exponer 
“…razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba…”, el recaudo probatorio194 se 
debe apreciar en conjunto “…de acuerdo con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de 
las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la existencia o validez de ciertos 
actos…”195. Con respecto a la apreciación probatoria, la Sala Civil señaló que: 
[…] es deber del juzgador apreciar los distintos medios de convicción que 
obran en el proceso conforme a las reglas de la sana crítica, sistema de valoración 
estructurado sobre la libertad y autonomía del juzgador para ponderarlas y obtener 
su propio convencimiento, bajo el único apremio de enjuiciarlas con soporte en el 
sentido común, la lógica y las reglas de la experiencia; de suerte que, como lo ha 
reiterado la Sala, si el sentenciador goza de la aludida soberanía en el ejercicio de 
                                               
 
191
 Artículo 302, Código de Procedimiento Civil (en adelante C. de P.C.). 
 
192
 Artículo 304, C. de P.C. 
 
193
 Artículo 174, C. de P.C. 
 
194
   Artículo 175, C. de P.C. Medios de Prueba: 
“Sirven como pruebas, la declaración de parte, el juramento, el testimonio de terceros, el 
dictamen pericial, la inspección judicial, los documentos, los indicios y cualesquiera otros 
medios que sean útiles para la formación del convencimiento del juez.  
 
El juez practicará las pruebas no previstas en este código de acuerdo con las disposiciones que 
regulen medios semejantes o según su prudente juicio”.  
 
195
 Artículo 187, C. de P.C. 
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la mentada labor probatoria no le es permitido a la Corte, en sede de casación, 
imponer límites a esa facultad legal o establecer confines dentro de los cuales ella 
pueda realizarse, pues, de esa manera, la tarifa legal que el estatuto procesal 
repudia, se vería sustituida por una de carácter jurisprudencial [...]196 
 
No obstante la aludida autonomía de los juzgadores en la labor de apreciación 
probatoria, “…en la determinación que el juez haga de la situación fáctica concreta a fin 
de subsumirla en la voluntad abstracta de la ley, es posible que incurra en errores… en 
cuanto a la objetividad misma que las pruebas ostenten…” (Murcia 2005: 383). Así es 
que en casación civil se previó el error de hecho como posibilidad excepcional de 
cuestionamiento de la motivación fáctica de sentencias de segunda instancia, mediante 
el cual se desvirtúa la presunción de acierto y legalidad de este tipo de decisiones 
judiciales, enmarcado dentro de los fines establecidos para el recurso extraordinario, es 
decir, con miras a “unificar la jurisprudencia nacional y proveer a la realización del 
derecho objetivo en los respectivos procesos” y, en procura de “reparar los agravios 
inferidos a las partes por la sentencia recurrida”197. Con respecto a este tema se destaca 
lo sostenido por la Sala Civil en uno de los pronunciamientos revisados:  
[…] Por excepción, el sentenciador puede incurrir en un yerro, para cuya 
corrección, en los casos, por las causales y en la forma preordenada por el 
legislador, se instituye el recurso extraordinario de casación con la misión cardinal 
de unificar la jurisprudencia y reparar el agravio inferido a los derechos con la 
sentencia acusada, entre otras causas, por violación indirecta de la ley sustancial 
en virtud de error fáctico evidente, trascendente e incidente en la decisión, hipótesis 
en la cual, en obtención de la legalidad conculcada se vuelve sobre ésta tras el 
quebranto de la decisión impugnada […]198 
 
4.1 Error de hecho en el régimen de casación civil 
Se incurre en error de hecho en la apreciación probatoria de la sentencia de segunda 
instancia cuando el juez se equivoca al “…verificar la existencia de la prueba en el 
proceso y a determinar su contenido, es decir a contemplar su objetividad…” o, en otras 
palabras, cuando el juez desacierta “…en la contemplación objetiva de la prueba…” 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia SC-009 del 12 de febrero de 
2008, expediente N° 66001 31 03 001 2002 00217 01. M. P. Pedro Octavio Munar Cadena. 
197
 Artículo 365, C. de P.C. 
 
198
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia del 24 de febrero de 2009, 
expediente N° 11001-3103-020-2000-07586-01. M. P. William Namén Vargas 
 
El error de hecho en casación civil. Caracterización 89 
 
porque “cree equivocadamente en la existencia o inexistencia del medio de prueba, o 
cuando al existente materialmente en el proceso le da una interpretación ostensiblemente 
contraria a su contenido” (Murcia 2005: 384). En el error de hecho se parte de la 
existencia y validez jurídica de la prueba, de manera que el juez pudo y la ha debido 
apreciar (en forma correcta) en la fijación judicial de los hechos. 
 
El error de hecho es una de las modalidades de violación indirecta de norma sustancial 
prevista como casual de casación civil199 que, como se ha dicho, compromete la 
motivación fáctica de la sentencia de segunda instancia. El yerro fáctico se describe 
doctrinaria y jurisprudencialmente como violación indirecta porque con éste se infringe 
una o varias normas de derecho sustancial que rigen el asunto debatido judicialmente, ya 
sea por falta de aplicación o por aplicación indebida de una norma sustancial200. Precisa 
la Sala Civil que “…sólo puede catalogarse como sustancial aquella norma que contiene 
una prescripción enderezada a declarar, crear, modificar o extinguir relaciones jurídicas 
concretas… En otros términos, un precepto es de estirpe sustancial cuando crea, 
declara, modifica o extingue derechos subjetivos y potestades de las personas…”201. 
Dentro del concepto de norma sustancial tienen cabida los principios generales del 
Derecho cuando “…poseen la idoneidad para crear, modificar o extinguir relaciones 
jurídicas concretas…”; en tanto hacen parte del ordenamiento jurídico es posible invocar 
su transgresión en el recurso de casación202.  En el error de hecho no cabe la violación 
indirecta de la norma sustancial por interpretación errónea, pues “…esta especie o 
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  Artículo 368, C. de P.C.: 
“Son causales de casación:  
1. Ser la sentencia violatoria de una norma de derecho sustancial. 
La violación de norma de derecho sustancial, puede ocurrir también como consecuencia de 
error de derecho por violación de una norma probatoria, o por error de hecho manifiesto en la 




 En contraposición, la violación directa de norma sustancial se presenta “…cuando con 
abstracción de la cuestión probatoria, el juzgador de instancia al momento de dictar sentencia, 
viola la norma por falta de aplicación, por indebida aplicación o por interpretación errónea”. Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil.  Sentencia del 30 de julio de 2009, expediente N° 
7614731030022000-00085-01. M. P. Arturo Solarte Rodríguez. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia SC-119 del 16 de diciembre de 
2008, expediente N° 66170 3103 001 2001 00319 01. M. P. Pedro Octavio Munar Cadena. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia del 7 de octubre de 2009, 
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concepto de quebranto jamás puede darse…” porque “…entraña siempre un error de 
hermenéutica jurídica y nunca un yerro sobre la cuestión de hecho” (Murcia 2005: 364). 
En casación civil este tipo de desacierto se puede presentar con respecto a la 
apreciación de una prueba, en la apreciación de la demanda con la cual se promueve el 
proceso (o sobre su contestación)203.   
 
Para que sea considerado un error de hecho en casación civil, éste debe ser manifiesto y 
trascendente en la sentencia judicial, es decir, “…la conclusión sobre la cuestión de 
hecho a que llega el sentenciador…tiene que aparecer contraevidente, esto es, contraria 
a la realidad fáctica establecida por la prueba; y, además, que dicho yerro se presente 
como la causa de tomar en el fallo decisiones contrarias” a la ley (Murcia 2005: 389 y 
390). Desde la perspectiva de la libertad de apreciación probatoria atribuida al juzgador, 
limitada tan sólo por el ordenamiento jurídico, en lo concerniente a la evidencia y 
trascendencia del yerro fáctico la Sala Civil sostiene que la „discreta autonomía‟ de la que 
gozan los juzgadores hace que el debate concerniente a la apreciación y valoración de 
las pruebas se concluya de manera definitiva en las instancias, salvo que: 
[…] en casos excepcionales, los yerros denunciados, a más de trascendentes, 
puedan ser calificados de notorios, palmarios o manifiestos, es decir, que su 
individualización y prueba aflore sin mayores esfuerzos, raciocinios o 
elucubraciones, al punto que resulte francamente inocultable para cualquiera e 
imponga el quiebre de una decisión judicial.      
De no ser así,…cualquier reproche  o discrepancia que pueda ser planteada 
frente a la sentencia del Tribunal resulta totalmente inocua y carece de relevancia 
para los efectos de la casación, pues, precisamente, en orden a no coartar la 
independencia con que los jueces han de resolver los litigios sometidos a su 
consideración, el recurso sólo está llamado a enmendar aquellos yerros 
mayúsculos o protuberantes, de cuya existencia absolutamente nadie pueda dudar, 
y que, por tanto, no correspondan a simples disputas de pareceres, puntos de vista 
o criterios […]204 
 
Como la autonomía judicial se refuerza en la presunción de acierto y legalidad de la 
sentencia, para la Sala Civil el error de hecho debe quedar al descubierto en la 
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 En adelante tan sólo se hará referencia al error de hecho con respecto a pruebas, con lo cual 
no se quiere desconocer que existen yerros fácticos en la apreciación de la demanda (o de su 
contestación). 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia SC-035 del 13 de mayo de 2008, 
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contemplación objetiva de la respectiva prueba determinante en la parte resolutiva de la 
decisión205, confrontándola con la motivación fáctica del juzgador de segunda instancia. 
Si la prueba admite dos o más interpretaciones que no estén en contravía de las reglas 
de la sana crítica, el error de hecho se descarta (Murcia 2005:392).  
 
En la Sentencia C-1065 de 2000 la Corte Constitucional declaró exequible el término 
“manifiesto”, condicionante normativo previsto para el error de hecho como causal de 
casación civil206, atendiendo la característica excepcional del recurso y su función 
sistémica que lo diferencia del debate en instancias, marco dentro del cual el legislador 
puede establecer requisitos más exigentes para su procedencia sin que con ello se 
afecte el acceso a la justicia. En el mencionado pronunciamiento la Corte sostuvo que no 
le corresponde al tribunal de casación corregir todos los errores que se cometen en los 
procesos, los cuales deben ser resueltos en las instancias; como las controversias 
judiciales deben tener un final, „es legítimo que, por razones de seguridad jurídica‟, la 
sentencia de segunda instancia esté amparada en la presunción de acierto y legalidad 
cuando llega al juicio de casación, de tal manera que tan sólo proceda el recurso en 
aquellos casos en los cuales los errores de hecho „tengan la entidad suficiente‟ para 
desvirtuar la mencionada presunción, si éstos han quebrantado la ley, porque de lo 
contrario se convertiría en una tercera instancia; por último, señaló que lo expuesto no 
debe implicar el desconocimiento de la prevalencia del derecho sustancial, principio con 
el cual también se deben interpretar las disposiciones procesales, sin agregar 
formalismos innecesarios al recurso. Es importante destacar de manera textual un 
apartado de la motivación de la sentencia constitucional relativo al error de hecho en el 
cual se conoce la postura de la Corte Constitucional en dicho momento:  
[…] el carácter extraordinario y sistémico del recurso de casación ha hecho que 
muchos doctrinantes consideran que las discusiones fácticas y probatorias no 
pueden aducirse en sede de casación, pues este recurso debe versar, para que 
preserve su función sistémica, únicamente sobre las cuestiones de derecho y no 
sobre los hechos207. Siguiendo ese criterio, algunos ordenamientos de algunos 
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  Artículo 368, inciso segundo, numeral 1°, C. de P.C. 
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 [Ver, por todos, Piero Calamandrei. Op-cit, Tomo II, párrafo 65, pp 152 y ss.] Nota de pie de 
página en la sentencia citada. 
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países no prevén o han suprimido la posibilidad de invocar cualquier error de hecho 
como causal de casación… 
…Por ende, si en principio la regulación de la casación podría incluso suprimir 
los errores de hecho como causal para interponer este recurso, con mayor razón 
puede la ley señalar que esos yerros fácticos deben tener una cierta entidad para 
que la sentencia atacada pueda ser casada [...]208 
 
Establecida la excepcionalidad del error de hecho en casación civil, se puede continuar 
afirmando que en una sentencia el juez puede incurrir simultáneamente en distintos tipos 
de errores de hecho con respecto a diversas pruebas, siendo necesario en todo caso, 
que los yerros denunciados tengan la trascendencia suficiente para desvirtuar la 
legalidad y acierto de la decisión en tanto constituyan el soporte fáctico de la misma, a tal 
punto que sea necesario cambiar la parte resolutiva de la sentencia (total o parcialmente) 
(Murcia 2005: 393).  
 
Como el error de hecho no sólo está referido a la apreciación de pruebas sino que se 
puede presentar en la apreciación de la demanda o en la contestación de la misma, 
frente a esta clase de error la Sala Civil ha señalado que el juzgador se puede equivocar 
en el cumplimiento de su deber al interpretar la demanda (o la contestación de la misma)  
cuando ésta carece de claridad o precisión y su análisis no ha sido de conjunto, sino 
centrado, por ejemplo, en el apartado de peticiones sin integrar en un todo las 
pretensiones con los fundamentos de hecho y de derecho; se espera que el juez 
“mediante su interpretación racional, lógica, sistemática e integral”, dando “prevalencia 
del derecho sustancial, el acceso a la administración de justicia y la solución real de los 
conflictos” pueda esclarecer el “sentido genuino” del escrito209 con el cual no sólo se da 
inicio al proceso sino que la demanda constituye medio de convicción210. En relación con 
la apreciación de la demanda  para la Sala de Casación Civil cobra especial importancia 
la facultad interpretativa del juzgador frente a los posibles defectos que se presente en el 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia del 6 de mayo de 2009, 
expediente N° 11001-3103-032-2002-00083-01. M. P. William Namén Vargas. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia SC-084 del 27 de agosto de 
2008, expediente N° 11001-3103-022-1997-14171-01. M. P. William Namén Vargas; Sentencia del 
6 de mayo de 2009, expediente N° 11001-3103-032-2002-00083-01. M. P. William Namén Vargas;  
Sentencia SC-092 del 9 de julio de 2007, expediente N° 23417-31-03-001-2001-00055-01. M. P. 
Cesar Julio Valencia Copete. 
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escrito, lo cual autorizaría su moderada intervención con el fin de auscultar el sentido y 
alcance de la misma211, sin embargo no se profundizará en este tema porque lo relevante 
en este estudio es lo que concierne a la apreciación de pruebas. 
 
Con respecto al régimen de casación civil vigente, en cuanto resulta necesario para el 
entendimiento del error de hecho como causal de procedencia del recurso extraordinario, 
se complementa la caracterización con los siguientes aspectos:  
 
 Como regla general no puede “…interponer el recurso quien no apeló de la sentencia 
de primer grado, ni adhirió a la apelación de la otra parte, cuando la del tribunal haya 
sido exclusivamente confirmatoria de aquélla”212.   
 
 Excepcionalmente, bajo la figura de casación per saltum se puede interponer el 
recurso “…contra las sentencias proferidas en primera instancia por los jueces de 
circuito en los casos contemplados en el artículo precedente [art. 366 C. de P.C.], 
cuando las partes manifiesten dentro del término de ejecutoria su acuerdo de 
prescindir de la apelación. En este caso el recurso sólo podrá fundarse en la primera 
de las causales de casación”213. 
 
 Los cargos por error de hecho tan sólo pueden ser examinados en decisiones para 
las cuales se haya establecido la procedencia del recurso de casación, es decir, 
contra sentencias de segunda instancia dictadas por tribunales superiores o cuando 
se haya optado por la casación per saltum, siempre que haya existido una resolución 
desfavorable para el recurrente214, cuyo valor se haya estimado en una cuantía igual 
o superior a cuatrocientos veinticinco (425) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.  
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia SC-091 del 6 de julio de 2007, 
expediente N° 08001-31-03-004-2000-00175-01. M. P. Cesar Julio Valencia Copete. 
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 Artículo 369, inciso 2°, C. de P.C. 
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 Artículo 367, C. de P.C. 
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 Aunque también está previsto en el parágrafo 2° del artículo 366 del C. deP.C. que si la parte 
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 El recurso procede dentro de los siguientes asuntos215: en procesos ordinarios o 
aquellos que se asuman como tal216; en aquellos en que se apruebe “la partición en 
los procesos divisorios de los bienes comunes, de sucesión y de liquidación de 
cualesquiera sociedades civiles o comerciales y de sociedades conyugales”; en los 
que se pretenda la nulidad de sociedades civiles o comerciales; en procesos 
ordinarios en los que se debata el estado civil217, y en aquellos de única instancia 
sobre responsabilidad civil de los jueces que trata el artículo 40”. Así mismo, en 
asuntos de derecho de familia el recurso extraordinario de casación procede en 
procesos de filiación218 y, en asuntos agrarios, en los procesos que se mencionan a 
continuación: reivindicatorios y de pertenencia; en “procesos divisorios de bienes 
comunes y de liquidación de sociedades agrarias” cuando se haya aprobado la 
partición y por último, en los relativos a nulidades de sociedades agrarias219.   
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 Artículo 366, C. de P.C. Procedencia del recurso de casación civil. Para profundizar en este 
tema se puede consultar Tolosa (2008: 137 a 153). 
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 El numeral 1° del artículo 366 del C. de P.C. relativo a la procedencia del recurso de casación, 
dice: “1. Las dictadas en los procesos ordinarios o que asuman ese carácter”. Este texto 
normativo fue modificado por el artículo 18 de la Ley 1395 de 2010, con la siguiente disposición: 
“1. Las dictadas en procesos verbales de mayor cuantía o que asuman ese carácter, salvo los 
relacionados en el artículo 427 y en los artículos 415 a 426”.  
 
No se profundiza sobre este cambio, pues las modificaciones introducidas por la Ley 1395 de 
2010, de acuerdo con el parágrafo del artículo 44  “…entrarán en vigencia a partir del 1° de enero 
de 2011 en forma gradual a medida que se disponga de los recursos físicos necesarios, según lo 
determine el Consejo Superior de la Judicatura, en un plazo máximo de tres años. Los procesos 
ordinarios y abreviados en los que hubiere sido admitida la demanda antes de que entren en 




 Con respecto a las sentencias en las cuales se decide sobre el estado civil de las personas, 
incluida la unión marital de hecho, no se aplica  la cuantía  como requisito de procedibilidad del 
recurso de casación. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil.  Providencia  del 19 de 
diciembre de 2008, expediente N° 11001-0203-000-2007-01200-00 (recurso de queja). M. P. 
Arturo Solarte Rodríguez. 
 
Como nota de actualización normativa se debe tener presente que la Ley 1395 de 2010 introdujo 
el artículo 42 con el siguiente texto: “Remisión al proceso verbal. Las referencias al proceso 
ordinario y al proceso abreviado, contenidas en el Código de Procedimiento Civil, deberán 
entenderse hechas al proceso verbal”. 
 
218




 Artículo 50 del Decreto 2303 de 1989. 
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En el régimen de procedimiento no se previó la facultad discrecional para que la Sala 
Civil de la Corte pueda decidir, por vía de excepción o de oficio, sobre una demanda de 
casación con deficiencias en el cumplimiento de formalidades o de su sustentación, o por 
asuntos para los cuales no está prevista la procedencia del recurso extraordinario. 
 
4.2 Criterios para la formulación de cargos por error de 
hecho 
Los pronunciamientos de la Sala Civil con respecto al  error de hecho dependen siempre 
de la formulación de cargos en la demanda de casación. El término „cargo‟ significa 
„réplica, objeción, censura o ataque‟ que el recurrente presenta en la demanda de 
casación en contra de la sentencia impugnada a efectos de que se restaure el derecho 
presuntamente quebrantado (Murcia 2005: 278). Cuando se denuncian errores de hecho 
en la apreciación probatoria se deben atender las formalidades previstas por el legislador 
y los criterios jurisprudenciales fijados por la Sala Civil a efectos de que, con la 
sustentación del cargo, se identifique fácilmente el yerro en la sentencia de segunda 
instancia.  
 
Uno de los requisitos generales que debe cumplir una demanda de casación civil es que 
los cargos formulados contra la sentencia de segunda instancia se presenten por 
separado “…con la exposición de los fundamentos de cada acusación, en forma clara y 
precisa…”220. Respecto del error de hecho, en el entendido de que debe ser manifiesto, 
la regla anterior se complementa con la exigencia de que el recurrente demuestre su 
trascendencia en la decisión –se trate de un yerro de apreciación de una prueba, de la 
demanda o de su contestación-, además de señalar las normas de derecho sustancial 
que considere transgredidas indirectamente como consecuencia del yerro fáctico.   
 
Al examinar la constitucionalidad de algunos apartes del requisito relativo a la indicación 
de la norma sustancial cuando se denuncia violación de este tipo de disposición y la 
demostración del yerro fáctico en la demanda de casación (numeral 3° del artículo 374 
del C.P.C.), en la Sentencia C-215 de 1994 la Corte Constitucional declaró exequible el 
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mencionado texto normativo, con una interpretación armónica que integra el artículo 51221 
del Decreto 2651 de 1991, dado que en esta disposición se prescriben reglas para el 
estudio de las demandas de casación cuando se aduce violación de norma de derecho 
sustancial,  a partir de las cuales se procuró disminuir el rigor técnico de la Corte 
Suprema de Justicia. En el mencionado pronunciamiento la Corte Constitucional sostuvo 
lo siguiente:  
[…] En el numeral 3o. del artículo 374 del C. de P.C. se afirma que si se trata  
de la causal primera, se deberán señalar las normas de derecho sustancial que el 
recurrente estime violadas. Esta es una exigencia formal, que responde a la 
naturaleza rogada, o de proceso dispositivo en que se debe apoyar  la Corte de 
casación, para abordar el conflicto planteado.   
…el criterio legislativo establecido en el artículo 51 numeral 1o., establece que 
será suficiente señalar cualquiera de las normas de esa naturaleza que, 
constituyendo base esencial del fallo impugnado o habiendo debido serlo, a juicio 
del recurrente haya sido violada, sin que sea necesario integrar una proposición 
jurídica completa.   
…sobre el inciso final del mismo artículo 374, esa norma proveniente de la 
reforma de 1989 busca hacer menos formal el recurso, en cuanto permite una 
mayor amplitud en la orientación de la demanda, ampliando el campo de las 
manifestaciones del recurso… el supuesto regulado en el inciso, es de la esencia 
de la casación, al permitir que  se alegue el error de hecho manifiesto, que origine 
violación de norma sustancial. Y si existe la violación de la norma sustancial, 
lógicamente es necesario que el recurrente lo demuestre [...]222 
 
Recogiendo el conjunto normativo y criterios jurisprudenciales para la formulación  
adecuada de cargos por error de hecho en una demanda de casación civil, de forma 
sucinta se pueden mencionar las siguientes pautas generales:   
     
 El recurrente debe plantear de manera expresa el cargo, esto es, el reproche o error 
que se endilga a la sentencia de segunda instancia, indicando que la causal 
corresponde a violación de norma sustancial, por vía indirecta, a consecuencia de 
error de hecho, sustentando con argumentos claros y precisos cada uno de los 
presuntos desaciertos de apreciación fáctica del juzgador. 
 
 Al denunciar un error de hecho, el recurrente está en la obligación de mencionar en la 
demanda de casación por lo menos una norma de derecho sustancial que haya 
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 El artículo 51 del Decreto 2651 de 1991 fue declarado exequible por la Corte Constitucional en  
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 Corte Constitucional, Sentencia C-215 de 1994. M.P. Fabio Morón Díaz. 
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resultado infringida de manera indirecta con la decisión del Tribunal, incluyendo en su 
exposición la forma en que esto ha ocurrido (por aplicación indebida o por falta de 
aplicación); la norma sustancial debe ser pertinente con el asunto que se debate en el 
proceso, o con el fallo que se ataca; no es necesario que se indiquen todas las 
normas que se consideran violadas223.  
 
 El error de hecho debe ser demostrado por el recurrente224, requisito que se cumple 
para la Sala Civil cuando en la formulación del cargo se concreta el tipo de yerro en el 
que presuntamente ha incurrido el Tribunal, explicando dónde se encuentra el 
desacierto de apreciación en la motivación fáctica de la sentencia impugnada, en 
contraste con lo que ha debido ser apreciado por el Tribunal; en su exposición el 
recurrente debe precisar cómo determinó el sentido del fallo dicho error, sin el cual, 
de manera inevitable, lo resuelto hubiese sido diametralmente distinto.   
 
 La precisión en las acusaciones es muy importante para el estudio en casación, pues 
la intervención de la Sala Civil está circunscrita a evaluar si resultan desvirtuadas las 
presunciones de  legalidad y acierto de la sentencia de segunda instancia en cuanto 
a la motivación fáctica, sin que pueda resolver de manera general el mérito probatorio 
del proceso pues, como se ha insistido jurisprudencialmente por las Altas Cortes, la 
casación no corresponde a una tercera instancia225. 
 
 La demostración exigida por el legislador tiene relación directa con la evidencia y 
trascendencia del error de hecho, el cual debe ser de tal entidad que resulte notorio 
(„a simple vista‟) para la Sala Civil como resultado de confrontar la prueba con la 
sentencia impugnada, “…que su individualización y prueba aflore sin mayores 
esfuerzos, raciocinios o elucubraciones, al punto que resulte inocultable para 
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 Este requisito está señalado en el inciso 2°, numeral 3°, del artículo 374 del C. de P.C. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia del 29 de julio de 2009, 
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cualquiera…”226, ejercicio en el que no quepan dudas sobre su notoriedad e 
incidencia en lo decidido227.  
 
 El cuestionamiento del fallo de segunda instancia a consecuencia de errores de 
hecho en la apreciación probatoria debe ser simétrico, en el sentido de que se deben 
atacar todos los fundamentos fácticos de la decisión. La prosperidad del recurso 
depende de que se logre demostrar que el Tribunal se equivocó en la motivación 
fáctica de la sentencia, en aquello que resultaba determinante y no en lo tangencial, 
sin que se pueda acudir a otra prueba228.  
 
  La sustentación fáctica que presenta el recurrente debe excluir de manera 
contundente la apreciación del Tribunal; la controversia se debe plantear  entonces, 
sin alejarse de los argumentos expuestos por éste en su decisión. Los 
planteamientos deben centrarse en la motivación fáctica del fallo, indicando y 
explicando los desaciertos, demostrando con base en cada  prueba que la única 
lectura o apreciación fáctica posible es la que presenta el casacionista229.   
 
Consideraciones con respecto a cargos por error de hecho formulados de 
manera incorrecta 
 
La Sala Civil puede inadmitir algunos o todos los cargos que se plantean en una 
demanda de casación contra la sentencia de segunda instancia porque no se reúnen los 
requisitos formales exigidos para su estudio230. Cuando inadmite un cargo, la Sala se 
pronuncia sobre las fallas de técnica o formalidades que no fueron tenidas en cuenta por 
el recurrente.  Con ocasión del artículo 7º de la Ley 1285 de 22 de enero de 2009, 
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mediante el cual se modificó el artículo 16 de la Ley 270 de 1996 -Estatutaria de la 
Administración de Justicia231, la Sala Civil de la Corte sintetizó los criterios que tendrá en 
cuenta para no seleccionar  demandas de casación, con fundamento en los fines de la 
casación, en los siguientes términos:  
     […] la Corte inadmitirá la demanda de casación por ausencia de requisitos 
formales, cual lo regula el artículo 374 del Código de Procedimiento Civil, e 
igualmente se abstendrá de seleccionarla en las siguientes hipótesis:  
a) porque acusa errores de técnica, que además de ser evidentes, resultan 
insalvables; como por ejemplo, la falta de individualización de pruebas o la 
ausencia de demostración del yerro endilgado, entre otras;  
b) cuando incorpora aspectos o cuestiones novedosas y, por lo mismo, no 
admisibles en casación;  
c) porque los supuestos yerros fácticos en los que, eventualmente, ha incurrido el 
fallador, relativos a la apreciación de las pruebas, no son manifiestos o 
trascendentes;  
d) porque no se demostró el error de derecho alegado o éste es irrelevante;  
e) porque los errores procesales aducidos no existen o, dado el caso, fueron 
saneados o, no afectaron las garantías de las partes ni comportaron una lesión 
mayúscula del ordenamiento; f) por la existencia reiterada de precedentes sin que 
se vislumbre la necesidad de variar su sentido;  
g) porque, a la postre, en el asunto de que se trate no se violó, al rompe, el 
ordenamiento en detrimento del recurrente […]232 
 
De igual forma, si admite la demanda de casación, al calificar el mérito de cada uno de 
los cargos puede concluir que ninguno o alguno no prospera por incumplimiento de 
formalidades o por deficiencias en su sustentación, dado que no está autorizada a llenar 
los vacíos o a enmendar los desatinos identificados233. Estos pronunciamientos tienen 
como base el carácter dispositivo del recurso de casación, como quiera que éste se 
activa a iniciativa de las partes legitimadas para ello234, y el o los recurrentes son los 
llamados a plantear los ataques o reproches a la sentencia de segunda instancia, de 
manera adecuada, clara y coherente, con el lleno de las formalidades generales del 
recurso. En casación civil no se consagró la facultad discrecional para que la Sala Civil 
                                               
 
231
 Sobre el examen de constitucionalidad de la mencionada modificación se puede consultar el  




  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Auto del 12 de mayo de 2009, expediente 
N° 05001 3103 004 2001 00922 01. M. P. Pedro Octavio Munar Cadena. 
 
233
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Auto del 2 de marzo de 2009, expediente 
N° 88001-31-03-001-2005-00098-01. M. P. Edgardo Villamil Portilla. 
 
234
 Artículo 369, C. de P.C. 
 
100 El error de hecho 
 
intervenga de oficio o por vía excepcional como se ha previsto para la Sala Penal, de ahí 
que resulta más fuerte el carácter dispositivo del recurso, pues las deficiencias en las 
formalidades y en la sustentación de los cargos que integran una demanda de casación 
no pueden ser superadas por la Sala.  
 
No obstante que ya se presentaron las pautas generales para la formulación de cargos 
por error de hecho, se considera importante destacar algunas fallas identificadas por la 
Sala Civil en autos y sentencias de casación, por cuanto en esos pronunciamientos se 
precisan por vía de ejemplo negativo requisitos formales y criterios para su sustentación 
que no son suficientemente explícitos en las reglas normativas. Tales fallas han dado 
lugar a un desarrollo jurisprudencial con el cual se orienta la formulación de cargos por 
yerros fácticos en una demanda de casación como se puede apreciar enseguida:   
          
 Si el recurrente denuncia un presunto error fáctico que no fue planteado en las 
instancias, dicho ataque “constituye un medio nuevo en el que no puede basarse ni 
erigirse exitosamente en el recurso extraordinario” o, de otro modo “lo no alegado en 
instancia no existe en casación” porque con ello se violaría el derecho de defensa. 
Aceptar un hecho nuevo para infirmar la sentencia “equivaldría a la pretermisión de 
las instancias, de las formas propias del trámite requerido, con quebranto de la 
garantía institucional de no ser condenado sin haber sido oído y vencido en juicio”; 
además, implicaría un desconocimiento de los deberes de lealtad procesal y del 
principio de la buena fe, con lo cual “se alteran los extremos del debate, 
sorprendiendo a la propia jurisdicción” y a la contraparte, dado que “lo relacionado 
con el debate probatorio es aspecto que se cumple en el curso de las instancias, con 
apego a los postulados de la buena fe, publicidad y contradicción.” 235 
 
 En relación con la causal escogida como ataque a la sentencia de segunda instancia, 
pueden presentarse diversas situaciones: i) En la demanda de casación no se 
menciona la causal que sustenta el cargo; ii) denuncia el quebrantamiento de una o 
varias normas de carácter sustancial pero no precisa si es por vía directa o vía 
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indirecta, incompatibles entre sí, y no se puede establecer de sus argumentos el 
sentido y alcance de la impugnación236; iii) el recurrente confunde o entremezcla 
causales237; iv) dentro de la causal por violación indirecta de norma sustancial, 
trastoca o combina argumentos propios del error de hecho con los de error de 
derecho238; v) aunque señale correctamente la causal, no se ofrecen argumentos que 
sustenten su denuncia, es decir, su exposición es deficiente para los propósitos de la 
casación239. Vale precisar que las vías directa e indirecta “…son diferentes y no 
pueden ser objeto de mezclas en las que se expongan sin restricciones aspectos de 
ambas para fundamentar determinado reproche”, pues en la primera se reprocha el 
juicio jurídico sin apartarse de la apreciación probatoria del juzgador y, en la segunda, 
se reprocha la motivación fáctica de la sentencia240. 
 
 El casacionista denuncia la violación indirecta de norma sustancial (a consecuencia 
de error de hecho) con alguna de las siguientes fallas: i) la norma  no es de derecho 
sustancial241; ii) la norma es de derecho sustancial, pero no es aplicable al asunto 
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debatido; iii) la norma sustancial no fue mencionada por el juez de segunda instancia; 
iv) la norma sustancial no constituye fundamento jurídico de la decisión cuestionada; 
v) la norma sustancial fue correctamente aplicada242. Para la Sala Civil, la denuncia 
de violación indirecta de norma sustancial resulta infructuosa si no se demuestra de 
qué manera el juzgador quebrantó la norma en su decisión, pues no basta su mera 
enunciación243. 
 
 El recurrente omite atacar uno, algunos o todos los fundamentos fácticos 
determinantes de la decisión; o cuestiona fragmentos de ellos, con lo cual resulta 
incompleto el alegato. Si esto ocurre, no prospera el cargo por deficiencias de la 
denuncia, pues en casación es posible mantener incólume la sentencia con un solo 
fundamento probatorio que tenga la fuerza suficiente para ello, siempre que los 
fundamentos jurídicos y procesales se mantengan intactos en casación244. Cuando se 
deja de controvertir un fundamento probatorio determinante en la decisión, la Sala 
Civil entiende que el casacionista acepta la forma en que el Tribunal apreció la 
prueba245.   
 
 El recurrente se aparta del texto de la sentencia de segunda instancia con cargos que 
nada tienen que ver con sus fundamentos fácticos, es decir, los cuestionamientos se 
formulan por fuera de las consideraciones y argumentos expuestos por el Tribunal en 
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la decisión. Se configura, por tanto, un desenfoque total de la acusación, dejándola 
indemne frente a los pretendidos reproches246.  
 
 En la formulación del cargo por error de hecho en apreciación probatoria, se hace 
referencia genérica al conjunto de pruebas, sin identificar las pruebas e individualizar  
los desaciertos en cada una de ellas247. Cuando se trata de error de hecho en la 
apreciación de la demanda (o en la contestación de la misma), también se deben 
identificar los apartes sobre los cuales recae la equivocación del Tribunal.   
 
 El recurrente no explica en qué consiste el desacierto, o no logra demostrar la 
evidencia del error de hecho sea por preterición, suposición o distorsión del contenido 
de las pruebas que han sido determinantes para la decisión248. Si demuestra un error 
de apreciación en una prueba que no es importante en la decisión,  el cargo tampoco 
prospera porque se exige su trascendencia en la parte resolutiva de la sentencia249. 
 
 Si el recurrente reprocha que el juzgador haya acogido uno de los grupos de pruebas 
a favor de una de las partes, desestimando el conjunto probatorio restante, tampoco 
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prospera el cargo, pues la Sala Civil sostiene que en estos casos no se incurre en 
ninguna modalidad de error de hecho, dado que “...„si un hecho admite una o más 
interpretaciones que no pugnan con la evidencia, la circunstancia de que el Tribunal 
elija la que en el sentir del recurrente y aún en el de la Corte, no sea la más atendible, 
no sería constitutiva de error evidente pues el requisito de la evidencia excluye toda 
argumentación que se fundase en las probabilidades y no en la certidumbre‟ (CXLII, 
pag. 245 y CXXVI, pag. 136)” (Cas. Civ., sentencia de 16 de diciembre de 2004, 
expediente No. 7281…)”250. Tampoco se incurre en error de derecho por ausencia de 
valoración conjunta de pruebas, si el juzgador al acoger el grupo de pruebas que le 
ofrezcan mayor credibilidad no expone la ponderación respecto al conjunto 
desestimado.   
 
 La acusación corresponde más a un alegato de instancia que a la sustentación del 
recurso de casación, con el cual pretende hacer valer su propia interpretación del 
conjunto probatorio que, distante de la valoración del Tribunal, no logra desvirtuar los 
argumentos fácticos de la sentencia por razones como las siguientes: i) las dos 
interpretaciones son plausibles y razonables dentro de las reglas de la sana crítica, 
siendo aceptable la acogida por el juez, quien actúa dentro de su discreta autonomía 
para decidir, con presunción de acierto y de legalidad; ii) el único análisis probatorio 
lógico y razonable es el expuesto por el Tribunal y por lo mismo, la sustentación del 
casacionista resulta un desatino frente a las pruebas que obran en el expediente, en 
relación con el fallo que pretende derrumbar251. 
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Sobre este último punto se destaca un apartado de un fallo de casación en el que se 
recoge el entendimiento que tiene de tiempo atrás la Sala Civil en cuanto a la 
sustentación de un cargo por error fáctico: 
     […] la causal primera de casación en este aspecto particular de su segunda 
fase, regulada por el inciso segundo del num. 1° del art. 368 del C. de P.C., es 
estrecha y no puede convertirse en un escenario en el que tengan cabida 
deducciones personales más o menos lógicas, razonamientos interpretativos, 
analogías o hipótesis de las partes;… el discreto ejercicio de los poderes del juez 
en el examen de la prueba ha de prevalecer y, por consiguiente cualquier ensayo 
crítico en este plano, que aun cuando bien elaborado y persuasivo se separe en 
sus conclusiones de las que, desde el punto de vista probatorio, inspiraron la 
propia certeza declarada por la autoridad judicial falladora, como cosa que quizá 
podría revestir importancia en las instancias, sin embargo no alcanza a integrar 
censura eficaz en orden a lograr la casación y, como suele decirse, el eventual 
desacierto se derrite en el fallo sin posible corrección, conclusión esta última a la 
que se arriba considerando que por esta vía, esa modalidad excepcional de 
anulación únicamente puede estribar en la absoluta certeza…” 252 
 
4.3 Modalidades del error de hecho 
La diferenciación de las modalidades del error de hecho en casación civil corresponde al 
desarrollo jurisprudencial porque el legislador previó el yerro fáctico de modo genérico. 
Como se indicó en las pautas generales para la formulación de cargos por error de 
hecho, la Sala Civil examina si en la demanda de casación se precisa el tipo de yerro en 
el cual incurrió el juzgador de segunda instancia. En tal sentido, la Sala ha señalado que 
el error de hecho se puede presentar de diversas formas o modalidades denominadas 
preterición y suposición, sin perjuicio de que en algunas sentencias se señala la 
distorsión o alteración del contenido de la prueba, como modalidad independiente. Por tal 
razón, aquí se presentan las tres modalidades.   
 
4.3.1 Preterición 
El error de hecho por preterición se presenta cuando el juez omite apreciar una o varias 
pruebas aducidas válidamente al expediente. En la jurisprudencia que no reconoce la 
distorsión del contenido de la prueba como modalidad independiente, la preterición 
                                               
 
252
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia SC-084 del 27 de agosto de 
2008, expediente N° 11001-3103-022-1997-14171-01. M. P. William Namén Vargas. 
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puede comprender la omisión total de la prueba o una parte de su contenido; si se trata 
de preterición parcial este tipo de yerro se ha denominado jurisprudencialmente  
cercenamiento253 porque refiere un recorte o mutilación del contenido de la prueba,  
restringiendo su sentido o alcance, lo cual equivale a pretermitir la apreciación de la 
prueba del hecho que ella demuestra en la parte cercenada (Murcia 2005: 386). Para que 
pueda configurarse el yerro fáctico por preterición, la prueba debe ser determinante, pues 
la omisión total o el cercenamiento debe corresponder a una parte fundamental de la 
motivación fáctica de la sentencia, bajo cuya consideración se pueda concluir que la 
decisión es equivocada o incorrecta.  
 
La demostración de este tipo de error depende de que en la sustentación del cargo se 
haga referencia explícita a la constatación de la existencia física de la prueba en el 
expediente (sobre la base de su validez jurídica), o de la parte que ha sido omitida y que 
se contraste con la motivación fáctica de la sentencia de segunda instancia en la cual no 
debe haber referencia alguna con respecto a lo que se reprocha como preterido. La Sala 
sostiene que “…La preterición de una prueba es cuestión remitida a su verificación 
objetiva, contraponiendo la sentencia con la probanza omitida, en cuanto, el juzgador 
prescinde de su existencia y nada dice respecto de ésta en su decisión…”254. En la 
sustentación también debe ser incluida la corrección que implica la valoración de la 
prueba omitida o de la pieza –segmento o totalidad- de la demanda o de su contestación, 
de manera que quede demostrada su trascendencia en la decisión. 
 
4.3.2 Suposición 
Se incurre en error de hecho por suposición cuando el juez da por existente una prueba 
que no obra dentro del expediente o da por probado un hecho sin soporte probatorio. 
Para quienes no reconocen la alteración del contenido de la prueba como modalidad 
independiente, la suposición también se presenta cuando el juzgador adiciona algún 
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prueba en el área penal está referida a la totalidad de la misma (falso juicio de existencia), 
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aspecto determinante en la motivación fáctica, como si hiciera parte del contenido de una 
prueba. Para Murcia Ballén la suposición por adición significa suponer la prueba del 
hecho equivocadamente añadido (2005: 386). La suposición de prueba tiene que cumplir 
con el requisito de trascendencia, es decir, que este tipo de error en la motivación fáctica 
debió incidir en la decisión de segunda instancia, de tal manera que al eliminarla es 
necesario cambiar la motivación y el sentido de la parte resolutiva de la sentencia.   
 
La demostración de una suposición consistirá entonces en que, en la sustentación del 
cargo, se indique expresamente el apartado de la motivación de la sentencia de segunda 
instancia en el cual se afirma la existencia de una prueba ausente o, las circunstancias 
fácticas supuestas por el juzgador, en el sentido de haber dado por probado hechos sin 
contar con el respectivo soporte probatorio para ello255. De igual forma debe plantearse la 
corrección del error, precisando el sentido en el cual se debe cambiar la motivación 
fáctica y la parte resolutiva de la sentencia. 
 
4.3.3 Distorsión o alteración del contenido de la prueba 
Como ya se ha mencionado, en algunos pronunciamientos de la Sala Civil la distorsión o 
alteración del contenido de la prueba corresponde a un subtipo de preterición o de 
suposición de prueba cuando se presenta adición (suposición parcial) o cercenamiento 
(preterición parcial) de una prueba, según se ilustra a continuación: 
[…] el yerro de hecho…surge en la suposición o en la preterición de la 
prueba; incurrirá en lo primero el juzgador que halla un medio en verdad 
inexistente, así como aquel que distorsiona el que sí obra para darle un significado 
que no contiene, y lo pretermite cuando ignora del todo su presencia o lo cercena 
en parte, para, en esta última hipótesis, asignarle una significación contraria o 
diversa; este dislate “atañe a la prueba como elemento material del proceso, por 
creer el sentenciador que existe cuando falta, o que falta cuando existe, y debido a 
ella da por probado o no probado el hecho”(G. J., t. LXXVIII, pag.313) […]256   
 




 La suposición de prueba en materia penal corresponde a un subtipo de falso juicio de 
existencia en el cual se da por probado un hecho sin respaldo probatorio; pero cuando se trata de 
un agregado o de una adición con respecto a una prueba, en casación penal se trata de un falso 
juicio de identidad  por adición. 
256
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia del 15 de abril de 2009, 
expediente N° 08001-3103-005-1995-10351-01. M. P. Cesar Julio Valencia Copete (negrillas y 
subrayado fuera del texto original). 
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Sin embargo, en otras sentencias la Sala concibe la distorsión o alteración del contenido 
de la prueba como una modalidad del error de hecho diferente de la preterición y de la 
suposición, lo cual se puede apreciar en la siguiente cita jurisprudencial: 
[…] el error probatorio de hecho acaece cuando el Tribunal cree 
equivocadamente en la existencia o inexistencia de un medio probatorio en el proceso 
o cuando al existente le da una interpretación ostensiblemente contraria a su 
contenido real, es decir, cuando desacierta en la contemplación objetiva de la prueba, 
razón por la que se ha explicado que su estructuración sólo puede tener como causa 
determinante una cualquiera de estas hipótesis: a) cuando se da por existente en el 
proceso una prueba que en  él no existe realmente; b) cuando se omite analizar o 
apreciar la que en verdad si existe en los autos; y, c) cuando se valora la prueba que 
si existe, pero se altera sin embargo su contenido atribuyéndole una inteligencia 
contraria por entero a la real, bien sea por adición o por cercenamiento […] 257 
 
Al considerar la distorsión o alteración del contenido de la prueba como modalidad 
independiente del error de hecho, claramente la adición y el cercenamiento del 
contenido de una prueba quedan agrupados en ella, de tal manera que se parte de la 
existencia de la prueba pero el error se presenta en lo que el juzgador dice de la 
misma, es decir, con respecto a su contenido: “…la errónea apreciación del medio 
probativo, parte de la prueba e implica su consideración por el sentenciador con una 
inteligencia contraria a su entendimiento, ya haciéndola decir lo que no dice, ya 
desconociendo lo que indica según la coherente, razonable y libre persuasión”258. Con 
esta modalidad la tergiversación del contenido de la prueba puede derivarse de la 
totalidad de su texto o de una parte, siempre que sea relevante y haya sido 
determinante en la decisión.  
 
Teniendo en cuenta las anteriores precisiones, se incurre en error de hecho por  
distorsión o alteración del contenido de la prueba cuando se aprecia erróneamente el 
contenido de la prueba, dándole al medio un significado distinto o contrario al que éste 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia del 30 de julio de 2009, 
expediente N° 7614731030022000-00085-01, M. P. Arturo Solarte Rodríguez (subrayado fuera del 
texto original). Así mismo, puede consultarse la Sentencia SC-035 del 13 de mayo de 2008, 
expediente N° 11001-3103-006-1997-09327-01. M. P. Cesar Julio Valencia Copete: “[…] cuando 
el censor pretende establecer la existencia de irregularidades asociadas a la apreciación material 
de las pruebas, debe acreditar la configuración de errores de hecho que hayan tenido origen en la 
preterición de algún elemento demostrativo obrante en el expediente, o en la suposición de uno 
que realmente no milita en los autos, o en la alteración, distorsión o cercenamiento del contenido 
específico de alguna de las probanzas.” (subrayado fuera del texto original). 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia del 24 de febrero de 2009, 
expediente N° 11001-3103-020-2000-07586-01. M. P. William Namén Vargas. 
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indica (Murcia 2005: 389). En la sustentación del cargo por este tipo de error de hecho 
se debe contrastar expresamente el contenido de la prueba con el apartado de la 
motivación fáctica de la sentencia en el que fue distorsionado el medio probatorio. 
Además, debe indicar la forma en que se produjo la alteración del contenido, 
argumentando la trascendencia del error. Por último, se debe proponer la corrección 
de la motivación fáctica y de la decisión, de acuerdo con lo que corresponda al 
contenido fidedigno de la prueba. 
 
4.4 El error de derecho en contraste con el error de 
hecho 
 
Es frecuente que en las demandas de casación se confundan o entremezclen el error de 
derecho con el error de hecho en la sustentación de un cargo, por lo cual es necesario 
precisar las principales diferencias con respecto a uno y otro, sin entrar a estudiar de 
fondo este tipo de yerro. La Sala Civil explica grosso modo la diferencia entre error de 
hecho y de derecho como si se tratara de dos etapas sucesivas en la labor de 
apreciación probatoria cumplida por el juez; el error de hecho sería imputable a la 
primera etapa y el error de derecho a la segunda según se explica en la siguiente cita 
jurisprudencial: 
[…] Acerca de la violación de una norma sustancial como consecuencia de 
error de hecho o derecho, enseña la Corte que “la labor del juez en la valoración 
del acervo probatorio se cumple en dos etapas distintas aunque complementarias: 
en la primera realiza la contemplación objetiva o material de la prueba, 
tendiente a establecer su existencia en el proceso y el contenido mismo del medio 
probatorio, en tanto que en la segunda etapa y agotada la primera, el juzgador 
realiza el examen de esa prueba confrontándola con las normas que la regulan, 
para asignarle el mérito de convicción que corresponda, lo que equivale a la 
contemplación jurídica de la prueba. De allí se desprende que la equivocación 
del juez puede acontecer en la primera o en la segunda etapa, lo que da lugar a la 
comisión de errores de hecho o derecho, que lo llevan indirectamente a la violación 
de la ley sustancial, errores estos que son diferentes e inconfundibles entre sí” 
(casación civil de 2 de mayo de 2000, expediente 6291)”259.  
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia SC-108 del 5 de diciembre de 
2008, expediente N° 73001-3103-004-2004-00032-01. M. P. William Namén Vargas (Negrillas y 
subrayado fuera del texto original). 
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El error de derecho es la modalidad de violación indirecta de norma sustancial que se 
presenta por infracción de una o varias normas probatorias en cuanto regulen la 
admisión, práctica, eficacia o valoración de la prueba260. En el error de derecho se parte 
de la existencia y apreciación de la prueba por parte del juez, es decir, no se puede 
hablar de este tipo de error con respecto a una prueba que no obre en el expediente o 
que haya sido preterida por el juzgador como ocurre en el error de hecho. La Sala Civil 
dice que en el error de derecho se “…entiende que la prueba fue exacta y objetivamente 
apreciada pero que, al valorarla, el juzgador infringió las normas legales que reglamentan 
tanto su producción como su eficacia´ (Cas. Civ., sentencia de 19 de octubre de 2000, 
expediente 5442)”261. El error de derecho se describe como desacierto en la 
consideración jurídica de la prueba en lo que concierne a su valoración. 
 
Cuando se formula un cargo por error de derecho el recurrente debe indicar cuáles son 
las normas de carácter probatorio que se han infringido, explicando en qué consiste la 
infracción262, además de las normas de derecho sustancial que resulten transgredidas 
indirectamente con este tipo de yerro263. El error de derecho debe demostrarse en la 
formulación del cargo, pues también se aplica en casación civil el requisito de 
trascendencia, en el sentido de que es necesario que el vicio haya sido determinante en 
la parte resolutiva de la sentencia y que su corrección implique un replanteamiento de la 
decisión. La denuncia de errores de derecho en casación civil también exige que resulte 
comprometida la motivación fáctica de la decisión, es decir, se deben „combatir‟ los 
distintos fundamentos fácticos para que pueda prosperar el recurso.   
 
                                               
 
260
 Artículo 368, C. de P.C.: 
“Son causales de casación:  
1. Ser la sentencia violatoria de una norma de derecho sustancial.  
 
La violación de norma de derecho sustancial, puede ocurrir también como consecuencia de 
error de derecho por violación de una norma probatoria, o por error de hecho manifiesto en la 
apreciación de la demanda, de su contestación o de determinada prueba...” (subrayado fuera 
del texto original) 
 
261
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia del 3 de febrero de 2009, 
expediente N° 11001310302003-00282-01. M. P. Ruth Marina Díaz Rueda; Sentencia del 23 de 
abril de 2009, expediente N° 11001-31-03-011-2002-00607-01. M. P. Cesar Julio Valencia Copete. 
 
262
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Auto del 19 de enero de 2009, expediente 
N° 11001-3103-004-2002-00192-01. M. P. William Namén Vargas. 
 
263
 Artículo 374, numeral 3°, C. de P.C. 
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De acuerdo con el desarrollo jurisprudencial de la Sala Civil, el error de derecho se puede 
presentar de diversas formas sin que se diferencien modalidades como en el error de 
hecho pues, según lo expuesto, se deriva de la transgresión de normas probatorias y no 
de la „contemplación‟ de la prueba. La siguiente cita jurisprudencial resulta ilustrativa para 
la comprensión de las particularidades de este tipo de error y, al mismo tiempo, útil para 
la sustentación y análisis de cargos en los cuales se denuncia infracción de normas 
probatorias: 
[…] el error de derecho, esto es, la equivocada contemplación jurídica de la 
prueba, tiene lugar cuando el juez interpreta erradamente las normas que regulan su 
producción o eficacia, o su evaluación. De manera que su ocurrencia, tal cual se ha 
indicado, por lo general puede tener lugar en uno cualquiera de estos eventos:  
a) cuando se aprecia un medio que fue aducido sin la observancia de los requisitos 
necesarios para su producción, es decir, cuando se infringe el principio de 
legalidad;  
b) cuando no se evalúa el medio de convicción allegado por estimar erradamente 
que fue obtenido en forma ilegal;  
c) cuando a la prueba se le confiere un valor persuasivo prohibido en la ley; 
d) cuando se le niega el mérito probatorio a pesar de la ley otorgarle esa virtud;  
e) cuando se valora siendo una prueba inconducente; y,  
f) cuando se exige para probar determinado hecho o acto una prueba especial que 
la ley no requiere para ese efecto.”  
(Sentencia 034 de 10 de agosto de 1999) […]264 
 
En casación civil el error de derecho comprende todos los vicios que conllevan la 
transgresión de normas probatorias relativas a la producción, conducencia, eficacia y 
valoración de los medios probatorios265. Sin embargo, como no se tiene el propósito de 
hacer una revisión detallada de las normas probatorias ni de las distintas posibilidades de 
transgresión por vía del error de derecho, atendiendo el tema central del presente estudio 
se destacará únicamente lo relativo a la „valoración del conjunto probatorio‟. Con 
respecto a este asunto la Sala Civil explica su importancia de la siguiente forma: 
[…] tal como lo ha expresado esta Corporación, “…en todos los juicios la 
convicción del fallador abreva, no tanto del examen fraccionado del acopio 
probatorio, como del que es realizado entrelazando unos y otros elementos de 
prueba; así que bien puede suceder, y de hecho se presenta a menudo, que las 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil.  Sentencia del 30 de julio de 2009, 
expediente N° 7614731030022000-00085-01. M. P. Arturo Solarte Rodríguez.  
 
265
 En el Código de Procedimiento Civil las normas relativas al régimen probatorio están previstas 
en la sección tercera, título XIII, artículos 174 a 301. 
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distintas probanzas que individualmente no persuaden al juez, adquieren 
destacada importancia probatoria cuando se las articula, y dejan entonces de ser 
una rueda suelta dentro del plenario para integrarse a la estimatoria demostrativa; 
de este modo, de su exiguo valor que otrora tenían pasan a ser notoriamente 
importantes, decisivas y determinantes. Dialéctica a la que no podía ser ajeno el 
legislador, y de ahí que previera en el artículo 187 del Código de Procedimiento 
Civil que „las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto‟ […] (casación 10 de 
mayo de 1994 - CCXXVIII, II,  1994,  página 1153) […]266  
  
La Sala Civil ha precisado que la „valoración conjunta de las pruebas‟267 es una regla de 
apreciación probatoria cuya infracción corresponde a un error de derecho y no de hecho, 
como se observa en la siguiente cita jurisprudencial: 
[…] cuando se acusa la infracción de las reglas de apreciación probatoria 
contenidas en el artículo 187 del Código de Procedimiento Civil, no puede haber 
reproche acerca de la constatación material de las pruebas, tampoco respecto de 
su contenido objetivo, porque si en ese campo se prescinde de las conclusiones del 
Tribunal, se caería, al decir de la Corte, en un “terreno rigurosamente fáctico”268. De 
ahí que la citada regla de valoración „presupone la contemplación objetiva de los 
distintos medios probatorios pero efectuada de una manera aislada, sin ilación o 
coherencia precedida como debe ser de un análisis eminentemente lógico y 
científico‟269 […]270 
   
En otra sentencia la Sala hizo énfasis en señalar que el artículo 187 del C.P.C. es una 
norma probatoria y no de derecho sustancial, como se había planteado incorrectamente 
en un cargo: 
[…] Del texto del…artículo 187 emerge con nitidez que en él se establece una 
regla de valoración probatoria concerniente con la apreciación en conjunto de los 
elementos de convicción y con sujeción a la sana crítica, en cuanto prevé que “las 
pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana 
crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la 
existencia o validez de ciertos actos.  El juez expondrá siempre razonadamente el 
mérito que le asigne a cada prueba”.  Conforme puede apreciarse, en esa 
disposición no se avizora la creación, modificación o extinción de un derecho 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Auto del 19 de enero de 2009, expediente 
N° 11001-3103-004-2002-00192-01. M. P. William Namén Vargas. 
 
267
  Artículo 187, C. de P.C. Apreciación de las Pruebas. 
 
268
 [Sentencia de 4 de marzo de 1991, CCVIII-151.] Nota de pie de página en la sentencia citada. 
 
269
 [Sentencia 047 de 28 de abril de 1995, expediente 4174, reiterada en sentencia 084 de 24 de 
agosto de 2004, expediente 7091.] Nota de pie de página en la sentencia citada. 
 
270
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia del 5 de junio de 2009, 
expediente N° C-0500131100062004-00205-01. M. P. Jaime Alberto Arrubla Paucar. 
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subjetivo o de una potestad, pues simplemente, como se dijo, refiere el análisis que 
en conjunto debe hacerse de los medios persuasivos […]271 
 
En el mismo pronunciamiento, la Sala Civil explicó las implicaciones de confundir o 
entremezclar el error de derecho con el error de hecho en cuanto a la valoración conjunta 
de las pruebas, en los siguientes términos: 
[…] cuando de la falta de valoración conjunta de las pruebas se trata (art. 187 
C. P. C.),  esta Corporación ha habilitado su denuncia como un error de derecho; 
empero, tal eventualidad tiene un  condicionamiento  inconfundible, consistente en  
que  las pruebas adosadas al expediente, ciertamente,  debieron ser apreciadas o 
valoradas por el juzgador, aunque de manera aislada, sin conexidad alguna; pero, 
cuando, como en el caso presente, se acusa al Tribunal de  pretermitir algún medio 
persuasivo, cuando se le recrimina de pasar  por alto  los elementos adosados al 
expediente, no gesta, con tal proceder, una equivocación de derecho sino de 
hecho, consistente, precisamente, en desconocer la existencia física de algún 
medio probatorio, o, como igualmente se le enrostra al juzgador, por escrutar 
erradamente su contenido material… 
…la falta o errada apreciación de los elementos de convicción, no deviene 
similar a la valoración insular, incompleta o fraccionada,  por cuanto que  la primera 
hipótesis comporta  una preterición o, según el caso, la tergiversación, de las 
pruebas adosadas al expediente, mientras que  la segunda eventualidad, es decir, 
su valoración aislada, implica advertir o reparar en las pruebas; siendo las cosas 
así, como en efecto lo son, en el primero de esos supuestos,  se debe encauzar el 
ataque, aunque por vía similar, esto es, la indirecta, pero denunciando errores de 
hecho y no de derecho como fue desarrollada la acusación […]272  
 
En cuanto a la demostración del error de derecho por transgresión a la regla de 
valoración conjunta de pruebas en la sentencia de segunda instancia, se destaca un 
pronunciamiento de la Sala Civil en el cual se indica al recurrente la forma adecuada de 
sustentar el correspondiente cargo: 
[…] cuando no…[se] aprecia en conjunto, como lo manda el artículo 187 
ibídem, en cuyo caso es imperativo, además de individualizar los medios de prueba 
no estimados, indicar los apartes de cada una de ellas que evidencien y muestren 
la falta de integración, debiendo los recurrentes singularizar las pruebas e 
interrelacionarlas de modo que de su conjunto aflore el sentido ignorado y que era 
trascendental en el fallo, sin descuidar que el ataque no derive hacia el aspecto de 
la objetividad de la prueba, esto es, achacándole al Tribunal falta de apreciación, 
suposición o tergiversación de su evidente sentido, como ocurre en el presente 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia SC-119 del 16 de diciembre de 
2008, expediente N° 66170 3103 001 2001 00319 01. M. P. Pedro Octavio Munar Cadena. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia SC-055 del 24 de junio de 2008, 
expediente N° 11001 3103 038 2000 01141 01. M. P. Pedro Octavio Munar Cadena. 
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caso, al conjuntar los errores de hecho y derecho, restándole con ello aptitud formal 
al cargo[…]273 
 
Con lo expuesto queda claro que, en casación civil, la valoración conjunta de las pruebas 
corresponde a una prescripción de un deber del juzgador, previsto en una norma de 
carácter probatorio (artículo 187 del C.P.C.), cuya transgresión corresponde a un error de 
derecho y no a un error de hecho. Es decir, en casación civil la valoración conjunta de las 
pruebas hace parte de la contemplación jurídica que efectúa el juzgador, cuyo resultado 
se expresa en la motivación fáctica de la sentencia.   
 
En cuanto al segundo inciso del artículo 187 del C.P.C. en el cual se prescribe “…El juez 
expondrá siempre razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba.”, en las 
sentencias examinadas no se encontró ninguna alusión explícita e independiente sobre el 
control en sede de casación como regla de carácter probatorio (al margen de la 
valoración conjunta de pruebas) ni con respecto al razonamiento justificativo del mérito 
asignado a cada prueba por el juez en la motivación fáctica de la sentencia. 
Retomando el aspecto relativo a las dificultades que se presentan al diferenciar el error 
de derecho del error de hecho, en el conjunto de sentencias examinadas se hizo evidente 
la frecuencia de fracaso en la formulación de cargos relativos a la valoración de la prueba 
pericial y de los indicios, por cuanto se suele denunciar como error de derecho 
(transgresión de normas probatorias) desaciertos considerados por la Sala Civil como 
error de hecho.  
 
En relación con la apreciación de la prueba pericial274 la Sala Civil de la Corte señaló que: 
      […] En punto de la apreciación de la prueba pericial resulta oportuno acotar que 
si bien es cierto que el juzgador goza de una discreta autonomía para valorarla, 
también los es que  en esa tarea debe atender la firmeza, precisión y la calidad de 
sus fundamentos, al igual que reparar en la competencia del perito y en los demás 
medios probatorios que obren en el proceso  (Art.241 del C. de P. C.).  
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia SC-108 del 5 de diciembre de 
2008, expediente N° 73001-3103-004-2004-00032-01. M. P. William Namén Vargas 
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  Artículo 241, C. de P.C. Apreciación del dictamen pericial: 
“Al apreciar el dictamen se tendrá en cuenta la firmeza, precisión y calidad de sus fundamentos, 
la competencia de los peritos y los demás elementos probatorios que obren en el proceso.  
Si se hubiere practicado un segundo dictamen, éste no sustituirá al primero pero se estimará 
conjuntamente con él, excepto cuando prospere objeción por error grave”.  
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     La experticia estará debidamente fundamentada, en la medida en que aparezca 
que se analizaron los puntos sometidos a su estudio, de la mano de las evidencias 
que obran en el plenario, de las reglas técnicas, científicas o artísticas aplicables al 
caso, como a las propias de la experiencia especializada del perito. Es decir, que 
sus conclusiones deben estar soportadas no sólo en sus conocimientos, sino, de 
ser el caso, en los supuestos fácticos establecidos en el proceso por cualquier otro 
elemento de persuasión.  
     De ahí que el sentenciador no esté obligado a acoger ciegamente el peritaje, 
inclusive cuando no ha sido objetado, pues esa prueba, como todas las demás, 
debe ponderarse en conjunto con las otras recaudadas y de acuerdo a las reglas 
de la sana crítica, tarea que le impone reparar en la precisión, firmeza y calidad de 
sus fundamentos, como tantas veces se ha dicho […]275 
 
En otra sentencia de casación, la Sala Civil precisó que el juez incurre en error de hecho 
y no de derecho cuando se equivoca en la apreciación del dictamen pericial acogido 
como soporte probatorio en la decisión, en los siguientes casos: 
     […] el juzgador puede incurrir en error de hecho cuando “pretermite el estudio 
del legalmente aducido, o … supone el que no existe, o … reduce o adiciona el 
contenido objetivo de la experticia, o… desacierta al calificar la precisión, 
fundamentación o concordancia de dicho medio probatorio, pues pese a ser una 
norma de derecho probatorio la que fija las pautas para que el fallador cumpla esta 
ultima labor (artículo 241 del Código de Procedimiento Civil), lo que finalmente se 
estaría alterando con tal equivocación sería el contenido objetivo de la prueba” 
(sentencia 184 de 24 de septiembre de 2001, exp.#5876)[…]276 
 
De acuerdo con la cita jurisprudencial destacada, la labor del juez al „calificar la precisión, 
fundamentación o concordancia‟ de un dictamen pericial corresponde al ámbito de la 
„contemplación material de la prueba‟ y no de su contemplación jurídica (o valoración), 
razón por la cual los desaciertos que se identifiquen en la misma corresponden a error de 
hecho y no a error de derecho.   
 
De otra parte, respecto de los indicios se reconoce una amplia autonomía en la actividad 
intelectual del juez, salvo la exigencia de que el hecho indicador esté debidamente 
probado, que exista una conexión lógica directa con la inferencia, además de que  “haya 
pluralidad, gravedad, precisión y correspondencia, de tal manera que tanto dentro del 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia SC-095-2008 del 14 de 




 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia SC-083-2008 del 25 de agosto 
de 2008, expediente N° 11001-31-03-019-1999-01056-01. M. P. Cesar Julio Valencia Copete (se 
subraya). 
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proceso como frente a los demás elementos de convicción que en él obren, se configure 
un conjunto indiciario coherente según las reglas de la sana crítica” (Cas. Civ., sentencia 
de 28 de agosto de 2001, expediente No. 6673; se subraya)”277. Sin embargo, en lo que 
concierne a su apreciación, la Sala Civil sostuvo:  
     […] pese a que la apreciación de los indicios es cuestión que queda bajo el 
poder discrecional del fallador de instancia, de donde por regla general el debate 
sobre su mérito queda clausurado de manera definitiva en las instancias, en cuanto 
se refiere a la objetividad misma de la prueba por vía de casación es posible 
echarla a pique si se demuestra que tal ponderación engendra un evidente error de 
hecho, ya sea porque contradice manifiestamente los dictados de la lógica ora 
porque ignore el cumplimiento de leyes elementales de la naturaleza. Es doctrina 
reiterada de la Corporación “que la apreciación de las cualidades de gravedad, 
precisión y conexión que esos indicios guarden entre sí con el hecho que se 
pretende comprobar, corresponde de modo exclusivo a la conciencia y 
discernimiento del sentenciador de mérito, quien es por lo tanto el llamado a 
asignarle a tal prueba el valor demostrativo que su convicción íntima le inspire y sin 
que su juicio pueda ser variado en casación, salvo en los casos excepcionales y 
raros en que esa inferencia raye en lo absurdo por ser contraria el sentido común o 
a los fenómenos naturales, o por ser el resultado de un error manifiesto de 
hecho…”(G. J., t. CVI, pag.123)”278. 
 
Como se puede ver en la cita jurisprudencial destacada, en cuanto a la labor que cumple 
el juez en la „apreciación de las cualidades de gravedad, precisión y conexión que esos 
indicios guarden entre sí con el hecho que se pretende comprobar‟ puede incurrir en error 
de hecho y no en error de derecho. 
 
Los pronunciamientos resaltados constituyen ejemplos importantes respecto de las 
diferencias de criterio de la Sala Civil de la Corte para la denuncia de error de hecho  o 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil.  Sentencia del 2 de febrero de 2009, 
expediente N° 11001-3103-010-1995-11220-01. M. P. Arturo Solarte Rodríguez; en similar 
sentido, Sentencia SC-014 del 14 de marzo de 2008, expediente N° C-1100131030272001-00601-
01. M. P. Jaime Alberto Arrubla Paucar. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia SC-083 del 25 de agosto de 






5. El error de hecho en casación laboral. 
Caracterización 
En la jurisdicción laboral el sentido de la sentencia con la cual se culmina el proceso se 
debe anunciar en audiencia de juzgamiento279, sin que esta particularidad exima al juez 
de exponer la correspondiente motivación con la cual justifica su decisión; de igual 
manera, el estatuto procesal dispone que el recurso de apelación debe ser resuelto de 
forma oral en audiencia pública280. Sin embargo, las sentencias de instancia se profieren 
por escrito, lo cual significa que el „reexamen‟ del juicio en apelación y el control de 
legalidad en el juicio de casación se efectúan sobre decisiones escritas, no orales, como 
también ocurre en el sistema acusatorio penal.  
 
En el campo laboral “…son admisibles todos los medios de prueba establecidos en la ley, 
pero la prueba pericial sólo tendrá lugar cuando el Juez estime que debe designar un 
perito que lo asesore en los asuntos que requieran conocimientos especiales”281. Al 
mismo tiempo, en el proceso laboral rigen los principios de inmediación282, oralidad y 
publicidad283, siendo aplicables las normas del Código de Procedimiento Civil cuando no 
                                               
 
279
   Artículos 42 y 46, Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (en adelante C.P. del 
T.). 




   Artículo 82, C.P. del T. 
 
281
    Artículo 51, C.P. del T. 
 
282
   Artículo 52, C.P. del T.: 
 
“Presencia del juez en la práctica de las pruebas. El juez practicará personalmente todas las 
pruebas. Cuando le fuere imposible hacerlo por razón del lugar, comisionará a otro juez para 
que las practique”. 
(El texto normativo citado corresponde a la modificación introducida por el artículo 23 de la Ley 
712 de 2001). 
 
283
 Artículo 42, C.P. del T. 
 
118 El error de hecho 
 
existan disposiciones especiales en el estatuto procesal284. En el marco de los principios 
mencionados, la libre formación del convencimiento del juez laboral en la actividad 
probatoria tan sólo encuentra como excepciones las exigencias legales de solemnidades 
ad substantiam actus, porque en ese evento no se puede admitir otro medio de prueba 
para probar un hecho285. Con respecto a las pruebas, la Sala Laboral de la Corte señala 
lo siguiente:  
     […] Cuando se habla de prueba se alude, naturalmente, a un medio de 
convicción que, en principio, debe ser solicitado como tal por la parte interesada y 
decretado así por el juez, o decretado por éste de conformidad con sus facultades 
oficiosas. En ambos casos, el elemento que se pretenda valer como prueba debe 
estar debidamente decretado e incorporado al expediente […]286 
 
El Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social señala que, al proferir sentencia, 
el juez laboral debe analizar todas las pruebas oportunamente allegadas al proceso287, 
orientado por “…los principios científicos que informan la crítica de la prueba y 
atendiendo a las circunstancias relevantes del pleito y a la conducta procesal observada 
por las partes…”, aspectos a partir de los cuales se forma libremente su convencimiento; 
es decir, el juez debe indicar en la motivación “los hechos y circunstancias que causaron 
su convencimiento” 288.  
 
En Sentencia C-140 de 1995 la Corte Constitucional señaló que, en un proceso laboral, 
las partes intervinientes no se encuentran en un plano de igualdad, razón por la cual las 
reglas de cada juicio deben estar orientadas a garantizar a los trabajadores las mismas 
condiciones de posibilidad de defensa de los empleadores, dado que los primeros 
carecen de capacidad económica suficiente para acceder a ella. Para la Corte tal 
desnivel se supera con la aplicación de los principios de oralidad, publicidad e 
inmediación que determinan y explican las particularidades del proceso laboral y del 
régimen de apreciación probatoria. Dichas particularidades también inciden en el 
principio de libre formación del convencimiento con respecto a la valoración de pruebas 
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 Artículo 145, C.P. del T. 
 
285
   Artículo 61, C.P. del T. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 10 de junio de 2009, 
radicación N° 35989. M.P. Luis Javier Osorio López. 
 
287
   Artículo 60, C.P. del T. 
 
288
   Artículo 61, C.P. del T. 
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porque refuerza la autonomía del juzgador de instancia y la presunción de acierto y 
legalidad de la decisión judicial. El artículo 61 del C.P. del T. que consagra tal principio es 
destacado en el mencionado pronunciamiento como un aporte muy importante en la 
administración de justicia, considerando que el estatuto procesal laboral fue expedido en 
el año 1948, mientras que en el año en el cual se profiere la mencionada sentencia 
(1995), no se había implementado el sistema oral en la jurisdicción penal. Tal postura se 
puede apreciar en la siguiente cita:  
      […] se presentó una verdadera innovación en materia procesal…Se trata, pues, 
de una facultad que el legislador otorgó al encargado de administrar justicia para 
que él funde su decisión en el análisis personal o subjetivo de los elementos 
probatorios allegados o practicados dentro del proceso, lo cual significa, 
necesariamente, que el juez de instancia se encuentra en la plena libertad de 
asignar diversos valores jurídicos a esas pruebas, según su apreciación, su 
convencimiento, su criterio y su raciocinio jurídico. No sobra agregar que la 
legislación procedimental civil adoptó un criterio similar, al introducir en el año de 
1970 la apreciación de las pruebas de conformidad con las “reglas de la sana 
crítica”. Sin embargo, la participación directa del juez, el contacto permanente con 
el proceso y la evaluación personal de las pruebas por él mismo practicadas, 
constituyen las bases esenciales del proceso laboral y, por lo mismo, su gran 
diferencia con otros procedimientos contemplados en el ordenamiento jurídico 
colombiano […]289 
 
5.1 Error de hecho en el régimen de casación laboral 
Aun contando con los principios de inmediación, oralidad, publicidad y de libre convicción 
en la apreciación probatoria del juez (destacados por la Corte Constitucional como 
fundamento de las particularidades del proceso laboral que lo diferenciaban de los 
procesos civil y penal) el legislador previó el error de hecho como causal de casación 
laboral290. Este tipo de desacierto también corresponde a una modalidad de violación 
indirecta de ley sustancial291  en la cual se discuten los hechos fijados judicialmente, 
mientras que en la violación directa de este tipo de normas el cuestionamiento es de 
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 Corte Constitucional, Sentencia C-140 de 1995. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.  
 
290
   Artículo 87, C.P. del T.  
(El texto normativo del artículo 87 del estatuto procesal laboral ha sido modificado por las 
siguientes normas: artículo 60 del Decreto 528 de 1964, artículo 23 de la Ley 16 de 1968 y 7° 
de la Ley 16 de 1969, las cuales se deben tener en cuenta para una interpretación armónica). 
 
291
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 17 de marzo de 2009, 
radicación N° 31484. M.P. Francisco Javier Ricaurte Gómez; Sentencia del 31 de marzo de 2009, 
radicación N° 32066. M.P. Francisco Javier Ricaurte Gómez. 
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carácter exclusivamente jurídico, lo cual supone una aceptación plena de la motivación 
fáctica de la decisión292.   
 
En el ámbito laboral se entiende por „norma sustancial‟ la disposición que „por su 
contenido crea, modifica o extingue derechos‟ aplicable a las relaciones laborales en 
general. En la jurisprudencia se hace énfasis en que su alcance debe ser nacional 
porque suelen confundirse este tipo de normas con reglamentaciones dirigidas a un 
sector específico o particular. De otra parte, en casación laboral las disposiciones 
constitucionales tan sólo se consideran normas sustanciales si de éstas se derivan 
derechos subjetivos laborales determinados pues, en principio, se estima que por sí solas 
no atribuyen derechos concretos en esta materia; bajo este criterio la Sala Laboral ha 
aceptado excepcionalmente la transgresión de normas constitucionales dentro de las 
cuales se pueden mencionar los artículos 13 (derecho a la igualdad), 48 (indexación) y 
53 (movilidad salarial y la condición más beneficiosa) ((Usme 2009: 223, 235). La anterior 
precisión es pertinente por cuanto el error de hecho conlleva la transgresión de normas 
sustanciales de manera indirecta, afectando el reconocimiento (o desconocimiento) de 
derechos laborales en la decisión judicial. 
 
En lo que se refiere a la apreciación de las pruebas en materia laboral el juez debe tener 
en cuenta el marco normativo previsto en el régimen procesal del trabajo293,  
complementado con las disposiciones que rigen la valoración de cada medio en el 
                                               
 
292
 A diferencia de la violación indirecta, en la violación directa de norma sustancial se discute tan 
sólo el fundamento jurídico de la sentencia de segunda instancia, dando por aceptado el aspecto 
fáctico definido por el juzgador. Así es que la Sala Laboral señala que en la formulación de cargos 
por la vía directa “…la cuestión debatida por el recurrente debe ser estrictamente jurídica, de 
suerte que los hechos del proceso están fuera de controversia, lo cual indica que se parte del 
supuesto de que el impugnante los acepta en la forma como fueron establecidos por el Tribunal…” 
Sentencia del 18 de mayo de 2009, radicación N° 32198. M.P. Gustavo José Gnecco Mendoza; 
en similar sentido, Sentencia del 28 de abril de 2009, radicación N° 33489. M.P. Gustavo José 
Gnecco Mendoza.  
    El ataque por la vía directa debe estar centrado en el análisis jurídico de un precepto 
determinado, de tal manera que se debe “…efectuar una comparación entre la comprensión que a 
la norma jurídica le dio el juzgador con el recto sentido que surge de su texto, para verificar que el 
entendimiento que se le otorgó es o no  correcto, y  dado el carácter dispositivo del recurso 
extraordinario, debe la Corte circunscribirse a las razones expresadas por el recurrente, sin que le 
sea dado suplir las falencias argumentativas…” Sentencia del 27 de mayo de 2009, radicación N° 
35435. M.P. Isaura Vargas Díaz.  
 
293
 Artículos 51 a 61, C.P. del T. 
 
El error de hecho en casación laboral. Caracterización  121 
     
Código de Procedimiento Civil294, en aplicación del artículo 145 del C.P. del T., por 
cuanto las reglas probatorias laborales son limitadas en comparación con el desarrollo 
contenido en el estatuto procedimiento civil. Cabe precisar que en el error de hecho no se 
discute la aplicación de normas probatorias sino la fijación judicial de los hechos, lo cual 
conlleva a la transgresión de normas de derecho sustancial.  
 
El error de hecho295 ha sido definido por la Sala Laboral “…como la percepción 
equivocada de la existencia o inexistencia de un hecho, esto es, el que se produce por 
equivocación sobre si una cosa ha sucedido o no ha sucedido”296. En casación laboral 
este tipo de vicio se deriva únicamente de desaciertos en la apreciación probatoria de 
documento auténtico297,  confesión judicial298 e inspección judicial299, medios probatorios 
que se denominan pruebas calificadas; es decir, en la disposición que prevé el error de 
hecho no se incluyen el testimonio, la prueba pericial y el indicio.  
  
                                               
 
294
 Como ya se había indicado en la sección dedicada a la caracterización del error de hecho en la 
casación civil, en el Código de Procedimiento Civil las normas relativas al régimen probatorio 
están previstas en la sección tercera, título XIII, artículos 174 a 301.   
 
295
 Artículo 7°, Ley 16 de 1969.  
(El artículo 7° de la ley 16 de 1969 modificó el artículo 23 de la ley 16 de 1968, norma en la cual 
se había restringido el error de hecho sobre documentos auténticos). 
 
296
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 9 de junio de 2009, 
radicación N° 36333. M.P. Isaura Vargas Díaz.  
 
297
 Artículos 251 y 252, entre otros, C. de P. C. (con modificaciones introducidas por el art. 26 de 
la Ley 794 de 2003 y art. 11 de la Ley 1395 de 2010); en armonía con el artículo 54A del C.P. del 
T. (modificado por el artículo 24 de la Ley 712 de 2001).  
 
Con respecto al documento auténtico, vale destacar la siguiente cita jurisprudencial: “…En materia 
laboral, en todos los procesos, salvo cuando se pretenda hacer valer como título ejecutivo, los 
documentos o sus reproducciones simples presentados por las partes con fines probatorios se 
reputaran auténticos, sin necesidad de autenticación ni presentación personal, todo ello sin 
perjuicio de lo dispuesto en relación con los documentos emanados de terceros, de conformidad 
con el parágrafo del artículo 54 A del C.P.L… 
     …es deber principal del juez, buscar la verdad en el trámite del proceso, y por ello es que no 
debe descartar ninguna de las pruebas debidamente decretadas y practicadas, valorando hasta 
los documentos rotos, raspados, parcialmente destruidos o con enmendaduras que no afecten la 
totalidad del contenido, tal como lo ordena el artículo 261 del C.P.C.  
     Por otra parte, los folios 74 a 76 son copias autenticadas por notario, previo cotejo con el 
original de acuerdo al sello y firma que lo respalda, documentos que de acuerdo al artículo 254 del 
C.P.C. tienen el mismo valor probatorio que el original…”  
Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 4 de agosto de 2009, 
radicación N° 35378. M.P. Eduardo López Villegas. 
 
298
 Artículos 194 y 195, entre otros, C de P. C. 
 
299
  Artículo 55, C.P. del T., en armonía con los artículos 244 a 247 del C. de P. C. 
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La Corte Constitucional mediante Sentencia C-140 de 1995 declaró exequible la aludida 
restricción, atendiendo la autonomía configurativa del legislador para determinar las 
formas de cada juicio, dentro de lo cual se incluye el régimen de casación. En el 
mencionado pronunciamiento la Corte sostuvo que no se había vulnerado el derecho a la 
igualdad al establecer diferencias en las causales de casación laboral con respecto a lo 
previsto en materias civil y penal, pues la Constitución no exige que la casación deba 
regirse por principios y procedimientos idénticos en los asuntos civiles, penales y 
laborales, ya que el legislador debe tener en cuenta la naturaleza y características de 
cada tipo de proceso; también adujo que en el proceso laboral se garantiza la segunda 
instancia a efectos de controvertir la apreciación de las pruebas y la decisión de primera 
instancia, con lo cual se garantiza el debido proceso. Contando con las particularidades 
del proceso laboral, en especial el principio de inmediación, el tribunal constitucional 
consideró que “…mal podría el juez de casación entrar a evaluar si el juez de instancia 
apreció correctamente o no un testimonio u otra prueba cuya relevancia no pueda ser 
definida objetivamente…” porque el juzgador que dirigió el proceso tuvo contacto directo 
y permanente con su desarrollo y evaluó “…en forma personal y autónoma cada una de 
las pruebas, asignándole a cada una de ellas su respectivo valor jurídico…”, en 
consecuencia, resultaba justificado que no fuera posible acusar en casación error de 
hecho en la apreciación de  los medios probatorios no contemplados en el artículo 7° de 
la Ley 16 de 1969. Dentro de los distintos argumentos con los cuales justifica la Corte 
Constitucional su decisión merece ser destacado el siguiente:   
     […] la decisión de restringir en casación el error de hecho para sólo tres medios 
probatorios (documento auténtico, confesión judicial e inspección judicial), 
responde a la imposibilidad del juez de casación de apreciar las consideraciones 
subjetivas y valorativas que tuvo el juez de instancia al ser, en virtud de lo 
ordenado por la ley, quien dirigió y practicó personalmente las pruebas a lo largo 
del litigio. Así las cosas, esa determinación garantiza también el derecho de 
defensa, pues hace que el juez de casación funde sus argumentaciones en hechos 
objetivos y no en meras especulaciones respecto de la forma de pensar, concluir, 
razonar o actuar de quienes administraron justicia en materia probatoria, tanto en 
primera como en segunda instancia… 
     …la decisión de restringir la posibilidad de demandar en casación laboral por 
error de hecho en la apreciación de las pruebas, se fundamenta -conviene 
reiterarlo- en la naturaleza misma del proceso laboral y en especial en la 
consagración de los principios de oralidad, inmediación y libre apreciación 
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probatoria en los juicios de trabajo, situación ésta que difiere sustancialmente de 
los asuntos esenciales y propios de los procesos civil y penal […]300 
 
Como se pudo apreciar en el aparte de la sentencia citada, la Corte Constitucional 
consideró acertada la restricción del error de hecho a los tres medios probatorios 
calificados (documento auténtico, confesión judicial e inspección judicial), basándose no 
sólo en la autonomía del legislador y en el derecho de defensa, sino en una concepción 
muy amplia del principio de libre formación de convencimiento del juez de primera 
instancia en la valoración probatoria sustentada en el principio de inmediación de la 
prueba. Con este criterio parecería estar dejando de lado o, por lo menos, en un segundo 
plano la obligación del juez de motivar la sentencia, en especial, con respecto a los 
medios no calificados justificando de este modo un control limitado en los juicios de 
apelación y de casación. Sin embargo, la Sala Laboral ha adoptado el criterio de 
extender en casación el control a la apreciación de los medios probatorios excluidos 
(pruebas no calificadas) si previamente se ha demostrado un yerro fáctico con respecto a 
alguna de las pruebas calificadas301. Por tanto, el control en casación hace necesario que 
en la motivación de la sentencia el juez exponga la valoración otorgada a las distintas 
pruebas consideradas sin excluir o restringir su análisis cuando se trate de pruebas no 
calificadas.  
 
En casación laboral la equivocación en la apreciación de una prueba implica errores 
respecto de la descripción de hechos declarados probados (o descartados) por el juez en 
la sentencia, es decir, el error tiene origen en la falta de apreciación o en la apreciación 
errónea de una prueba, cuya consecuencia corresponde „dar o no por probado un hecho‟, 
lo cual se expresa por medio del razonamiento probatorio (inferencias). Vale entonces 
destacar las siguientes citas doctrinales:   
     […] Para la Corte el defecto de valoración o la inapreciación de la prueba son el 
origen o la fuente del error de hecho, pero no pueden confundirse con él…” y 
“…Solamente cuando su contemplación resulte notoriamente contradictoria con la 
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   Corte Constitucional, Sentencia C-140 de 1995. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.  
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 10 de junio de 2009, 
radicación N° 35989. M.P. Luis Javier Osorio López. En similar sentido Sentencia del 18 de marzo 
de 2009, radicación N° 33875. M.P. Luis Javier Osorio López; Sentencia del 2 de junio de 2009, 
radicación N° 34759. M.P. Camilo Tarquino Gallego; Sentencia del 28 de julio de 2009, radicación 
N° 34798. M.P. Gustavo José Gnecco Mendoza. 
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veracidad de los supuestos fácticos, puede tener cabida la acusación, y si ofrece 
duda debe respetarse…” (Usme 2009: 280 y 281).   
 
     […] Ha dicho la jurisprudencia de la Corte que esta clase de error consiste en no 
dar por probado un hecho, estándolo, o tenerlo por establecido, sin que sea así, 
todo lo cual ocurre por la mala apreciación o la falta de apreciación de la prueba 
considerada en sí misma y no con relación a las normas que la reglamentan, lo 
cual debe conducir a la violación de la ley sustancial; pero el error debe ser 
manifiesto, evidente, ostensible... Esta causal de casación resulta entonces, de un 
proceso subjetivo del juzgador consistente en un equivocado razonamiento 
apreciativo de las pruebas que conduce a dar por establecido un hecho sin estarlo 
y al contrario […] (Pantoja 1993: 42). 
 
El error de hecho302 en casación laboral debe ser manifiesto, es decir, debe ser evidente 
en la sentencia de segunda instancia, el cual será demostrado por el recurrente 
indicando su trascendencia en la decisión. La Sala Laboral precisó lo siguiente en 
relación con el carácter „manifiesto‟ del  error de hecho: 
     […] cuando el ataque se endereza por la vía de los hechos no es cualquier 
desatino del juzgador el que da al traste con su proveído, sino únicamente aquél 
que tenga la connotación de “manifiesto”. Ese carácter surge frente a 
transgresiones fácticas patentes, provenientes de desaguisados en el examen de 
los elementos de juicio que conforman el haz probatorio, ya bien por haberlos 
apreciado equivocadamente, ora soslayado.  
     No basta que el recurrente dé explicaciones así sean razonables sobre los 
eventuales asertos erróneos del fallador o que se limite a enfrentar sus 
conclusiones con las de éste, sino que además de identificar y demostrar el 
desacierto de hecho ostensible debe acreditar, con base en el contenido de las 
pruebas, qué es lo que ellas en verdad acreditan y su incidencia en la equivocada 
resolución judicial […]303 
 
A efectos de la caracterización del error de hecho es importante mencionar que 
originalmente en el Código Procesal del Trabajo la finalidad de la casación laboral era 
                                               
 
302
  Artículo 7°, Ley 16 de 1969: 
 
“El artículo 23 de la Ley 16 de 1968 quedará así:  
 El error de hecho será motivo de casación laboral solamente cuando provenga de falta de 
apreciación o apreciación errónea de un documento auténtico, de una confesión judicial o de 
una inspección ocular; pero es necesario que se alegue por el recurrente sobre este punto, 
demostrando haberse incurrido en tal error y siempre que éste aparezca de manifiesto en los 
autos” (se subraya). 
 
303
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 27 de mayo de 2009, 
radicación N° 35435. M.P. Isaura Vargas Díaz. En similar sentido Sentencia del 31 de marzo de 
2009, radicación N° 34243. M.P. Luis Javier Osorio López; Sentencia del 14 de julio de 2009, 
radicación N° 34437. M.P. Isaura Vargas Díaz; Sentencia del 28 de mayo de 2009, radicación N° 
35577. M.P. Luis Javier Osorio López; Sentencia del 3 de junio de 2009, radicación N° 35593. 
M.P. Luis Javier Osorio López. 
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unificar la jurisprudencia nacional del trabajo304, pero jurisprudencialmente se aceptan el 
reconocimiento de derechos objetivos y la reparación de agravios ocasionados con la 
sentencia judicial impugnada como otros fines del recurso (Usme 2009: 101), los cuales 
explican, de algún modo, que se haya incluido la posibilidad de controlar en casación lo 
relativo a la motivación fáctica de la sentencia de segunda instancia con las limitaciones 
ya mencionadas.  
 
Ahora bien, la Sala Laboral  señala que “…para los efectos del recurso de casación se 
entiende por sentencia aquel pronunciamiento que pone fin al juicio laboral, ya sea 
resolviendo de fondo el objeto del litigio o inhibiéndose de hacerlo por razones de formas 
procesales…”305. Este pronunciamiento deja en evidencia que el recurso extraordinario 
no sólo procede contra sentencias definitivas, es decir, aquellas que hacen tránsito a 
cosa juzgada, sino también con respecto a las sentencias inhibitorias, es decir, aquellas 
en las cuales no se resuelven de fondo las pretensiones del demandante.  
 
De otra parte, la denuncia de errores de hecho procede contra sentencias de segunda 
instancia (definitivas o inhibitorias) proferidas por Tribunales Superiores de Distrito 
Judicial correspondientes a procesos ordinarios306 cuya cuantía corresponda a la 
determinada por el legislador. Es decir, quedan excluidos de casación los procesos 
ordinarios de única instancia y los procesos especiales307, aunque excepcionalmente es 
posible interponer el recurso de casación per saltum308 contra sentencias de primera 
instancia.    
 
En relación con la cuantía de los procesos ordinarios como criterio de procedencia del 
recurso, el artículo 43 de la Ley 712 de 2001 modificó el artículo 86 del C.P. del T. 309, al 
                                               
 
304
 En el texto original del artículo 86, C.P. del T. 
 
305
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Auto del 21 de abril de 2009, radicación 
N° 38304. M.P. Isaura Vargas Díaz  
 
306
 Artículo 59, Decreto-Ley 528 de 1964. 
 
307
 Procesos especiales: “controversias sobre fuero sindical; ejecución; suspensión, disolución, 
liquidación de sindicatos y cancelación del registro sindical, y la calificación de ilegalidad de un 
cese de actividades” (Usme 2009: 113).  
 
308
 Artículo 89, C.P. del T. 
 
309
  El artículo 86 del C.P. del T. ha tenido varias modificaciones, dentro de las cuales se destacan 
las má recientes. 
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prescribir que “…sólo serán susceptibles del recurso de casación los procesos cuya 
cuantía exceda de ciento veinte (120) veces el salario mínimo legal mensual vigente”310.  
 
La Corte Constitucional mediante Sentencia C-596 de 2000 declaró exequible la norma 
relativa a la cuantía como criterio restrictivo para la procedencia de la casación laboral311. 
Entre las distintas razones en las cuales sustentó su decisión, la Corte adujo que tal 
requisito no transgrede el principio de igualdad porque no está orientado a ser un 
mecanismo procesal para garantizar la igualdad entre las partes, los cuales tienen su 
razón de ser en las instancias pero no en casación porque este es un recurso 
excepcional, extraordinario y limitado; la cuantía es exigida tanto al trabajador como al 
empleador cuando se enfrentan en un litigio para acceder a la casación. Adicionalmente, 
el tribunal constitucional sostuvo que la protección del derecho al trabajo y el acceso a la 
justicia se logran en las instancias procesales, no en la casación, pues en dichos 
estadios los trabajadores pueden acudir para la defensa de sus derechos e intereses por 
medio de los recursos ordinarios; cuando el empleador acude a la casación es frecuente 
que este recurso se convierta en un obstáculo para que el trabajador pueda obtener el 
reconocimiento de sus derechos312.  
 
El interés jurídico para recurrir en la casación laboral depende del agravio o perjuicio 
sufrido por una o las dos partes con la sentencia de segunda instancia. El interés jurídico 
en laboral está sujeto a la cuantía cuya estimación se explica del siguiente modo:  
 
 Si se trata del actor, la cuantía corresponde a la diferencia entre lo pedido y lo 
concedido; cuando no apeló pero el Tribunal disminuyó las condenas que le eran 
                                               
 
310
 NOTA DE ACTUALIZACIÓN: El artículo 48 de la Ley 1395 de 2010 aumentó la cuantía mínima 
para la procedencia del recurso extraordinario de casación laboral a “…doscientos veinte (220) 
veces el salario mínimo legal mensual vigente” a partir de su vigencia; sin embargo, la Corte 
Constitucional declaró inexequible dicha norma mediante Sentencia C-372 del 12 de mayo de 




 En el momento en el cual se pronunció la Corte Constitucional la cuantía debía ser superior a 
cien (100) salarios mínimos legales vigentes (según lo establecido en el artículo 1° del Decreto 
719 de 1989 mediante el cual se había modificado el artículo 86 del Código Procesal del Trabajo y 
de la Seguridad Social). 
312
 Corte Constitucional, Sentencia C-596 del 24 de mayo de 2000. M.P. Antonio Barrera Carbonell.  
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favorables, la cuantía corresponde a la diferencia entre el valor de la condena de 
primera instancia y el de segunda instancia. 
 Si se trata del demandado, la cuantía corresponde al monto de la condena (Usme 
2009: 172). 
 
Para determinar la cuantía, la Sala Laboral aplica los siguientes criterios con miras a 
evaluar la admisibilidad del recurso:  
 
 Si se trata del demandado, se parte del valor de las condenas liquidadas hasta la 
fecha de la sentencia de segunda instancia porque debe tenerse en cuenta el costo 
que implica una pérdida con ocasión de las condenas decretadas313. 
 En el caso del demandante, se fija en el valor de las pretensiones, liquidadas hasta la 
fecha de la sentencia de segunda instancia, que no hayan sido otorgadas ya que se 
debe tener en cuenta el monto que implica una pérdida como consecuencia de las 
absoluciones decretadas, siempre que se mantenga el interés jurídico para recurrir; 
“…cuando se refiere a pensiones o reajuste de las mismas, adicionalmente se debe 
mirar la incidencia futura...”314. 
 
5.2 Criterios para la formulación de cargos por error de 
hecho 
La sentencia de segunda instancia proferida por el juez laboral llega al juicio de casación 
amparada por presunción de legalidad y acierto, lo cual implica para el impugnante la 
exigencia de desvirtuar dicha presunción, atacando los fundamentos que integran la 
motivación en la cual se soporta la parte resolutiva de la decisión: 
   […] se ha reiterado con insistencia que quien acude al recurso extraordinario 
asume la carga ineludible de desquiciar todos los soportes de la sentencia cuya 
anulación pretende, pues la decisión se mantiene incólume con uno solo de ellos 
que logre sostenerse, dada la presunción de acierto y legalidad de que están 
                                               
 
313
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Auto del 22 de julio de 2009, radicación 
N° 40618. M.P. Camilo Tarquino Gallego.  
 
314
  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Auto del 24 de julio de 2009, radicación 
N° 40533. M.P. Luis Javier Osorio López. 
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revestidos todos los fallos judiciales frente a este medio excepcional de 
impugnación […]315 
   
La intervención de la Sala Laboral depende de la adecuada formulación de cargos en la 
demanda de casación316 dado el carácter dispositivo del recurso extraordinario 
determinado en el estatuto procesal. De manera que la casación procede a iniciativa de 
las partes y, en consecuencia, la Sala no puede intervenir de oficio:  
     […] la demanda de casación debe cumplir con las reglas adjetivas que su 
planteamiento y demostración requieren, a efectos de que sea susceptible de un 
estudio de fondo, pues acorde con las normas procesales debe reunir los requisitos 
de técnica que aquellas exigen, que de no cumplirse puede conducir a que el 
recurso extraordinario resulte infructuoso. 
      Además, debe entenderse, como en numerosas ocasiones ha dicho esta 
Corporación, que este medio de impugnación no le otorga competencia para juzgar 
el pleito a fin de resolver a cuál de los litigantes le asiste la razón, puesto que la 
labor de la Corte, se limita a enjuiciar la sentencia con el objeto de establecer si el 
Juez de apelaciones al dictarla observó las normas jurídicas que estaba obligado a 
aplicar para rectamente dirimir el conflicto […]317 
 
Desde esta perspectiva, la formulación de cargos por errores de hecho debe cumplir con 
los aspectos formales señalados en el régimen procesal318, además de la sustentación 
acorde con cada vicio sobre el cual se pretenda un pronunciamiento de fondo de la Sala 
Laboral.  
 
A continuación se destacan los requisitos más relevantes:  
 
En primer lugar, se debe precisar el alcance de la impugnación319, es decir, lo que se 
pretende con el recurso: El recurrente debe indicar si la sentencia de segunda instancia 
debe ser casada total o parcialmente, precisando los apartes de la decisión que se 
impugnan; así mismo, debe plantear el sentido de la decisión sustitutiva. Por último, debe 
                                               
 
315
Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 28 de julio de 2009, 
radicación N° 34798. M.P. Gustavo José Gnecco Mendoza (reitera cita de la Sentencia de 29 de 
septiembre de 2004, radicación 23496).  
 
316
  Artículo 63, Decreto Extraordinario 528 de 1964. 
 
317
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 3 de junio de 2009, 
radicación N° 33166. M.P. Luis Javier Osorio López. 
 
318
  Artículo 90, C.P. del T. 
 
319
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 3 de junio de 2009, 
radicación N° 33166. M.P. Luis Javier Osorio López; y Sentencia del 11 de marzo de 2009, 
radicación N° 34743. M.P. Luis Javier Osorio López. 
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señalar qué debe hacer la Sala Laboral con el fallo de primera instancia (revocar, 
modificar o confirmar), con el planteamiento de los cambios correspondientes, incluyendo 
lo relativo a las costas procesales (Usme 2009: 211). 
 
En segundo término, en el cargo se debe incluir la proposición jurídica320 es decir, indicar 
el “…precepto legal sustantivo, de orden nacional, que se estime violado, y el concepto 
de la infracción…”321.  Sobre este requisito, la Sala sostiene lo siguiente: 
     […] Si bien es cierto, que el numeral 1º del artículo 51 del Decreto 2651 de 1991 
atenuó el rigor técnico en cuanto a la proposición jurídica completa, también es 
cierto, que dicha disposición exige que por lo menos en los cargos se indique una 
norma de carácter sustancial que constituyendo base esencial del fallo impugnado 
o habiendo debido serlo, a juicio del recurrente haya sido violada […]322 
 
La Sala Laboral de la Corte relaciona la finalidad de la casación con el cumplimiento del 
requisito de la proposición jurídica en los siguientes términos: 
     […] para que se cumpla el objeto del recurso de casación, cuyo fin principal es 
el de unificar la jurisprudencia nacional del trabajo, al tenor de lo dispuesto en el 
artículo 86 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, es menester 
que en la proposición jurídica se indique el precepto legal sustantivo de orden 
nacional que se estime violado; y como reiteradamente lo ha dicho la 
jurisprudencia, únicamente tienen tal carácter aquellos que son atributivos de 
derechos laborales […]323 
 
Las convenciones colectivas del trabajo, los reglamentos internos de trabajo, las 
ordenanzas departamentales o los acuerdos municipales no son normas de carácter 
sustancial pues no prescriben derechos laborales de tipo general, aplicables a nivel  
nacional (Usme 2009: 223); este tipo de disposiciones pueden ser aportados como 
prueba en el proceso. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 3 de junio de 2009, 
radicación N° 33166. M.P. Luis Javier Osorio López; y Sentencia del 11 de marzo de 2009, 
radicación N° 34743. M.P. Luis Javier Osorio López. 
 
321
 Artículo 90, numeral 5°, literal a), C.P. del T. 
 
322
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 4 de agosto de 2009, 
radicación N° 35378. M.P. Eduardo López Villegas. 
 
323
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 25 de marzo de 2009, 
radicación N° 35885. M.P. Isaura Vargas Díaz. 
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Cuando se trata de errores de hecho, la Sala Laboral señala que el concepto de la 
infracción del precepto legal sustantivo debe ser aplicación indebida de la norma 
sustantiva laboral324, aunque excepcionalmente se admita la falta de aplicación como se 
destaca en la siguiente cita:   
     […] por la vía de los hechos, la aplicación indebida de la ley sustancial, 
concepto de violación que, como ha explicado la jurisprudencia, es el pertinente 
cuando la escogida es la vía indirecta, aparte de que, en determinados casos, 
también se ha aceptado la sui generis denuncia de la falta de aplicación de la ley 
cuando se discute la cuestión probatoria del proceso […]325   
 
La Sala plantea que se presenta „aplicación indebida‟ de la norma sustancial “…cuando 
entendida rectamente la norma, se aplica a un caso o hecho no previsto en ella, o se le 
da un alcance que no le corresponde…”  mientras que la „falta de aplicación‟ de la norma 
se “…asemeja al concepto de <infracción directa>, a la cual se llega cuando el 
sentenciador por ignorancia de la norma o por rebeldía contra ella, no la aplica al asunto 
sometido a su consideración…”326. En otros pronunciamientos sostiene que el efecto de 
infracción directa de norma sustancial en casación laboral se conoce como falta de 
aplicación en casación civil y penal, la cual tiene lugar “…cuando quiera que debiéndose 
aplicar una norma a un caso, por ser la que lo regula, el juzgador se sustrae a su 
aplicación por ignorancia o rebeldía…”327, pero no se explica en qué casos se acepta 
este tipo de infracción cuando se trata de yerros fácticos.  
 
Para lograr el objetivo de demostrar error de hecho en la demanda de casación se debe 
singularizar cada prueba calificada328 (susceptible de control en casación) e indicar el tipo 
de error en el cual incurrió el juzgador329. Si se quieren denunciar yerros fácticos en 
                                               
 
324
 La violación directa de norma sustancial puede presentarse por tres efectos: por infracción 
directa, aplicación indebida o interpretación errónea. En la violación indirecta no se presenta  
interpretación errónea de la ley sustancial porque este es un asunto exclusivamente jurídico.  
Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 25 de marzo de 2009, 
radicación N° 35885. M.P. Isaura Vargas Díaz. 
 
325
  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 10 de febrero de 2009, 
radicación N° 31301. M.P. Gustavo José Gnecco Mendoza.  
 
326
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 1° de septiembre de 2009, 
radicación N° 33302. M.P. Francisco Javier Ricaurte Gómez.   
 
327
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 25 de marzo de 2009, 
radicación N° 35849. M.P. Isaura Vargas Díaz.  
 
328
 Documento auténtico, confesión judicial e inspección judicial.    
 
329
 Artículo 90, numeral 5°, literal b), C.P. del T. 
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pruebas no calificadas330, el cargo se debe presentar de manera separada, luego de la 
sustentación del vicio en prueba calificada. La sustentación de cada cargo debe ser 
sucinta “…sin extenderse en consideraciones jurídicas como en los alegatos de 
instancia”331,  porque en este tipo de cargos la argumentación no debe ser índole jurídica 
(que corresponde a la violación directa de la ley) sino fáctica, dirigida a cuestionar la 
valoración probatoria del juez332. La Sala Laboral precisa que el recurrente tiene el deber 
de exponer las razones en las cuales sustenta que el Tribunal ha incurrido en error de 
hecho al analizar y valorar las pruebas disponibles, demostrando que dicho error lo llevó 
a „dar por probado lo que no está demostrado‟ o a negar lo que „está acreditado en 
autos333. 
 
En relación con la eficacia de los errores de hecho para derribar la presunción de acierto 
y legalidad de la sentencia de segunda instancia en el recurso de casación, la Sala 
señala:  
     […] la necesidad jurídica de casar un fallo no depende…simplemente de que se 
le haya concedido mayor fuerza de persuasión a unas pruebas con respecto de 
otras sino de que, aun de las mismas pruebas acogidas por el sentenciador o de 
otras que no tuvo en cuenta, surja con evidencia incontrastable que la verdad real 
del proceso es radicalmente distinta de la que creyó establecer dicho sentenciador, 
con extravío en su criterio acerca del verdadero e inequívoco contenido de las 
                                               
 
330
 Las pruebas no calificadas en casación son el testimonio, la prueba pericial y el indicio. Se 
mencionan algunos ejemplos de pruebas no calificadas para la formulación de cargos por error de 
hecho: (i) los documentos declarativos emanados de terceros por su naturaleza intrínseca 
testimonial. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 17 de marzo de 
2009, radicación N° 31484. M.P. Francisco Javier Ricaurte Gómez. (ii) Las declaraciones recibidas 
en la diligencia de inspección judicial, a menos que se haya demostrado error de hecho en prueba 
calificada. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 28 de julio de 
2009, radicación N° 34798. M.P. Gustavo José Gnecco Mendoza.   
 
331
 Artículo 91, C.P. del T. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 25 de marzo de 2009, 
radicación N° 35885. M.P. Isaura Vargas Díaz; Sentencia del 22 de septiembre de 2009, 
radicación N° 33934. M.P. Francisco Javier Ricaurte Gómez; Sentencia del 10 de febrero de 2009, 
radicación N° 34256. M.P. Eduardo López Villegas. 
 
333
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 3 de junio de 2009, 
radicación N° 33166. M.P. Luis Javier Osorio López. En similar sentido Sentencia del 31 de marzo 
de 2009, radicación N° 35391. M.P. Luis Javier Osorio López; Sentencia del 15 de julio de 2009, 
radicación N° 35617. M.P. Luis Javier Osorio López; Sentencia del 18 de mayo de 2009, 
radicación N° 32198. M.P. Gustavo José Gnecco Mendoza. 
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pruebas que evaluó o dejó de analizar por defectuosa persuasión que sea 
configurante de lo que la ley llama el error de hecho […]334  
 
Si se presentan varios errores de hecho con respecto a distintas pruebas, se deben 
sustentar por separado, indicando en cada uno de ellos si el yerro fáctico consistió en 
falta de apreciación o en apreciación errónea, modalidades excluyentes entre sí cuando 
se trata de cuestionar la valoración de una misma prueba. Los argumentos con los cuales 
se sustentan cargos por errores de hecho deben demostrar que la falta de apreciación o 
la apreciación errónea de medios probatorios fueron determinantes en la decisión335. 
 
La Sala Laboral sostiene que el carácter rogado de la casación exige que el recurrente 
ataque cada uno de los fundamentos fácticos de la sentencia a efectos de obtener su 
anulación, porque la decisión puede mantenerse en firme con un sólo argumento fáctico 
no impugnado que sirva de sustento para la parte resolutiva de la sentencia 336. De 
manera que no es suficiente atacar un solo argumento fáctico si la sentencia encuentra 
soporte probatorio en otros que quedan libres de este tipo de impugnación. Al respecto 
cabe mencionar que el recurrente nunca debe separarse de la motivación de la sentencia 
del Tribunal; sólo podrá tener en cuenta para la sustentación del cargo los argumentos 
fácticos de la sentencia de primera instancia si éstos fueron acogidos en segunda 
instancia. Además, en casación laboral no se pueden plantear aspectos nuevos que no 
fueron objeto de debate en las instancias (Usme 2009: 114, 212).  
 
5.3 Modalidades del error de hecho 
A diferencia de los regímenes de casación penal y civil en los cuales se enuncia el error 
de hecho de manera general como causal de casación y las modalidades corresponden 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 28 de abril de 2009, 
radicación N° 33643. M.P. Isaura Vargas Díaz. 
 
335
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 28 de abril de 2009, 
radicación N° 33964. M.P. Isaura Vargas Díaz. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 31 de marzo de 2009, 
radicación N° 32066. M.P. Francisco Javier Ricaurte Gómez (reitera cita de la Sentencia del 23 de 
noviembre de 2.003, Rad. 20974). En similar sentido Sentencia del 24 de febrero de 2009, 
radicación N° 33294. M.P. Gustavo José Gnecco Mendoza; Sentencia del 14 de julio de 2009, 
radicación N° 34437. M.P. Isaura Vargas Díaz; Sentencia del 25 de marzo de 2009, radicación N° 
34372. M.P. Camilo Tarquino Gallego. 
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al desarrollo jurisprudencial de cada una de las Salas de la Corte, en el estatuto procesal 
laboral se delimitaron dos modalidades o tipos de yerro fáctico337 en los cuales se parte 
de la existencia y validez de la prueba. Es decir, para que se configure el error de hecho 
en casación laboral la prueba debió ser decretada (a petición de parte o de oficio) y su 
aducción al proceso debió cumplir los requisitos legales previstos para ello. Las 
modalidades son: falta de apreciación y apreciación errónea de la prueba. 
 
5.3.1 Falta de apreciación 
La falta de apreciación es la omisión de una prueba válida que obra en el expediente, la 
cual es determinante en la decisión (total o parcialmente); aquí no se trata de dejar ver un 
segmento, sino que no fue considerada la prueba como un todo. Para la demostración de 
esta modalidad de yerro fáctico, el recurrente debe indicarle a la Sala Laboral en dónde 
se ubica en el expediente y cuál fue la prueba que el Tribunal dejó de ver, sobre la cual 
no debe existir referencia alguna en la motivación de la sentencia; además, debe 
presentar la argumentación fáctica relativa a su incidencia en la parte resolutiva de la 
sentencia y el alcance que tiene su valoración para cambiar la decisión.   
 
No obstante que el estatuto procesal señala que el juez debe analizar todas las pruebas 
allegadas válidamente al proceso, la Sala Laboral ha fijado el criterio de que puede darle 
preferencia a un conjunto de pruebas, omitiendo referencias a las que no estima 
necesarias para su decisión “…sin que el simple hecho de esa escogencia permita 
predicar en contra de lo resuelto así la existencia de errores por falta de apreciación 
probatoria…”338, salvo que la ley exija determinada solemnidad. En ese sentido, la Sala 
señala que su deber en el juicio de casación consiste en “…respetar las apreciaciones 
razonadas que de los medios de convicción del proceso haga el Tribunal fallador…”339, 
salvo que se configure un error de hecho manifiesto con respecto a pruebas 
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 Artículo 7°, Ley 16 de 1969 
 
338
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 28 de abril de 2009, 
radicación N° 33643. M.P. Isaura Vargas Díaz (reitera cita de la Sentencia de 27 de abril de 1977, 
ratificada en sentencia del 5 de noviembre de 1998, radicación 11.111); en similar sentido 
Sentencia del 28 de abril de 2009, radicación N° 34294. M.P. Isaura Vargas Díaz. 
 
339
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 25 de marzo de 2009, 
radicación N° 35849. M.P. Isaura Vargas Díaz.  
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determinantes para la decisión, pues tal vicio es excepcional por el principio de libre 
convencimiento en la apreciación probatoria.  
 
5.3.2 Apreciación errónea 
La apreciación errónea corresponde a la distorsión o tergiversación del contenido de una 
prueba. En la jurisprudencia examinada no se encontraron diferenciaciones relativas a 
subtipos en los cuales se puede presentar la distorsión del contenido de la prueba como, 
por ejemplo, adición o cercenamiento; por esta razón se asume que tienen cabida las 
diversas posibilidades con las cuales se puede considerar que la prueba fue apreciada 
de forma errónea, es decir, con respecto a todo su contenido o sobre un segmento de la 
misma.   
 
En esta modalidad de error de hecho se parte de la existencia y validez de la prueba en 
el proceso y, a su vez, de que el juzgador sí la apreció (de lo cual se da cuenta en la 
motivación fáctica de la sentencia), pero cambió el sentido de lo que ella decía en cuanto 
hizo “decir al medio probatorio algo que ostensiblemente no indica o le niega la evidencia 
que tiene”340. Para la demostración de la apreciación errónea de una prueba el recurrente 
debe contrastar su contenido con lo que dijo de ella el juzgador en la motivación de la 
sentencia, sumada la sustentación concerniente a la trascendencia del error, es decir, 
cómo incidió el vicio denunciado en la parte resolutiva de la decisión, indicando el sentido 
y alcance en el que debe ajustarse la motivación fáctica y la respectiva conclusión en la 
decisión.  
 
Con respecto a las dos modalidades del error de hecho antes delineadas, se debe 
precisar que en casación laboral la falta de apreciación y la apreciación errónea de una 
prueba conlleva dos posibles consecuencias341 que deben ser expresamente indicadas 
en la formulación de cargos: 
                                               
 
340
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 27 de mayo de 2009, 
radicación N° 35435. M.P. Isaura Vargas Díaz. 
 
341
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 28 de abril de 2009, 
radicación N° 33964. M.P. Isaura Vargas Díaz; Sentencia del 27 de mayo de 2009, radicación N° 
35435. M.P. Isaura Vargas Díaz. 
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 Haber dado por probado uno o varios hechos que sirvieron de fundamento en la 
decisión, ó 
 No haber considerado como probado uno o varios hechos determinantes para la 
decisión. 
 
En algunas providencias la Sala Laboral admite también como modalidad la 
suposición342, cuando se dan por probados hechos determinantes en la sentencia sin 
soporte probatorio, es decir, en este caso no se parte de la existencia y validez de una 
prueba como sucede en la falta de aplicación y en la apreciación errónea. Si se admite 
como modalidad independiente, se parte de la ausencia absoluta de prueba, pero la 
suposición de un hecho también puede derivarse de la apreciación errónea de una 
prueba cuando el juzgador agrega o adiciona a su contenido aspectos que resultaron 
determinantes en la decisión. 
 
5.4 El error de derecho en contraste con el error de 
hecho 
En el régimen de casación laboral el error de derecho es otra modalidad de violación 
indirecta de norma sustancial, que se concreta en la falta de apreciación o en la 
apreciación errónea de determinada prueba en los eventos específicos establecidos por 
el legislador, vicio incompatible y excluyente del error de hecho, no obstante que ambos 
tipos de yerros comprometen la motivación de fáctica de la sentencia. El error de derecho 
se presenta cuando el juzgador… 
- “…haya dado por establecido un hecho con un medio probatorio no autorizado por la 
ley…”; porque no tuvo en cuenta que la ley exige “una determinada solemnidad para 
la validez del acto, pues en este caso no se debe admitir su prueba por otro medio”;  
- Haya dejado de apreciar una prueba ab substantiam actus que ha debido tener en 
cuenta343. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 28 de abril de 2009, 
radicación N° 33964. M.P. Isaura Vargas Díaz; Sentencia del 9 de junio de 2009, radicación N° 
36333. M.P. Isaura Vargas Díaz. 
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   Artículo 87, inciso 2° del numeral 1°, C.P. del T.-(Decreto-ley 2158 de 1948) - modificado por 
el artículo 60 del decreto 528 de 1964: 
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De acuerdo con lo indicado, el error de derecho en casación laboral tan sólo puede 
presentarse con respecto a pruebas no autorizadas por el legislador, específicamente 
cuando se trata de pruebas ab substantiam actus o solemnes344, expresión propia de  
tarifa legal, con la cual se restringe en ese caso específico el principio de libre formación 
del convencimiento judicial: 
     […] el error de derecho se presenta cuando se da por demostrado un hecho con 
un medio probatorio que no es de recibo porque la ley exige al efecto una 
determinada solemnidad para su validez, o cuando se deja de apreciar una prueba 
de esas características siendo el caso de hacerlo. O sea, que esta clase de error se 
relaciona con el valor asignado por ley a determinados medios probatorios, el cual 
es desconocido por el juzgador […] (Pantoja 1993: 63). 
 
En la formulación de cargos por error de derecho el recurrente debe precisar las normas 
probatorias (relativas a solemnidades) transgredidas por el Tribunal con su decisión, 
además de las normas sustanciales que se han vulnerado de manera indirecta; debe 
precisar en qué consistió el yerro y cuál es su trascendencia en la parte resolutiva de la 
sentencia. Es decir, el recurrente debe cumplir los mismos parámetros de sustentación 
que en la demostración del error de hecho, salvo en lo que concierne a las solemnidades 
exigidas por la ley para la validez de un acto y, por consiguiente, la argumentación fáctica 
en el error de derecho debe estar referida a la estimación equivocada de hechos para los 
cuales se exigen o no pruebas solemnes345. 
 
                                                                                                                                              
 
“En materia laboral el recurso de casación procede por los siguientes motivos:  
 
1. Ser la sentencia violatoria de la ley sustancial, por infracción directa, aplicación indebida o 
interpretación errónea.   
 
Si la violación de la ley proviene de apreciación errónea o de falta de apreciación de 
determinada prueba, es necesario que se alegue por el recurrente sobre este punto, 
demostrando haberse incurrido en error de derecho, o en error de hecho que aparezca de 
modo manifiesto en los autos. Sólo habrá lugar a error de derecho en la casación del trabajo, 
cuando se haya dado por establecido un hecho con un medio probatorio no autorizado por la 
ley, por exigir esta al efecto una determinada solemnidad para la validez del acto, pues en este 
caso no se debe admitir su prueba por otro medio y también cuando deja de apreciarse una 
prueba de esta naturaleza, siendo el caso de hacerlo […]” (se subraya).  
 
344
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 10 de marzo de 2009, 
radicación N° 31869. M.P. Francisco Javier Ricaurte Gómez. 
 
345 Ejemplos de actos que requieren para su validez de prueba solemne: “la convención colectiva 
de trabajo, el contrato a término fijo, el período de prueba, el pacto de salario integral, el contrato 
de aprendizaje, la denuncia del convenio colectivo, el preaviso en los contratos a término fijo, 
siempre y cuando no haya discusión al respecto (Usme 2009: 306). 
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En casación laboral la infracción de los demás tipos de normas probatorias está excluida 
del error de derecho, a diferencia de lo que sucede en casación civil y penal. La Sala 
Laboral señala que la violación al debido proceso por „irregularidades en la aducción, 
producción o validez de la prueba”  o  los cuestionamientos relativos al incumplimiento de 
las normas que rijan esa materia no deben ser planteados en casación por la vía 
indirecta (ni como error de derecho ni error de hecho), sino que deben ser denunciadas 
por violación directa de norma sustancial, aunque en primer término debe indicar las 
normas procesales que configuran la violación medio: 
     […] porque más que un defecto de valoración de la prueba, es un  aspecto 
que toca con el desconocimiento de las normas procesales que rigen la materia 
específica. 
    …en sentencia de 29 de mayo de 2002, Rad. N° 18415, dijo la Corte 
textualmente:  
„ … cuando los reparos no versan sobre el contenido de la prueba, sino sobre 
los requisitos que la Ley exige para su producción, aducción o validez, no se 
está en presencia de yerros fácticos, sino de violaciones de medio de las reglas 
procesales que gobiernan tales aspectos, por lo que en tales eventos el ataque 
debe formularse por la vía directa‟ […]346 
En la violación medio se debe demostrar la transgresión de la norma procesal y su 
incidencia en la norma sustancial laboral, pero la Sala sostiene que la violación medio no 
comprende todo tipo de trámite procesal sino cuando están referidas a una omisión o 
actuación del juzgador (no de las partes) con la cual se afecta el núcleo del derecho 
sustancial objeto de controversia (Usme 2009: 351). Tal criterio se sustenta en que “…en 
principio, las omisiones probatorias y los vicios de procedimiento deben ser corregidas en 
las instancias, porque la Corte, por disposición expresa del legislador, no tiene 
competencia para ello…”, es decir, la casación laboral no se ocupa de errores in 
procedendo, sino únicamente de errores in iudicando347. Dentro del tipo de violación 
medio tienen cabida, entre los ya mencionados, los asuntos relativos a la „carga de la 
prueba‟ de un determinado hecho, el cumplimiento de los requisitos en la prueba 
                                               
 
346
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 17 de febrero de 2009, 
radicación N° 35283. M.P. Eduardo López Villegas. En igual sentido Sentencia del 25 de marzo de 
2009, radicación N° 34372. M.P. Camilo Tarquino Gallego  y Sentencia del 4 de agosto de 2009, 
radicación N° 35378. M.P. Eduardo López Villegas. 
 
347
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 28 de abril de 2009, 
radicación N° 32498. M.P. Francisco Javier Ricaurte Gómez. 
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trasladada y el decreto de pruebas348. Con respecto al decreto de pruebas, se encontró 
una excepción en la cual la Sala Laboral de la Corte señala que si el Tribunal Superior 
decreta y practica una prueba con ocasión del recurso de apelación, debe pronunciarse 
sobre la misma, es decir, debe valorarla, porque en caso contrario incurre en error de 
hecho así se trate de un medio probatorio no calificado349.  
 
En el conjunto de sentencias examinadas se ubicó otro pronunciamiento en el cual se fija 
una excepción al criterio jurisprudencial de que las “violaciones al debido proceso por 
irregularidades en la aducción, producción o validez de la prueba”  deben ser 
denunciadas en casación por violación directa de norma sustancial (aduciendo violación 
medio). El aspecto central en ese caso excepcional consistió en que el Tribunal valoró 
una prueba documental (historia de cotizaciones del causante) que no habían solicitado 
ni aportado las partes, tampoco se había decretado de oficio, de manera que no existía 
explicación de la razón por la cual aparecía en el expediente; ante esta situación, la Sala 
Laboral estimó que si bien se había violado el debido proceso, debía ser considerado 
como un error de hecho por apreciación errónea de prueba documental y no como un 
problema de la aducción irregular del documento porque esta circunstancia no se hizo 
explícita en la sentencia: 
    […] Aunque no desconoce la Corte la facultad oficiosa del Tribunal para 
decretar pruebas, esa potestad debe ser ejercida con rigurosa observancia del 
debido proceso y del derecho de defensa, previniendo a las partes de que 
determinada prueba ha sido decretada, anexada o incorporada al proceso, para 
que ellas puedan controvertirla si así lo estiman. 
   …No puede olvidar el juzgador la acusiosidad que debe regir el decreto 
oficioso de pruebas cuando las considere necesarias para resolver la apelación 
o la consulta, precisando su procedencia, fecha de incorporación, origen, y su 
conocimiento a las partes para que puedan ejercer el derecho de defensa y 
contradicción, que garanticen la publicidad como principio rector del 
procedimiento.  
     Como esto no se cumplió en el sub lite pues no existe explicación procesal 
válida para que el documento de que aquí se trata apareciera incorporado a la 
actuación, le asiste razón al recurrente sobre la violación al debido proceso 
denunciada, toda vez que el juez en sus decisiones sólo puede apoyarse en las 
                                               
 
348
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 4 de agosto de 2009, 
radicación N° 35378. M.P. Eduardo López Villegas; y en (Usme 2009: 330 a 333).    
 
349
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 28 de julio de 2009, 
radicación N° 35020. M.P. Elsy del Pilar Cuello Calderón. 
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pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso…Entonces, el cargo 
prospera y el fallo gravado será casado en su integridad […]350  
En las consideraciones de la providencia citada la Sala Laboral de la Corte señala que la 
prueba documental fue irregularmente aportada al expediente y en consecuencia, el 
Tribunal no podía sustentar en ella su decisión. 
 
 
                                               
 
350 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 17 de febrero de 2009, 





6. Visión sinóptica y análisis comparativo 
En este capítulo se presenta la visión sinóptica de modalidades de error de hecho 
identificados por la Corte Suprema de Justicia en el conjunto de sentencias examinadas y 
posteriormente, un análisis comparativo de criterios coincidentes y divergentes respecto  
del control de la motivación fáctica de sentencias, en sede de casación.          
 
6.1 Modalidades de error de hecho. Visión sinóptica 
Se consideró importante presentar diagramas que permitan disponer en una visión 
sinóptica las modalidades de error de hecho identificadas por cada una de las Salas de 
Casación de la Corte Suprema de Justicia en el conjunto de sentencias examinadas, 
precisando los medios probatorios comprometidos en la apreciación fáctica del juzgador 
e indicando el número de sentencias en las cuales se encontró cada modalidad.  
 
Las visiones sinópticas que se presentan en este apartado se complementan con la 
información relativa a cada sentencia en los apéndices intitulados ANEXO A. Casación 
Penal, ANEXO B. Casación Civil y ANEXO C. Casación Laboral, con lo cual se aporta 
una referencia más precisa que permita la consulta directa de la jurisprudencia, y en la 
parte final de cada apéndice se incluirán algunos casos de error de hecho identificados 
por las Salas de Casación de la Corte, seleccionados para destacarlos como ejemplo. 
 
6.1.1 Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia 
Los cuadros que se presentan en este apartado corresponden a veintisiete (27)  
sentencias de casación proferidas por la Sala Penal de la Corte durante el período 
comprendido entre el cuarto trimestre del año 2008 y el primer semestre del año 2009.  
Este conjunto de sentencias es el resultado de una revisión inicial de 309 providencias de 
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la Sala Penal, dentro de las cuales se cuentan autos y sentencias de casación, 
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En los pronunciamientos de casación penal examinados predominó la identificación de 
errores de hecho en la modalidad de falso raciocinio, correspondientes a la inadecuada 
                                               
 
351
 Nota de aclaración: el número que se registra en cada medio probatorio corresponde al 
número de sentencias en las cuales se identificó el tipo de error de hecho o de derecho y no a la 
cantidad de pruebas. 
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valoración probatoria del juzgador por desconocimiento de reglas de la sana crítica, ya 
sea por inaplicación o por aplicación incorrecta de criterios lógicos, criterios científicos o 
de máximas de experiencia. La Sala Penal de la Corte no suele indicar o precisar el 
criterio „transgredido‟ por el juzgador sino que, en la mayoría de pronunciamientos, se 
limita a señalar de manera genérica la transgresión de reglas de la sana crítica en la 
valoración probatoria, razón por la cual los falsos raciocinios encontrados por la Sala se 
organizaron en torno a dos subtipos: (i) máximas de experiencia y (ii) otros criterios de 
racionalidad. Esta discriminación obedece a que en las sentencias ubicadas en el 
segundo subtipo la precisión del criterio de racionalidad transgredido es difusa, aunque 
se realiza el análisis de la incorrección del razonamiento. En el cuadro se destaca la 
mayor presencia (comparativa) de errores con relación a la apreciación de la prueba 
testimonial. 
 
En los fallos de la Sala Penal tan sólo aparecen expresamente identificados los subtipos 
correspondientes a cercenamiento y tergiversación o distorsión de pruebas en el falso 
juicio de identidad, razón por la cual en la clasificación no se incluyó  el subtipo de 
adición al contenido de la prueba352. En estos errores también aparecen predominando 
los yerros en la apreciación de la prueba testimonial. 
 
Por último, en cuanto a los errores de hecho  por falso juicio de existencia tan sólo se da 
cuenta de un caso de suposición de circunstancia fáctica que sirvió de soporte 
(inexistente) para la decisión; en contraste, en un número relativamente apreciable (8) de 
sentencias se advirtió omisión de distintos medios probatorios, con mayor frecuencia de 





                                               
 
352 Cabe anotar que en el error de hecho por falso juicio de identidad se pueden diferenciar tres 
subtipos: adición (no considerada en ninguna de las sentencias examinadas), cercenamiento y 
tergiversación. Además, se debe tener presente que el término „tergiversación‟ es usado por la 
Sala Penal de la Corte como sinónimo de la expresión „falso juicio de identidad‟, razón por la cual 
en algunos fallos no es fácil dilucidar si con el término tergiversación de la prueba se refiere al 
subtipo o a la modalidad en un sentido genérico.  
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En relación con los errores de derecho identificados en el mismo conjunto de sentencias, 
aunque no representan un elevado número respecto de las modalidades más frecuentes 
del error de hecho, tienen una significativa connotación en cuanto se relacionan con la 
transgresión de normas que regulan la práctica, producción y eficacia de pruebas, pues 
se esperaría que este tipo de desaciertos no tuvieran ocurrencia, dadas las pautas 
normativas que regulan la actividad judicial en el campo probatorio. Los falsos juicios de 
legalidad y de convicción identificados por la Sala Penal en las decisiones judiciales se 
derivan de interpretaciones incorrectas de normas probatorias. 
 
6.1.2 Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia 
Los cuadros sinópticos de este apartado corresponden a veinticuatro (24) sentencias de 
casación proferidas por la Sala Civil de la Corte en los años 2007, 2008 y primer 
semestre de 2009, en las cuales prosperó el recurso extraordinario por desaciertos de 
apreciación probatoria. Este conjunto de sentencias es el resultado de la revisión de 
doscientos setenta y seis (276) pronunciamientos (autos y sentencias) de la Sala Civil de 
la Corte  como se expuso en la introducción353.  
                                               
 
353
 Inicialmente el estudio jurisprudencial se había limitado a providencias proferidas durante el 
primer semestre del año 2009, pero tan sólo se ubicaron cinco (5) sentencias con identificación de 
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En este conjunto de sentencias de casación civil predominaron errores de hecho por 
distorsión del contenido de la prueba. Para efectos de la sinopsis, se optó por asumir la 
distorsión del contenido de la prueba como modalidad independiente de la preterición y la 
suposición, que comprende adiciones o cercenamientos del contenido de pruebas. Con 
respecto a los medios probatorios, con mayor frecuencia se incurrió en distorsión de 
documentos y testimonios. Adicionalmente, se registran de manera separada errores de 
hecho derivados de la interpretación incorrecta la demanda o de su contestación, y los 
casos en los cuales se equivocó el juzgador en la interpretación de contratos o negocios 
jurídicos relevantes para el asunto sometido a debate judicial para hacer más visible este 
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yerros fácticos; entonces, se decidió ampliar el estudio a los años 2007 y 2008, encontrándose 
ocho (8) y once (11) sentencias de casación, respectivamente. 
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En segundo lugar están los errores de hecho por preterición referidos a la omisión total o 
parcial –cercenamiento- del medio probatorio en la valoración del juzgador. En esta 
clasificación se tuvo en cuenta la omisión total de pruebas, es decir, casos en los cuales 
el juzgador no hizo ninguna referencia sobre tales pruebas en la motivación de la 
sentencia; también se incluyen los casos identificados como preterición parcial, en 
particular los relativos a la apreciación parcial de dictamen pericial. Con respecto a los 
medios probatorios comprometidos en esta modalidad, se incurrió en similar proporción 
en la preterición de documentos, pruebas periciales y testimonios y, en menor frecuencia 
en confesiones, aunque en el cuadro se registran otros medios probatorios.  
 
Los errores de hecho por suposición tuvieron menor presencia con respecto a las otras 
dos modalidades (preterición y distorsión). En estos casos el juzgador dio por probadas 
situaciones fácticas sin respaldo probatorio; aquí se incluye la suposición de 
circunstancias fácticas determinantes en la sustentación de dictámenes periciales por 
parte del perito. Por último, en dos sentencias la Sala Civil identificó la suposición de 
indicios correspondientes a inferencias incorrectas en la motivación fáctica del juzgador.  
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En este conjunto de pronunciamientos examinados se registran dos sentencias con 
identificación de errores de derecho, concurrentes con errores de hecho: en uno de los 
fallos se había echado de menos una prueba que no era necesaria para decidir el asunto 
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(sumando otros errores de hecho); en el otro, el juzgador consideró que un dictamen 
pericial y unos documentos no cumplían con las formalidades exigidas en el código de 
procedimiento civil, razón por la cual desestimó tales pruebas; en este mismo caso, el 
Tribunal valoró algunas pruebas trasladadas de un proceso penal sin el cumplimiento de 
los requisitos establecidos para ello y, por último, se le reprochó no haber valorado de 
manera conjunta el recaudo probatorio. 
 
6.1.3 Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia 
La visión sinóptica de modalidades de error de hecho identificadas por la Sala Laboral de 
la Corte Suprema de Justicia corresponde a veinte (20) sentencias de casación 
proferidas durante el primer semestre del año 2009. Este conjunto de sentencias es el 








































































   
Siete (7) 
 sentencias 
DA: Documento auténtico – IJ: Inspección judicial – C: Confesión  
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De acuerdo con lo registrado en el cuadro, en el conjunto de pronunciamientos 
examinados predominó el error de hecho por apreciación errónea de documentos 
auténticos tales como convención colectiva de trabajo, sentencia judicial de otro proceso, 
resoluciones, certificaciones o historia de cotizaciones de pensiones. Cabe anotar que en 
la mayor parte de los casos se incurrió en este tipo de yerro en la apreciación de varios 
documentos y no de uno solo. En relación con los demás medios probatorios, tan sólo en 
dos casos se consideró apreciación errónea de la inspección judicial realizada por los 
juzgadores de primera instancia, aunque esta valoración también comprometía la 
apreciación de documentos allegados a la diligencia. De otra parte, el registro de  
apreciación errónea de testimonios corresponde a dos fallos en los cuales se 
identificaron simultáneamente otros errores de hecho en prueba calificada.   
 
Con respecto a la identificación de errores de hecho por falta de apreciación de pruebas 
determinantes para la decisión, en seis fallos los juzgadores de segunda instancia no 
tuvieron en cuenta documentos auténticos allegados válidamente al proceso respectivo. 
Tan sólo se identificó en una sentencia la falta de apreciación de prueba pericial, lo cual 
fue considerado yerro fáctico por la Sala Laboral de la Corte porque dicha prueba 
(aunque no era calificada) había sido decretada por el Tribunal y en consecuencia, tenía 
el deber de pronunciarse sobre la misma en la motivación de la sentencia. 
 
De otra parte, en las sentencias de casación laboral examinadas no se presentó 
concurrencia de errores de derecho con los errores de hecho identificados por la Sala, 
situación que explica la ausencia de registro sinóptico de esta modalidad de violación 
indirecta de norma sustancial.  
 
6.2 Control de la motivación fáctica de la sentencia. 
Criterios coincidentes y divergentes 
Según se expuso en los capítulos precedentes, los estatutos procesales (penal, civil y 
laboral) coinciden en que la sentencia judicial debe incluir la motivación fáctica de la 
decisión adoptada.  
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En las áreas penal y civil los jueces deben exponer el mérito asignado a cada prueba y el 
resultado de la valoración conjunta de las pruebas disponibles (legales y oportunamente 
allegadas al proceso), de acuerdo con las reglas de la sana crítica.  
 
En el área laboral el juez debe explicitar los hechos y circunstancias en los cuales se 
sustenta su convencimiento inspirado „en los principios científicos que informan la crítica 
de la prueba y atendiendo a las circunstancias relevantes del pleito y a la conducta 
procesal observada por las partes‟354.   
 
Todo ello se complementa con principios como el de libertad probatoria para considerar 
demostrada una versión (o descripción) del hecho (salvo las excepciones legales que 
exijan prueba solemne o establezcan tarifa legal), y algunas pautas normativas 
específicas, previstas en los estatutos procesales para la valoración de los distintos 
medios probatorios. Por su parte, la jurisprudencia también aporta criterios de valoración 
probatoria sobre la base del respeto a la autonomía del juez en la fijación judicial de los 
hechos.  
 
En general, se ha acogido el principio de „libre convencimiento del juez‟ en materia de 
valoración probatoria, expresable en la motivación fáctica de la sentencia judicial y en su 
control en los recursos de apelación y de casación.  
 
Se destaca como criterio común que en los respectivos estatutos procedimentales se ha 
previsto el control de la motivación fáctica de la sentencia judicial en sede de casación; y 
es la consideración del ámbito de este control lo que permite establecer los alcances o 
límites de la discrecionalidad del juez, asociada al principio de „libre convencimiento‟, con 
respecto a la valoración probatoria y la consecuente decisión judicial. Tales límites están 
fijados a nivel legal o jurisprudencial respecto de lo que puede ser controlable en la 
motivación fáctica de la sentencia judicial.  
 
                                               
 
354
 Artículo 61, C.P. del T. 
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El control en sede de casación está previsto en los estatutos procedimentales como error 
de hecho o error de derecho, en tanto constituyen modalidades de violación indirecta de 
norma sustancial.   
 
Las modalidades del error de hecho corresponden a los tipos de equivocación en los que 
puede incurrir el juez de segunda instancia en la motivación fáctica de la sentencia. 
Acudiendo a una expresión de Juan Igartúa (2003:202) se puede afirmar que las 
modalidades del error de hecho constituyen „patologías‟ de la motivación fáctica; yerros 
con respecto a los cuales se admite el control y corrección en sede de casación.   
 
Mientras que en casación penal y civil se admite el control con respecto a todo tipo de 
pruebas, en casación laboral se restringe normativamente el error de hecho a tres 
medios probatorios „calificados‟ para la casación (documento auténtico, confesión judicial 
e inspección judicial), aunque por criterio jurisprudencial se extiende a los demás tipos de 
pruebas, con la condición de que se haya demostrado yerro fáctico en alguna de las 
mencionadas pruebas calificadas.  
 
De otra parte, para las tres Salas de Casación de la Corte el error de hecho debe ser 
„evidente‟ o „manifiesto‟ en la motivación de la sentencia, y debe tener „trascendencia‟ con 
respecto a la parte resolutiva (decisión) de la sentencia judicial. Es decir, no puede 
tratarse de cualquier error de apreciación probatoria sino tan sólo cuando corresponde a 
pruebas que han sido determinantes (integral o parcialmente) en la decisión judicial, con 
consecuencias jurídicas para las partes procesales. Y se asocia a las mencionadas 
características del yerro la transgresión de normas sustanciales.  
 
Sobre la base de estas últimas precisiones, se destaca la coincidencia de las tres Salas 
de Casación de la Corte al considerar como desaciertos de apreciación probatoria los 
relativos a la existencia y al contenido de pruebas, los cuales se han calificado 
jurisprudencialmente como errores de „contemplación objetiva o material de la prueba‟.   
 
En cuanto a la existencia de pruebas, los errores que pueden ser objeto de control en 
casación se pueden presentar de dos formas (con distinta denominación en cada 
especialidad):  
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- Cuando el juez omite mención y análisis de una prueba (o varias) en la motivación 
fáctica de la sentencia que resultaba determinante (total o parcialmente) para la 
decisión (parte resolutiva con consecuencias jurídicas); o  
- Cuando el juez supone una prueba o declara probada la versión sobre el hecho, sin 
soporte probatorio, en la motivación fáctica de la sentencia.  
 
Los errores relativos al contenido de pruebas también se clasifican (y nominan) de forma 
divergente en cada especialidad, pero todos corresponden a la tergiversación o distorsión 
de lo que revela la prueba porque se altera, adiciona o recorta su sentido manifiesto en 
aspectos determinantes para la decisión.   
 
Por lo general, en la jurisprudencia de las Salas de la Corte Suprema de Justicia se 
reitera que el recurrente debe indicar o señalar el error de „contemplación material de la 
prueba‟ para efectuar el contraste entre la motivación fáctica de la sentencia y la prueba 
omitida o distorsionada, o la ausencia de prueba respecto de un determinado enunciado 
fáctico. Sin embargo, en lo que concierne al control del razonamiento probatorio del juez 
hay marcadas diferencias entre las Salas de Casación sobre las cuales se hará 
referencia más adelante.  
 
Existencia y contenido de la prueba 
 
Dentro de la clasificación de modalidades de error de hecho derivados de la 
„contemplación objetiva o material de la prueba‟, relativos a la existencia material de la 
prueba y con respecto a su contenido, entre las Salas de Casación de la Corte se 
presentan divergencias en cuanto a su denominación y respecto de los subtipos que se 
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En las Salas de Casación Penal y Civil los errores de hecho relativos a la existencia y al 
contenido de pruebas son considerados equivocaciones de „apreciación individual‟ o de 
contemplación material con respecto a una sola prueba; equivocaciones que constituyen 
yerro fáctico (dejar de ver una prueba, suponerla o distorsionar su contenido):  
- Cuando se trata de la omisión de la prueba en la motivación fáctica de la sentencia, el 
yerro corresponde a la ausencia de enunciados con los cuales se dé cuenta de su 
existencia (o sobre un aspecto determinante de la misma como, por ejemplo, en la 
preterición parcial de prueba en casación civil), es decir, no fue considerada por el 
juez en la fijación judicial de los hechos, pese a que la prueba obraba en el 
expediente, cumpliendo los requisitos de legalidad, oportunidad y trascendencia;  
                                               
 
355
 Esta modalidad de error de hecho es reconocida en algunas providencias de la Sala Laboral. 
 
356
 Esta modalidad de error de hecho es reconocida en algunas providencias de la Sala Civil. 
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- En el caso de suposición de prueba este tipo de yerro se manifiesta en enunciados 
fácticos que carecen de soporte probatorio y resultan determinantes en la decisión;  
- El error de hecho correspondiente a la distorsión del contenido de una prueba se 
advierte en enunciados fácticos con los cuales el juez da cuenta (aunque de forma 
equivocada) de lo que dice la prueba (cuya validez jurídica no está en discusión), con 
trascendencia en la decisión.  
 
Con respecto al contenido de una prueba, en casación penal se controlan referencias 
descriptivas de la misma (por falso juicio de identidad) sin que entre en consideración el 
razonamiento probatorio del juzgador, porque éste se controla de forma independiente 
(por falso raciocinio), sin estar condicionado a un error en la contemplación material de la 
prueba.  
 
Por su parte, en casación civil no se controla de forma independiente el razonamiento 
probatorio del juez con respecto a una prueba, porque el yerro fáctico debe estar ligado a 
los problemas de contemplación material (preterición, suposición o distorsión de su 
contenido).   
 
En los casos de indeterminación de la prueba, es decir, en aquellos en que la prueba se 
preste a varias interpretaciones plausibles, como puede ocurrir con pruebas 
documentales (por ejemplo, en negocios jurídicos) o pruebas periciales, en casación 
prevalece o se respeta la interpretación acogida por el juez de instancia. 
 
En la Sala Laboral de la Corte Suprema se considera que la falta de apreciación 
(existencia) o la apreciación errónea (contenido) de la prueba constituyen la causa pero 
no el error en sí mismo, pues el yerro corresponde a la consecuencia expresada en el 
razonamiento  o inferencia del juzgador, la cual se deriva del desacierto de apreciación 
de la prueba; tal yerro da lugar a:  
- Declarar probado un hecho sin soporte probatorio o, contrariando lo que demuestra la 
prueba mal apreciada; o  
- Declarar no probado un hecho cuya veracidad está demostrada en las pruebas 
disponibles.  
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En la „apreciación equivocada de la prueba‟ la Sala Laboral no desvincula la 
„contemplación material de la prueba‟ de la correlativa inferencia del juzgador (resultado 
de la contemplación material). Es decir, el control y corrección de la falta de apreciación o 
de la apreciación errónea de una prueba (calificada) conlleva la corrección de la 
inferencia del juzgador; pero no hay control autónomo del razonamiento probatorio 




En las Salas de Casación de la Corte existe una marcada diferencia en las modalidades 
del error de hecho en lo que concierne al control de la valoración probatoria. En el 
siguiente cuadro se registra la disimilitud de criterio por parte de cada Sala: 
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un hecho, a pesar de 
contar con soporte 
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La Sala Penal concibe el falso raciocinio como otra modalidad del error de hecho en la 
cual tienen cabida los desaciertos de valoración probatoria en virtud de los cuales 
resultan transgredidas las reglas de la sana crítica cuando „se desbordan los límites de 
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racionalidad en su valoración‟. Este tipo de yerro fáctico está relacionado con la 
valoración de una sola prueba, o la valoración conjunta del recaudo probatorio, las cuales 
están desvinculadas de los desaciertos relativos a la existencia, al contenido de las 
pruebas y de su validez jurídica (error de derecho). La mayoría de los errores de hecho 
identificados por la Sala Penal en las sentencias de casación examinadas para el 
presente estudio, correspondieron a la modalidad de falso raciocinio. En contraste con 
las otras dos Salas de Casación de la Corte, en las sentencias de la Sala Penal con 
mucha frecuencia se recurre explícitamente a la sana crítica para evaluar o controlar la 
motivación fáctica de las sentencias de segunda instancia.     
 
Mientras que en la Sala Penal se considera error de hecho al falso raciocinio, esto no 
ocurre en las Salas Laboral y Civil, ya que se limita a la contemplación material 
equivocada de la prueba (problemas de existencia y contenido). 
 
En las sentencias de casación examinadas, la Sala Laboral identifica los yerros fácticos 
haciendo énfasis en las inferencias del juzgador, derivadas de la falta de apreciación o de 
la apreciación errónea de la prueba, sin mencionar la expresión reglas de la sana crítica. 
Detectada la falta de apreciación o la apreciación errónea de prueba calificada queda 
comprometida la valoración del juez, lo cual autoriza su corrección en casación. Es decir, 
la valoración individual de la prueba no está desvinculada de las modalidades de error de 
hecho y su control se limita a establecer si la versión de los hechos que se ha declarado 
probada se basa en las pruebas válidamente practicadas en el proceso. Además, en la 
jurisprudencia examinada no se encontró un pronunciamiento en el cual se dilucidara lo 
concerniente a la valoración conjunta de las pruebas, pero se entiende que los errores de 
hecho solo corresponden a las modalidades antes mencionadas, en consecuencia, el 
control de casación está restringido a esos casos. 
 
Por su parte, la Sala Civil considera que la valoración probatoria tiene lugar en la etapa 
correspondiente a la contemplación jurídica de pruebas (posterior a la contemplación 
material de pruebas), en la cual el juez le asigna el „mérito de convicción‟ a las pruebas 
de acuerdo con las normas que regulan su valoración; si en esta labor el juez transgrede 
normas probatorias incurre en error de derecho.  
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Lo anterior explica que la Sala Civil considere la valoración conjunta de pruebas (artículo 
187 del C.P.C.) como norma de carácter probatorio, cuya transgresión da lugar a un error 
de derecho y no error de hecho. Este desacierto se presenta cuando las pruebas se 
examinan de manera aislada, sin concatenar unas con otras, siempre que ello no 
implique problemas de existencia ni contenido de las pruebas consideradas en la 
decisión.  
 
De acuerdo con el estatuto procesal civil las reglas de la sana crítica son criterios que 
deben ser considerados en la valoración conjunta del recaudo probatorio357, pero la 
aplicación de tales reglas no es controlable en casación desde la perspectiva de la 
congruencia del razonamiento del juzgador respecto de los medios de prueba 
disponibles, sino como error de derecho por transgresión de la norma probatoria relativa 
a la valoración conjunta de las pruebas.  
 
Error de derecho 
 
El error de derecho tiene alcances distintos en cada Sala de Casación de la Corte según 
se refleja en el siguiente cuadro: 
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-Dar por establecido un hecho 
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normas probatorias) 
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 Artículo 187, C. de P.C. Apreciación de las pruebas. 
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En casación penal el error de derecho corresponde a desaciertos con los cuales se 
afecta la validez jurídica de la prueba (falso juicio de legalidad o falso juicio de 
convicción) por transgresión de normas de carácter probatorio relativas a la producción, 
aducción, práctica o eficacia (cuando lo determina la ley), las cuales no están referidas a 
su valoración, salvo casos excepcionales de „tarifa legal‟, es decir, está claramente 
diferenciado el error de hecho del error de derecho.  
 
En el régimen de casación laboral se demarcó el ámbito del error de derecho con 
respecto a la violación de disposiciones que determinan alguna solemnidad para la 
validez de un acto jurídico (prueba solemne), dejando excluidas las transgresiones de 
otro tipo de normas probatorias. En consecuencia, la Sala Laboral ha adoptado el criterio 
de que la transgresión de normas que regulan la producción, aducción y validez de la 
prueba son vicios denunciables por violación directa de norma sustancial, aduciendo la 
violación medio de este tipo de normas procesales, dado que no existe causal de 
casación por errores in procedendo sino por errores in iudicando.  
 
Por su parte, la Sala Civil sostiene que el error de derecho corresponde a la equivocada 
contemplación jurídica de pruebas por  transgresión de normas que regulan la 
producción, aducción, eficacia o valoración de los medios probatorios. Es decir, están 
implicados los desaciertos relativos a la evaluación de la legalidad de pruebas y de la 
eficacia, pero a su vez, los yerros de valoración jurídica de las pruebas, dentro de lo cual 
tiene cabida la valoración conjunta de pruebas.   
 
 
Restricciones al ámbito de control de la motivación fáctica 
 
Lo expuesto permite presentar en un cuadro sinóptico los contrastes relativos a las 
restricciones al ámbito de control de la motivación fáctica358.  
 
Las restricciones son más fuertes en casación laboral en virtud de la norma359 que 
excluye medios de prueba no calificados (o no autorizados): prueba testimonial, prueba 
                                               
 
358
 El cuadro sinóptico se puede ver en la página 159.  
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pericial e indicios. Las modalidades del error de hecho corresponden a equivocaciones 
derivadas de la contemplación material de pruebas calificadas por falta de apreciación o 
por apreciación errónea: documento auténtico, confesión e inspección judicial. El control 
autónomo del razonamiento probatorio no es considerado en esta casación y el error de 
derecho está circunscrito a los desaciertos en la contemplación material de pruebas 
solemnes. Tales limitaciones fueron aceptadas por la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-140 de 1995 con base en la potestad configurativa del legislador para 
determinar procesos y procedimientos judiciales y, a su vez, en razón de las 
particularidades del proceso laboral, especialmente en los principios de inmediación, 
oralidad, publicidad del proceso, y libre convicción del juez.  
 
En casación civil las restricciones al ámbito de control de la motivación fáctica son más 
moderadas que las propias de la casación laboral porque no hay exclusión normativa de 
medios probatorios y no opera como restricción el principio de inmediación de la prueba.  
 
En casación civil el error de hecho corresponde a desaciertos en la contemplación 
material de pruebas y se clasifica en tres modalidades: preterición, suposición y 
distorsión. La transgresión de normas de carácter probatorio se controla por vía de la 
modalidad del error de derecho. 
 
En contraste con la casación penal, el ámbito de control de la motivación fáctica de la 
sentencia en casación civil es más restringido porque no admite control autónomo del 
razonamiento probatorio, es decir, desvinculado de los desaciertos de contemplación 
material de la prueba y, a su vez, ubica los problemas de valoración probatoria (en 
particular, la valoración conjunta del recaudo probatorio) en asuntos relativos a la 
transgresión de normas de carácter probatorio, sin asumir el control de validez racional 
de la justificación „del juicio sobre el hecho‟. En casación civil se invoca como justificación 
de la mencionada restricción el respeto a la discrecionalidad del juez en materia de 
valoración probatoria, con base en el principio de libre convicción pues se asume que al 
controlar el razonamiento del juez se afecta o disminuye su autonomía.  
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 Artículo 7°, Ley 16 de 1969. 
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 Excepción por criterio jurisprudencial: La Sala Laboral de la Corte admite el control en 
casación de pruebas no calificadas (testimonio, peritaje e indicios) cuando concurre error de 
hecho en prueba calificada (documento auténtico, inspección judicial o confesión). 
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Por último, en el Código de Procedimiento Penal no se considera el principio de 
inmediación como criterio para restringir el control de la motivación fáctica de la sentencia 
con respecto a algún medio probatorio; y sobre este particular cabe anotar que en la 
Sentencia C-590 de 2005, la Corte Constitucional declaró exequible el ámbito de control 
amplio concebido por el legislador.   
 
En casación penal se diferencia claramente el error de derecho del error de hecho: en el 
primero se circunscriben los desaciertos relativos a la validez jurídica de la prueba, es 
decir, por  transgresión de normas probatorias (falso juicio de legalidad y falso juicio de 
convicción) y en el segundo las equivocaciones correspondientes a la apreciación y 
valoración probatoria361 (falso juicio de existencia, falso juicio de identidad y falso 
raciocinio). La Sala Penal de la Corte admite el control autónomo del razonamiento 
justificativo de la decisión (sin considerar desaciertos en la „contemplación material de la 
prueba‟), por vía del falso raciocinio; control mediante el cual se evalúa la validez racional 
de los enunciados fácticos relativos a la valoración individual de la prueba, a la valoración 
del conjunto probatorio y a los criterios de racionalidad (reglas de la sana crítica), es 
decir, la congruencia del razonamiento probatorio con lo cual, en manera alguna, se 
afecta el principio de libre convicción del juez.     
 
Una dilucidación importante 
 
 
Entre las Salas Civil y Penal de la Corte Suprema es notoria la siguiente diferencia de 
criterios: en casación civil se identifica el desacierto en la valoración conjunta de pruebas 
como error de derecho por tratarse de una equivocación en la contemplación jurídica de 
la prueba con la cual se infringe la respectiva norma de carácter probatorio; mientras que 
en casación penal tanto los yerros en la valoración individual de la prueba como en la 
valoración conjunta del recaudo probatorio corresponden a error de hecho.  
 
                                               
 
361
 En el artículo 181, numeral 3°, de la Ley 906 de 2004 se diferencia el manifiesto 
desconocimiento de  reglas de apreciación de la prueba (error de hecho) del manifiesto 
desconocimiento de reglas de producción de la prueba (error de derecho). 
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Ante tal divergencia podría plantearse como interrogante si los desaciertos relativos a la 
„valoración de la prueba‟ constituyen errores de hecho o de derecho. 
 
En casación penal los desaciertos relativos a la valoración individual de una prueba como 
a la valoración conjunta del recaudo probatorio se consideran errores de hecho porque 
ambas corresponden a la explicitación del razonamiento probatorio, expuesto por el juez  
en la motivación fáctica de la sentencia, cuyo control debe efectuarse con base en las 
reglas de la sana crítica, entendidas como pautas para controlar su validez racional (no 
jurídica). Los problemas relativos a la validez jurídica de las pruebas corresponden a 
errores de derecho. 
 
En lo correspondiente al interrogante planteado, en casación civil caben dos 
posibilidades:  
- Con respecto a la apreciación individual de una prueba tan sólo en los eventos en los 
cuales se identifiquen „patologías‟ en la contemplación material de la prueba se 
consideran error de hecho (preterición, suposición o distorsión) y, por tanto,  
susceptibles de control en casación;  
- Si la equivocación corresponde al incumplimiento de la regla relativa a la valoración 
conjunta de las pruebas es error de derecho, controlable en casación como 
transgresión de un deber del juez previsto en una norma probatoria.   
 
En relación con los desaciertos en la valoración individual de pruebas, en la 
jurisprudencia de la Sala Civil examinada no se encontró un pronunciamiento que se 
refiera a su control en casación de forma independiente a las dos alternativas antes 
expuestas. Tal aspecto parece haberse dejado de lado del control en casación porque se 
insiste en verificar tan sólo la materialidad de la prueba (contemplación objetiva), aunque 
excepcionalmente aparece implicado en la distorsión del contenido de la prueba pericial e 
indicios, medios probatorios frente a los cuales se admite la existencia de error de hecho 
en aspectos propios de valoración pero catalogados como de contemplación material.  
 
Si bien los defectos en la „contemplación material de una prueba‟ conllevan a errores en 
la valoración individual de la misma (expresada en la inferencia del juzgador); también es 
posible que existan errores en el razonamiento probatorio del juez sin estar 
comprometida la „contemplación material de la prueba‟ pero, de acuerdo con la 
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jurisprudencia consultada para el presente estudio, la Sala Civil no reconoce 
abiertamente este control en casación, a pesar de que en el inciso 2° del artículo 187 del 
C.P.C. se prescribe que “El  juez expondrá siempre razonadamente el mérito que le 
asigne a cada prueba”, en consecuencia, tal razonamiento debería ser objeto de control.    
 
Respecto de las diferencias de criterio para catalogar vicios (o patologías) en la 
motivación fáctica de la sentencia como error de hecho o como error de derecho, cabe 
anotar que en vigencia del principio de „libre apreciación probatoria‟ la eficacia de cada 
prueba la determina de forma „discrecional‟ el juez en cada caso, una vez efectuada su 
valoración, no de forma arbitraria, sino aplicando criterios racionales (sana crítica) que no 
están prefijados por el legislador. Los problemas relativos a la valoración probatoria del 
juzgador serían errores de derecho si el valor o la eficacia de los medios probatorios 
estuvieran predeterminados como tarifa legal, lo cual es una excepción en el caso 
colombiano. En sentido estricto, sólo los problemas relativos al desconocimiento de tarifa 
legal de prueba (positiva o negativa) o con respecto a la validez jurídica de la prueba 
corresponderían a errores de derecho, como en efecto sucede en casación penal y de 
modo restringido a las pruebas solemnes, en casación laboral.  
 
En consecuencia, si se parte de la existencia y validez jurídica de cada prueba, los vicios 
derivados de la valoración individual y del examen conjunto de pruebas, como una 
actividad de „juicio sobre el hecho‟ deberían ser considerados siempre como errores de 
hecho. Se puede aducir como argumento a favor que es el juez (y no la ley) quien 
establece la conexión inferencial entre los enunciados fácticos y los medios de prueba 
por medio de la cual se obtiene la confirmación o refutación de las hipótesis consideradas 
para la decisión362, de tal manera que su control en casación correspondería a una 
cuestión fáctica en tanto se trata del razonamiento probatorio del juez y no del 
cumplimiento de una norma de carácter probatorio. Por su parte, las diversas situaciones 
en las cuales resulte comprometida la validez jurídica de las pruebas corresponderían a 
errores de derecho.  
 
                                               
 
362
 “La valoración de la prueba tiene por objeto establecer la conexión final entre los medios de 
prueba presentados y la verdad o falsedad de los enunciados sobre los hechos en litigio” (Taruffo 
2008: 132). 
Visión sinóptica y análisis comparativo 163 
     
Precisión de criterios 
 
En la motivación fáctica de una sentencia judicial (así se trate de la decisión proferida en 
el juicio de apelación) el juez debe justificar la decisión adoptada con respecto a la 
elección de la hipótesis que resulte confirmada por las pruebas disponibles; es decir, la 
versión sobre los hechos que se considera verdadera, incluyendo el análisis de las 
pruebas que se presentan en contra de la versión fáctica adoptada en la decisión. En 
esta justificación el juez debe indicar los criterios objetivos y racionales aplicados en la 
estimación individual y conjunta de las pruebas disponibles363.    
 
En casación, respecto del control de la motivación fáctica (o premisa fáctica) de la 
sentencia judicial, debe examinarse la justificación de la decisión controvertida, a efectos 
de determinar su corrección o validez; es decir, si se encuentra racionalmente justificada 
con base en las pruebas disponibles364.  
 
Para Taruffo, el control en casación de la premisa fáctica de la sentencia no tiene por 
objeto las pruebas sino el razonamiento justificativo sustentado en los medios de prueba 
que fueron considerados en la misma365.  
 
Según Ferrajoli en casación el control de la motivación fáctica corresponde a un examen 
de validez sobre la congruencia del razonamiento probatorio, respecto de la consistencia 
o inconsistencia de la inducción probatoria, teniendo como referentes las pruebas 
consideradas y los criterios de inducción aplicados366.   
 
Los criterios de racionalidad aplicables tanto para la justificación del juicio sobre la 
versión de los hechos como para el control de validez de la premisa fáctica en casación, 
equivalen en Colombia a las reglas de la sana crítica, en el marco de una concepción 
racionalista del principio de „libre convicción del juez‟367.   
                                               
 
363
 Cfr. Cap. I, literal D. p. 21 y ss. 
 
364
 Cfr. Cap. I, literal E, p. 25 y ss.  
 
365
 (Taruffo 2006: 180, 182). 
 
366
 (Ferrajoli  1996). 
 
367
 Cfr. Cap. I, literal C, p. 16 y ss 
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De acuerdo con lo expuesto, el control de la motivación fáctica de la sentencia en  
casación, entendido como „juicio sobre el juicio del hecho‟, debe comprender el examen 
de los siguientes tipos de enunciados: 
 Enunciados que, basados en las pruebas disponibles (practicadas válidamente en el 
proceso), plantean confirmación o refutación de las versiones fácticas consideradas, 
y que apoyan la justificación de la decisión judicial;   
 Enunciados mediante los cuales se da cuenta de los criterios o pautas de 
racionalidad aplicados en el análisis individual y en el examen del conjunto 
probatorio, es decir,  reglas de sana crítica (ciencia, lógica y máximas de 
experiencia);  
  Enunciados que indican las inferencias relativas a la confirmación (o refutación) de 
los enunciados fácticos, correspondientes a la fiabilidad de las pruebas disponibles. 
 
De acuerdo con la anterior relación, en casación procedería un control integral de la 
motivación fáctica sin tomar en consideración criterios restrictivos, como por ejemplo, 
excluir de su ámbito de aplicación enunciados fácticos (de la sentencia) relativos a la 
valoración de algunos tipos de prueba. Enfocado en la concepción racional del principio 
de libre convicción, el principio de inmediación no resulta incompatible con el control de la 
motivación fáctica de la sentencia en sede casación (Andrés 2005: 92, 195) porque “la 
Casación efectúa un juicio sobre el juicio, no un juicio sobre el hecho…” (Igartúa 1995: 
162).   
 
Se debe tener presente que en nuestro sistema judicial prevalecen los principios de libre 
convicción y de „libertad probatoria‟ para la fijación judicial de los hechos, los cuales se 
aplican a todas las áreas especializadas de la jurisdicción ordinaria. Desde esta 
perspectiva, resulta plausible que en casación laboral sean controlables la apreciación y 
el razonamiento probatorio (inferencias) de los juzgadores con respecto a todo tipo de 
pruebas, y que principios como la oralidad y la inmediación operen de igual manera en el 
campo penal y en el campo laboral, sin que en éste último se considere restricción 
alguna.  
 
En Colombia la casación penal se configura como un modelo integral, estructurado, que 
permite dar cuenta en forma apropiada del control de la motivación fáctica en casación 
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porque abarca los distintos enunciados que integran el juicio sobre el hecho, es decir, 
comprende: la contemplación material de pruebas disponibles, la aplicación de criterios 
de racionalidad (sana crítica), el razonamiento probatorio que resulta de la valoración 
individual y conjunta de las pruebas disponibles (error de hecho); contando, además, el 












De lo expuesto pueden extraerse las siguientes conclusiones: 
 
 El marco conceptual con el cual se da inicio al presente trabajo permite trazar la 
trayectoria analítica que debe seguirse al abordar el campo de la consideración 
empírica de los presuntos presupuestos fácticos de las normas aplicables a los 
diversos casos sometidos a examen en las instancias judiciales.  
 
 Desde la perspectiva de una concepción racionalista del principio de libre 
convencimiento del juez en la apreciación y valoración de las pruebas, el control 
sobre la motivación fáctica de la sentencia en sede de casación  es aceptado y se 
considera indispensable para garantizar la legalidad y legitimidad de la decisión 
judicial. Tal control opera en dos dimensiones. En primer lugar, se debe verificar la 
congruencia de la motivación con la versión sobre el hecho que se ha estimado 
verdadera en la sentencia impugnada, a partir del análisis del razonamiento 
justificativo sustentado en las pruebas disponibles. Una vez determinada la 
corrección del juicio sobre el hecho, en segundo lugar, se procede a constatar si se 
ha aplicado correctamente la norma seleccionada por el juez al caso, es decir, si se 
ha acertado en la aplicación de las consecuencias jurídicas previstas en ella.     
 
 En la casación colombiana el control de la motivación fáctica de la sentencia está 
enfocado principalmente en errores en la apreciación de una prueba o en la 
transgresión de normas de carácter probatorio. Se asume como condición necesaria 
para el control y corrección en casación que el error haya determinado la incorrección 
en la aplicación de una norma sustancial aplicable o aplicada al caso. Es decir, la 
motivación fáctica de la sentencia se puede controlar en casación si el error es 
evidente y, además, incide en la parte dispositiva de la decisión, cuestionando su 
legalidad.  
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 El control de la motivación fáctica en casación civil y laboral no procede contra toda 
sentencia judicial sino que en los estatutos de procedimiento respectivos se 
establecen requisitos de procedencia relativos a tipología de procesos y a 
determinadas cuantías. En cambio, en materia penal a partir de la entrada en 
vigencia de la Ley 906 de 2004, este control procede contra toda sentencia de 
segunda instancia, sin importar el tipo penal ni la pena prevista, siempre que se 
demuestre la afectación de derechos y garantías fundamentales.    
 
 La muy marcada proporción de fracasos relativa a la formulación de cargos por error 
de hecho parece sugerir que los accionantes tienen poco claras las características 
del control y el sentido de la casación en materia fáctica. Sin perjuicio de errores de 
orden formal o técnico, con mucha frecuencia quienes acuden a la casación se 
equivocan al señalar en qué consisten los errores de hecho objeto de impugnación. 
 
 Institucionalmente, los errores en materia fáctica, cuentan con dos vías de 
aproximación para su detección, identificación y caracterización en sede de casación. 
Es así como se dispone de las figuras del error de hecho y del error de derecho. Sin 
embargo, no hay univocidad de significado para cada uno de las modalidades de 
error. 
- En casación penal el error de hecho corresponde a desaciertos en la apreciación 
y valoración (individual y conjunta) de pruebas; el error de derecho se presenta 
por transgresión de normas de carácter probatorio o, como se prescribe en la Ley 
906 de 2004, por desconocimiento de reglas de producción de la prueba, los 
cuales afectan la validez jurídica de las pruebas y se agrupan en dos 
modalidades: falso juicio de legalidad y falso juicio de convicción. 
- En casación civil el error de hecho implica equivocación en la contemplación 
material (apreciación) de una prueba; el error de derecho corresponde a 
desaciertos en la contemplación jurídica de pruebas producidos por transgresión 
de normas de carácter probatorio relativas a la admisión, producción, eficacia o 
valoración de pruebas. 
- En casación laboral el error de hecho corresponde a desaciertos en la 
apreciación de pruebas calificadas (documento auténtico, confesión e inspección 
judicial); el error de derecho se cataloga como equivocación en la apreciación de 
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pruebas solemnes, es decir, excluye los errores derivados del desconocimiento 
de otras normas probatorias.        
 
 Con respecto a las modalidades de error de hecho también se presentan diferencias 
en cada una de las áreas de casación: 
- En casación laboral se ha previsto por vía normativa que el error de hecho se 
presenta por falta de apreciación o por apreciación errónea de prueba calificada 
(documento auténtico, confesión e inspección judicial); sin embargo, la Sala 
Laboral en algunos pronunciamientos ha reconocido la suposición como yerro 
fáctico cuando se da por probado un hecho sin soporte probatorio.   
- En casación civil por vía jurisprudencial se diferencian tres modalidades 
correspondientes a desaciertos de contemplación material de la prueba: 
preterición, suposición y distorsión de una prueba. 
- En casación penal la jurisprudencia diferencia tres modalidades de error de 
hecho. En relación con la contemplación material de la prueba se incurre en falso 
juicio de existencia (por omisión o por suposición) y en falso juicio de identidad 
(por adición, por cercenamiento o por tergiversación). Respecto de la valoración 
(individual y conjunta) de las pruebas, se ha reconocido la modalidad denominada 
falso raciocinio relativo a la transgresión de reglas de la sana crítica (ciencia, 
lógica y máximas de experiencia) en la motivación fáctica de la sentencia, es 
decir, corresponde a desaciertos en el razonamiento probatorio con base en el 
cual se determinan hechos judicialmente relevantes en la decisión. 
 
 Los cuadros correspondientes a la visión sinóptica de las modalidades de error de 
hecho identificadas por las Salas de Casación de la Corte Suprema de Justicia 
muestran la frecuencia relativa de desaciertos o tipos de desaciertos que son 
cometidos por los juzgadores cuando se aborda la fijación judicial de los hechos.  
 
De acuerdo con el conjunto de sentencias de casación examinadas las modalidades 
de error de hecho más frecuentes son las siguientes:  
- En casación laboral prevalece la apreciación errónea de prueba documental. 
- En casación civil lo más frecuente es el error de hecho por distorsión de pruebas 
documental y testimonial; y por preterición de testimonios y documentos.  
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- En casación penal, sobre todo en materia de prueba testimonial, con marcada 
reiteración se incurre en falso raciocinio con respecto a máximas de experiencia, 
en falso juicio de identidad por tergiversación y en falso juicio de existencia por 
omisión.  
 
Esta presentación permite disponer de características de los yerros, a efectos de que 
institucionalmente puedan adoptarse precauciones que posibiliten correcciones y 
ajustes derivados de un ejercicio de reflexión crítica respecto de la práctica cotidiana 
de juzgamiento. De otra parte, tal consideración también resulta de interés para los 
profesionales del derecho que actúan ante los estrados judiciales, toda vez que la 
aludida caracterización de las equivocaciones constituye un indicador que permite el 
señalamiento oportuno de un indebido manejo de la apreciación probatoria en el 
ámbito judicial. En suma, la advertencia resultante puede ser de interés para los 
actores procesales, con miras a un perfeccionamiento de su desempeño. 
 
 Si algo caracteriza la fijación judicial de los hechos es, precisamente, el razonamiento 
inductivo y la argumentación probatoria368; de allí se proyecta la importancia que, en 
materia de casación, tiene el control de la motivación fáctica de la sentencia, toda vez 
que los principales errores en materia de hechos se ponen de manifiesto en el 
mencionado razonamiento inductivo y la respectiva argumentación probatoria. En 
otros términos, es posible que haya una adecuada apreciación individual de la prueba 
y que, además, se considere el conjunto del acervo probatorio, pero que haya errores 
de carácter inferencial, es decir, equivocaciones en el razonamiento inductivo y por 
ende en la argumentación correspondiente a una fijación judicial de los hechos que, 
eventualmente, corresponda a la premisa fáctica de la norma aplicable a la solución 
del caso. 
 
 Pese a lo inadecuado de la expresión „falso raciocinio‟, con todo, es correcto el 
enfoque de individualizar el control del razonamiento probatorio. En sentido estricto, 
el término falsedad no es predicable del raciocinio, en tanto que razonamiento o 
argumento. La equivocación respectiva puede considerarse inválida o incorrecta pero 
                                               
 
368
 (Peña 2008: 77-116) 
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no falsa. Los razonamientos o argumentos no son falsos o verdaderos, sino correctos 
o incorrectos, válidos o inválidos. La falsedad se predica de enunciados, oraciones o 
proposiciones. Así sólo pueden considerarse falsas las premisas o las conclusiones; 
o también puede considerarse falso un juicio, en tanto corresponda a la idea acerca 
de cómo es una cosa (afirmación o negación). 
 
Sin perjuicio de la anterior precisión vale la pena destacar que pese a la mencionada 
objeción con respecto al uso inadecuado de la expresión „falso raciocinio‟, la Sala 
Penal de la Corte Suprema lleva a cabo una utilización correcta de esta modalidad en 
el marco del control de la motivación fáctica de la sentencia en sede de casación.   
 
 En principio, no se cuenta con razones suficientes para que, en sede de casación, se 
disponga de un tratamiento bastante diferenciado con respecto al control de la 
motivación fáctica de la sentencia en las diversas Salas de la Corte Suprema de 
Justicia. En particular, no hay razones explícitas para que operen restricciones en 
casación laboral en el control del error de hecho a diferencia de las otras (pese a que 
se disponga de base normativa). Al carecer de razones, se perfila como lo más 
adecuado la unificación de criterios en materia de control de la motivación fáctica de 
la sentencia en sede de casación. Resulta pertinente ajustar el régimen y la práctica 







A. Anexo: Casación Penal 
En este anexo se presenta un registro de referencia correspondiente a veintisiete (27) 
sentencias de casación penal en las cuales prosperó el recurso extraordinario por error 
de hecho en la motivación fáctica de sentencias de segunda instancia, resultado del 
estudio exploratorio de jurisprudencia proferida por la Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia durante el cuarto trimestre del año 2008 y el primer semestre del año 2009. 
  
Para tal efecto se acogió como criterio de clasificación la calificación normativa de los 
hechos judicialmente relevantes en el proceso, esto es, los tipos penales genéricos –sin 
considerar el concurso de conductas punibles ni las modulaciones del tipo penal- y 
prescindiendo de las particularidades de cada caso.   
 
El registro referencial de las providencias se agrupa de la siguiente forma:   
 
1. Sentencias con calificación normativa correspondiente a tipos penales relacionados 
con abuso sexual de menores de edad  
2. Sentencias con calificación normativa correspondiente al tipo penal de estafa 
3. Sentencias con calificación normativa correspondiente al tipo penal de homicidio  
4. Sentencias con calificación normativa correspondiente al tipo penal de rebelión 
5. Sentencias con diferente calificación normativa 
 
Con respecto a cada sentencia de casación se indica de modo genérico la conclusión 
principal de las sentencias de primera y segunda instancia, así como la decisión final (en 
sede de casación) respecto de la materialidad del hecho y la determinación de 
responsabilidad de los procesados (condena o absolución); a su vez, se destacan por 
separado las modalidades de error de hecho (y en algunos casos, de error de derecho)  
identificadas por la Sala Penal de la Corte.  
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1. Sentencias con calificación normativa correspondiente a tipos penales 
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  Artículo 205, Código Penal (Ley 599 de 2000).  
370
  Artículo 237,  Código Penal (Ley 599 de 2000).  
371
  Artículo 209, Código Penal (Ley 599 de 2000).  
372
  Circunstancias de agravación punitiva. Artículo 211, numerales 2 y 4, Código Penal. 
373
  Artículo 209, Código Penal (Ley 599 de 2000). 
374
  Circunstancia de agravación punitiva. Artículo 211, numeral 2, Código Penal. 
375
   Artículo 208, Código Penal (Ley 599 de 2000). 
376
  Artículo 209, Código Penal (Ley 599 de 2000). 
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  Artículo 246, Código Penal (Ley 599 de 2000). 
378
  En la sentencia de casación no se precisan las circunstancias de agravación punitiva aplicadas, sin embargo se 
pueden tener como referentes las siguientes normas: artículos 58, 247 y 267  del Código Penal (Ley 599 de 2000). 
379
  Circunstancia de agravación punitiva. Artículo 267, numeral 1°, Código Penal (Ley 599 de 2000). 
 












DECISIÓN EN CASACIÓN 
ERRORES DE  
APRECIACIÓN PROBATORIA  




















TRÁFICO Y PORTE 










CASÓ DE OFICIO Y 
PARCIALMENTE  LA DECISIÓN 
CON EL FIN DE  RECONOCER  EN 
EL DELITO DE HOMICIDIO 
SIMPLE LA CIRCUNSTANCIA DE 
ATENUACIÓN RELATIVA DE IRA E 
INTENSO DOLOR; 
CONFIRMÓ CONDENA POR EL 
DELITO DE  FABRICACIÓN, 
TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS DE 
FUEGO O MUNICIONES . 
 
Error de hecho: 
- Falso juicio de identidad por 
tergiversación (prueba testimonial) 























PORTE ILEGAL DE 
ARMA DE FUEGO 
 
REVOCÓ EL FALLO 
Y ABSOLVIÓ  AL 
PROCESADO  
 
CASÓ LA DECISIÓN Y CONFIRMÓ 
LA SENTENCIA CONDENATORIA 
DE PRIMERA INSTANCIA.  
(DECLARÓ PRESCRIPCIÓN DEL 
PORTE ILEGAL DE ARMA DE 
FUEGO) 
 
. Error de hecho:  
- Falso juicio de identidad por 
tergiversación (prueba testimonial) 
- Falso raciocinio (máximas de 
experiencia) 
 
. Error de derecho:  
-Falso juicio de convicción 
12 
 


















REVOCÓ EL FALLÓ 
Y ABSOLVIÓ AL 
PROCESADO  
 
CASÓ LA DECISIÓN Y CONFIRMÓ 
LA SENTENCIA  CONDENATORIA 
DE PRIMERA INSTANCIA 
 
Error de hecho:  
-Falso raciocinio (criterios de 
racionalidad) 
 
Error de derecho:  























REVOCÓ EL FALLO 








CASÓ LA DECISIÓN Y CONFIRMÓ 
LA SENTENCIA ABSOLUTORIA DE 
PRIMERA INSTANCIA 
 
Error de hecho:  
- Falso juicio de existencia por 
omisión (prueba testimonial, 
prueba trasladada) 
- Falso juicio de identidad por 
tergiversación (prueba testimonial, 
versión procesado)  
 
 
                                               
 
380
  Circunstancia de agravación punitiva. Artículo 104, numeral 7, Código Penal (Ley 599 de 2000).  
381
  Circunstancias de agravación punitiva. Artículo 104, numerales 1, 4 y 7, Código Penal.  
 











DECISIÓN EN CASACIÓN 
ERRORES DE  
APRECIACIÓN PROBATORIA  




















REVOCÓ EL FALLO 
Y ABSOLVIÓ AL 
PROCESADO  
 
CASÓ LA DECISIÓN Y CONDENÓ 
AL PROCESADO POR EL DELITO 
DE HOMICIDIO AGRAVADO 
 
Error de hecho:  
- Falso juicio de existencia por 
omisión (prueba testimonial, 
indicio) 
- Falso juicio de identidad por 
cercenamiento (versión 
procesado) 
- Falso juicio de identidad por 
tergiversación (prueba testimonial) 
- Falso raciocinio (máximas de 














PROCESADO POR  










REVOCÓ EL FALLO 
Y ABSOLVIÓ AL 
PROCESADO  
 
CASÓ DE OFICIO Y CONFIRMÓ 
LA SENTENCIA CONDENATORIA 
DE PRIMERA INSTANCIA 
 
Error de hecho:  















CONDENÓ A LOS 
DOS 
PROCESADOS 






PROTEGIDAS;  a 
uno de los 
procesados: en 
concurso con 




REVOCÓ EL FALLO 
Y ABSOLVIÓ A LOS 
DOS PROCESADOS 
 
CASÓ LA DECISIÓN Y CONFIRMÓ 
LA SENTENCIA  CONDENATORIA 
DE PRIMERA INSTANCIA :   
DOS PROCESADOS POR LOS 
DELITOS DE HOMICIDIO EN 
PERSONAS PROTEGIDAS Y 
TORTURAS EN PERSONAS 
PROTEGIDAS;  A UNO DE ELLOS  
EN CONCURSO CON LOS 
DELITOS UTILIZACIÓN DE 
MEDIOS Y MÉTODOS DE 
GUERRA ILÍCITOS, TRÁFICO DE 





Error de hecho:  
-Falso raciocinio (máximas de 







Proceso N°  
31062, 











REVOCÓ EL FALLO 
Y ABSOLVIÓ AL 
PROCESADO  
 
CASÓ LA DECISIÓN Y CONFIRMÓ 
LA SENTENCIA  CONDENATORIA 
DE PRIMERA INSTANCIA 
 
Error de hecho:  
-Falso juicio de identidad por 
tergiversación (prueba testimonial, 
prueba pericial) 
 
                                               
 
382
  Circunstancia de agravación punitiva. Artículo 104, numeral 7, Código Penal (Ley 599 de 2000). 
383
 En la sentencia de casación no se precisa la circunstancia de agravación punitiva tenida en cuenta en el fallo 
condenatorio de primera instancia, confirmado en sede de casación. 
 











DECISIÓN EN CASACIÓN 
ERRORES DE  
APRECIACIÓN PROBATORIA  

























PROTEGIDA,  EN 
CONCURSO CON 





REVOCÓ EL FALLO 
Y ABSOLVIÓ A L 
PROCESADO 1 DE 
TODOS LOS 




CASÓ  LA DECISIÓN  CON 
RESPECTO AL PROCESADO 1: 
CONFIRMÓ EL FALLO 
CONDENATORIO DE PRIMERA 
INSTANCIA  
POR HOMICIDIO EN PERSONA 
PROTEGIDA, TENTATIVA DE 
HOMICIDIO EN PERSONA 
PROTEGIDA, HOMICIDIO 
AGRAVADO, TENTATIVA DE 
HOMICIDIO AGRAVADO, ACTOS 
DE TERRORISMO.  
 
Excepto:  concierto para 
delinquir (absolvió) y utilización 
de métodos de guerra ilícitos, 




Error de hecho: 













CONDENÓ A LOS 
PROCESADOS 






MARGEN DE LA 
LEY, HOMICIDIO Y 




REVOCÓ EL FALLO 
Y ABSOLVIÓ A LOS 
PROCESADOS 
 
CASÓ LA DECISIÓN Y CONDENÓ 
A LOS 
PROCESADOS  1, 2, 3 Y 4: POR 
CONFORMACIÓN DE GRUPOS 
ARMADOS AL MARGEN DE LA 
LEY; 
Y A LOS PROCESADOS 3 Y 4: EN 
CONCURSO CON HOMICIDIO 
 
Error de hecho:  
- Falso juicio de existencia por 
omisión (prueba testimonial, 
prueba pericial, indicio) 
- Falso juicio de identidad por 
cercenamiento (prueba 
testimonial) 
- Falso juicio de identidad por 
tergiversación (prueba testimonial) 
 
 











DECISIÓN EN CASACIÓN 
ERRORES DE  
APRECIACIÓN PROBATORIA  















PROCESADO  DE 




REVOCÓ EL FALLO 
Y CONDENÓ AL 
PROCESADO POR 
TERRORISMO Y 
REBELIÓN  PERO 







CASÓ PARCIALMENTE LA 
DECISIÓN  CONDENANDO AL 
PAGO DE PERJUICIOS 
MATERIALES OCASIONADOS 
POR LAS CONDUCTAS 
DELICTIVAS DE TERRORISMO Y 
REBELIÓN 
 
Error de hecho:  
-Falso juicio de existencia por 
omisión (prueba documental) 
 
 











DECISIÓN EN CASACIÓN 
ERRORES DE  
APRECIACIÓN PROBATORIA  














ABSOLVIÓ A LOS 
DOS 
PROCESADOS 
DEL DELITO DE 
REBELIÓN 
 
REVOCÓ EL FALLO 
Y CONDENÓ A  LOS 
DOS PROCESADOS 
POR EL DELITO DE 
REBELIÓN  
 
CASÓ LA DECISIÓN Y CONFIRMÓ 
LA SENTENCIA ABSOLUTORIA 
DE PRIMERA INSTANCIA.  
 
PROCESADO 1: EN ATENCIÓN 
DE LA DEMANDA DE CASACIÓN  
PROCESADO 2: DE OFICIO 
 
. Error de hecho:  
- Falso juicio de existencia por 
omisión (prueba testimonial, 
prueba trasladada, prueba 
documental) 
- Falso juicio de identidad por 
cercenamiento (prueba 
testimonial, prueba trasladada, 
versión procesado) 
 
. Error de derecho:  
- Falso juicio de legalidad 
- Falso juicio de convicción 
 
 











DECISIÓN EN CASACIÓN 
ERRORES DE  
APRECIACIÓN PROBATORIA  















PROCESADO  DE 











CASÓ LA DECISIÓN 
CONDENANDO AL PROCESADO 
POR EL DELITO DE OMISIÓN DEL  
AGENTE RETENEDOR Y 
RECAUDADOR 
 
Error de hecho:  


















LOS DELITOS DE 
INTERÉS 






REVOCÓ EL FALLO 
Y ABSOLVIÓ AL 
PROCESADO  
 
CASÓ LA DECISIÓN Y CONFIRMÓ 
LA SENTENCIA  CONDENATORIA 
DE PRIMERA INSTANCIA 
 
Error de hecho:  
-Falso raciocinio (máximas de 
experiencia y otros criterios de 
racionalidad) 
 
                                               
 
384
 Artículo 402, Código Penal (Ley 599 de 2000). 
385
 Artículos 409 y 406 (respectivamente), Código Penal (Ley 599 de 2000). 
 











DECISIÓN EN CASACIÓN 
ERRORES DE  
APRECIACIÓN PROBATORIA  




















PÚBLICO386; Y A 
LA PROCESADA 













CASÓ LA DECISIÓN Y CONDENÓ  
AL PROCESADO 1 POR EL 
DELITO DE FALSEDAD 
IDEOLÓGICA EN DOCUMENTO 
PÚBLICO; Y A LA PROCESADA 2  
POR EL DELITO DE USO DE 
DOCUMENTO PÚBLICO FALSO 
 
Error de hecho:  
-Falso raciocinio (criterios de 
racionalidad) 
 
Error de derecho:  



























CASÓ LA DECISIÓN Y ABSOLVIÓ 
AL PROCESADO DE  LOS 
DELITOS DE FALSA DENUNCIA Y 
HURTO AGRAVADO 
 
. Error de hecho:  
- Falso juicio de existencia por 
suposición 
- Falso raciocinio (máximas de 
experiencia y otros criterios de 
racionalidad) 
 
. Error de derecho:  













ABSOLVIÓ A LOS 
DOS 
PROCESADOS 










CASÓ LA DECISIÓN Y CONDENÓ 
A LOS PROCESADOS POR EL 
DELITO DE TENTATIVA DE 
EXTORSIÓN AGRAVADA 
 
Error de hecho:  
- Falso juicio de existencia por 
omisión (prueba documental) 
- Falso juicio de identidad por 
cercenamiento (denuncia) 
- Falso juicio de identidad por 
tergiversación (prueba 
testimonial, versión procesado, 
prueba documental) 



































CASÓ LA DECISIÓN Y ABSOLVIÓ 
AL PROCESADO DE LOS DELITOS 
DE ACCESO CARNAL VIOLENTO, 
ACTO SEXUAL VIOLENTO Y 
HURTO AGRAVADO CALIFICADO 
 
Error de hecho:  
-Falso raciocinio (máximas de 
experiencia) 
 
                                               
 
386
 Artículo 286, Código Penal (Ley 599 de 2000). 
387
 Artículo 291, Código Penal (Ley 599 de 2000). 
388
 Artículos 435, 239 y 241 (respectivamente), Código Penal (Ley 599 de 2000). 
389
 Artículos 244,245 y 267, Código Penal (Ley 599 de 2000). 
390
 Artículos 205 y 206, 240 y 241 (respectivamente), Código Penal (Ley 599 de 2000). 




Como cierre del anexo, a continuación se destacan los casos en los cuales la Sala Penal 
de la Corte Suprema identificó errores de hecho en decisiones de segunda instancia 
correspondientes a procesos seguidos por conductas delictivas relacionadas con abuso 





Error de hecho en sentencias cuya calificación normativa corresponde a tipos 
penales relacionados con abuso sexual de menores de edad 
 
 
En cuatro sentencias de casación con calificación normativa correspondiente a 
tipos penales relacionados con abuso sexual de menores de edad se registran 
las siguientes particularidades:  
 
En uno de los fallos aludidos la víctima era menor de 18 años y el abusador era 
su progenitor; en los tres casos restantes, las víctimas eran menores de 14 años, 
en dos de los cuales sus victimarios eran familiares y en el último, el esposo de la 
directora del hogar infantil donde permanecía la menor abusada.   
 
Las circunstancias en las cuales se presentaron los abusos sexuales de los 
menores son diferentes, pero tienen como rasgo común que los victimarios 
actuaron de manera subrepticia, evitando dejar pruebas directas del hecho y de 
su responsabilidad, salvo el testimonio de la propia víctima (menor de edad), 
cuya corroboración dependía de otros medios probatorios: prueba testimonial, 
prueba documental, prueba pericial, indicios, etc. 
 
En los cuatro procesos los juzgadores de primera instancia habían condenado a 
los procesados pero, en segunda instancia, los respectivos Tribunales Superiores 
revocaron las sentencias condenatorias para absolver a los victimarios.  
 
De acuerdo con lo sostenido por la Sala Penal de la Corte, en estas sentencias 
predominó el error de hecho por falso raciocinio; en dos sentencias se incurrió en 
error de derecho por falso juicio de convicción y en uno, en error de derecho por 
falso juicio de legalidad (de manera concurrente con errores de hecho).   
 
En todos los casos, aunque de modo diverso, los juzgadores de segunda 
instancia se equivocaron en la apreciación de la prueba testimonial de acuerdo 
con las siguientes precisiones:  
 
En primer lugar, por el mérito que le concedieron a la versión de la víctima 
(menor de edad), la cual es considerada por la Sala Penal como prueba directa 
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idónea para la incriminación del victimario en casos de abuso sexual de menores; 
en tres sentencias de segunda instancia se desestimó o se restó valor probatorio 
a los relatos de los menores abusados; en otro se dejó de lado el recaudo 
probatorio porque la menor no compareció al juicio, aunque la había valorado un 
médico legista cuando se denunció el hecho.  
 
En segundo lugar, se incurrió en errores de apreciación probatoria con respecto a 
los testimonios de los familiares, los cuales debían ser considerados como 
prueba válida (aunque indirecta) que corroboraba el relato de los menores 
abusados; en dos casos seguidos por la Ley 906 de 2004 también se 
desestimaron los testimonios de los funcionarios de la Fiscalía (en uno) y del 
perito de siquiatría forense (en el otro), por considerarlos prueba indirecta o de 
referencia, no obstante que con ellos se establecía la materialidad del hecho y la 
responsabilidad penal del abusador. En los procesos regidos por la Ley 600 de 
2000 no se le concedió valor probatorio a la prueba pericial, como si se tratara de 
prueba indirecta, desconociendo su validez como prueba directa y al mismo 
tiempo, los postulados científicos que deben aplicarse en la valoración de los 
testimonios de los menores de edad abusados sexualmente, lo cual se había 
plasmado en los correspondientes dictámenes periciales.   
 
De acuerdo con lo sostenido por la Sala Penal de la Corte, en todos los casos los 
juzgadores de segunda instancia se distanciaron de los criterios de valoración 
fijados para los testimonios de menores de edad, en particular, cuando son objeto 
de abuso sexual; de igual manera, no analizaron adecuadamente el recaudo 
probatorio que corroboraba la versión de las víctimas menores de edad, a partir 
de lo cual se establecía la materialidad de los hechos y la responsabilidad de los 
procesados, de manera que se contaba con prueba suficiente para condenar a 
los victimarios, cuya valoración debía atender los criterios fijados por la Sala para 
este tipo de conductas delictivas.   
 
En los casos seguidos por el estatuto procesal penal de la Ley 906 de 2004, la 
Sala Penal indicó, como criterio de valoración de un testimonio en el cual se 
relatan hechos relacionados con abuso sexual de una víctima menor de edad, lo 
siguiente: el testimonio debe ser valorado por el juzgador de instancia siempre 
que el testigo haya tenido conocimiento de los hechos por la propia víctima, 
aunque no los haya presenciado, pues permite determinar la credibilidad de lo 
manifestado por el menor, además, hace parte integral del conjunto de pruebas 
para establecer la responsabilidad penal del procesado. Dijo la Sala que la 
utilización de este tipo de declaración se hace de forma indirecta para corroborar 
lo dicho por el menor edad y no de forma directa, pero no es prueba de referencia 
porque el testigo narra hechos percibidos directamente (si corresponde o coincide 
con el relato de la víctima -menor de edad- respecto de las circunstancias de la 
agresión sexual y en relación con el agresor). Este criterio se aplica para 
familiares, amigos, profesionales (sicólogos, médicos), funcionarios y peritos que 
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hayan tenido conocimiento de los hechos por el relato de la víctima menor de 
edad.  
 
De igual forma señaló que, al tratarse de delitos de abuso sexual contra menores 
de edad, a la declaración de la víctima (menor de edad) se le debe dar 
credibilidad por cuanto los hechos suelen darse en un entorno privado en el cual 
el sujeto activo evita ser descubierto y, por lo mismo, con frecuencia tan sólo se 
cuenta con el relato del agredido sexualmente. En la estimación de su testimonio 
se debe tener conciencia de la situación de indefensión por la que atraviesa un 
menor durante este tipo de agresiones, la cual perdura aún después de ocurrido 
el hecho. Al respecto, la Sala reiteró lo sostenido en un fallo anterior en cuanto al 
poder de persuasión de los testimonios de menores: 
[…] La exclusión del mérito que ofrece el testimonio del menor desatiende 
estudios elaborados por la sicología experimental y forense, por lo que se 
puede concluir que una tal postura contraviene las reglas de la sana crítica, en 
cuanto el juicio del funcionario debe mostrarse acorde con los postulados 
científicos.  Estudios recientes realizados por profesionales de esas áreas, 
indican que no es cierto que el menor, a pesar de sus limitaciones, no tiene la 
capacidad de ofrecer un relato objetivo de unos hechos y muy especialmente 
cuando lo hace como víctima de abusos sexuales... 
A partir de investigaciones científicas… se infiere que el dicho del menor, 
por la naturaleza del acto y el impacto que genera en su memoria, adquiere 
gran credibilidad cuando es la víctima de abusos sexuales.… 
…desconocer la fuerza conclusiva que merece el testimonio del menor 
víctima de un atentado sexual, implica perder de vista que dada su inferior 
condición -por encontrarse en un proceso formativo físico y mental- requiere 
de una especial protección, hasta el punto de que, como lo indica 
expresamente el artículo 44 de la Carta Política, sus derechos prevalecen 
sobre los demás y, por lo tanto, su interés es superior en la vida jurídica…      
... En las actuaciones de esta naturaleza en donde se vea involucrado un 
menor, bien como acusado o como víctima, es necesario brindarle una 
protección especial que impida su discriminación […]391   
 
En los procesos seguidos por la Ley 600 de 2000, la Sala Penal también 
consideró que se debía otorgar credibilidad al testimonio de la víctima (menor de 
edad) de abuso sexual, basándose en estudios de carácter científico (con 
evidencia empírica) en los cuales se ha concluido que los niños, desde los dos 
años de edad, tienen capacidad de ofrecer relatos objetivos de tales hechos y por 
ende confiables desde una perspectiva probatoria. La Sala ratificó el criterio, 
adoptado por unanimidad, según el cual…  
     […] los testimonios de menores, de personas de la tercera edad, o de 
seres humanos que puedan tener la condición de disminuidos físicos, 
                                               
 
391
 [Sentencia del 26 de enero de 2006, radicado 23.706] Cita en Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal. Sentencia del 27 de marzo de 2009, proceso N° 31103. M. P. Sigifredo Espinosa Pérez 
(SAP). 
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sensoriales o psíquicos, o alguna condición moral que pueda descalificarlos 
socialmente (diversidad sexual, cultural, condición social, profesión, raza, etc.) 
no están condicionadas a ningún tipo de tarifa (positiva o negativa) por la 
mera condición del testigo […]392. 
  
De igual manera, rechazó que se desestimara una prueba pericial sin que se 
haya efectuado su valoración con las demás pruebas, dentro de las cuales debía 
contarse el testimonio de la víctima (menor de edad); más cuando hay coherencia 
con el relato del menor abusado. Sostuvo la Sala Penal que “…El dictamen 
pericial permite aportar al proceso elementos técnicos, científicos o artísticos, así 
como máximas del conocimiento que escapan al saber del juez, y tiene como 
propósito ilustrarlo al momento de realizar la valoración conjunta de los 
elementos probatorios, acudiendo siempre al criterio de la sana crítica”393. 
 
En uno de los procesos referenciados, la madre de la menor víctima de abuso 
sexual no permitió que compareciera al juicio, lo cual había quedado 
suficientemente demostrado dentro del proceso, circunstancia que fue 
considerada por la Sala de Casación Penal como un evento similar según lo 
previsto en el literal b) del artículo 438394 de la Ley 906 de 2004, que permitía 
admitir como prueba de referencia excepcional el testimonio del agente de policía 
judicial que había entrevistado a la víctima (menor de edad) y a su progenitora; 
además, se contaba con el dictamen del perito psiquiatra que se corroboraba con 
su testimonio en el juicio, dejando claro que dicha prueba es directa y no de 
referencia como lo alegaba la defensa del procesado, con base en la cual se 
superaba cualquier duda respecto de la conducta punible y de la responsabilidad 
penal del enjuiciado, de manera que procedió a confirmar la sentencia 







Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal  
Proceso N° 31103, Sentencia del 27-03-09 (Ley 906/04), M.P. Sigifredo Espinosa Pérez  
Proceso N° 30305, Sentencia del 05-11-08 (Ley 600/00), M.P. Augusto Ibáñez Guzmán 
Proceso N° 29678, Sentencia del 05-11-08 (Ley 600/00), M.P. Alfredo Gómez Quintero 




                                               
 
392
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 5 de noviembre de 2008, proceso N° 
29678. M. P. Alfredo Gómez Quintero (22) 
 
393
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 5 de noviembre de 2008, proceso N° 
30305. M. P. Augusto Ibáñez Guzmán (21) 
 
394
 Artículo 438, Ley 906 de 2004: 
“Únicamente es admisible la prueba de referencia cuando el declarante: […] 






B. Anexo: Casación Civil 
En este anexo se presenta un registro de referencia correspondiente a veinticuatro (24) 
sentencias de casación civil en las cuales prosperó el recurso extraordinario por error de 
hecho en la motivación fáctica de sentencias de segunda instancia, resultado del estudio 
exploratorio de jurisprudencia proferida por la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia 
durante los años 2007, 2008 y el primer semestre del año 2009.  
 
Como criterio de clasificación se seleccionó la pretensión principal del demandante, dada 
la complejidad y disimilitud de las estructuras normativas que rigieron los asuntos civiles 
sometidos a debate judicial en los fallos examinados, prescindiendo de las 
particularidades de cada caso.   
 
El registro referencial de las providencias se agrupa de la siguiente forma:   
 
1. Error de hecho en la demostración de „suma de posesiones‟  
2. Error de hecho en la estimación de perjuicios 
3. Error de hecho en sentencias con pretensiones disímiles 
a. Sentencias de casación proferidas en el primer semestre del año 2009 
b. Sentencias de casación proferidas en el año 2008 
c. Sentencias de casación proferidas en el año 2007 
 
La información sobre el conjunto de sentencias de casación civil examinadas se organizó 
en torno a la descripción genérica de la pretensión principal que dio origen al proceso, 
destacando en paralelo lo relativo a la conclusión de las decisiones judiciales en segunda 
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PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 













Proceso ordinario: Una 
comunera, titular de la 
mayoría de las cuotas partes 
del bien, pretendía obtener la 
declaración de dominio de un 
inmueble por prescripción 
extraordinaria, dada la 
posesión material del bien por 
más de veinte años, tiempo 
que se cumplía sumando las 
posesiones de quienes le 
antecedieron, al período en el 
que había ejercido los actos 




Confirmó la sentencia de  
primera instancia, mediante 
la cual se negó la 
declaración de pertenencia 
por falta de tiempo para la 
usucapión. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia. Revocó 
el fallo de primera instancia, 
para declarar a favor de la 
demandante la adquisición 
de dominio del inmueble 
por prescripción 
extraordinaria, con base en 




Error de hecho:  
-Distorsión (prueba 
documental, interpretación 
















Coposeedores de un bien 
inmueble pretendían la 
declaración de dominio por 
prescripción extraordinaria 
aduciendo haber superado el 
tiempo exigido para ello (20 
años), sumando a los actos de 
señorío ejercidos 
directamente, los períodos de 
posesión de sus antecesores.   
Se presentó demanda de 
reconvención: acción 




Confirmó la sentencia de  
primera instancia mediante 
la cual se acogieron las 
pretensiones de la parte 
demandante, declarando la 
adquisición de dominio por 
prescripción extraordinaria 
con base en la suma de 
posesiones. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia. Revocó 
el fallo de primera instancia 
para denegar la declaración 
de dominio por prescripción 
adquisitiva extraordinaria 
del bien inmueble por 
interrupción de la posesión 
y tiempo insuficiente para la 
usucapión. Declaró a favor 
de la parte demandada el 
derecho  real de propiedad 
del bien (sucesión del 
causante). 
 




prueba documental, demanda 
y reformas) 
- Distorsión (prueba 
testimonial, interpretación  de 
la contrademanda) 
 
Error de derecho: 
(Haber considerado 
indispensable una prueba) 
 







PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 














Reconocimiento y pago de 
perjuicios, daño emergente y 
lucro cesante, ocasionados 
por el incumplimiento de un 
contrato de transporte aéreo 
internacional de una 
mercancía. 
 
Revocó sentencia de 
primera instancia mediante 
la cual se había negado las 
pretensiones de la parte 
demandante; declaró el 
incumplimiento del 
contrato y condenó a la 
parte demandada a pagar 
los perjuicios. 
 
CASÓ PARCIALMENTE la 
sentencia de segunda 
instancia. Modificó a favor 
del demandado lo relativo a 
los valores estimados por 
concepto de daño 
emergente y lucro cesante, 
al corregir las fallas en el 
dictamen pericial acogido 
por la segunda instancia. 
 
 
. Error de hecho: 
-Preterición: (apreciación 
parcial prueba pericial) 
 








PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 













Proceso ordinario: Se 
acumularon tres demandas 
cuyas pretensiones estaban 
dirigidas al reconocimiento de 
perjuicios ocasionados por 
una empresa de transporte 
público, a raíz de un accidente 
de tránsito: por un lado, 
fallecieron familiares de dos 
partes demandantes y por 




Confirmó la sentencia de 
primera instancia mediante 
la cual se declaró la 
responsabilidad civil 
contractual pretendida. 
Extendió la condena al 
propietario del vehículo. 
 
CASÓ PARCIALMENTE la 
sentencia de segunda 
instancia.  Mantuvo la 
declaración de 
responsabilidad, pero 
revocó la estimación de los 
perjuicios a favor de las 
partes demandantes por los 
errores en la apreciación 
del dictamen pericial. 
Ordenó de oficio la práctica 
de pruebas antes de emitir 
la sentencia sustitutiva. 
 
 
. Error de hecho: 
-Preterición (apreciación 
parcial de prueba pericial) 
-Suposición (sustento fáctico 






Exp. N° 70001 





Proceso ordinario: Declarar el 
reconocimiento de perjuicios 
materiales y morales por 
hechos imputables a la parte 
demandada por 
inmovilización del vehículo  
objeto de un contrato de 
distribución; así mismo, pagar 
los frutos producidos por el 
uso de vehículo secuestrado 




Revocó la sentencia de 
primera instancia y acogió 
las pretensiones de la parte 
demandante. 
 
CASÓ PARCIALMENTE la 
sentencia de segunda 
instancia en cuanto a la 
cuantificación del daño, por 
los errores identificados. 
Revocó el fallo de primera 
instancia para condenar a la 
parte demandada a pagar 
perjuicios materiales por 
concepto de lucro cesante. 
 
Error de hecho: 
-Suposición (sustento fáctico 
en el dictamen pericial) 
-Preterición (apreciación 












Proceso ordinario: Declarar a 
la demandada responsable 
por la muerte accidental de 
un caballo de  propiedad de la 
demandante (por 
electrocución) y, condenar a 
pagar perjuicios materiales y 
morales.  
 
Confirmó la sentencia de 
primera instancia mediante 
la cual se acogieron las 
pretensiones, modificando 
tan sólo con una aclaración 
lo relativo al llamado en 
garantía. 
 
CASÓ PARCIALMENTE la 
sentencia de segunda 
instancia. Confirmó el fallo 
de primera instancia pero 
modificó lo relativo al lucro 
cesante, excluyendo la 
condena por este rubro. 
 
Error de hecho: 
-Preterición (confesión, 
apreciación parcial del 
dictamen pericial) 
-Suposición (sustento fáctico 












Proceso ordinario: Declarar  a 
los demandados  
solidariamente responsables 
por la muerte de su familiar, a 
causa de la negligencia en la 
atención médica por una 
dolencia cardiaca y, en 
consecuencia, al pago de los 
perjuicios ocasionados. 
 
Revocó la sentencia de 
primera instancia con la 
cual se habían desestimado 
las pretensiones y en su 
lugar, declaró a los 
demandados solidaria y 
civilmente responsables. 
 
CASÓ PARCIALMENTE la 
sentencia de segunda 
instancia, en cuanto al 
monto estimado para la 
indemnización por 
concepto de lucro cesante. 
Revocó la sentencia de 
primera instancia. Condenó 
a pagar perjuicios 
materiales y morales. 
 
 
Error de hecho: 
-Preterición (prueba 
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3. Error de hecho en sentencias con pretensiones disímiles 
 







PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 












Sentencia del  
10-03-09 
 
Proceso ordinario: Declarar la 
simulación absoluta y 
consecuente nulidad absoluta 
de los contratos; así mismo, la 
reivindicación de todos los 
bienes involucrados en el 
litigio, con sus frutos, 
naturales y civiles, percibidos 
o que se hubieren podido 
percibir. 
 
Confirmó la sentencia de  
primera instancia mediante 
la cual se  desestimaron las 
pretensiones, aunque 
modificó parcialmente la 
motivación de la sentencia. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia porque 
se ha debido declarar la 
simulación relativa a favor 
de la parte demandante. 
Ordenó prueba de oficio 
para establecer el valor 
total de los bienes 
transferidos y sus frutos, 




Error de hecho:  
- Distorsión  
(interpretación 













Proceso ordinario: Con 
ocasión de la demanda de 
reivindicación de una franja 
de terreno en la que el 
demandante pretendía 
construir un muro divisorio 
que permitiera su 
cerramiento hacia el terreno 
contiguo de su propiedad, 
encontró oposición del 
demandado, que adujo su 
señorío sobre tal área, 
presentando las debidas 
excepciones y demanda de 
reconvención. 
 
Revocó la sentencia de 
primera instancia y acogió 
la pretensión reivindicatoria 
de la parte demandante, 
desestimando las 
excepciones y negando la 
demanda de reconvención 
presentada por la parte 
demandada al estar 
probada la excepción de 
prescripción extintiva de la 
acción reivindicatoria. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia; confirmó 
la sentencia de primera 
instancia en la cual se 
acogió la contrademanda 
declarando la pertenencia a 
favor de la parte 
demandada al estar 
probada la excepción de 
prescripción extintiva de la 
acción reivindicatoria. 
 




















Proceso ordinario: Pretensión 
indemnizatoria frente a una 
empresa de transporte 
público, con base en su 
calidad de afiliadora del bus 
causante de un accidente de 
tránsito en el que murió el 
compañero permanente de la 
accionante.  
 
Revocó la sentencia de 
primera instancia mediante 
la cual se había declarado 
civilmente responsable a la 
parte demandada y, en 
consecuencia, la absolvió.  
 
CASÓ PARCIALMENTE la 
sentencia de segunda 
instancia, para declarar 
civilmente responsable a la 
parte demandada a favor 
de la recurrente 
(exclusivamente), 
modificando también la 
cuantía de la 
indemnización. 
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PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 
















Proceso ordinario: Declarar la 
nulidad del testamento 
otorgado por la causante y, en 
consecuencia,  ordenar el 
regreso de su patrimonio a la 
masa herencial para que se 
distribuyera conforme a la ley, 
dado que la causante fue 
inducida por el heredero 
universal de todos sus bienes 
a dar  declaración de voluntad 
en su favor, valiéndose de la 




Revocó la sentencia de 
primera instancia mediante 
la cual se había declarado la 
nulidad del testamento, 
porque consideró que no se 
había demostrado que la 
testadora careciera de 
discernimiento para la 
declaración de voluntad 
registrada en el testamento. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia. Declaró 
la nulidad del testamento 
por cuanto estaba 
demostrada la causal 3a del 
art. 1061 del Código Civil 
relativa a 'no estar en sano 
juicio' y, en consecuencia, 
ordenó que los bienes 
relacionados en el 
testamento volvieran a 
recaer en cabeza de la 
causante para integrar la 
masa herencial. 
 
















Proceso ordinario: Rescindir o 
revocar el contrato de 
compraventa de un bien 
inmueble suscrito por los 
demandados (deudores) con 
un tercero, para que el bien 
regresara a su patrimonio y 
que respondieran con las 
obligaciones contraídas con 
antelación; para ello, 
adujeron que los demandados 
(vendedores) actuaron de 




Confirmó la sentencia de  
primera instancia mediante 
la cual se acogió la 
pretensión de rescisión del 
contrato de compraventa 
del bien inmueble a efectos 
de que regresara al 
patrimonio del deudor, 
pues consideró demostrado 
el fraude pauliano. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia. Revocó 
el fallo de primera instancia 
para negar las pretensiones 
de la parte demandante 
porque no estaba  
demostrado el fraude 
pauliano. 
 





















Proceso ordinario: Declarar 
civil y solidariamente 
responsables de los daños 
sufridos por un trabajador 
durante la ejecución de la 
obra, a la firma constructora y 
a la empresa propietaria del 
inmueble, como generadores 
de actividad peligrosa 
representada en la 
construcción de un edificio 
(responsabilidad civil 
extracontractual derivada de 
la construcción de un 
edificio). 
 
Confirmó parcialmente la 
sentencia de primera 
instancia en lo relativo a la 
declaración de 
responsabilidad de la firma 
constructora de la obra, a la 
cual se había condenado al 
pago de perjuicios, 
ordenando actualizar el 
monto; con respecto a la 
empresa propietaria de la 
construcción declaró 
probada la excepción de 
falta de legitimidad en la 
causa. Estimó no probados 
los daños a la vida de 
relación. 
 
CASÓ PARCIALMENTE la 
sentencia de segunda 
instancia. Declaró la 
responsabilidad de la 
empresa propietaria de la 
construcción porque 
compartía el poder de 
dirección y control sobre la 
obra con la firma 
constructora (guardián de la 
actividad peligrosa); y 
condenó, tanto a la firma 
constructora de la obra 
como a la empresa 
propietaria de la 
construcción, al pago de los 
daños causados a la vida de 




Error de hecho:  
- Distorsión 
(interrogatorio 

















PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 
















Proceso ordinario: Declarar 
civil y solidariamente 
responsables a los 
demandados por la muerte de 
su hijo, quien falleció 
electrocutado por la cerca con 
electricidad que tenía la finca 
en donde se encontraba. 
 
Confirmó sentencia de  
primera instancia, mediante 
la cual se negó la pretensión 
de declarar civilmente 
responsables a los 
demandados por ausencia 
de demostración del nexo 
causal. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por los 
errores identificados. 
Ordenó de oficio la práctica 
de varias pruebas antes de 
emitir el fallo sustitutivo. 
 





. Error de 
derecho: 
-Valoración 


















Proceso ordinario: Declarar la 
adquisición de dominio por 
prescripción ordinaria de un 
inmueble en virtud de la 
posesión que ejerció desde 
1970 
 
Confirmó fallo inhibitorio de 
primera instancia por 
ausencia del presupuesto 
procesal de la capacidad 
para ser parte de quien 
figura como demandado 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por los 
errores identificados, 
rechazando la decisión 
inhibitoria. Ordenó de oficio 
la práctica de varias 
pruebas para determinar la 
existencia de error en el 
registro del propietario del 
bien inmueble, antes de 
emitir el fallo sustitutivo. 
 
 



















Proceso ordinario: Declarar 
que la demandada perdió el 
derecho a cobrar intereses 
que sobrepasaron el límite 
máximo legalmente permitido 
con ocasión de unos contratos 
de mutuo suscritos entre las 
partes; y en consecuencia, 
condenarla a reintegrar el 
monto recibido por tal 
concepto, así como a pagar 
los daños causados junto con 
los intereses comerciales 
correspondientes. 
 
Revocó la sentencia de 
primera instancia, negando 
las pretensiones de la parte 
demandante. 
 
CASÓ PARCIALMENTE la 
sentencia de segunda 
instancia, excepto en lo 
relativo a la decisión de 
costos de administración, 
aspecto que no fue objeto 
del recurso. Confirmó la 
sentencia de primera 
instancia en la cual se había  
accedido a las pretensiones 
de la parte demandante. 
 



























Proceso ordinario: Declarar el 
incumplimiento por parte de 
la aseguradora del contrato 
de seguro que cubría equipos 
y maquinaria ante el siniestro 
ocurrido y, en consecuencia,  
condenar al pago de los daños 
ocasionados. 
 
Confirmó la sentencia de 
primera instancia mediante 
la cual se  desestimaron las 
pretensiones de la parte 
demandante. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia. Revocó 
el fallo de primera instancia 
para declarar el 
incumplimiento del 
contrato de seguro por 
parte de la parte 
demandada dado que 
estaba demostrado el 













de la demanda) 








PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 














Proceso ordinario: Declarar la 
responsabilidad de las 
empresas demandadas por el 
accidente sufrido por un 
familiar con una electrocución 
cuando cumplía con su 
trabajo, con ocasión de su 
posterior fallecimiento; así 
como el respectivo 
reconocimiento de 
indemnización por perjuicios 
materiales y morales. 
 
 
Confirmó la sentencia de 
primera instancia mediante 
la cual se  desestimaron las 
pretensiones de la parte 
demandante, sustentando 
culpa exclusiva de la 
víctima. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por los 
errores de hecho, 
descartando la culpa 
exclusiva de la víctima. 
Ordenó pruebas de oficio 
previo a proferir fallo 
sustitutivo. 
 
















PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 
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Proceso ordinario: Resolución 
del contrato de suministro por 
incumplimiento y  pago de los 
perjuicios ocasionados, así 
como el valor de la cláusula 
penal pactada con la parte 
demandada.  
 
Revocó la sentencia de 
primera instancia y denegó 
la totalidad de las 
pretensiones. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por los 
errores de hecho. Confirmó 
tres puntos de la parte 
resolutiva del fallo de 
primera instancia (declaró 
terminado el contrato y 
condenó a indemnización). 
Modificó el tercer punto,  
condenando a la 
demandada a pagar el 
monto equivalente en 























Proceso ordinario: Declarar 
judicialmente la existencia de 
la unión marital de hecho 
conformada con el 
demandado y, en 
consecuencia, la sociedad 
patrimonial cuya disolución se 
produjo a partir de la 
separación física y definitiva 
de su compañero 
permanente. 
 
Revocó parcialmente la 
sentencia de primera 
instancia en la cual se 
acogieron las pretensiones 
de la demandante. Modificó 
lo relativo al tiempo de la 
unión marital y declaró 
probada la excepción de 
prescripción para la 
disolución y liquidación de 
la sociedad patrimonial. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por los 
errores de hecho. Confirmó 
el fallo de primera instancia 
en la cual se había accedido 
a las pretensiones de la 
demanda declarando la 
existencia de la unión 
marital de hecho y la 






















PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 
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Proceso ordinario: Declarar 
infundada la objeción que 
formuló la aseguradora contra 
la reclamación por la 
ocurrencia del siniestro 
amparado en la póliza andina 
de seguro de responsabilidad 
civil para el transporte 
internacional de personas por 
carretera, afectando las 
coberturas de muerte y/o 
lesiones personales y daños 
materiales ocasionados al 
vehículo con el accidente de 
tránsito. Solicitó que se 
condenara  al pago 





Confirmó la sentencia de 
primera instancia mediante 
la cual se  desestimaron las 
pretensiones de la parte 
demandante. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por el 
error de hecho identificado. 
Suspendió el proceso y 
solicitó al Tribunal de 
Justicia de la Comunidad 
Andina la interpretación 
prejudicial de la póliza 
andina de transporte 
internacional de pasajeros, 
en algunos puntos 
específicos, para decidir el 
caso. 
 















Proceso ordinario: Declarar 
hija extramatrimonial del de 
cujus y heredera;  en  
consecuencia, ordenar la 
restitución de la parte de la 
herencia que le 
correspondiera. 
 
Confirmó la sentencia de 
primera instancia en la cual 
se accedió a las 
pretensiones de la 
demandante. La segunda 
instancia declaró de oficio la 
nulidad absoluta por objeto 
ilícito del contrato por 
medio del cual la 
progenitora de la menor 
vendió a favor de la 
cónyuge del causante los 
derechos herenciales que le 
correspondieran a la 
menor; así mismo, declaró 
la nulidad absoluta de la 




CASÓ PARCIALMENTE la 
sentencia de segunda 
instancia por el error de 
hecho identificado.  
Confirmó  la declaración de 
filiación, así como la nulidad 
absoluta de la venta de los 
derechos herenciales por 
objeto ilícito y por omisión 
de licencia judicial. Declaró 
probada la excepción de 
transacción denegando en 
consecuencia, la petición de 
herencia de la parte 
demandante.   
 
















Proceso ordinario: Declarar la 
responsabilidad de los 
perjuicios ocasionados por el 
incumplimiento del 
desembolso de un préstamo 
aprobado y garantizado con 
una hipoteca, al haber negado 
la entrega de los dineros 
acordados y, en consecuencia, 




Revocó la sentencia de 
primera instancia y accedió 
a las pretensiones de la 
parte demandante. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por los 
errores de hecho. Confirmó 
la sentencia de primera 
instancia mediante la cual 
se habían negado las 
pretensiones de la parte 
demandante por 
incumplimiento del 
contrato imputable a ésta. 
 
Error de hecho: 
-Preterición 
(apreciación 





















PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 















Proceso ordinario: Declarar a 
la demandada civilmente 
responsable de las lesiones 
corporales sufridas por el 
afectado a raíz de una 
“electrocución por descarga 
eléctrica” y, en consecuencia, 
condenarla al pago de 
perjuicios morales, materiales 
y fisiológicos.  
 
Modificó la sentencia de 
primera instancia en la cual 
se había accedido a las 
pretensiones del 
demandante, declarando 
probada la excepción de 
compensación de culpa; 
redujo la cuantía de la 
indemnización a la que se 
había condenado a la parte 
demandada. 
 
CASÓ PARCIALMENTE la 
sentencia de segunda 
instancia por los errores de 
hecho identificados. 
Consideró no probada la 
excepción de compensación 
de culpa y reprochó que no 
se hubiese incluido dentro 
de la indemnización lo 
correspondiente al lucro 
cesante futuro solicitado en 
la demanda. Previo a emitir 
fallo sustitutivo, ordenó de 



















Como cierre del anexo, a continuación se destacan algunos casos en los cuales la Sala 






Errores de hecho en la estimación de perjuicios 
 
En cinco sentencias los errores de hecho identificados por la Sala Civil de la Corte 
incidieron negativamente en la estimación de perjuicios derivados de la responsabilidad 
establecida judicialmente, lo que conllevó a que se casaran parcialmente las decisiones 
de segunda instancia. 
 
El análisis de los yerros fácticos se centró en la fundamentación de los dictámenes 
periciales en los cuales se determinaron rubros y cuantificaron perjuicios de manera 
equivocada y, sin embargo, fueron acogidos por los juzgadores de segunda instancia 
como soporte probatorio para el reconocimiento de la indemnización a favor de los 
demandantes.  La Sala Civil clasificó los errores como preterición del respectivo 
dictamen pericial, entendido como apreciación parcial de la prueba pericial, dado que el 
juzgador dejó de ver los problemas o defectos en la fundamentación y conclusiones. 
Este tipo de yerro fáctico concurrió en tres fallos con suposición de circunstancias 
fácticas en la sustentación del dictamen y, en uno, con preterición de otra prueba.  
 
194 El error de hecho 
 
En una de las sentencias se precisa que el error de hecho no surgió del dictamen 
pericial (como ocurrió en los cuatro casos restantes) sino del razonamiento del 
Tribunal, pues no tuvo en cuenta las pruebas pericial y documental debidamente 
allegadas al expediente para la estimación de los perjuicios. Al dejarlas de lado, no sólo 
incurrió en preterición de prueba sino que, además, desconoció criterios 
jurisprudenciales para estimar el monto relativo al lucro cesante, aspecto en el cual 
intervino la Sala Civil para corregir los desaciertos de la decisión. 
 
Las fallas identificadas por la Sala Civil de la Corte en los distintos dictámenes 
periciales o, en la estimación de perjuicios por parte del Tribunal, fueron de diverso 
orden; de manera sucinta se pueden enlistar así:  
- Se tuvieron en cuenta factores sin fundamento técnico.  
- Se partió de la aplicación de factores sin soporte probatorio para la 
cuantificación de los perjuicios.  
- Se consideraron circunstancias fácticas que no tenían respaldo probatorio. 
- Se omitió la valoración de pruebas a partir de las cuales se establecían 
circunstancias fácticas determinantes, tanto para los criterios técnicos como 
para la estimación del valor de perjuicios por cualquier concepto –daño 
emergente y/o lucro cesante-.  
- Se desconocieron criterios técnicos y jurisprudenciales, reglas de experiencia 
y de lógica en la selección de factores para determinar rubros y cuantificar 
montos correspondientes a la indemnización. 
 
La Sala Civil sostuvo que los errores en los cuales incurre un perito en la sustentación 
del dictamen son imputables al Tribunal que lo acoge como soporte probatorio para la 
decisión, pues su deber es hacer un estudio pormenorizado de los criterios, factores y 
demás operaciones realizadas para la estimación de perjuicios, sin importar si el 
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Errores de hecho en la demostración de ‘suma de posesiones 
 
En dos sentencias de casación civil examinadas los errores de apreciación probatoria 
se ubicaron en la demostración de la posesión ininterrumpida del bien inmueble sobre 
el cual se pretendía la declaración de dominio por prescripción extraordinaria. De 
manera más específica, el punto central en casación giró en torno a la demostración de 
la suma de posesiones para cumplir con el tiempo exigido para la declaración de 
dominio.  
 
En el primer caso el Tribunal consideró que no estaba probada la suma de posesiones 
a partir de la preterición y tergiversación de pruebas, desconociendo con ello que la 
Sala de Civil de la Corte había dado un giro radical en su jurisprudencia en cuanto a la 
demostración de la  suma de posesiones irregulares sobre un bien inmueble a partir de 
la Sentencia de Casación N° 83 del 5 de julio de 2007 (expediente 00358-01), pues 
antes de este pronunciamiento se exigía “escritura pública traslativa de dominio” pero, 
en adelante, se consideró suficiente un título cualquiera siempre que fuera “idóneo para 
acreditar que la posesión fue convenida o consentida con el antecesor”, en el 
entendido de que es una transmisión de derechos derivados de la posesión sin estar 
atada a ninguna formalidad.  Este cambio jurisprudencial fue reiterado por la Sala Civil 
acogiendo el criterio de libertad probatoria para la demostración de la suma de 
posesiones, lo cual se cumplía en el caso examinado.     
 
En el segundo  caso, al confirmar la sentencia de primera instancia el Tribunal dio por 
probada la suma de posesiones para declarar la adquisición de dominio por 
prescripción extraordinaria pero la Sala Civil identificó varios errores de apreciación 
probatoria, pues las pruebas evidenciaban una interrupción en la posesión que se 
había pasado por alto en las dos instancias. De igual forma, la Sala Civil encontró que 
el Tribunal se equivocó en la interpretación de la contrademanda mediante la cual se 
había planteado acción reivindicatoria del bien inmueble por parte de unos de los 
herederos del propietario fallecido, a quien además, se le había reprochado en 
instancias no haber acreditado la calidad de propietario, siendo que en la demanda de 
reconvención había dejado en claro que actuaba en beneficio de la sucesión, lo cual 
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C. Anexo: Casación Laboral 
En este anexo se presenta un registro de referencia correspondiente a veinte (20) 
sentencias de casación laboral en las cuales prosperó el recurso extraordinario por error 
de hecho en la motivación fáctica de sentencias de segunda instancia, resultado del 
estudio exploratorio de jurisprudencia proferida por la Sala Laboral de la Corte Suprema 
de Justicia durante el primer semestre del año 2009.  
 
Como criterio de clasificación se seleccionó la pretensión principal del demandante, dada 
la complejidad y disimilitud de las estructuras normativas que rigieron los asuntos 
laborales sometidos a debate judicial en los fallos examinados, prescindiendo de las 
particularidades de cada caso.   
 
El registro referencial de las providencias se agrupa de la siguiente forma:   
 
1. Sentencias con pretensiones relacionadas con solicitud de reintegro 
2. Sentencias con pretensiones relativas a pensiones 
3. Sentencias con distintas reclamaciones laborales 
 
La información sobre el conjunto de sentencias de casación laboral examinadas se 
organizó en torno a la descripción genérica de la pretensión principal que dio origen al 
proceso, destacando en paralelo lo relativo a la conclusión de las decisiones judiciales en 
segunda instancia y en casación, así como los tipos de errores fácticos identificados en 





198 El error de hecho 
 
 







PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 














La demandante solicitó su 
reintegro con ocasión del 
despido unilateral del que fue 
objeto, porque el propósito 
de la demandada era no 
reconocerle la pensión 
convencional a la que tenía 
derecho. 
 
Revocó la sentencia de 
primera instancia en la 
cual se había accedido 
a las pretensiones de la 
demandante, y en su 
lugar absolvió a la parte 
demandada. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia, por el 
error de hecho identificado 
al dar por acreditada una  
edad que la demandante no 
tenía, sustento fáctico de la 
decisión. Confirmó la 
sentencia de primera 
instancia en la cual se había 
condenado a la parte 
demandada al reintegro de 
la demandante con el pago 




Error de hecho: 
 
- Apreciación errónea 
(demanda, prueba 
documental: contrato 
de trabajo, entre 
otros)  
 
















La demandante solicitó que se 
condenara a la parte 
demandada a reintegrarla y a 
pagarle las primas de navidad 
causadas y no prescritas, dado 
que su contrato de trabajo 
había sido terminado 
unilateralmente y sin justa 
causa por el empleador. 
 
Revocó la sentencia de 
primera instancia en la 
cual se denegaron las 
pretensiones de la 
demandante. El 
Tribunal consideró que 
se habían suscrito 
varios contratos a 
término fijo. Condenó 
al empleador  a pagar a 
la demandante 
cesantía, intereses de 
cesantía, prima de 
servicios, vacaciones y 
prima de vacaciones; 
pero negó el reintegro 
y el pago de prima de 
navidad. 
 
CASÓ PARCIALMENTE la 
sentencia de segunda 
instancia por error de hecho 
en cuanto a la pretensión 
de reintegro y del pago de 
prima de navidad, por 
cuanto se ha debido 
concluir que la relación 
laboral estaba regida por un 
contrato indefinido. 
Condenó a la parte 
demandada a que 
reintegrara a la 
demandante en el mismo 
cargo, con el pago de todos 
los derechos laborales; y 
condenó al pago de primas 
de navidad no prescritas. 
 
 














PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 














La parte demandante solicitó 
el reconocimiento y pago de 
la pensión de invalidez,  
intereses y el valor de la 




Confirmó la sentencia 
de primera instancia 
mediante la cual se 
absolvió de todas las 
pretensiones a la parte 
demandada, por cuanto 
consideró que no 




CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por error 
de hecho por cuanto no 
valoró el dictamen de la 
Junta de Calificación de 
Invalidez decretado de 
oficio, siendo su deber 
hacerlo, máxime que en el 
mismo se reportaba la 
situación de invalidez. 
Ordenó correr traslado del 
dictamen pericial previo a 
dictar sentencia.   
 
Error de hecho: 
 





de oficio por el 
Tribunal) 








PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 













La demandante pretendía 
“obtener la reliquidación de la 
pensión de vejez de su 
cónyuge fallecido…, teniendo 
en cuenta para el cálculo del 
ingreso base de liquidación el 
promedio de lo cotizado 
durante toda su vida laboral 
por ser superior, de 
conformidad con el inciso 3° 
del artículo 36 de la Ley 100 
de 1993”.  
 
 
Revocó la sentencia de 
primera instancia 
mediante la cual se 
había absuelto a la 
parte demandada de 
las pretensiones. En su 
lugar, condenó al I.S.S. 
a reajustar la pensión 
de sobrevivientes de la 
actora, teniendo en 
cuenta la incidencia de 
la reliquidación de la 
pensión de vejez de su 
cónyuge fallecido, 
como consecuencia de 
calcular el I.B.L. de esta 
última prestación 
teniendo en cuenta el 
tiempo cotizado 




CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por yerro 
fáctico al haber valorado el 
Tribunal un documento que 
no fue decretado (por 
solicitud de las partes ni de 
oficio), pero que apareció 
en el expediente. Con la 
intervención de la Corte 
quedó establecido que el 
documento fue 
irregularmente incorporado 
al expediente y, por ende, 
no podía ser tenido en 
cuenta en la decisión del 
Tribunal, lo cual se 
configuró en violación al 
debido proceso. Confirmó el 
fallo de primera instancia 
por ausencia de prueba, 
mediante la cual se negaron  
las pretensiones.  
 
 





















El actor demandó a la 
empresa porque omitió 
reportar y pagar al ISS el valor 
real del salario que devengaba 
y solicitó que se la condenara 
al pago de la diferencia 
existente entre la cuantía del 
bono pensional que se 
liquidara con destino a la 
administradora de pensiones 
con base en el aporte 
efectuado y aquel que 
resultara del valor real del 
salario devengado.  
 
 
Revocó la sentencia de 
primera instancia 
mediante la cual se 
había declarado 
probada excepción de 
cosa juzgada y absuelto 
al empleador. Condenó 
al demandado a asumir 
la diferencia de la 
cuantía que se liquidara 
para el bono pensional 
de acuerdo con el 
salario que realmente 
había devengado el 
demandante. 
 
CASÓ PARCIALMENTE la 
sentencia de segunda 
instancia por error de hecho 
a partir del cual el Tribunal 
se equivocó con respecto a 
la cuantía del bono 
pensional que  debía ser 
asumida por la empresa.  Se 
condenó a la demandada a 
asumir el saldo que 
resultaba  de la diferencia   
entre el salario con el que 
realmente cotizó y el salario 
máximo asegurable sobre el 
cual debía cotizar.  
 
 








de cotizaciones a 












La parte demandante solicitó 
que se condenara a la parte 
demandada a reconocer la 
sustitución pensional por 
invalidez, las mesadas 
causadas más la indexación 
correspondiente. 
 
Confirmó la sentencia 
de primera instancia 
mediante la cual se 
había declarado a la 
demandante como 
sustituta pensional por 
invalidez y condenado a 
la parte demandada a 
pagar la pensión de 
sobreviviente. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por error 
de hecho por cuanto no 
estaba probado que en el 
momento del fallecimiento 
del causante la demandante 
tuviera la condición de 
invalidez alegada para la 
sustitución pensional. En 
consecuencia, revocó la 
sentencia de primera 
instancia y absolvió a la 



























PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 













La parte demandante 
pretendía obtener la 
reliquidación de la pensión de 
vejez reconocida por el SS, 
con la correspondiente 
indexación e intereses 
moratorios. 
 
Revocó la sentencia de 
primera instancia 
mediante la cual se 
absolvió a  la parte 
demandada. El Tribunal 
condenó al ISS a la 
reliquidación de la 




CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por 
violación directa y por  error 
de hecho, dado que el 
Tribunal impuso una 
obligación que no le 
correspondía a la 
demandada; además  tuvo 
en cuenta el rubro de 
gastos de representación 
para calcular la pensión, 
cuando no correspondía 
incluirlo en el ingreso base 
de liquidación. Confirmó el 
fallo de primera instancia. 
 
 


























La demandante solicitó que se 
condenara al ISS a pagarle la 
pensión convencional, con los 
demás derechos derivados de 
ello y se dejara sin efectos la 
pensión de jubilación de 
carácter legal que se le había 
reconocido. Además solicitó 
que se condenara al pago de 
los derechos laborales por 
terminación unilateral del 




Revocó parcialmente la 
sentencia de primera 
instancia en cuanto 
absolvió a la 
demandada del pago 
de pensión de 
jubilación convencional 
y demás pretensiones, 
lo cual le fue concedido 
por el Tribunal. 
Confirmó el fallo de 
primera instancia en 
cuanto a la condena del 
pago de vacaciones  e 
intereses de cesantías.  
 
CASÓ PARCIALMENTE la 
sentencia de segunda 
instancia por error de 
hecho, dado que el Tribunal 
se equivocó al confirmar la 
condena por vacaciones 
impuesta al ISS por el a quo, 
pues ya se había efectuado 
dicho pago.   
Por violación directa casó la 
sentencia en cuanto al 
reconocimiento de la 
pensión de jubilación 
convencional, lo cual no era 
procedente. En 




Error de hecho: 
 
-Apreciación errónea 
(inspección judicial y 
prueba documental 













Tres demandantes solicitaron 
el reajuste de su primera 
mesada pensional, con la 
correspondiente indexación  y 
uno de ellos el pago del valor 
de la bonificación por 
jubilación. 
 
Revocó parcialmente la 
sentencia de primera 
instancia en cuanto a la 
condena para el pago 
de pensión indexada  a 
favor de uno de los 
demandantes porque 
declaró probada la 
excepción de cosa 
juzgada. Confirmó en lo 
demás la absolución de 
la parte demandada en 
cuanto a las 
pretensiones de los 
otros dos 
demandantes, relativa 
a la actualización del 
ingreso base de 
liquidación para 
determinar el valor 




CASÓ PARCIALMENTE la 
sentencia de segunda 
instancia por error de hecho 
al haber considerado 
probada la excepción de 
cosa juzgada, por cuanto la 
controversia en este 
proceso correspondía a otro 
asunto no debatido en sede 
judicial: la actualización del 
IBL para determinar el valor 
de la primera mesada 
pensional con respecto a 
uno de los demandantes. La 
Corte confirmó 
parcialmente la sentencia 
de primera instancia en 
cuanto a  que se había 
accedido a esta pretensión. 
Por violación directa 
también casó la sentencia 
del Tribunal y se accedió a 
las pretensiones de los 
demandantes. 
 




sentencia judicial de 
otro proceso) 
 









PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 














La demandante solicitó que se 
condenara “a la entidad 
demandada a reconocerle y 
pagarle la pensión de 
sobreviviente causada por la 
muerte de su cónyuge, las 
mesadas causadas incluidas 
las adicionales, con los 
intereses moratorios o la 




Revocó la sentencia de 
primera instancia 
mediante la cual se 
había condenado a la 
demandada a pagarle a 
la demandante la 
pensión de 
sobrevivientes en 
aplicación del principio 
de condición más 
beneficiosa, porque el 
causante no había 
cotizado 300 semanas.  
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por error 
de hecho derivado de la 
apreciación errónea de la 
resolución mediante la cual 
se le negó la pensión de 
vejez, la cual fue 
interpretada de manera 
equivocada por el Tribunal, 
pues el causante si cumplía 
el requisito de 300 semanas 
cotizadas y se debía aplicar 
el principio constitucional y 
legal de la condición más 
beneficiosa para 
reconocerle la pensión. 
Confirmó la sentencia de 
primera instancia  
 
 

















La demandante solicitó el 
reconocimiento de la pensión 
de sobrevivientes por la 
muerte de su hijo con las 
mesadas adicionales, sanción 
por el no pago oportuno y la 




Confirmó la sentencia 
de primera instancia 
mediante la cual se 
absolvió a la 
demandada de las 
pretensiones, 
aduciendo que la 
demandante no había 
probado la 
dependencia 
económica de su hijo 
fallecido. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por error 
de hecho en cuanto a la 
apreciación de la resolución  
mediante la cual se le negó 
la pensión de sobreviviente 
pero se le reconoció la 
indemnización sustitutiva, 
con lo cual para la 
demandada ya estaba 
acreditaba la calidad de 
beneficiaria de la 
demandante y el Tribunal 
no ha debido pasar por alto 
tal circunstancia, dado que 
ha debido centrarse en los 
requisitos para que le fuera 
otorgada la pensión de 
sobreviviente, en aplicación 
del principio de la condición 
más beneficiosa. La Corte 
condenó al pago de la 
pensión de sobreviviente, 
mesadas causadas y demás 
derechos no prescritos.   
 
 



















PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 













El demandante solicitó el 
pago de “la cuota parte de la 
pensión compartida”  con el 
ISS, indemnización moratoria 
e intereses, dado que “una 
vez la entidad de seguridad 
social le otorgó la pensión por 
vejez, la demandada dejó de 
pagarle la pensión de 
jubilación convencional…, 
quedando a cargo de la 
demandada el mayor valor de 
la de jubilación”.    
 
 
Revocó la sentencia de 
primera instancia 
mediante la cual se 
había condenado a la 
parte demandada a 
pagar la diferencia 
pensional por concepto 
de pensión compartida. 
En consecuencia, 
absolvió a la parte 
demandada de las 
pretensiones. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por error 
de hecho porque “el 
Tribunal apreció 
erróneamente el documento 
contentivo de la declaración 
de voluntad de la empresa 
mediante el cual reconoció 
el derecho como 
convencional, como 
también, que dejó de 
apreciar el documento en el 
que la empresa entendió 
que la compartibilidad de la 
pensión no estaba atada al 
carácter convencional de la 
prestación por haber 
cumplido el trabajador 
cierto número de años, 30 
en ese caso, sino al tiempo 
de servicios del trabajador 
para la entrada en vigencia 
de la afiliación obligatoria 
al ente de seguridad social 
en la región o lugar”. 
Confirmó la sentencia de 
primera instancia.      
 
 


















Los demandantes reclamaron 
de la administradora del 
fondo de pensiones  la 
pensión de sobrevivientes con 




Revocó la sentencia de 
primera instancia 
mediante la cual se 
había condenado a la 
administradora del 
fondo de pensiones a 
pagar la pensión de 
sobrevivientes; y 
absuelto al empleador, 
no obstante la 
responsabilidad que se 
derivara de la  mora en 
el pago de los aportes 
respectivos. En su 
lugar, El Tribunal 
absolvió a la 
demandada y condenó 
al empleador a pagar la 
pensión de 
sobrevivientes por la 
mora y pago 
inoportuno de los 
aportes a la seguridad 
social del trabajador.  
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por 
violación directa y por error 
de hecho, en cuanto la 
mora en el pago de unos 
aportes no libera de la 
prestación debida a la 
administradora del fondo 
de pensiones por cuanto 
ésta ha debido emprender 
las acciones necesarias para 
obtener el pago de los 
aportes en mora, omisión 
de la cual se reafirma su 
responsabilidad sin que sea 
posible trasladarla al 
empleador. En 
consecuencia, confirmó la 
sentencia de primera 
instancia en la cual se 
condenó a la 
administradora del fondo 
de pensiones a pagar la 
pensión de sobrevivientes y 
demás derechos derivados 
de ello.  
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PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 














El recurrente demandó para 
que se condenara a los 
demandados a pagarle la 
suma correspondiente a 
salarios que le dejaron de 
pagar por el tiempo de 
servicio, incluyendo otros 
conceptos derivados de la 
relación laboral; así como  
indemnización por 
terminación injusta del 
contrato, pensión de 
jubilación,  auxilio de 




Revocó la sentencia de 
primera instancia 
mediante la cual se 
había condenado a los 
demandados a pagar a 
favor del demandante 
montos por cesantía, 
intereses de cesantía, 
prima de servicios, 
indemnización por 
despido injusto, 
indexación  y pensión. 
Absolvió a los 
demandados y tan sólo 
condenó por mora a 
uno de los demandados 




CASÓ PARCIALMENTE la 
sentencia de segunda 
instancia por error de hecho 
en cuanto a la  condena por  
indemnización moratoria, 
dado que no estaba 
establecido que la parte 
demandada hubiera 
actuado de buena fe y la 
mora se había iniciado 
antes de la fecha estimada 
por el Tribunal.  
(Por la causal de reformatio 
in pejus, casó parcialmente 
para condenar al pago de 
indemnización por despido 
injusto). 
 















El demandante pretendía  que  
se declarara que la sanción de 
suspensión de 30 días 
impuesta por la demandada 
era nula; y que se condenara a 
la demandada al pago de 
salarios moratorios por no 
cancelar la totalidad de 




Confirmó la sentencia 
de primera instancia 
mediante la cual se 
absolvió a la 
demandada de todas 
las pretensiones, 
aduciendo que no 
había en la demanda 
solicitud de condena 
con respecto a los 
salarios no pagados por 
la sanción disciplinaria, 




CASÓ PARCIALMENTE la 
sentencia de segunda 
instancia por error de hecho 
debido a la apreciación 
errónea de la demanda que 
dio inicio al proceso, pues 
en ella se solicitó la nulidad 
de la suspensión y el pago 
de salarios no pagados en 
dicho período.  
Por violación directa, 
también casó el fallo 
porque encontró que  la 
suspensión de 30 días 
impuesta excedió el 
término máximo de días de 
suspensión y condenó al 


















El demandante solicitó que se 
condenara a los demandados 
a pagar: indemnización por 
despido injusto, cesantías, 
intereses y sanción por el no 
pago de las mismas; 
vacaciones, primas de 
servicios, auxilio de 
transporte;  cotizaciones para 
cubrir la seguridad social en 
salud y pensiones; retención 
en la fuente hecha a los 
salarios devengados; sanción 
moratoria e indexación. 
 
 
Confirmó la sentencia 
de segunda instancia 
mediante la cual se 
absolvió a los 
demandados de las 
pretensiones del 
demandante, porque 





que identifica al 
contrato de trabajo. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por error 
de hecho, dado que la 
prueba documental 
acreditaba la ausencia de 
autonomía e independencia 
en los servicios prestados 
por el demandante, es decir 
si estaba probada la 
subordinación o 
dependencia. Declaró la 
existencia del contrato de 
trabajo, ordenó el pago de 
los derechos laborales y 
previo a proferir sentencia 
ofició a la demandada para 
que se informara el valor de 
la remuneración del 
demandante. 
 






-Falta de apreciación 
(prueba documental: 
varios documentos) 









PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 














El accionante solicitó que se 
condenara a la parte 
demandada a pagar a su 
favor, los salarios insolutos de 
un período específico y los 
primeros 7 días de salario 
completo de un mes; la 
cesantía del tiempo servido e 
intereses; prima de servicios; 
vacaciones; indemnización 
por despido; las 
indemnizaciones moratorias 
por no haber consignado en 
un fondo la cesantía causada 
en un año,  por la no 
cancelación de salarios y 
prestaciones debidas a la 
ruptura del vínculo 
contractual; la indexación o 




Confirmó la sentencia 
de primera instancia 
mediante la cual se 
negaron las 
pretensiones y se 
absolvió a la parte 
demandada, aduciendo 
que había actuado de 
buena fe, con el 
convencimiento de que 
en la relación laboral 
estaba pactado un 
salario integral, que no 
daba lugar al pago de 
las prestaciones 
sociales exigidas ni a la 
indemnización 
moratoria; justificó 
como un simple olvido 
que no se hubiese 
pagado oportunamente 
unos días de salario. 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por 
errores de hecho al 
considerar probada la 
buena fe del empleador con 
respecto a la falta de 
consignación de la cesantía 
del año 2000 en un fondo y 
el pago de prestaciones 
sociales a la terminación de 
la relación laboral, pues las 
pruebas demostraban que 
no se había pactado salario 
integral y por lo mismo, que 
había actuado de mala fe; 
tampoco estaba justificado 
el pago tardío de los días de 
salario dejados de pagar. 
Revocó parcialmente la 
sentencia de primera 








contrato de trabajo, 
contestación de 












La parte demandante solicitó 
el reconocimiento y pago de 
perjuicios morales y 
materiales por la muerte de 
su familiar ocurrida como 
consecuencia de un accidente 
de trabajo sufrido como 
trabajador en misión , en 
contra de la empresa de 




Confirmó la sentencia 
de primera instancia 
mediante la cual se 
absolvió a las 
demandadas y a la 
llamada en garantía de 
todas las pretensiones 
de la actora. 
 
 
CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por error 
de hecho por cuanto el 
Tribunal se equivocó al 
señalar que el día de los 
hechos el malecate no 
presentaba desperfecto y 
que el trabajador había 
recibido inducción para su 
manejo. La Corte estableció 
que estaba probada la culpa 
de la empresa usuaria, por 
tanto, la “falta de diligencia 
y cuidado de la 
codemandada, estructura la 
culpa patronal, de la que se 
deriva la responsabilidad 
que conduce a la 
indemnización plena de 
perjuicios”. Condenó a la 
empresa de servicios 









allegada en dicha 




















PRETENSIÓN PRINCIPAL QUE 
DIO ORIGEN AL PROCESO 
DECISIÓN DE SEGUNDA 
INSTANCIA 














Las demandantes reclamaron 
el pago del recargo por 
trabajo en la jornada 
nocturna, de conformidad con 
lo previsto en la Convención 
Colectiva de Trabajo, el 
reajuste del auxilio de 
cesantías, sus intereses, 
vacaciones, primas legales y 





Revocó la sentencia de 
primera instancia 
mediante la cual se 
había condenado a “la 
demandada a pagar 
con el correspondiente 
recargo del 35%, por la 
labor desarrollada 
entre las 6:00 p.m. y las 
10:00 p.m.,… y a 
reajustar el monto de 
las cesantías, 
vacaciones, primas 
legales y extralegales e 
intereses desde la 
misma fecha y hacia 
futuro”. En su lugar, 
absolvió a la parte 




CASÓ la sentencia de 
segunda instancia por 
violación directa y por error 
de hecho por cuanto aplicó 
indebidamente una 




lo pactado por las partes. En 
consecuencia, confirmó la 
sentencia de primera 
instancia mediante la cual 




















La demandante solicitó: (i)  
condenar a la demandada  al 
reconocimiento y pago de: 
indemnización por  perjuicios 
ocasionados con el 
fallecimiento de su esposo en 
el cumplimiento de una 
actividad laboral; pago de la 
diferencia entre el monto de 
lo reconocido por pensión de 
sobrevivientes por la ARP y el 
salario realmente devengado 
por el tiempo de causación de 
comisiones y demás derivados 
de derechos laborales. (ii) 
Subsidiariamente, condenar al 
reajuste del salario integral, y 
en consecuencia del factor 
prestacional por no haber sido 
tenido en cuenta en la 
cancelación del mismo el pago 
de comisiones; y de no 
accederse a las 
indemnizaciones moratorias 
se le condenara a la 
indexación de los valores 
insolutos, y a las costas del 
proceso.   
 
Confirmó la sentencia 
de primera instancia 
mediante la cual se 
declararon probadas las 
excepciones de 
inexistencia de la 
obligación y pago; se 
absolvió a la 
demandada de todas 
las pretensiones. El 
Tribunal consideró que 
la demandada no tuvo 
la culpa del accidente 
en el que perdió la vida 
el trabajador y que no 
había lugar a 
reconocerle lo 
solicitado en las demás 
pretensiones. Pese a 
que señaló que las 
comisiones fueron 
pactadas de manera 
separada del contrato 
laboral, “infirió que el 
salario integral incluía 
tanto el salario básico 
como el variable, esto 
es, las comisiones”. 
 
CASÓ PARCIALMENTE la 
sentencia de segunda 
instancia “…en cuanto 
confirmó la de primer grado 
que había absuelto a la 
sociedad accionada de las 
pretensiones derivadas del 
pago de comisiones a su 
trabajador …, y del reajuste 
de la pensión de 
sobrevivientes reconocida a 
la parte demandante por la 
ARP…” por errores de 
hecho derivado de la 
apreciación errónea del 
contrato de trabajo y de 
otros documentos, pues dio 
por probado que las 
comisiones hacían parte del 
salario integral, siendo que 
no hacían parte del mismo.  
De igual forma, que la 
pensión de sobrevivientes 
reconocida  tuvo en cuenta 
dentro del salario base de 
cotización las comisiones. 
Previo a proferir sentencia 
sustitutiva, ordenó la 
práctica de pruebas.  
 









206 El error de hecho 
 
 
Como cierre del anexo se destaca una excepción a la regla restrictiva de la casación 
laboral correspondiente a las pruebas calificadas para la denuncia de errores de hecho 





Error de hecho por falta de apreciación de prueba pericial (no calificada):  
una excepción a la regla 
 
Pretensión 
principal que dio 
origen al proceso: 
 
La parte demandante solicitó el reconocimiento y pago de la pensión de 






El Tribunal confirmó la sentencia de primera instancia mediante la cual se 
absolvió de todas las pretensiones a la parte demandada, por cuanto 
consideró que no estaba probada la invalidez del demandante. 
 
 
En esta sentencia la Sala Laboral de la Corte señala que el Tribunal incurrió en error de 
hecho por falta de apreciación de una prueba pericial (dictamen de la Junta Regional de 
Calificación de Invalidez), medio probatorio excluido por regla general de control en 
casación a menos de que se demuestre un yerro fáctico en una prueba calificada, situación 
que no ocurrió en este caso. Esta excepción se sustenta en que la prueba pericial fue 
decretada de oficio por el Tribunal pero no la tuvo en cuenta en su decisión, pese a que era 
su deber, lo cual configuró el yerro fáctico denunciado por el recurrente como puede verse 
en la cita que se destaca: 
     “…el Tribunal, no tomó en cuenta el nuevo dictamen, que de conformidad con el 
artículo 38 de la Ley 100 de 1993, era indicativo del estado de invalidez del actor, lo 
cual no es atendible en modo alguno, puesto que si decreta una prueba, por 
considerarla importante para el proceso, seguidamente no puede guardar silencio 
sobre la misma, ni abandonarla, como si no existiera, o como si el decreto oficioso de 
pruebas pudiera resultar inane, sin efectos para el propio juzgador que adoptó la 
medida. 
     Más aun, el artículo 83 del C.P. L y de la SS., en armonía con el 54, faculta al 
Tribunal para que oficiosamente decrete las práctica de las pruebas que considere 
necesarias para resolver la apelación; es decir, que aunque se trata de una facultad o 
potestad, una vez utilizada y luego de practicarse el medio de prueba, como en el 
presente caso, es deber del juzgador valorarlo y expresar el convencimiento que le 
inspire. En consecuencia, el error del sentenciador resulta manifiesto y protuberante, 




 Error de hecho:  
-Falta de apreciación de prueba pericial (no calificada) 
Decisión  
de la Corte: 
CASÓ la sentencia de segunda instancia por error de hecho y ordenó correr traslado del dictamen 
pericial a las partes, previo a dictar el fallo sustitutivo.   
Referencia de 
la sentencia: 
Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 28 de julio de 2009, radicación N° 
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